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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 7 de diciembre de 2012. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión ordinaria el próximo martes 11 de diciembre, a 
la hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos entra- 
dos y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


1%) por el que se modifica la Ley N* 17.823, de 7 
de setiembre de 2004, Código de la Niñez y la Ado- 
lescencia. 

Carp. N* 919/2012 - Rep. N* 707/12 - Anexo I 


2%) por el que se declara habilitado el Puerto de 
Aguas Profundas situado en las costas del Océano At- 
lántico. 

Carp. N* 923/2012 - Rep. N* 704/12 


3%) por el que se designa con el nombre de “Pro- 
fesor Antonio María Ubilla”el Liceo N* 4 de la ciudad 
de Melo, departamento de Cerro Largo, dependiente 
del Consejo de Educación Secundaria, Administra- 
ción Nacional de Educación Pública. 

Carp. N* 1052/2012 - Rep. N* 708/12 


49) por el que se mantiene el pabellón de origen de 
los buques que intervengan en llamados a licitación 
de obras nacionales o binacionales o por convenios 
nacionales e internacionales en aguas jurisdicciona- 
les y territoriales de la República. 

Carp. N* 1029/2012 - Rep. N* 710/12 


5%) por el que se aprueba el Acuerdo de Sede entre 
la República Oriental del Uruguay y la Facultad Lati- 
noamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), suscri- 
to en la ciudad de Montevideo, República Oriental del 
Uruguay, el 10 de febrero de 2012. 

Carp. N* 888/2012 - Rep. N* 558/12 


69) por el que se sustituye el artículo 8” de la Ley 
N?* 18.566, de 11 de setiembre de 2009, relativo a la 
integración del Consejo Superior Tripartito del siste- 
ma de negociación colectiva. 

Carp. N* 993/2012 - Rep. N* 722/12 


7%) por el que se declara el día 23 de octubre de 
cada año como el “Día del Periodista y del Trabajador 
de los Medios de Comunicación Social”. 

Carp. N* 1048/2012 - Rep. N* 723/12 


8% Informe de la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales relacionado con la solicitud remitida por el 
Poder Ejecutivo, a fin de designar en calidad de Emba- 
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jador Extraordinario y Plenipotenciario de la Repúbli- 
ca, ante la Asociación Latinoamericana de Integración 
(ALADI) y el Mercado Común del Sur (Mercosur), al 
doctor Juan Alejandro Mernies Falcone. 

Carp. N* 1059/2012 - Rep. N* 724/12 


9%) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud remitida por el 
Poder Ejecutivo, a fin de designar: 


- en el cargo de Fiscal Letrado Departamental 
de Paso de los Toros (Escalafón “N” Magistrados), al 
doctor Fernando Mario Pérez D'“Auria. 

Carp. N* 1065/2012 - Rep. N* 711/12 


-en el cargo de Fiscal Letrada Nacional de lo Civil 
de Segundo Turno (Escalafón “N” Magistrados), a la 
doctora Graciela María Peraza Furlán. 

Carp. N* 1064/2012 - Rep. N* 713/12 


- en el cargo de Fiscal Letrada Nacional de Menores 
de Primer Turno (Escalafón “N” Magistrados), a la doc- 
tora Nancy Hagopian Kasparian y en el cargo de Fiscal 
Letrado Departamental de Bella Unión (Escalafón “N” 
Magistrados), a la doctora Claudia María Lete Sosa. 

Carp. N* 1058/2012 - Rep. N* 717/12 


- en el cargo de Fiscal Letrada Departamental de 
Mercedes de Primer Turno (Escalafón “N” Magistra- 
dos), a la doctora Margot Yanieri González 

Carp. N*1055/2012 - Rep. N*719/12 


- en el cargo de Fiscal Letrada Departamental de 
Young (Escalafón “N” Magistrados), a la doctora Fan- 
ny Malán Portela. 

Carp. N* 1063/2012 - Rep. N* 721/12 


10) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con un recurso interpuesto con- 
tra una Resolución de la Cámara de Senadores, de 
fecha 31 de julio de 2012, por la cual se aprueba la 
estructura organizativa, escalafonaria y de cargos de 
la Comisión Administrativa del Poder Legislativo: 


- por la funcionaria de la Comisión Administrativa, 
Silvia Carmen Gardella. 
Carp. N* 971/2012 - Rep. N* 716/12 


- por el funcionario de la Comisión Administrativa, 
Alvaro Guerrero. 
Carp. N* 970/2012 - Rep. N* 718/12 


- por la funcionaria de la Comisión Administrativa, 
Fabiana Cabral. 
Carp. N* 972/12 - Rep. N* 720/12 


11) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud remitida por el 
Poder Ejecutivo, a fin de destituir de su cargo: 
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- a un funcionario del Ministerio de Salud Públi- 
ca, Dirección General de Salud. (Plazo constitucional 
vence el 25 de febrero de 2013). 

Carp. N* 1077/2012 - Rep. N* 712/12 


- a un funcionario del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, Dirección Nacional de Transporte. 
(Plazo constitucional vence el 14 de febrero de 2013). 
Carp. N* 1057/2012 - Rep. N* 714/12 


- a un funcionario del Ministerio de Economía 
y Finanzas, Dirección Nacional de Aduanas. (Plazo 
constitucional vence el 15 de enero de 2013). 

Carp. N* 1033/2012 - Rep. N* 715/12 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Baráibar, Bordaberry, Couriel, Da 
Rosa, Dalmás, Gallinal, Gallo Imperiale, Heber, 
Lacalle Herrera, Larrañaga, Lorier, Martínez, 
Michelini, Moreira (Carlos), Nin Novoa, 
Pasquet, Penadés, Rondeau, Rosadilla, Rubio, 
Saravia, Solari, Tajam, Topolansky y Viera; y a 
partir de las 14 horas, el señor Senador Scrigna. 


FALTAN: con licencia, el señor Senador Chiruchi 
y la señora Senadora Moreira (Constanza); y a 
partir de las 14 horas, el señor Senador Solari; y, con 
aviso, el señor Senador Barreiro. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 40 minutos). 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “La Cámara de Representantes remite aproba- 
dos los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender por razones de interés 
general, hasta por un plazo de ciento ochenta días, 
el subsidio por desempleo de los trabajadores de la 
Empresa Aratirí S.A. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 
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- por el que se aprueba el Convenio Internacional 
del Aceite de Oliva y Aceitunas de Mesa, firmado el 
29 de abril de 2005 en la ciudad de Ginebra, Suiza. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


- por el que se declara feriado laborable para la 
villa Quebracho, departamento de Paysandú, el día 8 
de enero de cada año, con motivo de conmemorarse 
en esa fecha el comienzo de su proceso fundacional. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


- por el que se designa con el nombre de “David 
Manuel Hugo Roher” la Escuela Técnica de la villa 
Ecilda Paullier, departamento de San José, depen- 
diente del Consejo de Educación Técnico-Profesio- 
nal, Administración Nacional de Educación Pública. 


- por el que se crea la “Medalla Delmira Agustini (La 
Delmira)”con la finalidad de distinguir honoríficamen- 
te a todos aquellos ciudadanos naturales o legales y a 
personalidades extranjeras que contribuyan o hubieren 
contribuido de modo excepcional con la cultura y las ar- 
tes en sus diversas modalidades, facultándose al Minis- 
terio de Educación y Cultura a proceder a su entrega. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


Y remite, aprobado en nueva forma, un proyecto 
de ley por el que se crea la Ley de Museos y el Siste- 
ma Nacional de Museos. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


Asimismo, remite copia de las siguientes expo- 
siciones escritas del señor Representante Ricardo 
Planchón: 


- referida al funcionamiento del Sistema Nacional 
Integrado de Salud. 
- ALA COMISIÓN DE SALUD PUBLICA. 


- relacionada con la creación del Ministerio de 
Deporte. 
- TÉNGASE PRESENTE. 


Y comunica que han sido designados para integrar 
la Comisión Permanente que actuará en el Tercer Pe- 
ríodo Ordinario de la XLVII Legislatura, como titula- 
res, los señores Representantes Alfredo Asti, Carlos 
Gamou, Yerú Pardiñas, Alejandro Sánchez, Ricardo 
Berois, Pablo Iturralde y Fernando Amado y, como 
suplentes, los señores Representantes Berta Sanse- 
verino, Juan Carlos Souza, Julio Bango, Oscar Groba, 
Amin Niffouri, Daniel Peña y Juan Ángel Vázquez, 
respectivamente. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


La Institución Nacional de Derechos Humanos 
y Defensoría del Pueblo remite nota adjuntando 
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la Recomendación respecto de la necesidad de 
adecuación de la normativa nacional a los principios 
y normas del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


La Presidencia de la Cámara de Senadores, confor- 
me a las normas legales y reglamentarias aplicables y 
en cumplimiento de lo establecido por el Estatuto del 
Funcionario, comunica las siguientes resoluciones: 


- N* 173/012, de fecha 6 de diciembre de 2012, 
por la cual se designa en el grado de Supervisor Ge- 
neral del Escalafón “D”- Serie Taquigrafía de la Cá- 
mara de Senadores, a partir del día 6 de diciembre de 
2012, a la señora Cristina Berrutti. 


- N* 174/012, de fecha 6 de diciembre de 2012, 
por la cual se designa en el grado de Supervisor del 
Escalafón “D”- Serie Taquigrafía de la Cámara de Se- 
nadores, a partir del día 6 de diciembre de 2012, al 
señor Leonardo Franzi, y a las señoras Ana Buschia- 
zzO0 y Judith Sainz. 

- TÉNGANSE PRESENTES. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formadas las siguientes solicitudes de venia: 


- de conformidad con lo establecido por el nume- 
ral 13 del artículo 168 de la Constitución de la Repú- 
blica, a fin de designar en el cargo de: 


- Fiscal Letrado Departamental de Paso de los To- 
ros (Escalafón “N” Magistrados), al doctor Fernando 
Mario Pérez D'Auria. 


- Fiscal Letrada Nacional de lo Civil de Segundo 
Turno (Escalafón “N” Magistrados), a la doctora Gra- 
ciela María Peraza Furlán. 


- Fiscal Letrada Nacional de Menores de Primer 
Turno (Escalafón “N” Magistrados), a la doctora Nan- 
cy Hagopian Kasparian y en el cargo de Fiscal Letrada 
Departamental de Bella Unión (Escalafón “N” Magis- 
trados), a la doctora Claudia María Lete Sosa. 


- Fiscal Letrada Departamental de Mercedes de 
Primer Turno (Escalafón “N” Magistrados), a la doc- 
tora Gabriela Margot Yanieri González. 


- Fiscal Letrada Departamental de Young (Escalafón 
“N” Magistrados), a la doctora Fanny Malán Portela. 


- a fin de destituir de su cargo a una funcionaria 
del Ministerio de Salud Pública, a un funcionario del 
Ministerio de Economía y Finanzas y a un funciona- 
rio del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
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Asimismo, eleva informados los siguientes recut- 
sos administrativos interpuestos contra la Resolución 
de la Cámara de Senadores de fecha 31 de julio de 
2012, por la que se aprueba la Reestructura Organi- 
zativa, Escalafonaria y de Cargos de la Comisión Ad- 
ministrativa del Poder Legislativo: 


- por la funcionaria de la Comisión Administrativa 
Silvia Carmen Gardella. 


- por la funcionaria de la Comisión Administrativa 
Fabiana Cabral. 


- por el funcionario de la Comisión Administrativa 
Alvaro Guerrero. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva infor- 
mado un proyecto de ley por el que se designa con el 
nombre de “Profesor Antonio María Ubilla”, el Liceo 
N“ 4 de la ciudad de Melo, departamento de Cerro 
Largo, dependiente del Consejo de Educación Secun- 
daria, Administración Nacional de Educación Pública. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informado un proyecto de ley, por el que se modifica 
la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código 
de la Niñez y la Adolescencia. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas eleva 
informado un proyecto de ley por el que se mantiene 
el pabellón de origen de los buques que intervengan en 
llamados a licitación de obras nacionales o binacionales 
o por convenios nacionales e internacionales en aguas 
jurisdiccionales y territoriales de la República. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad So- 
cial eleva informados los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se declara el día 23 de octubre de cada 
año como el “Día del Periodista y del Trabajador de 
los Medios de Comunicación Social”. 


- por el que se sustituye el artículo 8% de la Ley 
N?* 18.566, de 11 de setiembre de 2009, relativo a la 
integración del Consejo Superior Tripartito del siste- 
ma de negociación colectiva. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva in- 
formada la solicitud de acuerdo remitida por el Po- 
der Ejecutivo para acreditar en calidad de Embaja- 
dor Extraordinario y Plenipotenciario de la República 
ante la Asociación Latinoamericana de Integración 
(ALADD) y el Mercado Común del Sur (Mercosur), al 
señor Juan Alejandro Mernies Falcone. 


Y, asimismo, eleva informado un proyecto de ley 
por el que se aprueba el Acuerdo de Sede entre la 
República Oriental del Uruguay y la Facultad Lati- 
noamericana de Ciencias Sociales (FLACSO) suscri- 
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to en la ciudad de Montevideo, República Oriental del 
Uruguay, el 10 de febrero de 2012. 

- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Hacienda eleva informado un pro- 
yecto de ley por el que se amplía el alcance de las 
exoneraciones tributarias aplicables a las empresas 
periodísticas y de radiodifusión. 

- REPÁRTASE E INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN. 


La Junta Departamental de Cerro Largo remite 
copia de la versión taquigráfica de las palabras pro- 
nunciadas por el señor Edil Federico Perdomo, rela- 
cionadas con la ley promulgada por la República Fe- 
derativa del Brasil, que habilita la instalación de free 
shop en su territorio fronterizo. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


La Junta Departamental de Paysandú remite co- 
pia de una exposición escrita presentada por el se- 
ñor Edil Carlos Oyanarte, titulada “Situación de los 
ahorristas que capitalizaron Cofac mediante la Ley 
N* 17.863”. 

- ALAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE CONS- 
TITUCIÓN Y LEGISLACIÓN. 


La Junta Departamental de Maldonado remite co- 
pia de la versión taquigráfica de las palabras pronun- 
ciadas por el señor Edil Andrés De León, relacionadas 
con el 250% aniversario de la ciudad de San Carlos, 
solicitando además que el Parlamento Nacional sesio- 
ne en dicha ciudad en el marco de los festejos. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


4) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias de los señores Senadores a las anteriores convo- 
catorias. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- En la sesión ordinaria del 5 de diciembre no se 
registraron inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión del 3 de diciembre faltaron, con aviso, el 
señor Senador Chiruchi y la señora Senadora Xavier. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 
4 de diciembre faltó, con aviso, la señora Senadora 
Moreira. 
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A la sesión de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación del 4 de diciembre faltó, con aviso, la señora 
Senadora Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, 
Comercio, Turismo y Servicios del 5 de diciembre fal- 
tó, con aviso, el señor Senador Heber. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del 5 de diciembre faltó, con aviso, el señor 
Senador Lescano. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del 6 de diciembre faltó, con aviso, 
el señor Senador Pasquet. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales del 6 de diciembre faltaron, con aviso, los seño- 
res Senadores Lacalle Herrera, Pasquet y la señora 
Senadora Xavier. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca del 6 de diciembre faltó, con aviso, el 
señor Senador Larrañaga. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 6 de 
diciembre faltó, con aviso, el señor Senador Rubio. 


5) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 11 de diciembre de 2012. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo que Ud. 
preside me conceda licencia por el día de hoy, martes 
11 de diciembre de 2012. 

Solicito dicha licencia al amparo del literal D) del 
artículo 1% de la Ley N* 17.827. Solicito también se 
convoque a mi suplente respectivo. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente. 


Constanza Moreira. Senadora”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Eduardo Muguruza 
y Francisco Beltrame han presentado notas de desis- 
timiento, informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda 
convocado el señor Aníbal Rondeau, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 11 de diciembre de 2012. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1” de la Ley 
N* 17.827, por motivos personales, desde el día 11 
hasta el 13 de diciembre inclusive, solicitando se con- 
voque, por parte del Cuerpo, al suplente. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 


Juan Chiruchi. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Sergio Chiesa ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Am- 
brosio Barreiro, a quien ya se ha tomado la promesa 
de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez 
Filippini).- “Montevideo, 10 de diciembre de 
2012. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, de acuerdo a lo dispuesto en la 
Ley N* 17.827, de fecha 14 de setiembre de 2004, 
solicito a Ud. me conceda licencia, por motivos per- 
sonales, el día jueves 13 del corriente mes. 


Sin otro particular, saludo a Ud. atte. 
Rafael Michelini. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha 
presentado nota de desistimiento, informando 
que por esta vez no acepta la convocatoria a in- 
tegrar el Cuerpo, por lo que queda convocado el 
señor Antonio Gallicchio, a quien ya se ha tomado 
la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 10 de diciembre de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo establecido en la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, solicito 
al Cuerpo que tan dignamente preside, se sirva 
concederme el uso de licencia los días miércoles 
12 y jueves 13 de diciembre a partir de las 16:00 
horas y 15:00 horas respectivamente, por moti- 
vos personales. 


Sin más, lo saluda atentamente. 


Luis Rosadilla. Senador”. 
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SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 19. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Carlos Gamou, Pablo 
Álvarez, Javier Salsamendi y Juan Souza han presen- 
tado notas de desistimiento, informando que por esta 
vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, 
por lo que queda convocado el señor Hebert Clavijo, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


6) INFORME DE SINIESTRALIDAD VIAL EMI- 
TIDO POR EL SISTEMA DE INFORMACIÓN 
NACIONAL DE TRÁNSITO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: se ha 
conocido el informe de siniestralidad vial en Uruguay, 
emitido por el Sistema de Información Nacional de 
Tránsito, respecto de los primeros seis meses del año, y 
podemos decir que arroja números muy preocupantes. 


En los primeros seis meses de 2012 resultaron lesionados 
por accidentes de tránsito ocurridos en todo el país más de 
13.000 uruguayos, lo que da un promedio de 72 lesionados 
por día. De ese total de lesionados, 256 resultaron fallecidos; 
es decir que, en promedio, en el primer semestre de este 
año, cada 17 horas falleció un uruguayo como consecuen- 
cia de un siniestro de tránsito. Del total de fallecimientos, el 
62.9% se produjo en siniestros ocurridos en jurisdicción de- 
partamental, básicamente en ciudades, y el restante 37.1% 
en las rutas nacionales. El mes de marzo fue el de mayor 
mortalidad, con un total de 57 fallecidos. 


Ese 62% de siniestros en jurisdicciones departamentales 
nos tiene que llamar a la reflexión. Debido a la mayor canti- 
dad de población, Montevideo registra un mayor número de 
fallecidos, alcanzando a 106 personas, seguido por Canelones 
con 68, Maldonado con 27, Colonia con 21 y San José con 5. 


Si analizamos la cantidad de accidentes en re- 
lación con la población de cada departamento, nos 
encontramos con algunas sorpresas. Flores es el de- 
partamento que, en proporción, registra la mayor 
cantidad de fallecidos por accidentes de tránsito, y 
está seguido por Rocha y luego por San José; tres de- 
partamentos de los que normalmente poco se habla 
con relación a accidentes de tránsito. Detrás de San 
José vienen Lavalleja y Maldonado; luego, Colonia, 
Río Negro y Artigas, mientras que el sexto lugar co- 
rresponde a Canelones y Cerro Largo. 
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El país invierte muchísimo dinero en prevención, 
pero aún no hemos tomado conciencia de esta pro- 
blemática que es la principal causa de fallecimientos 
en el Uruguay. 


En momentos en que todas las familias uruguayas 
se preparan para celebrar la Navidad y el Fin de Año, 
es necesario redoblar los esfuerzos y los controles, en 
especial en los departamentos que mencioné, don- 
de, ya sea por la cantidad de fallecidos en accidentes 
de tránsito -como el caso de Montevideo, Canelones, 
Colonia y San José- o por el porcentaje de fallecidos 
-como es el caso de Flores, Rocha, San José, Lavalle- 
ja, Maldonado, Artigas, Colonia y Río Negro-, se regis- 
tra la mayor cantidad de accidentes de tránsito. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Sistema de Información Nacional 
de Tránsito, a la Unidad Nacional de Seguridad Vial 
-Unasev-, al Congreso de Intendentes y a la Dirección 
Nacional de Policía Caminera. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-18 en 20. Afirmativa. 


7) ARQUITECTO OSCAR NIEMEYER. SU 
FALLECIMIENTO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra la señora Senadora 
Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En la sesión de hoy 
quisiéramos hablar del fallecimiento del arquitecto 
Oscar Niemeyer, un gran latinoamericano, un gran 
brasileño y alguien que le aportó mucho a la cultura y 
a la arquitectura en el mundo. 


Podríamos hablar de la construcción de Brasilia, 
de esa utopía que él decía era un sueño un poco ago- 
tador, que había que terminar en cuatro años y que 
nadie podía imaginar. Niemeyer nos decía: “En esa 
época, el país entero estaba lleno de optimismo, está- 
bamos haciendo algo que nadie más estaba haciendo. 
La ciudad iba a ser nuestra utopía. No iba a haber 
tugurios como en otras metrópolis, al fin íbamos a 
tener igualdad. Los ricos vivirían junto a los pobres, 
los ministros junto a los obreros. Cuando la ciudad 
empezó con los negocios, eso pronto demostró ser fal- 
so, una ilusión. Los magnates del dinero quedaron en 
la cima, como siempre”. 
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Podríamos hablar de su magnífica obra, que no 
solo se desarrolló en Brasil, sino en varios países del 
mundo; podríamos hablar de su relación con los estu- 
diantes, de quienes decía: “Le digo a los estudiantes 
que me visitan, lo que importa no es tu rango, necesi- 
tas conocer el mundo y tu país. La arquitectura no es 
nada si no tiene nada que ver con este país, su belleza 
y todos los problemas”. Sin embargo, lo queremos re- 
cordar en el fin de sus días, a través de un reportaje 
que le hizo Rauterberg. 


A los 104 años Niemeyer dijo que la vida, los ami- 
gos y la familia eran más importantes que la arquitec- 
tura, y se dedicó a la vida como entendió que debía 
hacer. 


Su mirada estuvo atada a la realidad, y le dio una 
perspectiva desde la cual ver la arquitectura y no a 
la inversa; ese modo de encarar su profesión, hoy es 
una cuestión sobre la que deberíamos reflexionar los 
profesionales todos, los de la academia formal y los 
que provenimos de la otra academia, la que forma 
profesionales para lo cotidiano, porque ambas deben 
sostenerse mutuamente para hallar la medida de lo 
humano. 


Decía Niemeyer que antes de anotarse en Arqui- 
tectura se afilió al Partido Comunista de Brasil. Este 
acto nos muestra la solidez y consecuencia de su pen- 
samiento. Nos dice que al provenir de un ambiente 
protegido, se aterró cuando descubrió el mundo, y su 
primer paso no fue hacia la adquisición de una he- 
rramienta de formación profesional, sino hacia una 
herramienta política. 


El reportaje que le hiciera Rauterberg se cierra 
con la respuesta a la pregunta: “¿Sigue habiendo algo 
que usted quiera de la vida?” Y este hombre de 104 
años contesta: “Me gustaría dejar de hablar de ar- 
quitectura. Me gustaría hablar de literatura, mujeres 
y ciencia. Si me otorgaran un deseo, entonces que 
todos sean igualmente prósperos, por favor. Que to- 
dos sean felices. En el presente, el mundo me parece 
terriblemente rígido. Hay insatisfacción en todas par- 
tes, mucha gente no cree en el futuro, el dinero reina. 
Incluso por ese solo motivo, la arquitectura no puede 
ser la respuesta. La arquitectura no es importante, el 
mundo es importante, y tenemos que cambiarlo. Es 
un mundo de mierda”. 


Entre su primer acto, fundado en la visión de un 
mundo al que por su origen solo recién accedía, hasta 
la última respuesta dada en ese reportaje, Niemeyer 
ha dado un fuerte ejemplo de pasión y a la vez de 
serenidad para ubicarse en el espacio y en el tiempo 
que le tocó vivir. 


Cuando el periodista “afila” la pregunta buscando 
ir más allá, poniendo sobre la mesa la posible con- 
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tradicción entre su obra y su pensamiento político, 
contesta que la cuestión social no puede resolverse 
dentro del sistema capitalista y agrega: “Puedo cons- 
truir algo que todos pueden disfrutar, sin importar 
que sean ricos o no. Es cierto, no es demasiado. Pero 
nunca declaré otra cosa”. 


Niemeyer ha muerto, pero queremos rescatar hoy 
no solo lo que dejó en edificios, paisajes, esculturas, 
estructuras, estilo y belleza -para admiración de los 
ojos de quienes vendrán después de él-, sino su pen- 
samiento como ser humano, comprometido con un 
mundo que ansiaba cambiar. 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigrá- 
fica de mis palabras sea enviada a la Sociedad de Ar- 
quitectos del Uruguay, a la Facultad de Arquitectura 
y a la Embajada de Brasil. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


-19 en 20. Afirmativa. 


8) PROYECTO URUGUAY RURAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: en esta época 
del año, podría decirse de cierre y evaluación, quiero 
referirme a uno de los proyectos que se terminó de 
ejecutar, conducido por el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca: el Proyecto Uruguay Rural. Este 
proyecto, que estuvo enfocado hacia las empresas ru- 
rales familiares y a los asalariados rurales, requirió 
un trabajo previo, porque hubo que definir qué es un 
agricultor familiar. 


En el Ministerio había tres proyectos: el Proyecto 
Producción Responsable -al que ya me referí en la 
Media Hora Previa de otra sesión-, el Programa Ga- 
nadero y el Proyecto Uruguay Rural. Se trata de tres 
proyectos independientes que se fusionaron con la 
creación de la Dirección General de Desarrollo Rural. 


Al terminar el Proyecto Uruguay Rural, tanto sus 
objetivos, su metodología de trabajo, así como sus ense- 
ñanzas, quedan dentro de la responsabilidad de la nue- 
va Dirección General de Desarrollo Rural que se creó 
por el Gobierno en la Legislatura pasada. Como dije, 
el Programa Uruguay Rural acaba de terminar con la 
entrega de una síntesis de los logros alcanzados. 
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Este Proyecto se enfocó a la mejora de la calidad 
de vida y al ingreso de los pobladores rurales más vul- 
nerables. Para ello utilizó distintas estrategias, como 
las herramientas de extensión, organización de pro- 
yectos productivos, asistencia técnica, acceso a los 
servicios básicos, capacitación, fortalecimiento de las 
organizaciones y algunas líneas financieras, con la 
colaboración del Fondo Internacional de Desarrollo 
Agrícola. El microcrédito rural fue una herramien- 
ta compleja de organizar porque, en realidad, estas 
poblaciones vulnerables no disponen de garantías ni 
recibos de sueldo; las garantías con las que cuentan 
son el conocimiento de los agricultores, su vecindario 
y la palabra. La pregunta es: ¿cómo le devolvemos a 
la palabra el valor del compromiso? ¿Cómo fomenta- 
mos ese compromiso? ¿Cómo fomentamos la respon- 
sabilidad social? Para ello se organizaron Comités de 
Crédito Locales, con la participación de los integran- 
tes de la población, obteniendo así resultados muy 
buenos, fortaleciendo además los vínculos entre los 
vecinos. 


El Proyecto tuvo estas líneas de crédito para 
atender las necesidades en el ámbito productivo y 
también para mejorar la vivienda u otros asuntos 
que a veces son más importantes que mejorar la 
producción en sí misma. Todos los préstamos fueron 
por montos pequeños, entre US$ 200 y US$ 1.500, 
y de corto plazo -tuvieron como límite de devolución 
un año-, con pagos mensuales. En los hechos, se 
buscó que la amortización se acompasara al ciclo de 
la producción que la financiaba y tanto la entrega 
de los créditos como la cobranza se hicieron en 
determinados locales. 


La acción de este Proyecto se llevó a cabo a partir 
de las Mesas de Desarrollo Rural en los departamen- 
tos -que constituían una de las estructuras junto con 
los Consejos Agropecuarios Departamentales- en las 
que participaron 247 organizaciones de productores 
familiares y un total de 162 grupos de productores, 
llegando a sumar 409 organizaciones. Se hicieron dos 
encuentros de productores familiares y, en el último, 
participaron 700 productores familiares. 


En el apoyo a la producción, hubo 96 organizacio- 
nes de productores o asalariados rurales y todos los 
planes de asistencia técnica y de extensión llegaron 
a 2.118 familias que recibieron estos servicios para 
mejorar su gestión. 


Por otra parte, 160 técnicos recibieron capacita- 
ción en desarrollo rural y 9.693 familias recibieron 
servicios de asistencia técnica. Para la inserción co- 
mercial se establecieron planes en los que se inclu- 
yeron a 339 productores lecheros, 107 productores 
de tomate industria, 131 apicultores y 95 asalariados 
de la caña de azúcar, que iniciaron su actividad pro- 
ductiva. 
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Podría hablar mucho de los detalles de estos pro- 
yectos pero, precisamente, se ha presentado la sínte- 
sis en tres libros que son accesibles para todo aquel 
que quiera enterarse de estos temas. 


Finalmente, quiero destacar como un elemento 
importante el acuerdo entre el Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca y el Banco de la República 
para atender a los 3.136 deudores -que debían menos 
de US$ 25.000-, que tuvieron soluciones para la to- 
talidad de su deuda. Cabe agregar que 25 grupos co- 
munitarios, con el apoyo de este Proyecto, pudieron 
resolver problemas vinculados a los servicios básicos. 


Señor Presidente: este Proyecto se cerró y estas 
actividades quedan ahora dentro de la Dirección Ge- 
neral de Desarrollo Rural. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Fondo Internacional de Desarrollo 
Agrícola -encargado de esta financiación-, a la Direc- 
ción General de Desarrollo Rural del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, al Consejo Agrope- 
cuario Nacional, a través de dicha Cartera, y a la Co- 
misión Nacional de Fomento Rural. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


-21 en 22. Afirmativa. 


9) NECESIDAD DE PRESERVAR LAS CONDI- 
CIONES DE BIENESTAR EN EL BALNEA- 
RIO LA FLORESTA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: el balneario 
La Floresta fue fundado hace 100 años, impulsado 
por el doctor Miguel Perea, quien en cuanto a la fo- 
restación y al fraccionamiento se inspiró en lo creado 
por don Lussich en Maldonado y por el señor Piria en 
Piriápolis, respectivamente. 


Este balneario, desde su inicio, tuvo tres caracte- 
rísticas muy propias. La primera de ellas es que fue 
un balneario familiar, con familias muy extendidas, lo 
que se vincula a la segunda característica, que es que 
allí se asentaron muchas familias de origen católico 
y muchas congregaciones relacionadas con la Iglesia 
católica; y como tercera característica podemos men- 
cionar el desplazamiento de la gente en bicicleta y 
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no en vehículos. Al principio había más dificultades 
porque las calles eran de arena, pero a partir de 1950 
había más facilidad porque se produjo el hormigona- 
do del casco central del balneario. 


Durante los últimos 15 años se han ido incorporan- 
do distintas actividades de carácter cultural y deporti- 
vo, entre las que se encuentran la denominada Noche 
Blanca -donde se exponen distintas obras de arte de 
gente vinculada al balneario-, una correcaminata que 
se hace a lo largo de su bonita rambla -el centro de una 
bahía muy grande que va desde Atlántida hasta Costa 
Azul- y la Bienal Internacional de Esculturas, donde 
los artistas, tanto nacionales como internacionales, ta- 
llan piedra y preparan esculturas que luego quedan 
expuestas en distintos puntos del balneario. 


Con estas actividades, el balneario ha mantenido 
la característica de ser un centro de veraneo y de des- 
canso, fundamentalmente familiar. Es un lugar don- 
de las familias pueden dejar salir en bicicleta a sus 
hijos chicos con muy poco riesgo de que sufran algún 
tipo de accidente o percance. 


El próximo jueves, en virtud de una muy buena 
iniciativa y del esfuerzo conjunto del Ministerio de 
Turismo y Deporte y de la Liga de Fomento de la Flo- 
resta, se producirá en Montevideo -en la sede del Mi- 
nisterio- el lanzamiento de la temporada, ocasión que 
ciertamente será muy importante para que la prensa 
difunda y ponga en conocimiento del resto de la po- 
blación las características peculiares del balneario, 
que ya no es tan religioso como antes, pero que sigue 
manteniendo la característica de valorar fuertemente 
la familia y la niñez. 


Sin embargo, para que estas características se 
puedan mantener es muy importante proteger las 
condiciones de seguridad que tienen que ver con el 
tránsito, con el cuidado de las personas y de los bie- 
nes, así como con el hecho de que las familias puedan 
tener la tranquilidad de ir a la playa, salir de picnic en 
los arroyos Solís Chico o en el Sarandí, cabalgar, etcé- 
tera, sin que cuando regresen se encuentren con una 
mala noticia. De manera que preservar la seguridad 
es un elemento muy importante que compete no solo 
a los propios turistas y a los pobladores, sino también 
a las fuerzas públicas. 


Por todo lo expuesto, solicito que la versión taqui- 
eráfica de estas palabras de apoyo a la evolución de 
las instituciones en el balneario La Floresta pase a los 
Ministerios de Turismo y Deporte y del Interior, a la 
Intendencia de Canelones, al Municipio y a la Liga de 
Fomento de La Floresta, transmitiéndoles de este modo 
un mensaje de aliento y de cuidado, fundamentalmen- 
te a través de la Jefatura de Policía de Canelones. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) POLÍTICA PÚBLICA INTERSECTORIAL 
CONTRIBUYE AL ÉXITO DEL PLAN CAIF 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Rosadilla. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: los apor- 
tes de la neurociencia han demostrado que el cerebro 
continúa desarrollándose después del nacimiento y 
que el desarrollo de la red neuronal continúa duran- 
te los primeros años de vida, por lo que es de vital 
importancia brindar experiencias ampliadas, opor- 
tunas y pertinentes en todas las áreas de formación 
de la arquitectura cerebral del niño, en un ambiente 
de afecto y seguridad, de manera tal de favorecer los 
aprendizajes. 


Nuestro país, hace ya muchos años, ha dado un 
instrumento para fomentar, promover y garantizar 
que esto sea así, me refiero al Plan CAIF. Este es un 
Plan que existe desde 1988, por el que se actúa me- 
diante una política pública intersectorial -de alianza 
entre el Estado, las organizaciones de la sociedad civil 
y las Intendencias-, con el objetivo de garantizar la 
protección y promover el derecho de las niñas y los 
niños desde su concepción hasta los tres años, priori- 
zando el acceso de aquellos que provienen de familias 
en situación de pobreza y/o vulnerabilidad social, a 
través de las modalidades urbanas y rurales. 


En los últimos años ha habido una serie de políti- 
cas y de decisiones para fortalecer estos centros, a las 
que me voy a referir más adelante, pero quiero desta- 
car que se trata de un Plan que nació en un Gobierno 
del Partido Colorado -reitero, en 1988-, que fue conti- 
nuado por el Gobierno del Partido Nacional, por nue- 
vos Gobiernos del Partido Colorado y que aún conti- 
núa en los dos Gobiernos del Frente Amplio. Quería 
hacer énfasis en esto, sobre todo, porque pienso que 
las fechas son buenas para darnos cuenta de todo lo 
que podemos hacer cuando damos continuidad a un 
proyecto y actuamos unidos y fortalecidos en pos de 
objetivos como el que he enunciado en el primer pá- 
rrafo de mi intervención, que parecen indiscutibles 
para cualquier ser humano. 


A la fecha de hoy, diciembre de 2012, el Plan CAIF 
cuenta con 341 centros -9 de reciente inauguración-, 
76 en Montevideo y 265 en el interior, con la particu- 
laridad de que 121 funcionan en capitales y 134 en el 
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interior de los departamentos, política que nos parece 
apropiada y justa. La cantidad de niños que a la fecha 
son atendidos mediante este Plan, alcanza la cifra de 
44.648 niños. 


En cuanto a cobertura, en este período nos he- 
mos planteado -y se está llevando adelante- la incor- 
poración al presupuesto del INAU de 118 Centros 
de los 122 que se financiaban a través del Programa 
Infamilia del Mides, reconvirtiendo los convenios de 
atención de una vez por semana, a la atención dia- 
ria de los niños de dos o tres años; se ha ampliado 
la cobertura de los demás Centros existentes y se ha 
concretado la apertura de 44 nuevos Centros. Es así 
que Montevideo duplicó su cobertura alcanzando al 
día de la fecha el 24,9% de los niños que podrían es- 
tar allí. 


Respecto a la calidad de la atención, se destaca la 
ampliación del horario de los equipos de trabajo en un 
81%, si lo comparamos con lo ocurrido 5 años atrás -o 
sea, con 2007-, adecuándolos a los diferentes progra- 
mas, y la incorporación de 1.477 nuevos puestos de 
trabajo para llevar adelante esta tarea; los ajustes en 
la relación de cantidad de niño por adulto -12 niños 
de dos años por adulto, 15 niños de tres años por adul- 
to-, logrando que el 76% de los Centros concuerden 
con ese parámetro; el incremento de los salarios más 
deprimidos, como el de la Educadora Alimentaria y la 
Auxiliar de Limpieza, que obtuvieron un aumento del 
48,57%, y el de los educadores, con un 11%, por enci- 
ma de lo laudado en los Consejos de Salarios. 


En fin, señor Presidente -veo que se ha encen- 
dido la luz que indica que ha expirado el tiempo de 
que disponía-, quería destacar -porque es para que 
lo celebremos todos los uruguayos y no solo los que 
estamos aquí- que con la concreción de estos logros 
se refleja una de las tantas actividades que debemos 
rescatar y respaldar, pues se ha ido construyendo en- 
tre todos. 


Por todo lo expuesto, solicito que la versión taqui- 
gráfica de mis palabras sea remitida al INAU y por su 
intermedio a las organizaciones civiles con las que 
tiene convenio, al Instituto Nacional de Alimenta- 
ción, al Mides, al Ministerio de Educación y Cultura, 
al Ministerio de Salud Pública, a ASSE, a la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública y a todas las 
Intendencias. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


-20 en 21. Afirmativa. 


CÁMARA DE SENADORES 


11 de diciembre de 2012 


11) CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a 
la consideración del primer término del Orden del 
Día: “Discusión general y particular del proyecto 
de ley por el que se modifica la Ley N*17.823, de 
7 de setiembre de 2004, Código de la Niñez y la 
Adolescencia. (Carp. N*“919/2012- Rep. N*“707/12 - 
Anexo 1)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 919/2012 
Rep. N* 707/2012 


CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Constitución y Legislación 
Proyecto de Ley Sustitutivo 


Artículo 1”.- Sustitúyese el artículo 72 del Có- 
digo de la Niñez y la Adolescencia aprobado por la 
Ley N” 17.823, de 7 de setiembre de 2004, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 72. (Clases de infracción).- Las 
infracciones a la ley penal se clasifican en graves 
y gravísimas. Son infracciones gravísimas a la ley 
penal: 


1) Homicidio intencional con agravantes especia- 
les (artículo 311 y 312 del Código Penal). 


2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Pe- 
nal). 


3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del 
Código Penal). 


6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 


8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 
del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, en la redacción dada por el artículo 3” de la 
Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998). 


9) Cualquier otra acción u omisión que el Código 
Penal o las leyes especiales castigan con una pena 
cuyo límite mínimo sea igual o superior a seis años de 
penitenciaría o cuyo límite máximo sea igual o supe- 
rior a doce años de penitenciaría. 
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10) La tentativa de las infracciones señaladas en 
los numerales 1), 3), 4) y 6) y la complicidad en las 
mismas infracciones. 


En los casos de violación no se tomará en cuenta 
la presunción del ejercicio de violencia (artículo 272 
del Código Penal). 


Las restantes son infracciones graves a la ley penal”. 


Artículo 2"”.- Agrégase al artículo 76 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia aprobado por la Ley 
N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, en la redac- 
ción dada por la Ley N* 18.777, de 15 de julio de 
2011, el siguiente numeral: 


“16) En caso de conformidad de las partes, al fi- 
nalizar la audiencia preliminar se podrá efectuar, en 
sustitución de la sentencia interlocutoria que da ini- 
cio al procedimiento, el dictado de sentencia defini- 
tiva, previo traslado en la propia audiencia y por su 
orden, al Ministerio Público y a la Defensa, a fin de 
que efectúen sus alegaciones. 


En tal caso, los informes técnicos se realizarán pa- 
ralelamente al proceso de la audiencia por el equipo 
técnico que determine la Sede. La eventual carencia 
de estos informes no obstará a que el Juez dicte sen- 
tencia definitiva”. 


Artículo 3”.- Agrégase al Código de la Niñez y 
la Adolescencia aprobado por la Ley N” 17.823, de 
7 de setiembre de 2004, en la redacción dada por la 
Ley N* 18.778, de 15 de julio de 2011, el siguiente 
artículo: 


“ARTÍCULO 116 BIS. (Régimen especial).- Sin 
perjuicio de la aplicación de las normas y principios 
establecidos en este Código, en los casos en que el 
presunto autor sea mayor de quince y menor de die- 
ciocho años de edad, y cuando el proceso refiera a las 
infracciones gravísimas previstas en los numerales 
1), 2), 3), 4), 5), 6) y 9) del artículo 72 de la presente 
ley, el Juez, a solicitud expresa del Ministerio Público 
y una vez oída la Defensa, deberá disponer la aplica- 
ción de las siguientes reglas: 


a) La privación cautelar de libertad será precepti- 
va hasta el dictado de la sentencia definitiva. 


b) Las medidas privativas de libertad tendrán una 
duración no inferior a los doce meses. 


c) El infractor, una vez ejecutoriada la senten- 
cia de condena podrá solicitar la libertad anticipa- 
da, siempre y cuando haya cumplido efectivamente 
el mínimo de privación de libertad establecido en el 
literal anterior y a su vez, superare la mitad de la 
pena impuesta. 
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d) Las medidas de privación de libertad deberán 
ser cumplidas en establecimientos especiales, sepa- 
rados de los adolescentes privados de libertad por el 
régimen general. 


e) Cuando el infractor cumpla los dieciocho años 
de edad, pasará a cumplir la medida de privación de 
libertad en un establecimiento especial del Sistema 
de Responsabilidad Penal Adolescente (SIRPA) sepa- 
rado de los menores de dieciocho años de edad. 


f) La elevación preceptiva de las actuaciones al 
Juzgado Penal de turno a efectos de que este con- 
voque a los representantes legales del adolescente 
para determinar su eventual responsabilidad en los 
hechos”. 


Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 94 del Có- 
digo de la Niñez y la Adolescencia aprobado por la 
Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, en la re- 
dacción dada por la Ley N* 18.778, de 15 de julio de 
2011, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 94. (Procedimiento por modifica- 
ción o cese de las medidas).- Se deberá decretar en 
cualquier momento -a excepción de lo dispuesto en 
el artículo 116 BIS de esta ley- el cese de la medida 
cuando resulte acreditado en autos que la misma ha 
cumplido su finalidad socioeducativa. 


La tramitación de todas las solicitudes de susti- 
tución, modificación o cese de las medidas, se hará 
en audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, 
previo los informes técnicos que se estimen pertinen- 
tes, con presencia del adolescente, de sus represen- 
tantes legales, de la defensa y del Ministerio Público. 


La audiencia deberá celebrarse en un plazo que 
no exceda los diez días a partir de la respectiva soli- 
citud”. 


Artículo 5*.- El Poder Ejecutivo, en el término 
de treinta días a partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley, formará una Comisión Especial con 
el cometido de redactar un proyecto de ley que legis- 
le en forma exclusiva el régimen de responsabilidad 
infraccional juvenil, en el marco de las definiciones y 
principios consagrados por la Convención de Nacio- 
nes Unidas sobre los Derechos del Niño y otras nor- 
mas internacionales aplicables. Se priorizarán en to- 
dos los casos, los grados de responsabilidad del joven, 
así como las medidas alternativas a la internación y 
su proceso de inclusión social. 


Antes del 31 de julio de 2013, el Poder Ejecutivo 
deberá enviar al Poder Legislativo el proyecto de ley 


referido. 


Artículo 6”.- A partir de la entrada en vigencia de 
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la presente ley, el Poder Judicial deberá presentarle a 
la Asamblea General un informe cuatrimestral deta- 
llando los resultados de su aplicación. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el día 4 de 
diciembre de 2012. 


Rafael Michelini, Miembro Informante; Eber Da 
Rosa (con salvedades); Francisco Gallinal, (con 
salvedades); Martha Montaner, Carlos Moreira 
(con salvedades); Rodolfo Nin Novoa, Alicia 
Pintos, Luis Rosadilla. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 27 de junio de 2012. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Presente 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese 
Cuerpo el presente proyecto de ley, el cual introduce 
las modificaciones que entiende de suma importan- 
cia al Código de la Niñez y la Adolescencia. En ese 
sentido, propone tres modificaciones a saber: 


La primera refiere al artículo 72 de dicho cuerpo 
normativo. Esta iniciativa, por un lado, acota el nu- 
meral primero de este artículo, al establecer que solo 
el homicidio intencional con agravantes especiales, 
ingresa en el elenco de infracciones gravísimas; y por 
otro, agrega la tentativa en los casos de violación y 
rapiña, ya contempladas en los numerales 3 y 4. 


La siguiente modificación, tiene que ver con el 
procedimiento en general. Y atiende a los escenarios 
donde la infracción no es gravísima, y la situación 
procesal aparece como muy clara. Así, cuando hay 
conformidad expresa de las partes, se pueda abreviar 
el trámite, y pasar directamente al dictado de senten- 
cia definitiva, previo traslado en la propia audiencia 
y por su orden, al Ministerio Público y a la Defensa, 
a fin de que efectúen sus alegatos. Se trata de una 
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solución de economía procesal, que busca evitar pro- 
longadas tramitaciones, y la sustanciación de proban- 
zas muchas veces inconducentes, cuando ya desde 
un inicio, todos los elementos para resolver sobre la 
situación del adolescente, se encuentran disponibles. 


Finalmente, se agrega un régimen especial agre- 
gando al Código un artículo 116 bis. 


Esta norma, limitada en su alcance desde el as- 
pecto subjetivo a los adolescentes mayores de quince 
y menores de dieciocho años, y desde el punto de vista 
objetivo, a las infracciones previstas como gravísimas 
(Art. 72) cometidas con violencia contra las personas 
(conforme las Reglas mínimas de las Naciones Uni- 
das para la administración de la justicia de menores; 
o reglas de Beijing); tiene como finalidad resolver una 
carencia que el sistema de justicia penal de meno- 
res ha evidenciado en los últimos años. La creciente 
violencia ejercida por adolescentes en determinados 
eventos delictivos, y por otro lado, las insuficiencias 
que desde el punto de vista de la contención y la re- 
habilitación ha demostrado este sistema. 


De esta manera, un acotado número de casos, 
definido y caracterizado por la violencia, y la alarma 
social que generan, tendrá como correlato una firme 
y ponderada respuesta del sistema penal juvenil, a 
través de la preceptividad en la aplicación provisional 
de la medida de privación de libertad (literal a), de 
la fijación de un límite mínimo para la misma (literal 
b), y de un régimen de sustitución, que solo podrá ser 
ejercido, una vez cumplida la mitad del plazo estipu- 
lado en la sentencia (literal c). 


A su vez, se impone la obligación de elevar las ac- 
tuaciones al juzgado penal de turno, a efectos de que 
se convoque a los representantes legales del adoles- 
cente, para determinar su eventual responsabilidad 
en los hechos (literal f). 


Es importante destacar, que la decisión de ingre- 
sar la causa en este Régimen Especial, estará dotada 
de todas las garantías. Para disponerla, el Juez deberá 
contar con la solicitud expresa del representante del 
Ministerio Público y deberá oír a la Defensa del ado- 
lescente. 


Por otra parte, la medida de privación de libertad, 
deberá ser cumplida en establecimientos especiales, 
separados del resto de los adolescentes que cumplen 
medidas como resultado del régimen general (literal d). 


En definitiva, como su nombre lo indica, es un 
Régimen Especial. Acotado y limitado a las hipótesis 
ya analizadas, y totalmente reglado en su aplicación. 


Es importante destacar, que la solución propuesta, 
no altera ni vulnera el régimen general del CNA; el 
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que sigue vigente y continuará siendo aplicado para 
todos los demás casos por el sistema judicial. 


Sin perjuicio del presente, el Poder Ejecutivo tie- 
ne intención de remitir en un breve plazo otro pro- 
yecto que se ocupe de legislar en forma separada el 
régimen de responsabilidad infraccional juvenil. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su 
mayor consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Enrique 
Pintado, Eleuterio Fernández Huidobro, 
Edgardo Ortuño, Jorge “Venegas, Ricardo 
Ehrlich, Eduardo Brenta, Daniel Olesker, 
Eduardo Bonomi, Luis Almagro, Roberto Conde, 
Fernando Lorenzo, Francisco Beltrame, Tabaré 
Aguerre, Liliam Kechichián”. 


Proyecto de Ley 


Modificaciones al Código de la Niñez y de la Ado- 
lescencia 


Articulo 1%.- Sustitúyese el artículo 72 del Códi- 
go de la Niñez y la Adolescencia aprobado por la Ley 


N* 17.823 de 7 de setiembre de 2004 por el siguiente: 


“ARTICULO 72. (Clases de infracción).- Las infrac- 
ciones a la ley penal se clasifican en graves y gravísimas. 


Son infracciones gravísimas a la ley penal: 


1) Homicidio intencional con agravantes especia- 
les (artículos 311 y 312 del Código Penal). 


2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 
3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del 
Código Penal). 


6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 


8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 
del Decreto Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, en la redacción dada per el artículo 3” de la 
Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998). 


9) Cualquier otra acción u omisión que el Código 
Penal o las leyes especiales castigan con una pena 
cuyo límite mínimo sea igual o superior a seis años de 
penitenciaría o cuyo límite máximo sea igual o supe- 
rior a doce años de penitenciaría. 
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10) La tentativa de las infracciones señaladas en 
los numerales 1), 3), 4) y 6) y la complicidad en las 
mismas infracciones. 


En los casos de violación no se tomará en cuenta 
la presunción del ejercicio de violencia (artículo 272 
del Código Penal). 


Las restantes son infracciones graves a la ley penal”. 


Artículo 2”.- Agrégase al artículo 76 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia aprobado por la Ley 
N* 17.823 de 7 de setiembre de 2004 en la redac- 
ción por la Ley N* 18.777 de 15 de julio de 2011, el 
siguiente numeral: 


“16) En caso de conformidad de las partes, al fi- 
nalizar la audiencia preliminar se podrá efectuar, en 
sustitución de la sentencia interlocutoria que da ini- 
cio al procedimiento, el dictado de sentencia defini- 
tiva, previo traslado en la propia audiencia y por su 
orden, al Ministerio Público y a la Defensa, a fin de 
que efectúen sus alegaciones. 


En tal caso, los informes técnicos se realizarán pa- 
ralelamente al proceso de la audiencia por el equipo 
técnico que determine la Sede. La eventual carencia 
de estos informes no obstará a que el Juez dicte sen- 
tencia definitiva”. 


Artículo 3”.- Agrégase al Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por la Ley N* 17.823 de 7 de 
setiembre de 2004 en la redacción dada por la Ley 
N* 18.778 de 15 de julio de 2011 el siguiente artículo: 


“ARTICULO 116 BIS (Régimen especial).- Sin 
perjuicio de la aplicación de las normas y principios 
establecidos en este Código, en los casos en que el 
presunto autor sea mayor de quince y menor de die- 
ciocho años de edad, y cuando el proceso refiera a 
una o varias infracciones previstas como gravísimas 
(art. 72) cometidas con violencia contra las personas, 
el Juez, a solicitud expresa del Ministerio Público, y 
una vez oída la Defensa, deberá disponer la aplica- 
ción de las siguientes reglas: 


a) La privación cautelar de libertad será precepti- 
va hasta el dictado de la sentencia definitiva. 


b) Las medidas privativas de libertad tendrán una 
duración no inferior a los doce meses. 


c) Una vez ejecutoriada la sentencia de condena, 
el cese de la privación de libertad solo podrá solicitarse 
después de cumplida la mitad de la medida impuesta. 


d) Las medidas de privación de libertad deberán ser 
cumplidas en establecimientos especiales, separados de los 
adolescentes privados de libertad por el régimen general. 
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e) Cuando el infractor cumpla los dieciocho años 
de edad, pasará a cumplir la medida de privación de 
libertad en un establecimiento especial del Sistema 
de Responsabilidad Penal Adolescente (SIRPA) se- 
parado de los menores de dieciocho años de edad. 


f) La elevación preceptiva de las actuaciones al 
Juzgado Penal de turno a efectos de que este con- 
voque a los representantes legales del adolescente 
para determinar su eventual responsabilidad en los 
hechos”. 


Articulo 4”.- El Poder Ejecutivo, en un termino de 
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treinta días; a partir de la entrada en vigencia de la 
presente Ley, formará una Comisión Especial con el 
cometido de redactar el Código que legisle en forma 
exclusiva el régimen de responsabilidad infraccional 
juvenil. 


Enrique Pintado, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Edgardo Ortuño, Jorge Venegas, 
Ricardo Ehrlich, Eduardo Brenta, Daniel 
Olesker, Eduardo Bonomi, Roberto Conde, 
Fernando Lorenzo, Francisco  Beltrame, 
Tabaré Aguerre, Liliam Kechichián”. 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004 


CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


CAPÍTULO 1X 
DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


1! - De los adolescentes y las infracciones a la ley penal 


Artículo 72. (Clases de infracción).- Las infracciones a la ley penal se 
clasifican en graves y gravísimas 


Son infracciones gravísimas a la ley penal: 

1) Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 

2) Lesiones gravisimas (artículo 318 del Código Penal). 

3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 

4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 

5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del Código Penal). 

6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 

7) Extorsión (articulo 345 del Código Penal). 

8) Tráfico de estupefacientes (articulos 31 y 32 del Decreto-Ley N* 14,294, de 
31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 3? de la Ley 
N* 17.016, de 22 de octubre de 1998) 


9) Cualquier otra acción u omisión que el Código Penal o las leyes especiales 
castigan con una pena cuyo limite mínimo sea igual o superior a seis años 
de penitenciaria o cuyo límite máximo sea igual o superior a doce años de 
penitenciaria. 


10) La tentativa de las infracciones señaladas en los numerales 1), 5) y 6) y la 
complicidad en las mismas infracciones. 


101-C.S. 
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En los casos de violación no se tomará en cuenta la presunción del ejer. 
de violencia (articulo 272 del Código Pena). 


Las restantes son infracciones graves a la ley penal, 


Artículo 73. (Adecuación a la normativa del Código Penal y de la Ley 
N* 16.707, de 12 de julio de 1995).- El Juez deberá examinar cada uno de los 
elementos constitutivos de la responsabilidad, de las circunstancias que eximen 
de la aplicación de medidas o que aminoren el grado de las infracciones y el 
concurso de infracciones e infractores, tomando en cuenta los preceptos de la 
parte genera! del Código Penal, de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, la 
condición de adolescentes y los presupuestos de perseguibilidad de la acción, 


CAPÍTULO X 
| - Derechos y garantias del procedimiento 


Artículo 74. (Principios que rigen).- En todos los casos en que al adolescente 
se le impute el haber incurrido en actos que se presumen comportan infracción 
a la ley penal, deberá asegurarse el cumplimiento estricto de las garantías del 
debido proceso, especialmente las siguientes: 


A) Principios de judicialidad y legalidad.- El adolescente imputado de haber 
cometido una infracción a la ley penal, será juzgado por los Jueces 
competentes en conformidad a los procedimientos especiales establecidos 
por este Código. 


Se asegurará, además, la vigencia de las normas constitucionales, legales 
e instrumentos internacionales, especialmente la Constitución de la 
República, la Convención de los Derechos del Niño. 


8) Principio de responsabilidad.- Sólo puede ser sometido a proceso especial, 
regulado por este Código, el adolescente mayor de trece y menor de 
dieciocho años de edad, imputado de infracción a la ley penal. 


La responsabilidad de! adolescente tendrá lugar a partir de la sentencia 
definitiva que le atribuya la comisión del hecho constitutivo de infracción a 
la ley penal. 


Si se encuentran involucrados niños menores de trece años de edad, se 
procederá de acuerdo a lo preceptuado en el Capítulo XI, artículos 117 y 
siguientes de este Código. 


C) Principio que condiciona la detención.- Sólo puede ser detenido en casos 
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de infracciones flagrantes o existiendo elementos de convicción suficientes 
sobre la comisión de una infracción. En este último caso, mediante orden 
escrita de Juez competente comunicada por medios fehacientes. La 
detención será una medida excepcional. 


D) Principio de humanidad.- El adolescente privado de libertad será tratado 
con la humanidad y respeto que merece la dignidad inherente a la persona 


humana. 


Ningún adolescente será sometido a torturas, ni a tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, ni a experimentos médicos o cientificos, 


Tendrá derecho a mantener contacto permanente con su familia o 
responsables, salvo en circunstancias especiales, 


E) Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se presuma su inocencia. No 
será obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable. 


F) Principio de inviolabilidad de la:defensa.- Tiene derecho a contar en forma 
permanente con asistencia jurídica gratuita, especializada, pública o 
privada, a partir de la detención, durante el proceso y hasta la ejecución 
completa de las medidas. 


G) Principio de libertad de comunicación.- Tiene derecho durante la privación 
de libertad, de comunicarse libremente y en privado con su defensa, con 
sus padres, responsables, familiares y asistentes espirituales. 


H) Principio de prohibición del juicio en rebeldía.- Tiene derecho de no ser 
juzgado en su ausencia, so pena de nulidad de todo lo actuado (artículo 21 
de la Constitución de la República). 


1) Principio de impugnación.- Todo adolescente tendrá derecho a impugnar 
todas las decisiones judiciales que lo perjudiquen. 


J) Principio de duración razonable - En ningún caso la situación derivada de la 
formalización del proceso excederá en sus consecuencias al término de 
duración de la medida que hubiere correspondido, 


K) Principio de asistencia de intérpretes.- Todo adolescente tendrá derecho a 
contar con la libre asistencia gratuita de un intérprete, si no comprende o 
no habia el idioma oficial. 


L) Principio de oportunidad reglada.- El adolescente tiene derecho a que se 
prescinda del procedimiento cuando, por la caracteristica del hecho o por la 
naturaleza del bien jurídico agredido, no se justifica la prosecución de la 
acción. 
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ll - Régimen procesal 


Articulo 75. (Principio general).- En todos los casos en que se investigue la 
responsabilidad del adolescente, el procedimiento se ajustará a los trámites 
es por este Código y subsidiariamente por el Código General del 

roceso, 


Artículo 76. (Procedimiento).- 


1) Actuaciones previas al proceso. 


A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adolescente conforme a lo 
establecido en el literal C) del artículo 74, la autoridad aprehensora, 
bajo su más severa responsabilidad, deberá: 


a) Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la persona 
y reputación del adolescente. 


b) Poner el hecho de inmediato en conocimiento del Juez, o en un 
plazo máximo de dos horas después de practicada la detención. 


c) Hacer conocer al adolescente los motivos de la detención y los 
derechos que le asisten, especialmente el derecho que tiene de 
designar defensor, 


d) Informar a sus padres o responsables, como forma de asegurar 
sus garantías y derechos. 


e) Si fuere necesario, antes de conducirlo a la presencia del Juez, 
hará constar lo indispensable para la información de los hechos. 


MP Si no fuere posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, 
previa autorización de éste, deberá conducirselo a la dependencia 
especializada del Instituto Nacional del Menor que corresponda o 
del Instituto Policial, no pudiendo permanecer en este último lugar 
por más de doce horas. 


g) Los traslados interinstitucionales y a la sede judicial deben estar 
precedidos del correspondiente examen médico, 
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B) Cuando el Juez tome conocimiento que el adolescente se encuentra en 
la situación prevista en el artículo 117 de este Código, lo pondrá en 
conocimiento del Juez competente, sin perjuicio de la actuación 
procesal referida a la infracción. 


2) Audiencia preliminar. 


En los casos de infracciones de adolescentes que lo justifiquen, el Juez 
dispondrá, en un plazo que no exceda las veinticuatro horas, la realización 
de una audiencia preliminar donde deberán estar presentes, bajo pena de 
nulidad, el adolescente, su defensor y el Ministerio Público. 


Se procurará la presencia de los padres o responsables. También podrán 
comparecer, si lo aceptaran y no existiera peligro para su seguridad, la 
víctima y testigos. 


El Juez, al interrogario, le hará conocer en términos accesibles los 
motivos de la detención y los derechos que le asisten. 


Se dispondrá la inmediata agregación de la partida de nacimiento o la 
acreditación de la edad mediante medios sustitutivos. 


Mediando acuerdo de partes, podrá prescindirse de la agregación 
inmediata. 


3) Medidas probatorias. 


Durante esta audiencia, el Ministerio Público y la defensa podrán solicitar 
las medidas que estimen convenientes. 


La información deberá recabarse en un plazo que no exceda de los veinte 
días continuos y perentorios, contados a partir de la decisión judicial. 


La prueba se diligenciará en audiencia con las garantías que aseguren el 
debido proceso, incluidos los informes del equipo técnico, en un plazo que 
no exceda de los veinte dias, continuos y perentorios, contados a partir de 
ta decisión judicial. 

En todo lo que le fuere requerido, la Policía prestará colaboración. 

4) Resolución de la audiencia preliminar y medidas cautelares. 


Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 


A) Dispondrá las medidas probatorias a que refiere el numeral anterior 


B) Fijará la audiencia final en un plazo de sesenta días, salvo: si decreta 
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como medida cautelar el arresto domiciliario o la internación provisoria, 
e en que dicha audiencia se fijará en un plazo máximo de treinta 
días. 


C) Decidirá la aplicación de alguna medida cautelar, de acuerdo a lo 
dispuesto en el numeral siguiente. 


5) Medidas cautelares. 


El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oída la defensa, dispondrá las 
medidas cautelares necesarias que menos perjudiquen al adolescente. 


Son medidas cautelares: 
1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a la victima o a otras personas, de 
concurrir. a determinados lugares o de tomar contacto con personas 
determinadas. 


3) La obligación de concurrir periódicamente al Tribunal o ante la 
autoridad que el Juez determine. 


4) El arresto domiciliario. 
5) La internación provisoria, 


El arresto domiciliario y la internación provisoria no podrán durar más 
de sesenta días. Transcurrido ese plazo sin que se hubiera dictado 
sentencia de primera instancia, se deberá dejar en libertad al 
adolescente. Ambas medidas cautelares sólo podrán aplicarse si la 
infracción que se imputa al adolescente puede ser objeto en definitiva 
de una medida privativa de libertad, de acuerdo con el articulo 86, y 
siempre que ello sea indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adolescente a los actos procesales 
esenciales. 


B) La seguridad de la víctima, el denunciante o los testigos. 


t internación provisoria se cumplirá en un establecimiento especial 
Instituto Nacional del Menor. 


6) Informe del equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la internación, dispondrá que el equipo técnico del 
establecimiento de internación, en un término que no exceda los veinte 
días dispuesto para la prueba, produzca un informe con una evaluación 
médica y psicosocial, el cual se expedirá especialmente sobre las 
posibilidades de convivencia en régimen de libertad. La falta de este 
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informe no impedirá que el Juez dicte la sentencia definitiva”. 
7) Informe del Centro de Internación, 


Los técnicos producirán los informes verbales o escritos que el Juez 
disponga y supervisarán la aplicación de las medidas. Los informes 
verbales se producirán en audiencia. 


8) Formulación de demanda o sobreseimiento. 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en vista al Ministerio 
Público por seis días. En caso de deducir acusación, relacionará las 
pruebas ya diligenciadas y analizará los informes técnicos y formulará 
los presupuestos fácticos, jurídicos y técnicos de la imputación. 


Si el Ministerio Público solicitara el sobreseimiento, el Juez lo dictará 
sin más trámite. Si se dedujere demanda fiscal, se conferirá traslado a 
la defensa por seis días, la que podrá ofrecer prueba y contradecir o 
allanarse. 


9) Allanamiento. 


De mediar allanamiento de la defensa, el Juez deberá dictar 
sentencia en cinco días. 


10) Audiencia final. 


Deberán participar, bajo pena de nulidad, el adolescente, su defensor 
y el Ministerio Público. Será convocada dentro de los quince días de la 
contestación de la demanda fiscal, por la defensa. 


Se pondrán a disposición los.informes técnicos recabados. 


Se dará participación a sus padres o responsables, y a la víctima, si lo 
solicitaren. 


11) Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de primera instancia al cabo 
de la audiencia final, y en esa misma oportunidad expedir el fallo con 
sus fundamentos. Se dará lectura de todo ello, a los efectos de su 
comunicación (artículo 76 del Código General del Proceso), siendo de 
rd en lo pertinente, el articulo 245 del Código del Proceso 

'enal. 


La sentencia será escrita y deberá ser redactada de un modo breve y 
claro para que pueda ser comprendida en todas sus partes por el 
adolescente imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, se podrá prorrogar la 
audiencia por quince días perentorios, procediéndose para su 
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comunicación a la formalización de una audiencia complementaria. 
12) Contenido de la sentencia, 


Si se dispusieran medidas socioeducativas, las sentencias serán 
dictadas con la finalidad de preservar el interés del adolescente. 


La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último 
recurso y durante el periodo más breve que proceda 


Deberá fundamentar por qué no es posible aplicar otra” medida 
distinta a la de privación de libertad, 


El Juez no podrá imponer medidas educativas sin previo pedido del 
Ministerio Público, ni hacerlo de manera más gravosa de la solicitada 
por éste. 


13) Coparticipación de mayores, 


En el caso de hechos con apariencia delictiva en que se hallen 
involucrados adolescentes junto a personas mayores, la autoridad 
policial lo hará saber simultáneamente al Juez Letrado de 
Adolescentes y al Juez Penal de Turno, quienes actuarán en forma 
paralela, comunicándose recíprocamente las alternativas de la causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Letrado de: Adolescentes 
para el traslado del adolescente al Juzgado Penal, siempre que sea 
necesaria su declaración. 


14) Régimen impugnativo. 


Se aplicará el régimen impugnativo que la ley establece (artículos 253 
y 254 del Código General del Proceso). 


La apelación será automática cuando la medida impuesta tenga una 
duración superior a un año de privación de libertad, 


15) Zonas de dificil acceso. 


Cuando, en virtud de la distancia o por otras circunstancias, no sea 
posible llevar de inmediato al adolescente a presencia del Juez Letrado 
competente, el Juez de Paz respectivo podrá adoptar las primeras y 
más urgentes medidas (artículo 45 del Código del Proceso Penal). 


FUENTE numerales 5) y 6): Ley N* 18.777, de 15 de julio de 2011, 
articulos 2* y 3”, raspectivamente. 
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CAPITULO X 
-X- Plazos procesales 


Artículo 115. (Carácter de los plazos).- 

1) Todos los plazos señalados en este Código son perentorios e 
improrrogables, En casos excepcionales, el Juez podrá suspender su curso 
fundando la medida y su duración. 


2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dispuesto por los artículos 92 a 
99 del Código General de! Proceso. 


Artículo 116. (Infracciones reiteradas).- En los casos de infracciones reiteradas, 
los procesos se tramitarán por el Juez competente de cada una hasta la 
sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación de las medidas impuestas, 
la que se realizará en vía incidental por el Juez Letrado de Adolescentes que 
hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia creará y reglamentará un Registro Nacional de 
Antecedentes Judiciales de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal, 


Dicho Registro tendrá dos secciones: 


A) La primera sección contendrá los antecedentes de los delitos de violación, 
rapiña, copamiento, secuestro y homicidio doloso o ultraintencional. 


B) La segunda sección contendrá todas las demás infracciones a la ley penal 
previstas en este Código. 


FUENTE: Ley N* 18.778 de 15 de julio de 2011, 
articulo 1, 
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CÓDIGO PENAL 


LIBRO II 
TITULO X - DE LOS DELITOS CONTRA LAS BUENAS COSTUMBRES Y EL 
ORDEN DE LA FAMILIA 


CAPITULO IV - DE LA VIOLENCIA CARNAL, CORRUPCION DE MENORES, 
ULTRAJE PUBLICO AL PUDOR 


Artículo 272 

(Violación) 

Comete violación el que compele a una persona del mismo o de distinto sexo, 
con violencias O amenazas, a sufrir la conjunción carnal, aunque el acto no 
llegara a consumarse. 

La violencia se presume cuando la conjunción carnal! se efectúa: 

1. Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince años. No 
obstante, se acmitirá prueba en contrario cuando la víctima tuviere doce años 
cumplidos. 

2. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o 
transitorias, se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada de 
discernimiento o voluntao. 

'3. Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable resulte ser el 
encargado de su guarda o custodia. 

4. Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra persona. 

Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaria de dos a 


doce años, 


FUENTE: Ley N* 17.897, de 14/09/2005, 
artículo 17. 


LIBRO Il 
TITULO XI - DELITOS CONTRA LA LIBERTAD 
CAPITULO | - DE LOS DELITOS CONTRA LA LIBERTAD INDIVIDUAL 


Artículo 282 

(Agravantes) 

Son circunstancias agravantes especiales y la aplicación del máximo se 
considerará justificada cuando el delito se cometa: 


1. Por un funcionario público, o contra un funcionario público en el ejercicio 
de sus funciones o con motivo de haberías ejercido; 


2, Con amenazas o sevicias; 
3. Por espiritu de venganza o con propósito de lucro, para utilizar 
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coercitivamente los servicios de la victima; 
4. Cuando la privación de libertad superare los diez días. 


Constituye una agravante muy especial el hecho de que el delito se cometa 
con el fin de obtener de las autoridades públicas, a cambio de la liberación, una 
ventaja o provecho en beneficio propio o ajeno, consiguiendo o no su objeto, o 
cuando el hecho obedeciera a móviles políticos o ideológicos. La pena será de 
seis a doce años de penitenciaria. 


FUENTE: Ley N* 14.058 de 10/07/1972, 


artículo 16 
LIBRO Il 
TITULO XII - DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA Y 
MORAL DEL HOMBRE 
CAPITULO 1 
Artículo 310 
(Homicidio) 


El que, con intención de matar, diere muerte a alguna persona, será 
castigado con veinte meses de prisión a doce años de penitenciaria. 


Artículo 311 


(Circunstancias agravantes especiales) 
El hecho previsto en el artículo anterior será castigado con diez a veinticuatro 
años de penitenciaria, en los siguientes casos: 


1%. Cuando se cometiera en la persona del ascendiente o del descendiente 
legítimo o natural, del cónyuge, del concubino o concubina "more uxorio", del 
hermano legítimo o natural, del padre o del hijo adoptivo. 

2*. Con premeditación. 

3". Por medio de veneno. 

4". Si el sujeto fuera responsable de un homicidio anterior ejecutado con 


circunstancias atenuantes. 
FUENTE: Ley N* 16.707.de 12/07/1995, 
artículo 12 
Artículo 312 


(Circunstancias agravantes muy especiales) 

Se aplicará la pena de penitenciaria de quince a treinta años, cuando el 
homicidio fuera cometido: 

1. Con impulso de brutal ferocidad, o con grave sevicia. 
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2. Por precio o promesa remuneratoria. 

3. Por medio de incendio, inundación, sumersión, u otros de los delitos 
previstos en el inciso 3* del articulo 47. 

4. Para preparar, facilitar o consumar otro delito, aún cuando éste no se haya 
realizado. 

5. Inmediatamente después de haber cometido otro delito, para asegurar el 
resultado, o por no haber podido conseguir el fin propuesto, o para ocultar el 
delito, para suprimir los indicios o la prueba, para procurarse la impunidad o 
procurársela a alguno de los de'incuentes, 

6. La habitualidad, el concurso y la reincidencia, en estos dos últimos casos, 
cuando el homicidio anterior se hubiera ejecutado sin las circunstancias 
previstas en el numeral 4? del artículo precedente, 


TITULO Xi! - DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA Y 
MORAL DEL HOMBRE 
CAPITULO 1 
Artículo 318 
(Lesiones gravísimas) . 


La lesión personal es gravísima y se aplicará la pena de veinte meses de 
prisión a ocho años de penitenciaria, si del hecho se deriva: 

1. Una enfermedad cierta o probablemente incurable. 

2. La pérdida de un sentido. 

3. La pérdida de un miembro o una mutilación que le torne inservible o la 
pérdida de un órgano, o de la capacidad de generar, o una grave y permanente 
dificultad de la palabra. 

4. Una deformación permanente del rostro. 

5. El aborto de la mujer ofendida. 


LIBRO Il 
TITULO XIII - DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 
CAPITULO li - DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD MUEBLE, CON 
VIOLENCIA EN LAS PERSONAS 


Artículo 344 


(Rapiña) 

El que, con violencias o amenazas, se apoderare de cosa mueble, 
sustrayéndola a su tenedor, para aprovecharse o hacer que otro se aproveche 
de ella, será castigado con cuatro a dieciséis años de penitenciaria 

La misma pena se aplicará al que, después de consumada la sustracción, 
empleara violencias o amenazas para asegurarse o asegurar a un tercero, la 
posesión de la cosa sustraida, o para procurarse o procurarle a un tercero la 
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impunidad. 
La pena será elevada en un tercio cuando concurra alguna de las 
“circunstancias previstas en el artículo 341 en cuanto fueren aplicables. 


FUENTE: Ley N* 17.897, de 14/09/2005, 
articulo 15 


Artículo 345 
(Extorsión) 


El que con violencias o amenazas, obligare a alguno a hacer, tolerar o dejar 
de hacer algo contra su propio derecho, para procurarse a si mismo o para 
procurar a otro un provecho injusto, en daño del agredido o de un tercero, 
será castigado con cuatro a diez años de penitenciaria. 


Artículo 346 

(Secuestro) 

El que privare de su libertad a una persona para obtener de ella, o de un 
tercero, como precio de su liberación, un provecho injusto en beneficio 


propio o ajeno, consiguiere o no su objeto, será castigado con seis a doce 
años de penitenciaria. 
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Decreto-ley N* 14.294, 
de 31 de octubre de 1974 


ESTUPEFACIENTES 


CAPITULO IV 


Artículo 30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las 
materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de producir 
dependencia psíquica o física, contenidas en las listas a que refiere el artículo 
1”, precursores químicos u otros productos químicos, contenidos en las Tablas 
1 y 2 de la presente ley, así como los que determine el Poder Ejecutivo según 
la facultad contenida en el artículo 15 de la presente ley, será castigado con 
pena de veinte meses de prisión a diez años de penitenciarla. 


Artículo 31.- El que, sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en 
tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, 
fuere depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de 
cualquier modo, alguna de las materias primas, sustancias, precursores 
químicos u otros productos químicos mencionados en el articulo anterior será 
castigado con ta misma pena prevista en dicho artículo. 


Quedará exento de pena el que tuviere en su poder una cantidad razonable 
destinada exclusivamente a su consumo personal, con arreglo a la convicción 
moral que se forme el Juez a su respecto, debiendo fundamentar en su fallo las 
razones que la han formado. 


Artículo 32.- El que organizare o financiare alguna de las actividades delictivas 
descritas en la presente ley, aun cuando éstas no se cumplieran en el temitorio 
nacional, será castigado con pena de veinte meses de prisión a dieciocho años 
de penitenciaria, 


Artículo 33.- El que, desde el territorio nacional, realizare actos tendientes a la 
introducción ilegal a paises extranjeros de las sustancias mencionadas en la 
presente ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a ocho años 
de penitenciaría. 

Artículo 34.-" El que sin autorización legal, a título oneroso a gratuito, 
suministrare, aplicare o entregare las sustancias mencionadas en la presente 
ley, o promoviere, indujere o facilitare su consumo, será castigado con pena de 
veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaria, 


Artículo 35.- El que violare las disposiciones de la presente ley en materia de 
importación, exportación, producción, elaboración, comercialización O 
suministro de las sustancias y preparados contenidos en las Lista II! de la 
Convención Unica de Nueva York de 1961, así como las comprendidas en las 
Listas 1, Ml y IV del Convenio de Viena, será castigado con pena de doce 
meses de prisión a cuatro años de penitenciaria, 


Fuente: Ley N* 17,016, de 22 de octubre de 1998, 
artículo 3”, 
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Comisión de Constitución y Legislación 
ACTA N” 88 


En Montevideo, el día cuatro de diciembre del año 
dos mil doce, a la hora catorce y treinta y cinco minu- 
tos, se reúne la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señoras Senadoras Martha 
Montaner y Alicia Pintos; y señores Senadores Eber 
Da Rosa, Francisco Gallinal, Rafael Michelini, Carlos 
Moreira, Rodolfo Nin Novoa y Luis Rosadilla. 

Falta con aviso la señora Senadora Constanza Mo- 
reira. 

Preside el señor Senador Rafael Michelini, Presi- 
dente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, 
señora Teresa Paredes y el señor Prosecretario subro- 
gante, Alejandro Aguerre. 

Asuntos entrados: 

Por Secretaría se da cuenta del siguiente: 

- Invitación de la Asesoría Macro en Políticas So- 
ciales del Ministerio de Desarrollo Social (Mides), a 
la presentación de la investigación “Caracterización 
de las nuevas corrientes migratorias en Uruguay. 
Inmigrantes y retornados: acceso a derechos econó- 
micos, sociales y culturales”, a realizarse el próximo 
martes 18 de diciembre, en el Museo de las Migracio- 
nes (MUMD. 

El señor Senador Rafael Michelini propone que se 
pase a cuarto intermedio a la hora catorce y cincuen- 
ta y cinco minutos hasta que finalice la sesión de la 
Asamblea General prevista para la hora quince. Se 
vota: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Orden del Día. 

1%) Carpeta N” 881/2012. COMISIÓN PARA RE- 
CIBIR E INSTRUIR PETICIONES AL AMPARO DEL 
NUMERAL SEGUNDO DE LA SENTENCIA DE LA 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HU- 
MANOS, DE 13 DE OCTUBRE DE 2011. Se autori- 
za al Poder Ejecutivo a su creación. Mensaje y proyec- 
to de ley remitido por el Poder Ejecutivo (Distribuido 
N* 1431/2012). 

El señor Senador Nin Novoa expone sobre el obje- 
tivo del proyecto de ley. 

La señora Senadora Montaner solicita que se pos- 
tergue para la próxima sesión, en virtud de que no 
tiene opinión formada sobre el tema. 

El señor Senador Da Rosa expresa que no tie- 
ne inconvenientes en acompañar el texto que se 
estudia, no obstante lo cual propone que se pos- 
tergue atendiendo al planteo realizado por la se- 
ñora Senadora Montaner. 
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El señor Senador Michelini propone que se mo- 
difique el plazo que establece el inciso segundo del 
artículo único, fijándolo en sesenta días. 

Se resuelve aprobarlo en la próxima sesión. 

Siendo la hora catorce y cincuenta y cinco minu- 
tos, la Comisión pasa a cuarto intermedio hasta que 
finalice la sesión de la Asamblea General. 

Ingresan a Sala los señores Senadores y se reanu- 
da la sesión, es la hora quince y treinta y cinco mi- 
nutos. 

2) Carpeta N* 919/2012. CÓDIGO DE LA NIÑEZ 
Y LA ADOLESCENCIA. Se modifican los artículos 72 
y 76 y se establece un régimen especial para adoles- 
centes mayores de quince y menores de dieciocho 
años de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004. 

Mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo (Distribuido N* 1486/2012). 

El señor Senador Moreira expresa en nombre del 
Partido Nacional que acompañará el proyecto de ley 
por entender que constituye un avance en varios te- 
mas específicos y señala su discrepancia con la dispo- 
sición del artículo 1? afirmando que debería quedar el 
texto vigente. Asimismo manifiesta su preocupación 
por las carencias en infraestructura expuestas por el 
señor Presidente del Instituto Nacional del Niño y del 
Adolescente del Uruguay. 

El señor Senador Rosadilla analiza el aumento en 
el rigor de la pena que propone el texto y señala que 
tiene dos vertientes, la del rigor como castigo pero 
también como defensa del menor. 

El señor Senador Da Rosa plantea que no acom- 
pañará el artículo 1? en virtud de que se requiere que 
el homicidio sea intencional para que sea calificado 
dentro de las infracciones gravísimas. Señala que de- 
berían diferenciarse las sanciones a aplicar en las si- 
tuaciones de delitos que atenten contra la integridad 
física de la persona o de la vida, como son el homici- 
dio, las lesiones gravísimas y la violación. Afirma que 
el proyecto de ley a estudio no regula el caso de rein- 
cidencia y opina que habría que ampliar el período de 
pena en ese caso, a cinco años. 

El señor Presidente pone a votación el proyecto de 
ley con las modificaciones propuestas por los seño- 
res Senadores integrantes de la Bancada del Frente 
Amplio. 

Artículo 1*.- Se vota: 5 en 7. Afirmativa. 

Artículo 2*.- Se vota: 7 en 7. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Artículo 3”.- Se vota con modificaciones: 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 4”.- Se vota con modificaciones: 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 5” Sustitutivo.- Se vota: 7 en 7. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. 

Artículo 6” Aditivo.- Se vota: 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

A propuesta del señor Senador Nin Novoa, se de- 
signa Miembro Informante (verbal) al señor Senador 
Rafael Michelini. Se vota: 6 en 7. Afirmativa. 
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El proyecto de ley sustitutivo aprobado, queda re- 
dactado de la siguiente manera: 

“Artículo1”.- Sustitúyeseelartículo72del Código de 
la Niñezyla Adolescenciaaprobadoporla Ley N*17.823, 
de 7 de setiembre de 2004, por el siguiente: 
“ARTICULO 72. (Clases de infracción).- Las infrac- 
ciones a la ley penal se clasifican en graves y gravísi- 
mas. Son infracciones gravísimas a la ley penal: 

1) Homicidio intencional con agravantes especia- 
les (artículo 311 y 312 del Código Penal). 

2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Pe- 
nal). 

3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 

4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 

5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del 
Código Penal). 

6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 

7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 

8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 
del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, en la redacción dada por el artículo 3” de la 
Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998). 

9) Cualquier otra acción u omisión que el Código 
Penal o las leyes especiales castigan con una pena 
cuyo límite mínimo sea igual o superior a seis años de 
penitenciaría o cuyo límite máximo sea igual o supe- 
rior a doce años de penitenciaría. 

10) La tentativa de las infracciones señaladas en 
los numerales 1), 3), 4) y 6) y la complicidad en las 
mismas infracciones. 

En los casos de violación no se tomará en cuenta 
la presunción del ejercicio de violencia (artículo 272 
del Código Penal). 

Las restantes son infracciones graves a la ley pe- 
nal”. 

Artículo 2”.- Agrégase al artículo 76 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia aprobado por la Ley 
N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, en la redac- 
ción dada por la Ley N* 18.777, de 15 de julio de 
2011, el siguiente numeral: 

“16) En caso de conformidad de las partes, al fi- 
nalizar la audiencia preliminar se podrá efectuar, en 
sustitución de la sentencia interlocutoria que da ini- 
cio al procedimiento, el dictado de sentencia defini- 
tiva, previo traslado en la propia audiencia y por su 
orden, al Ministerio Público y a la Defensa, a fin de 
que efectúen sus alegaciones. 

En tal caso, los informes técnicos se realizarán pa- 
ralelamente al proceso de la audiencia por el equipo 
técnico que determine la Sede. La eventual carencia 
de estos informes no obstará a que el Juez dicte sen- 
tencia definitiva”. 

Artículo 3”.- Agrégase al Código de la Niñez y la 
Adolescencia aprobado por la Ley N* 17.823, de 7 de 
setiembre de 2004, en la redacción dada por la Ley 
N* 18.778, de 15 de julio de 2011, el siguiente artí- 
culo: 

“ARTICULO 116 BIS. (Régimen especial).- Sin 
perjuicio de la aplicación de las normas y principios 
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establecidos en este Código, en los casos en que el 
presunto autor sea mayor de quince y menor de die- 
ciocho años de edad, y cuando el proceso refiera a las 
infracciones gravísimas previstas en los numerales 
1), 2), 3), 4), 5), 6) y 9) del artículo 72 de la presente 
ley, el Juez, a solicitud expresa del Ministerio Público 
y una vez oída la Defensa, deberá disponer la aplica- 
ción de las siguientes reglas: 

a) La privación cautelar de libertad será precepti- 
va hasta el dictado de la sentencia definitiva. 

b) Las medidas privativas de libertad tendrán una 
duración no inferior a los doce meses. 

Cc) El infractor, una vez ejecutoriada la senten- 
cia de condena podrá solicitar la libertad anticipada, 
siempre y cuando haya cumplido efectivamente el 
mínimo de privación de libertad establecido en el li- 
teral anterior y a su vez, superare la mitad de la pena 
impuesta 

d) Las medidas de privación de libertad deberán 
ser cumplidas en establecimientos especiales, sepa- 
rados de los adolescentes privados de libertad por el 
régimen general. 

e) Cuando el infractor cumpla los dieciocho años 
de edad, pasará a cumplir la medida de privación de 
libertad en un establecimiento especial del Sistema 
de Responsabilidad Penal Adolescente (SIRPA) sepa- 
rado de los menores de dieciocho años de edad. 

f) La elevación preceptiva de las actuaciones al Juz- 
gado Penal de turno a efectos de que este convoque a 
los representantes legales del adolescente para deter- 
minar su eventual responsabilidad en los hechos”. 

Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 94 del Código de 
la Niñez y la Adolescencia aprobado por la Ley N* 17.823, 
de 7 de setiembre de 2004, en la redacción dada por la 
Ley N* 18.778, de 15 de julio de 2011, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 94. (Procedimiento por modifica- 
ción o cese de las medidas).- Se deberá decretar en 
cualquier momento -a excepción de lo dispuesto en 
el artículo 116 BIS de esta ley- el cese de la medida 
cuando resulte acreditado en autos que la misma ha 
cumplido su finalidad socioeducativa. 

La tramitación de todas las solicitudes de sustitu- 
ción, modificación o cese de las medidas, se hará en 
audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, previo 
los informes técnicos que se estimen pertinentes, con 
presencia del adolescente, de sus representantes lega- 
les, de la defensa y del Ministerio Público. 

La audiencia deberá celebrarse en un plazo que no 
exceda los diez días a partir de la respectiva solicitud”. 

Artículo 5”.- El Poder Ejecutivo, en el término de trein- 
ta días a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
formará una Comisión Especial con el cometido de redactar 
un proyecto de ley que legisle en forma exclusiva el régimen 
de responsabilidad infraccional juvenil, en el marco de las 
definiciones y principios consagrados por la Convención de 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño y otras nor- 
mas internacionales aplicables. Se priorizarán en to- 
dos los casos, los grados de responsabilidad del joven, 


11 de diciembre de 2012 


así como las medidas alternativas a la internación y 
su proceso de inclusión social. 

Antes del 31 de julio de 2013, el Poder Ejecutivo 
deberá enviar al Poder Legislativo el proyecto de ley 
referido. 

Artículo 6”.- A partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley, el Poder Judicial deberá presentarle a 
la Asamblea General un informe cuatrimestral deta- 
llando los resultados de su aplicación”. 

3”) Carpeta N* 571/2011. LEGÍTIMA DEFENSA. 
Se modifica el artículo 26 del Código Penal. Proyec- 
to de ley con exposición de motivos presentado por 
el señor Senador Francisco Gallinal (Distribuido 
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N* 800/2011). 

Se posterga su tratamiento. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 1855/2012, que forma parte 
de la presente. 

A la hora dieciséis y dos minutos, se levanta la se- 
sión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Rafael Michelini, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria”. 


Proyecto de ley sustitutivo aprobado 
por la Comisión 


Artículo 1*.- Sustituyese el artículo 72 | Sin 
del Código de la Niñez y la Adolescencia | mod, 


aprobado por la Ley N* 17.823, de 7 de 
setiembre de 2004, por el siguiente: 


"ARTÍCULO72. (Clases de 
infracción) - Las infracciones a la ley 
penal se clasifican en graves y 
gravísimas. Son infracciones 
gravísimas a la ley penal: 


1) Homicidio intencional con 
agravantes especiales 
(articulo 311 y 312 del Código 
Penal). 


2) Lesiones gravísimas 
(artículo 318 del Código 
Penal). 


3) Violación (articulo 272 del 
Código Penal). 


4) Rapiña (artículo 344 del Código 
Penal). 


¡| Adolescencia aprobado por la Ley 
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Código de la Niñez y de la Adolescencia 


Loy N* 17,823, de 7 de setiembre de 
2004 


Proyecto de ley remitido por el 
Poder Ejecutivo 


Artículo .- Sustituyese el 
artículo 72 del Código de la Niñez y la 


CAPÍTULO IX 
DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


Il - De los adolescentes y las 
infracciones a la ley penal 


N* 17.823 de 7 de setiembre de 2004 
por el siguiente: 


“ARTICULO 72. (Clases de 
infracción).- Las infracciones a la ley 
penal se clasifican en graves y 
gravísimas. 
Son infracciones gravísimas a la ley | 
penal: 
1) Homicidio intencional con 
agravantes especiales 


(articulos 311 y 312 del Código 
Penal). 


2) Lesiones gravisimas (artículo 318 
del Código Penal). 


3) Violación (articulo 272 del Código 
Penal). 


4) Rapiña (artículo 344 del Código 
Penal) 


Artículo 72. (Clases de infracción)... 
Las infracciones a la ley penal se clasifican 
en graves y gravisimas. 

Son infracciones gravísimas a la ley 
penal: 


1) Homicidio (artículo 310 del Código 
Penal). 


2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del 
Código Penal). 


3) Violación (artículo 272 del Código 
Penal) 


4) Rapiña 
Penal). 


(artículo 344 del Código 
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| 5) Privación de  libenad agravada 
5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del Código Penal). 


(artículo 282 del Código 


5) Privación de libertad agravada 


). 
(articulo 282 del Código Penal) 5) Secuestro (artículo 346 del Código 


Penal). 6) Secuestro (artículo 346 del Penal). 
6) Secuestro (articulo 346 del Código Penal). 

Código Penal). D Exoralón (aricilo34S del 7) Extorsión (articulo 345 del Código 
7) Extorsión — (articulo 345 cel tl 2... Penal). 

Código Penal). Código Penal). 


B) Tráfico de estupefacientes 
(artículos 31 y 32 del Decreto-Ley 
N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, 
en la redacción dada por el 
articulo 3* de la Ley N* 17.016, de 22 
de octubre de 1998). 


8) Tráfico de estupefacientes 
(artículos 31 y 32 del Decreto 
Ley N* 14.294, de 31 de octubre 
de 1974, en la redacción dada 
por el articulo 3% de la Ley 
N* 17.016, de 22 de octubre de 
1998). 


8) Tráfico de estupefacientes 
(artículos 31 y 32 del Decreto- 
Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, en la 
redacción dada por el articulo 
3% de la Ley N* 17,016, de 22 
de octubre de 1998), 


9) Cualquier otra acción u omisión 
que el Código Penal o las 
leyes especiales castigan con 
una pena cuyo limite minimo 
sea igual o superior a seis 
años de penitenciaria o cuyo 
limite máximo sea igual o 
superior a doce años de 
penitenciaria. 


9) Cualquier otra acción u omisión que 
el Código Penal oO las leyes 
especiales castigan con una pena 
cuyo límite mínimo sea igual o 
superior a seis años de penitenciaria 
o cuyo límite máximo sea igual o 
supeñor a doce años de 
penitenciaria. 


que el Código Penal o las leyes 
especiales castigan con una 
pena cuyo limite minimo sea 
igual o superior a seis años de 
penitenciaria O cuyo limite 
máximo sea igual o superior a 
doce años de penitenciaria. 


| 
9) Cualquier otra acción u omisión 


10) La tentativa de las infracciones 
señaladas en los numerales 1), 5) y 
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10) La tentativa de las infracciones 
señaladas en los numerales 1), 
3), 4) y 6) y la complicidad en las 
mismas infracciones. 


10) La tentativa de las infracciones 
señaladas en los numerales 
1), 3), 4) y 8) y la complicidad 
en las mismas infracciones. 


4 
1 


En los casos de violación no se 
tomará en cuenta la presunción del 
ejercicio de violencia (articulo 272 del 


tomará en cuenta la presunción del 
ejercicio de violencia (artículo 272 


| En los casos de violación no se 


graves a la ley penal.” 


del Código Penal). Código Penal). 
' Las restantes son infracciones 
| Las restantes son infracciones 9 a la ley penal.* 


Artículo 2”.- Agrégase al artículo 76 | Sin TAniculo 2- Agrégase al artículo 76 
del Código de la Niñez y la Adolescencia | og. | del Código de la Niñez y la 
aprobado por la Ley N* 17.823, de 7 de , Adolescencia aprobado por la Ley 
setiembre de 2004, en la redacción cada N* 17. 823 de 7 de setiembre ce 2004 
por la Ley N* 18.777, de 15 de julio de en la redacción por la Ley N” 18.777 
2011, el siguiente numeral: de 15 de julio de 2011, el siguiente 

numeral: 


4 
O 
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Código de la Niñez y de la Adolescencia 


Loy N* 17.823, de 7 de setiembre de 
2004 


6) y la complicidad en las mismas 
infracciones. 
En los casos de violación no se tomará 


en cuenta la presunción del ejercicio de 
violencia (artículo 272 del Código Penal). 


Las restantes son infracciones graves a 


la ley penal 


CAPÍTULO X 
ll - Régimen procesal 


1) Actuaciones previas al proceso, 
A) Cometidos de la autoridad policial. 
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46) En caso de conformidad de las 


por la Comisión 


partes, al finalizar la audiencia 
preliminar se podrá efectuar, en 
sustitución de la sentencia 
interlocutoria que da inicio al 
procedimiento, el dictado de 
sentencia  definiliva, previo 
traslado en la propia audiencia 
y por su orden, al Ministero 
Público y a la Defensa, a fin de 
que efectúen sus alegaciones. 


En tal caso, los informes 
técnicos se realizarán | 
paralelamente al proceso de la 
audiencia por el equipo técnico | 
que determine la Sede. La 
eventual carencia de estos 
informes no obstará a que el 
Juez dicte sentencia definitiva. * 


(Continúa on pág. 18) 


Proyecto de ley remitido por el 


"16) En caso de conformidad de las 


Podor Ejecutivo 


partes, al finalizar la audiencia 
preliminar se podrá efectuar, en 
sustitución de la sentencia 
interlocutoria que da inicio al 
procedimiento, el dictado de 
sentencia definitiva, previo 
traslado en la propia audiencia 
y por su orden, al Ministerio 
Público y a la Defensa, a fin de 
que efectúen sus alegaciones. 


En tal caso, los informes 
técnicos se realizarán 
paralelamente al proceso de la 
audiencia por el equipo técnico | 
que determine la Sede. La 
eventual carencia de estos 
informes no obstará a que el 
Juez dicte sentencia definitiva.” 


Código de la Niñez y de la Adolescencia 
Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 
2004 


establecido en el literal C) del 
articulo 74, la autoridad | 


a) Realizar la actuación de modo 
que menos perjudique a la 
persona y reputación del 
adolescente. 


' 

b) Poner el hecho de inmediato ' 
en conocimiento del Juez, o 
en un plazo máximo de dos 
horas después de practicada 
la detención. 

c) Hacer conocer al adolescente 
los motivos de la detención y 
los derechos que le asisten, 
especia/mente el derecho que 
tiene de designar defensor. 


d) Informar a sus padres 0 
responsables, como forma de 
asegurar sus garantias y 
derechos. 

e) Si fuere necesario, antes de 
conducirlo a la ia del 


G1OG 9P 3IQUIASTAP IP TT 


SHAJOUVNAS HU VAVIAYO 


"S'O-TGT 


Código de la Niñez y de la Adolescencia 


Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 
2004 


Proyecto de ley sustitutivo aprobado Proyecto de ley remitido por el 
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Juez, hará constar lo 
indispensable para la 
información de los hechos. 


f) Si no fuere posible llevarlo de 
inmediato a presencia del 
Juez, previa autorización de | 
éste, deberá conducírselo a 
la dependencia especializada 
del Instituto Nacional del 
Menor que corresponda o del 
Instituto Policial, no pudiendo 
permanecer en este último 
lugar por más de doce horas. 


g) Los traslados 
interinstitucionales y a la sede 
judicial deben estar 
precedidos del 
correspondiente examen 
médico, 


B) Cuando el Juez tome conocimiento 
que el adolescente se encuentra 
en la situación prevista en el 
artículo 117 de este Código, lo 
pondrá en conocimiento del Juez 
competente, sin perjuicio de la 
actuación procesal referida a la 
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infracción. 
2) Audiencia preliminar. 


En los casos de infracciones de 
adolescentes que lo justifiquen, el Juez 
dispondrá, en un plazo que no exceda 
las veinticuatro horas, la realización de 
una audiencia preliminar donde deberán 
estar presentes, bajo pena de nulidad, 
el adolescente, su defensor y el 
Ministerio Público. 


Se procurará la presencia de los 
padres o responsables. También 
podrán comparecer, si lo aceptaran y no 
existiera peligro para su seguridad, la 
víctima y testigos. 

El Juez, al interrogario, le hará 
conocer en términos accesibles los 
motivos de la detención y los derechos 
que le asisten, 


| Se dispondrá la inmediata 


agregación de la partida de nacimiento 

¡ Ola acreditación de la edad mediante 
medios sustitutivos. 

Mediando acuerdo de partes, podrá 

agregación 


prescindrse de la 
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inmediata. 


Medidas probatorias. 


Durante esta audiencia, el Ministerio 
Público y la defensa podrán solicitar las 
medidas que estimen convenientes 


La información deberá recabarse en 
un plazo que no exceda de los veinte 
dias continuos y perentorios, contados 
a partir de la decisión judicial. 


La prueba se  diligenciará en 
audiencia con las garantías que 
aseguren el debido proceso, incluidos 
los informes del equipo técnico, en un 
plazo que no exceda de los veinte días, 
continuos y perentorios, contados a 
partir de la decisión judicial. 


En todo lo que le fuere requerido, la 
Policía prestará colaboración. 


4) Resolución de la audiencia preliminar y 


Juez: 


medidas cautelares. 
Al culminar la audiencia preliminar el 
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A) Dispondrá las medidas probatorias 
a que refiere el numeral anterior. 


B) Fijará la audiencia final en un plazo 
de sesenta días, salvo si decreta 
como medida cautelar el arresto 
domiciliario o la internación 
provisoria, caso en que dicha 
audiencia se fijará en un plazo 
máximo de treinta dias. 

C) Decidirá la aplicación de alguna 
medida cautelar, de acuerdo a lo 
dispuesto en el numeral siguiente. 


5) Medidas cautelares. 


' 

El Juez, a pedido del Ministerio 
Público, y oida la defensa, dispondrá 
las medidas cautelares necesarias 
que menos perjudiquen al 
adolescente. 


Son medidas caute'ares: 
1) La prohibición de salir del país. 


2) La prohibición de acercarse a 
la víctima o a otras personas, 
de concurrir a determinados 
lugares o de tomar contacto 
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con personas determinadas. 
3) La obligación de concurrir 
periódicamente al Tribunal o 


ante la autoridad que el Juez 
determine. 


4) El arresto domiciliario 
5) La internación provisoria. 


El arresto domiciliario y la 
internación provisoria no 
podrán durar más de sesenta 
días. Transcurrido ese plazo 
sin que se hubiera dictado 
sentencia de primera 
instancia, se deberá dejar en 
libertad al adolescente. 
Ambas medidas cautelares 
sólo podrán aplicarse si la 
infracción que se imputa al 
adolescente puede ser objeto 
en definitiva de una medida 
privativa de libertad, de 
acuerdo con el articulo 86, y 
siempre que ello sea 
indispensable para: 


A) Asegurar la 
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| comparecencia del 
| adolescente a los actos 


8) La segurdad de la 
victima, el denunciante o | 
los testigos. 

La internación provisoria | 
se cumplirá en un | 
establecimiento especial del 
Instituto Nacional del Menor. 


5) Informe del equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la 
internación, dispondrá que el 
equipo técnico del 
establecimiento de 
internación, en un término 
que no exceda los veinte dias 
dispuesto para la prueba, 
produzca un informe con una 
evaluación médica y 
psicosocial, el cual se 
expedirá especialmente sobre 
las posibilidades de 
convivencia en régimen de 
libertad, La falta de este 
informe no impedirá que el 
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Juez dicte la sentencia 


definitiva”. 
7) Informe del Centro de 
Internación. 


Los técnicos producirán los 
informes verbales o escritos 
que el Juez disponga y 
supervisarán la aplicación de 
las medidas. Los informes 
verbales se producirán en 
audiencia. 

8) Formulación de demanda o 
sobreseimiento 

Diligenciada la prueba, los 
autos pasarán en vista al 
Ministerio Público por seis 
dias. En caso de deducir 
acusación, relacionará las 
pruebas ya diligenciadas y 
analizará los informes 
técnicos y formulará los 


presupuestos . fácticos, 
jurídicos y técnicos de la 
imputación. 


Si el Ministerio Público 
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solicitara el sobreseimiento, el 
Juez lo dictará sin más 
trámite. Si se  dedujere 
] | demanda fiscal, se confenrá 
| traslado a la defensa por seis 
| días, la que podrá ofrecer 
prueba y contradecir O 
allanarse. 


9) Allanamiento. 


De mediar allanamiento de 
la defensa, el Juez deberá 
dictar sentencia en cinco 
días. 


10) Audiencia final. 


Deberán  panticipar, bajo 
pena de nulidad, el 
adolescente, su defensor y el 
Ministerio Público. Será 
convocada dentro de los 
quince días de la 
contestación de la demanda 
fiscal, por la defensa. 


Se pondrán a disposición 
los informes técnicos 


o y 0 O: recabados. 
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Se dará participación a sus 
padres o responsables, y a la 
victima, si lo solicitaren. 


Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar 
sentencia definitiva de 
primera instancia al cabo de 
la audiencia final, y en esa 
misma oportunidad expedir el 
fallo con sus fundamentos. 
Se dará lectura de todo ello, a 

| los efectos de su 

| comunicación (articulo 76 del 
Código General del Proceso), 
siendo de aplicación, en lo 
pertinente, el artículo 245 del 
Código del Proceso Penal. 
La sentencia será escrita y 
deberá ser redactada de un 
modo breve y claro para que 
pueda ser comprendida en 
todas sus partes por el 
adolescente imputado. 


Cuando la complejidad del 
asunto lo justifique, se podrá 
prorrogar la audiencia por 
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“quince días  perentorios, 
procediéndose para su 
comunicación 


3 la 
formalización de una 


12) Contenido de la sentencia. 

Si se dispusieran medidas 
socioeducativas, las 
sentencias serán dictadas 
con la finalidad de preservar 
el interés del adolescente. 


La privación de libertad se 
utilizará sólo como medida de 
último recurso y durante el 
periodo más breve que| 
proceda, | 

Deberá fundamentar por 
qué no es posible aplicar otra 
medida distinta a la de 
privación de libertad. 


El Juez no podrá imponer 
medidas educativas sin 
previo pedido del Ministerio 
Público, ni hacerlo de manera 
más gravosa de la solicitada 
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13) Coparticipación de mayores. 


En el caso de hechos con 
apariencia delictiva en que se 


hallen involucrados 
adolescentes junto a 
personas mayores, la 


] autoridad policial lo hará 
| saber simultáneamente al 
Juez Letrado de 
Adolescentes y al Juez Penal 
de Turno, quienes actuarán 


en forma paralela, 
comunicándose 
reciprocamente las 
alternativas de la causa. 
Deberá recabarse 


autorización del Juez Letrado 
de Adolescentes para el 
traslado del adolescente al 
Juzgado Penal, siempre que 
sea necesaria su declaración. 


14) Régimen impugnativo. 
Se aplicará el régimen 
h impugnativo_ que la le 
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Ver numeral 16) en pág. 4. 


Ver numeral 16) agregado, en pág. 4. 


establece (articulos 253 y 254 
del Código General del 
Proceso). 

La apelación será automática 
cuando la medida impuesta 
tenga una duración superior a 
un año de privación de 
libertad. 


Zonas de dificil acceso. 


Cuando, en virtud de la 
distancia o por otras 
circunstancias, no sea posible 
llevar de inmediato al 
adolescente a presencia del 
Juez Letrado competente, el 
Juez de Paz respectivo podrá 
adoptar las primeras y más 
urgentes medidas (articulo 45 
del Código del Proceso 
Penal). 
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Artículo 116. (Infracciones reiteradas).- 
En los casos de infracciones reiteradas, los 
procesos se tramitarán por el Juez 
competente de cada una hasta la sentencia 
ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación 
de las medidas impuestas, la que se | 


realizará en vía incidental por el Juez 
Letrado de Adolescentes que hubiere 
| entendido en la última infracción 


La Suprema Corte de Justicia creará y 
' reglamentará un Registro Nacional de 
¡ Antecedentes Judiciales de Adolescentes 
en Conflicto con la Ley Penal. 


Dicho Registro tendrá dos secciones: 


-|A) La primera sección contendrá los 
antecedentes de los delitos de 
violación, rapiña, copamiento, 
secuestro y homicidio doloso o 
ultraintencional. 


B) La segunda sección contendrá todas 
las demás infracciones a la ley penal 
previstas en este Código. 
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la Niñez y la Adolescencia aprobado por la Niñez y la Adolescencia aprobado 
¡ la Ley N” 17.823, de 7 de setiembre de por la Ley N*17.823 de 7 de 
2004, en la redacción dada por la Ley ' setiembre de 2004 en la redacción 
N* 18.778, de 15 de julio de 2011, el dada por la Ley N* 18.778 de 15 de 
siguiente artículo: julio de 2011 el siguiente artículo: 
“ARTÍCULO 116 BIS. (Régimen ¡ "ARTICULO 116 BIS. (Régimen 
especial).- Sin perjuicio de la especial).- Sin perjuicio de la 
aplicación de las normas y aplicación de las normas y principios 
principios establecidos en este establecidos en este Código, en los 
Código, en los casos en que el casos en que el presunto autor sea 
presunto autor sea mayor de quince mayor de quince y menor de 
y menor de dieciocho años de edad, dieciocho años de edad, y cuando el 
y cuando el proceso refiera a las proceso reflera a una o varias 
infracciones gravísimas previstas infracciones previstas _ como 
en los numoralos 1), 2), 3), 4), 5), gravisimas (art. 72) cometidas con 
6) y 9) del artículo72 de la violencia contra las personas, el 
presente ley, el Juez, a solicitud Juez, a solicitud expresa del 
expresa del Ministerio Público y una Ministerio Público, y una vez oida la 
vez o0ida la Defensa, deberá Defensa, deberá disponer la 
disponer la aplicación de las aplicación de las siguientes reglas: 
siguientes regias: a) La privación cautelar de libertad 
a) La privación cautelar de libertad será preceptiva hasta el dictado 
será preceptiva hasta el dictado de la sentencia definitiva. 
de la sentencia definiliva, b) Las medidas privativas de libertad 
b)Las medidas privativas de tendrán una duración no inferior 
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libertad tendrán una duración no 
inferior a los doca manes. | 


c) El infractor, una vez ejecutoriada ' 


le sentencia de condena podrá | 
solicitar la libertad anticipada, 
siempre y cuando haya 
cumplido  ofectivamente el 
mínimo de privación de 
libertad establecido en el literal 
anterior y a su vez, suporaro la 
mitad de la pena impuesta. 


d) Las medidas de privación de 
libertad deberán ser cumplidas 
en establecimientos 
especiales, separados de los 
adolescentes privados de 
libertad por el régimen 
general, 


e) Cuando el infractor cumpla los 

dieciocho años de edad, 
pasará a cumplir la medida de 
privación de libertad en un 
establecimiento especial del 
Sistema de Responsabilidad 
Penal Adolescente (SIRPA) 
separado de los menores de 


— -— 


Proyecto de ley remitido por el 
Poder Ejecutivo 


a los doce meses. 


c) Una vez ejecutoriada la sentencia 


de condena, el cese de la 
«Meg: rá 


privación de libertad sólo podrá 
solicitarse después de cumplida 
la mitad de la medida impuesta. 


d) Las medidas de privación de 


libertad deberán ser cumplidas 
en establecimientos especiales, 
separados de los adolescentes 
privados de libertad por el 
régimen general. 


e) Cuando el infractor cumpla los 


dieciocho años de edad, pasará 
a cumplir la medida de privación 
de libertad en un establecimiento 
especial del Sistema de 
Responsabilidad Penal 
Adolescente (SIRPA) separado 
de los menores de dieciocho 
años de edad. 
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f) La elevación preceptiva de las ectuaciones al Juzgado Penal de 


turno a efectos de que éste 


actuaciones sl Juzgado Penal convoque a los representantes 


de turno a efectos de que éste 
convoque a los representantes 
legales del adolescente para 
determinar su eventual 
responsabilidad en los 


hechos * 
CAPITULO X 
1l - Medidas socioeducativas 
REGIMEN DE PRIVACION DE LIBERTAD 
Artículo 4”.- Sustituyese el articulo 94 


del Código de la Niñez y la Adolescencia 
aprobado por la Ley N* 17.823, de 7 de 
setiembre de 2004, en la redacción dada 
por la Ley N* 18.778, de 15 de julio de 
2011, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 94. (Procedimiento 
por modificación o cese de las 
medidas).- Se deberá decretar en 
cualquier momento -a excepción 
de lo dispuesto en el 


Artículo 94, (Procedimiento por 
modificación o ceso do las medidas).- 
Se deberá decretar, en cualquier 
momento, el cese de la medida cuando 
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artículo 116 BIS de esta ley- el 
cese de la medida cuando resulte 
acreditado en autos que la misma | 
ha cumplido su finalidad 

La tramitación de todas las: 
solicitudes de sustilución, | 
modificación o cese de las medidas, 
se hará en audiencia, debiendo ' 
dictarse resolución fundada, previo 
los informes técnicos que se 
estimen pertinentes, con presencia 
del adolescente, de sus 
| representantes legales, de la 
| defensa y del Ministerio Público. 


La audiencia deberá celebrarse 
en un plazo que no exceda los diez 
días a partir de la respectiva 
solicitud,” 


resulte acreditado en autos que la misma 
ha cumplido su finalidad socioeducativa. 


La tramitación de todas las solicitudes 
de sustitución, modificación o cese de 
las medidas, se hará en audiencia, 
previo los informes técnicos que se 
estimen pertinentes, con presencia del 
adolescente, de sus representantes 
legales, de la defensa y del Ministerio 
Público. 


La audiencia deberá celebrarse en un 
plazo que no exceda los diez días a pantir 
de la respectiva solicitud. 


.» El Poder Ejecutivo, en 
el término de treinta dias a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley, 
formará una Comisión Especial con el 
cometido de redactar un proyecto de 
| le en forma exclusiva el 


£ - El Poder Ejecutivo, en 
un término de treinta dias, a partir de 
la entrada en vigencia de la presente 
Ley, formará una Comisión Especial 
con el cometido de redactar el Código 

egisle en forma exclusiva el 
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régimen de responsabilidad régimen de responsabilidad 
infraccional juvenil, en el marco de las | infraccional juvenil. 
definiciones y principios 
consagrados por la Convención de 
¡ Naciones Unidas sobre los 

Derechos de! Niño y otras normas 

internacionales aplicables. Se 

priorizarán en todos los casos, los 

grados de responsabilidad del 

joven, así como las medidas 

alternativas a la internación y su 
proceso de inclusión social. 


Antes del 31 de jullo de 2013, el 
Poder Ejecutivo deberá enviar al 
Poder Legislativo el proyecto de ley 
referido. 


Artículo 6%.- A partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley, el 
Poder Judicial deberá presentarle a 
la Asamblea General un informe 
cuatrimestral detallando los 
resultados de su aplicación. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no hay 
duda que hace muchos años el tema vinculado a la 
seguridad ciudadana ha dominado parte de la discu- 
sión, la polémica, la reflexión y el análisis de la socie- 
dad uruguaya. Si bien es cierto que en comparación 
con parámetros internacionales y, en particular, los 
vinculados a América Latina, en este campo Uruguay 
salva y con nota, los uruguayos, más allá del color 
político, somos exigentes y queremos un país seguro, 
con pilares como el trabajo, la libertad y el disfru- 
te, sin que nadie en nuestra sociedad se aproveche 
del esfuerzo que cada uno de nosotros ha hecho en 
su vida. En ese sentido, se están haciendo cosas. La 
cantidad de personas detenidas, procesadas y conde- 
nadas es muy alta, a tal punto que la población carce- 
laria es superior a la prevista, con todas las complica- 
ciones que ello implica. Por suerte, el Ministerio del 
Interior está haciendo un esfuerzo por descomprimir 
esa situación a través de la instalación de más plazas. 


La preocupación sobre estos temas hizo que el 
conjunto de los actores políticos llegaran a acuerdos 
para aprobar determinadas leyes, como la que tiene 
que ver con la creación del Sirpa. Otros consideran, 
en su legítimo derecho, que las soluciones pasan por 
la reforma de la Constitución de la República, que es 
algo en lo que nosotros no estamos de acuerdo, pero 
no está en nuestro ánimo polemizar sobre ello. 


Lo cierto es que el tema de la seguridad está pre- 
sente en sus diferentes aristas y el Gobierno urugua- 
yo, que nosotros apoyamos y que no está ajeno a esa 
cuestión, puso el tema a consideración de la opinión 
pública hace unos meses, desde una perspectiva in- 
tegral, que permite ver todos los aspectos de la vio- 
lencia de la sociedad uruguaya, entre los que está 
incluido el respeto a las leyes de tránsito, que es un 
tema que preocupa a todos porque cobra víctimas a lo 
largo de todo el país, producto de que no se ha puesto 
énfasis en controlar lo suficiente. Esto también ha 
generado muertes violentas que no están vinculadas 
con la inseguridad, pero sí tienen que ver con una 
sociedad uruguaya que tiene que recuperar mecanis- 
mos de convivencia, de tolerancia y de contención, 
aspectos que el Gobierno y la bancada oficialista -así 
como muchos otros integrantes de la sociedad- consi- 
deran que se deben recuperar. En este debate por la 
defensa de la convivencia y de la vida, se incorpora- 
ron los temas del tránsito y de la violencia doméstica, 
que tanto preocupan al Uruguay. Es inconcebible que 
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en el seno de las familias, donde se supone que de- 
bería reinar la convivencia y el amor, surjan hechos 
violentos, en general protagonizados por hombres que 
se convierten en victimarios de sus propias familias y 
afectos, y generan la muerte de sus familiares, inclui- 
dos menores con pocos meses de vida. 


En esa discusión que se está dando sobre la convi- 
vencia y la protección de la vida, el propio Presidente 
de la República puso algunos temas sobre la mesa y 
elevó ciertos proyectos de ley tendientes a mejorar la 
calidad de nuestra normativa, como el de indemniza- 
ción a las víctimas de delitos -que, si no recuerdo mal, 
ya está a estudio del Senado-; el que intenta diferen- 
ciar el mercado de las drogas de la pasta base y la ma- 
rihuana; el que fuera aprobado por ambas Cámaras 
relativo a las penas a los funcionarios públicos por 
corrupción y abuso de poder; así como también el que 
tiene que ver con quienes trafican con la pasta base. 
Asimismo, la Comisión de Constitución y Legislación 
tiene a estudio un proyecto vinculado con el tráfico 
de armas y la reforma del Código del Proceso Penal 
y del Código Penal, a lo que podríamos agregar otras 
iniciativas que se presentaron, como la que tiene que 
ver con las faltas o los adictos en situación de calle. 
En síntesis, se presentaron una serie de iniciativas 
que están vinculadas con el debate que el Presidente 
Mujica puso arriba de la mesa sobre la convivencia y 
la defensa de la vida y buscan mejorar la calidad de 
nuestra normativa. La idea es enfrentar los múltiples 
aspectos que generan violencia en nuestra sociedad 
para llegar a mecanismos de convivencia superiores a 
los existentes, como si fuera el motor de un vehículo 
que se debe afinar y regular en cada una de sus par- 
tes para que funcione mejor. 


Entre estas iniciativas se ubica este proyecto de 
ley del Código de la Niñez y la Adolescencia que si 
bien está planteado como una modificación a dicho 
Código, en realidad es una ley puente, que se supone 
va a tener una vigencia muy corta hasta que llegue 
nuevamente al Parlamento el Código relativo a los 
infractores juveniles. Este es un punto muy impor- 
tante para quien habla porque si bien defendemos 
la forma como el señor Presidente de la República 
planteó el tema, también somos muy conscientes de 
que, en nuestro rol de legisladores, debemos dotar de 
garantías a estos menores que están en una edad muy 
particular, en la que son muy frágiles. Sin pretender 
generar una discusión, quiero decir que fue ese es- 
píritu garantista el que nos hizo recorrer el camino 
de la ley con todas las garantías del caso y no de la 
reforma constitucional para esos menores que, como 
dije, están en una edad frágil y especial. Nosotros nos 
ponemos en la piel de esos menores: de los 90.000 
o 95.000 uruguayos que tienen entre 16 y 17 años o 
de los 140.000 que tienen entre 15 y 17 años, y que- 
remos ser muy cuidadosos. Toda discusión, reflexión 
y análisis de la normativa está vinculada a recordar 
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cómo nos manejábamos cada uno de nosotros a esa 
edad, que es cuando nuestro cuerpo crece, nos lle- 
vamos las cosas por delante, no sabemos dominar 
nuestras hormonas, todo significa una experiencia y 
una primera vez y seguimos siendo niños con cuer- 
po de adulto sin saber manejarnos. Reitero que en el 
caso de estos jóvenes, preferimos transitar el camino 
de la ley y no el de la reforma de la Constitución y 
es pensando en ellos que hemos puesto toda nuestra 
capacidad y sapiencia para, con un espíritu garantis- 
ta, ver cómo contener a una minoría de adolescentes 
que infringen la ley, intentando darle otras oportuni- 
dades. Quizás en el pasado se actuó con una actitud 
benévola que en nada los ayudó, pero en el futuro, 
de aprobarse esta ley, se los contendrá, se les pondrá 
límites y, sin olvidar la materia con la que estamos 
trabajando, se les brindará mayores oportunidades, 
pues son jóvenes que a nuestro entender merecen 
toda nuestra atención y las mayores oportunidades. 


Cuando el Código Penal y la propia Constitución, 
de alguna forma, determinan con tal o cual frase que 
los menores son inimputables, es porque en la adoles- 
cencia se está en continuo cambio y existen muchos 
radicalismos y posiciones que se abrazan de un día 
para el otro, y de un día para el otro se dejan. Por lo 
tanto, es en este espíritu que analizamos estas modi- 
ficaciones del Código de la Niñez y la Adolescencia y 
explicitaremos en qué consiste este proyecto de ley. 


Repito: esta es una ley puente y alguien se podrá 
preguntar por qué lo es y por qué no redactamos el 
Código juvenil de infracciones que, si no me equivo- 
co, se establece en el artículo 5% -tal cual lo redactó la 
Comisión-, lo discutimos y esperamos el plazo de seis 
meses que figura en la norma. Esa es una pregunta 
relevante. ¿Por qué no esperamos al 31 de julio de 
2013 -tal cual figura en el texto aprobado por la Co- 
misión-, a que lo apruebe este Senado y después la 
Cámara de Representantes? ¿Por qué no esperamos 
seis meses más, si hemos esperado por otras leyes? 
Creo, señor Presidente que, esperando la redacción 
de ese Código, queremos en ese año contener a los 
jóvenes para que no se hagan más daño. Esta es una 
ley puente, no es una ley perfecta, ni es la que va a 
quedar si este Parlamento se pronuncia modificando 
ese Código, pero creemos que debemos contener a 
estos menores infractores -que son una minoría en 
la que están comprendidos aquellos que cometieron 
delitos gravísimos-y estamos seguros de que estos ar- 
tículos de la ley lo van a permitir, porque tal como 
está armada nuestra institucionalidad y normativa, 
no los estamos conteniendo. Por supuesto que en esta 
materia nadie tiene la varita mágica y por eso estamos 
innovando y probando. Por esa razón en la Comisión 
agregamos el artículo 6%, por el cual se establece que 
cada cuatro meses el Poder Judicial deberá enviar a la 
Asamblea General una evaluación de la aplicación de 
la ley. En este ámbito sesiona una Comisión especial 
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que evalúa la marcha del Sirpa, por lo que, con los 
elementos que vienen de este organismo, del Poder 
Ejecutivo y del INAU, más lo que venga del Poder 
Judicial, los legisladores de todos los partidos van a 
poder evaluar la marcha de esta ley puente y, llegado 
el caso, podrán hacer correcciones en esta materia, si 
es que se cometió algún error, antes de que se aprue- 
be el Código. Insisto en que estamos hablando de una 
ley puente que tiene garantías. 


En esta ley existe otro elemento esencial. En pri- 
mer lugar, es relevante preguntarnos por qué no es- 
peramos seis meses o un año. No lo hacemos porque 
estaríamos perjudicando a una serie de menores. Lo 
que está funcionando no está bien. En segundo tér- 
mino, queremos actuar sin esperar ni especular -po- 
dríamos hacerlo-, porque como somos garantistas, 
representamos a una parte de la población que pone 
especial hincapié en esto. Podríamos elegir el camino 
fácil y esperar un año. Tenemos algunos datos de la 
realidad a nuestro favor como, por ejemplo, la dismi- 
nución de las rapiñas, dato que nos habilitaría a decir 
que si el tema de la seguridad comienza a entrar en 
una meseta o a salirse del nivel de preocupación que 
teníamos, para qué emprenderla con los menores. 


No pretendo entrar en la discusión de las evalua- 
ciones, ni entrar en la polémica, por ello no digo quién 
tiene razón o no. Pero como para nosotros son válidas 
las evaluaciones que está haciendo el Poder Ejecutivo 
-que, por otra parte, son anteriores a que el Gobierno 
de izquierda asumiera sus responsabilidades-, esta- 
mos diciendo que aunque estamos expectantes y ve- 
mos de buen agrado las políticas que está aplicando 
el Ministerio del Interior -la rapiña se enlenteció o 
incluso bajó-, igual vamos a aprobar este proyecto de 
ley. Lo vamos a hacer porque creemos que es un ins- 
trumento que va a ayudar a los jóvenes menores que, 
por una razón o por otra, estaban en una espiral de 
delincuencia sin ningún tipo de contención. Hemos 
abordado otro aspecto de la cuestión -no a través de 
un marco legal-, y gracias a los acuerdos interparti- 
darios, las normativas correspondientes, el esfuerzo 
y la creación del Sirpa, las fugas han disminuido de 
más de mil al año a menos de cincuenta. Ese es un 
elemento esencial: la contención de los jóvenes, por- 
que no se les puede dar herramientas para que salgan 
de la delincuencia si continúan fugándose. Mucho se 
habla de que las cárceles deben ser un instrumento 
de enseñanza para que el individuo pueda retornar 
a la sociedad habiendo pagado sus culpas y para que 
esta lo acepte desde una perspectiva laboral, incor- 
porándolo. Si eso es válido para los adultos, lo es más 
para los menores, pero intentar recuperarlos cuando 
había una especie de espiral de fuga, era imposible. 
Una vez, en Rivera, un periodista muy conocido y 
controvertido me preguntó si lo más importante era 
evitar las fugas o recuperar al menor. Yo respondí, por 
aquello de la razón del artillero, que lo más importan- 
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te es evitar la fuga del menor, porque si lo hace no 
se va a poder trabajar con él. Pues bien, las fugas se 
han detenido y ahora, de acuerdo con las normativas 
correspondientes, una vez que el menor es atrapado 
retoma su libertad a los diecinueve, veinte o treinta 
días. No hay un conjunto de psicólogos, de educa- 
dores sociales o de sociólogos que trabajen con ellos 
y sus familias para alcanzar su recuperación en tan 
poco tiempo. Con esto no quiero decir que el hecho 
de que el proyecto de ley hable de un año signifique 
que en ese período la recuperación se pueda hacer en 
plenitud, sino que vamos a tener un tiempo para tra- 
bajar con estos menores y vamos a ser exigentes para 
ver si en ese plazo se puede lograr la recuperación. 


Este proyecto de ley -que aconsejamos sea aproba- 
do por el Senado- es una “ley puente”, porque en seis 
meses, cuando el 31 de julio comencemos a estudiar 
lo relativo al Código de menores infractores, vamos a 
retomar la actividad parlamentaria sobre este tema. 
Además, vamos a pedir a la Justicia, al Parlamento 
y a la Asamblea General que estén expectantes y en 
estado de alerta para ver cómo se está aplicando esta 
ley. Asimismo, vamos a trabajar durante un año con 
aquellos menores que hayan cometido delitos graví- 
simos, para ver si los diferentes especialistas pueden 
recuperarlos o proporcionarles instrumentos para 
que ellos mismos lo puedan hacer. 


¿Cuál es la herramienta? Se trata de una serie de 
modificaciones que terminan por quitar la discrecio- 
nalidad al Juez en los casos de delitos gravísimos. Nos 
han preguntado por qué quitarle esa discrecionalidad 
al Juez, pues cuando este ve que el menor comete un 
delito gravísimo, tiene la oportunidad -no se trata de 
un juicio- de determinar si tiene que estar recluido 
cinco, cuatro, tres, dos años o uno, o si, en el seno de 
la familia -con todos los aspectos que vea ese Juez-, 
puede salir en libertad. 


Entendemos que la Justicia, los Jueces, están con- 
siderando todos esos pormenores, pero no están vien- 
do que no hay un elemento de contención, una espe- 
cie de “parate” o de sacudón, que haga que ese joven 
-que toma como una gracia el hecho de que como es 
menor va a quedar rápidamente en libertad- no vuel- 
va a delinquir. De ese modo se hace como un espiral 
y después, cuando viene el sacudón, el “parate”, ya es 
mayor de edad y no tuvo ningún llamado de atención, 
una luz amarilla o roja que le permitiera reflexionar 
antes de llegar a la edad adulta y de que las oportuni- 
dades se le hubieran terminado. 


Me preguntarán si creo que en un año se puede 
recuperar a ese menor. No lo sé; lo estamos inten- 
tando. Serán ocho meses, catorce meses o un año y 
medio, ¿quién lo sabe? Lo que sí sabemos es que es- 
tamos diciendo a los Jueces que cuando se cometen 
delitos gravísimos que incluyen actos de violencia por 
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parte de los menores, no procedan a darles la liber- 
tad. Por esta razón, estamos sacándoles a los propios 
Jueces su discrecionalidad, diciéndoles que en esos 
casos el período de reclusión va a ser de un año, que 
se va a citar a los especialistas correspondientes y 
que también se va a hacer un esfuerzo para que el 
“parate”, el anuncio, el sacudón, venga antes. ¡Ojalá 
lo logremos! ¡Ojalá que en el estudio del Código de 
menores infractores se pueda determinar si el perío- 
do es de ocho meses o de un año y medio! En este 
plazo de seis meses en el que el Poder Ejecutivo va a 
hacer el estudio y lo va a enviar al Parlamento, que- 
remos poder incluso encontrar una figura para que el 
Juez recupere esa discrecionalidad a medias y cuente 
con una serie de herramientas que, caso a caso, le 
permitan ser lo más preciso posible. La intención es 
que el sacudón que le queremos dar a ese joven que 
ya delinquió una y dos veces y que es detenido en la 
tercera -lo que le parece una gracia- lo haga volver 
a la realidad y vea que hay una pared que le dice: 
“Hasta aquí llegaste”; incluso, a través de los equipos 
especializados le proporcionemos las herramientas 
para que él mismo -¡ojalá fueran todos o, por lo me- 
nos, una gran mayoría!- diga: “Tengo que ir por otro 
camino”. 


Por supuesto que en algunos casos vamos a come- 
ter alguna injusticia; por ejemplo, en el de un me- 
nor que debería estar recluido seis u ocho meses y 
que por esta ley se verá obligado a permanecer du- 
rante un año. También puede ocurrir que algún Juez 
se descanse en el año, y ese menor, que necesitaría 
un año y medio para su recuperación, una vez en li- 
bertad vuelva a delinquir; entonces, cuando quiera 
acordar, ya es mayor de edad. Esto quiere decir que 
el “parate” no fue suficiente y que lo perdimos para 
siempre como un elemento activo en la sociedad. 


Este es el problema que tienen las leyes; no se 
puede ser específico, perfecto, estudiar el caso a caso 
teniendo en cuenta la psicología perfecta de ese me- 
nor frente al delito que cometió y a las circunstan- 
cias, los atenuantes y los agravantes. Eso no es po- 
sible; para eso están los Jueces, y ellos tampoco son 
infalibles. 


Señor Presidente: tengo la seguridad de que este 
proyecto de ley -que esperamos que se vote- es equi- 
librado, porque busca para los menores una mayor 
contención que la que hoy existe. 


No se pueden fugar, pero ahora la normativa hace 
que los Jueces los “larguen” rápidamente. ¡Pongámo- 
nos todos las pilas para que los grupos especializados 
trabajen durante un año con aquellos que hayan come- 
tido delitos gravísimos asociados a la violencia! Y mien- 
tras esto se va ejecutando, el Poder Ejecutivo estudia 
el Código de menores infractores y el Poder Judicial 
nos envía un informe cada cuatro meses sobre cómo 
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se aplica la ley. Además, en la Comisión de la Asamblea 
General va a haber Senadores y Diputados expectantes 
y atentos sobre cómo van funcionando estos nuevos 
mecanismos. Por lo tanto, los legisladores no nos es- 
tamos desentendiendo del caso ni siendo indiferentes 
frente a esta perspectiva de dar oportunidad a los me- 
nores. Y es en ese aspecto garantista, de estar alerta, 
de no sacarnos el tema de encima -por el contrario, 
pedimos que se nos envíe información para asumir 
la responsabilidad de controladores del propio marco 
normativo que estamos votando-, que somos conscien- 
tes de que estamos dotando a la sociedad uruguaya de 
un instrumento que recupere a los muchachos y las 
muchachas que infringen la ley cuando son menores 
y les dé un camino de contención, de nuevas perspec- 
tivas, de oportunidades. Y hasta que se establezca el 
marco permanente, los integrantes de la Asamblea Ge- 
neral estaremos observando en forma atenta y activa el 
marco normativo aprobado. 


En lo que respecta al texto del proyecto de ley, 
puedo decir que el artículo 1% modifica el artículo 72 
del Código de la Niñez y la Adolescencia; allí se habla 
de los artículos 311 y 312 del Código Penal, pero no 
se menciona el artículo 310, que quedaría tal cual 
está. Algunos preguntan por qué se excluye el artí- 
culo 310, pero al leer los artículos 310, 311 y 312 se 
puede comprobar que los dos últimos prácticamente 
abarcan toda la operativa; los casos que quedan en el 
artículo 310 del Código Penal, que no son abarcados 
por los artículos 311 y 312, son ínfimos, son los más 
leves. Algunos abogados me han dicho que a los de- 
litos contenidos en el artículo 310, que no están vin- 
culados a los otros dos artículos, incluso se los podría 
tomar -por ejemplo en el caso del homicidio- como 
de legítima defensa. Nos referimos a que el artículo 
310 habla de homicidio intencional; muchas veces se 
trata de una acción que alguien lleva a cabo debido a 
algo que sucede en el hogar -por ejemplo, está siendo 
apaleado, castigado, hay violencia-, por lo que en al- 
gún momento planifica una forma de defenderse y da 
muerte a su agresor. 


Reitero que hay una modificación del numeral 1), 
donde se excluye el artículo 310 y solo se mencionan 
los artículos 311 y 312 del Código Penal, lo que para 
mí no es relevante. 


El artículo 2% hace posible que, si las partes acu- 
sadora y defensora se ponen de acuerdo, los procesos 
-para no hablar de juicios- de los menores se solucio- 
nen rápidamente. Es un elemento, una herramienta 
más, pero no se los obliga a ir por este camino, porque 
silos Defensores o la persona que delinquió no están 
de acuerdo, este numeral 16) no sería utilizado. 


Por el artículo 3% se agrega al Código el artículo 
“116 BIS”, que tiene dos aspectos sustanciales. Uno 
de ellos es que establece la privación de libertad como 


CÁMARA DE SENADORES 


143-C.S. 


una medida cautelar mientras se lleva a cabo el pro- 
ceso y se dicta la sentencia definitiva, aspecto que en 
lo que refiere a menores es muy rápido; el promedio 
debe estar en tres meses o tres meses y medio, mien- 
tras que el máximo es de cuatro meses. Por ejemplo, 
si un menor cometió un delito que está catalogado 
como gravísimo -estamos hablando de homicidio, de 
lesiones gravísimas, de violación, de rapiña, de priva- 
ción de libertad, de secuestro y de cualquier otra ac- 
ción que implique seis años o más de penitenciaría-, 
lo que hace el Juez al caratular el proceso es decidir 
una privación cautelar de libertad. Por lo tanto, hasta 
que termine el proceso, e incluso pudiendo declararlo 
inocente, ese menor se mantiene privado de libertad 
en forma cautelar. Este es el primer “parate”. Si el 
Juez entiende que es un delito menor, mantendrá su 
discrecionalidad; pero si cree que se trata de uno de 
los delitos gravísimos que mencioné, ese menor es- 
tará entre tres o cuatro meses privado de libertad de 
manera cautelar hasta que se determine la sentencia. 


El otro aspecto a mencionar es que cuando el 
Juez determine la sentencia, si el menor es encontra- 
do inocente se le dará la libertad, pero si es hallado 
culpable por los delitos mencionados la sentencia no 
podrá ser menor a un año. Ese es el plazo mínimo -lo 
tendremos que evaluar- de contención para los jóve- 
nes y de trabajo de los grupos especializados para que 
los muchachos adquieran herramientas a fin de que, 
cuando vuelvan a obtener su libertad, puedan alejar- 
se del delito. No estamos diciendo que se les va a im- 
poner un año en todos los casos, sino que ese plazo 
será el mínimo a establecer; si el Juez considera que 
ese joven debe estar dos, tres, cuatro o cinco años, así 
lo dispondrá porque está convencido de ello. Estamos 
hablando de un mínimo. 


A su vez, de acuerdo con el literal c), el Defensor 
del menor podrá solicitar la libertad anticipada una 
vez cumplida la mitad de la pena, siempre y cuando 
se haya cumplido ese año. Dicho de otra manera: si 
el Juez determina que la sentencia sea de un año, el 
menor no podrá salir antes de ese plazo; si determina 
que sea de un año y medio, el Defensor podría pedir 
la libertad anticipada a los ocho meses, pero ese me- 
nor tampoco podrá salir antes del año. Se trata de un 
plazo mínimo de trabajo para que dicho menor salga 
con herramientas para valerse por sí mismo y alejarse 
del delito. 


Otro ejemplo es el siguiente: si el Juez determina 
que la pena sea de dos años, entonces sí, a mitad de 
la pena, cuando ya cumplió con el plazo de un año, 
el Defensor puede solicitar la libertad anticipada; si 
el Juez determina que la sentencia sea de tres años, 
aunque cumpla la pena de un año, recién al año y 
medio se podrá solicitar la libertad anticipada, dado 
que recién allí se cumpliría la mitad de la pena. Otra 
cosa es si el Juez otorga o no esa libertad. 
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El artículo 4” surgió por iniciativa de algunos seño- 
res Representantes que estaban siguiendo el tema; me 
refiero al equipo en el que trabajó muy activamente 
la señora Representante Daniela Payssé, para que no 
hubiera incongruencias entre el artículo 94 y este ar- 
tículo 116 BIS que estamos incorporando al Código. 


Por el artículo 5” se obliga al Poder Ejecutivo a que 
en treinta días forme la Comisión Especial para re- 
dactar el proyecto de ley que legisle sobre el régimen 
de responsabilidad infraccional juvenil y se agrega 
que esto debe hacerse “en el marco de las definicio- 
nes y principios consagrados por la Convención de 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño y otras 
normas internacionales aplicables” en la materia. En 
este Código no sólo queremos contar con la sabidu- 
ría que puede haber en el Uruguay al respecto, sino 
también con el conocimiento internacional. En con- 
secuencia, por medio de este artículo solicitamos al 
Poder Ejecutivo que envíe la mencionada iniciativa 
antes del 31 de julio, y debo informar que en el día de 
ayer coincidimos con el señor Ministro del Interior en 
una recepción y me manifestó que estaba en tratati- 
vas con el Poder Judicial para ver si sería posible lle- 
var adelante este mandato que le estaría confiriendo 
el Poder Legislativo antes, incluso, de aprobarse esa 
Ley. Él tenía expectativas de que esta Comisión pu- 
diera conformarse ya para empezar a trabajar sobre 
este Código, y en especial sobre la parte de delitos o 
infracciones de los jóvenes menores. 


El artículo 6” también fue objeto de un agregado 
en Comisión -para ello estuvimos trabajando con el 
Poder Ejecutivo-, con el fin de que el Poder Judicial 
remita a la Asamblea General un informe cuatrimes- 
tral sobre los resultados de su aplicación. 


En lo que respecta a la información, tanto general 
como artículo por artículo, estamos a lo que quieran 
preguntar los señores Senadores. 


Creemos firmemente que este proyecto de ley tiene 
un buen equilibrio y goza de las garantías correspon- 
dientes. En breve llegará al Parlamento una inicia- 
tiva para aprobar un Código vinculado a la parte de 
infracciones de los menores, por lo que, como dije al 
principio, esta norma es una ley puente, pero aun así 
estamos convencidos de que crea un elemento de con- 
tención para los jóvenes y eso nos da la mayor tranqui- 
lidad en cuanto a que vamos por el buen camino. 


Es todo cuanto quería decir, reiterando que estoy 
a disposición de las señoras Senadoras y los señores 
Senadores para responder lo que deseen preguntar. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 
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SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: el Partido 
Nacional votó afirmativamente este proyecto de ley 
en Comisión, aunque con salvedades. En realidad, la 
salvedad básica tiene que ver con el primer inciso del 
artículo 1% del texto, que modifica el artículo 76 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Como decía el señor Miembro Informante, esto 
se relaciona con algo que hoy es objeto de profundas 
polémicas en el seno de la sociedad uruguaya y, por 
supuesto, de las colectividades políticas, que tienen 
distintas visiones sobre el tema de la imputabilidad 
y sobre la arquitectura general del Código de la Ni- 
ñez y la Adolescencia. Claro está que todas las visio- 
nes son respetables, pues estamos ante una realidad 
que nos impacta a todos: hoy la participación de los 
menores en actividades delictivas es cada vez mayor. 
No hay coincidencia en cuanto a las cifras, porque 
el representante de Unicef dice una cosa, algunos 
representantes de los partidos políticos dicen otra, y 
la Suprema Corte de Justicia tiene y ha suministra- 
do sus propias cifras en el ámbito especializado de 
la Comisión bicameral que estudia el tema de la mi- 
noridad infractora. Á su vez, nos encontramos con 
miradas diferentes. Algunos entendemos que el tema 
es de extrema gravedad y requiere soluciones abso- 
lutamente inmediatas y urgentes, mientras que otros 
tienen una percepción distinta, mucho más alineada 
a la postura internacionalista, sobre todo de Unicef, 
según la cual las cifras y la incidencia de los meno- 
res en la inseguridad pública no son tan importantes, 
lo que sinceramente no compartimos. Basta con leer 
la prensa todos los días y registrar la crónica policial 
para percibir que estamos ante un tema de una mag- 
nitud realmente significativa. 


(Ocupa la Presidencia la señora Mónica Xavier). 


- Recién estaba releyendo un informe realizado 
por un Defensor de Oficio, el doctor Sayagués Laso, 
en el que se marca nítidamente cuál ha sido la evolu- 
ción de las conductas infractoras de los menores en 
cuanto al tipo de delito que cometen. Se hace men- 
ción a que en los años 2002 y 2003 los adolescentes 
cometían más hurtos que rapiñas; se trataba, en ma- 
yor medida, de delitos no violentos. La evolución ha 
sido trágica porque hoy en día, del total de delitos 
cometidos por adolescentes -o sea, menores de entre 
13 y 18 años-, el 89% son rapiñas y el 11% son, gene- 
ralmente, hurtos. Ahí hay un cambio considerable en 
la proporción, que puede deberse a infinidad de fac- 
tores, como por ejemplo razones de orden cultural, 
adicciones a drogas muy potentes o incluso al hecho 
de que hoy existe la nueva modalidad de las bandas 
de menores para ajustes de cuentas, de las que sabe- 
mos por la crónica policial. Todo eso nos indica que 
estamos frente a una realidad de gravedad inusitada; 
por lo tanto, me parece que hacer cambios en esta 
materia es algo de vital importancia. 
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Reconocemos que algo se ha avanzado. En el seno 
de la Asamblea General el señor Senador Larrañaga 
planteó la creación de una Comisión bicameral para 
tratar el tema de la minoridad infractora e intentar 
modificar la legislación vigente, y se obtuvieron al- 
gunos resultados. Sin perjuicio de que en la citada 
Comisión nunca nos pusimos del todo de acuerdo, 
debemos admitir que se avanzó. Se creó el Sirpa, un 
órgano desconcentrado con cometidos delegados del 
INAU, que mediante una norma que deberá dictarse 
durante este período de gobierno -tal como se esta- 
bleció en el propio texto de la ley-, terminará siendo 
un servicio descentralizado. Precisamente, esa es una 
materia pendiente que debemos abordar en breve, a 
fin de que este Instituto goce de la mayor autonomía 
posible y deje al INAU otros cometidos que no son los 
de encargarse del régimen de privación de libertad 
de los menores infractores. En ese sentido se debe 
avanzar. 


Asimismo, se dictó una norma por la que los ante- 
cedentes de los menores que cometen delitos graví- 
simos se conservan por el término de dos años, como 
pena accesoria. Creemos que esto es un error; debe 
ser preceptivo y por un plazo mayor, porque no es lo 
mismo juzgar la responsabilidad de alguien que al- 
canzó la mayoría de edad y tiene sobre sus espaldas 
treinta y cinco rapiñas y dos homicidios, que la de un 
mayor que no tiene antecedentes como menor. En 
algunos casos se refleja una peligrosidad manifiesta y 
en otros no, de modo que hay que distinguir este tipo 
de situaciones. 


Además, se penalizó la tentativa de hurto, pero sin 
prisión. Personalmente, creo que cuando la tentativa 
de hurto ocurre en reiteración real, también debe co- 
rresponder la privación de libertad. 


En suma, se ha avanzado, pero no lo suficiente. 
En nuestro sector político -no en todo el Partido Na- 
cional- entendemos que esta responsabilidad penal 
juvenil debe mantenerse como un régimen especia- 
lísimo, sometido a una Justicia especializada que dé 
un tratamiento diferencial a los menores infractores. 
De esta manera seguimos un poco la tendencia de la 
Convención de los Derechos del Niño que, aunque 
deja en libertad a los países para fijar la edad mínima, 
establece como edad tentativa los 18 años. Considero 
que hay que agravar la responsabilidad en la franja 
de entre 13 y 18 años, estableciendo en algunos casos 
un estrato de entre 15 y 18 años con penas mucho 
más severas. 


Además, a través de un proyecto de ley plantea- 
mos elevar a diez años la pena máxima -que hoy el 
Código de la Niñez y la Adolescencia sitúa en cinco-, 
tal como lo establecía el Código del año 1934 que se 
aplicaba a la minoridad infractora. Si en aquel en- 
tonces ya se pensaba que diez años era un término 
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máximo razonable y justo, me parece que en estos 
tiempos con mayor razón deberíamos pensar que los 
delitos gravísimos, que denotan irracionalidad, cruel- 
dad e insensatez absoluta, también tienen que pena- 
lizarse con mayor tiempo de privación de libertad a 
fin de que no representen una amenaza para los que 
estamos afuera. 


Debemos ser honestos. Algo que evidentemente 
hay que modificar -y esta iniciativa, al menos, camina 
en esa dirección- es el amplísimo marco de discrecio- 
nalidad judicial que tiene el régimen de responsabi- 
lidad penal juvenil, porque hemos visto actuaciones 
judiciales horrorosas en esta materia. Siempre traigo 
a colación el trágico y conocido caso del menor apo- 
dado “El Pelón”, que por un error judicial manifiesto 
y por esa discrecionalidad de la que gozan los jueces, 
cometió dos homicidios cuando debió haber estado 
privado de libertad y no dando vueltas por la calle. 
Un error judicial costó dos vidas humanas, y creo que 
la sanción que se impuso al Juez fue no poder ascen- 
der por dos años. Pero además de la pérdida de esas 
dos vidas, que es lo más trágico de todo, seguramente 
el error inexcusable de un Magistrado le costará al 
Estado una suma muy importante en carácter de in- 
demnización. Por tanto, la limitación de esta discre- 
cionalidad es un imperativo de la realidad que actual- 
mente vive el Uruguay en materia de participación de 
menores en delitos contra la propiedad -que es la mo- 
dalidad más corriente- y contra las personas físicas. 


En los homicidios los menores tienen una parti- 
cipación muy elevada, pero anualmente la cantidad 
de condenas de menores por rapiña es prácticamente 
igual a la de los mayores. Hace dos años, mil menores 
se fugaban de la Colonia Berro, de donde entraban 
y salían como Perico por su casa. Por suerte, y por 
mérito de las autoridades del INAU y del Sirpa, ac- 
tualmente ese tipo de cosas ya no sucede y las fugas 
son cada vez más escasas. O sea que en esta cues- 
tión se ha mejorado notoriamente. Es cierto que esto 
ha traído un problema de hacinamiento, pero en lo 
personal prefiero que los homicidas y rapiñeros estén 
hacinados y no en libertad o fugándose todos los días. 


Como dije antes, la cantidad de condenas de me- 
nores por rapiña es prácticamente igual a la de los 
mayores. En el informe del doctor Sayagués Laso, que 
hace unos días recibimos con el señor Senador Pas- 
quet, se menciona, por ejemplo, el caso de un menor 
que en un año había sido condenado seis veces por 
delitos de rapiña; las causas no se pueden unificar, 
pero es tanta la reiteración por parte de un solo me- 
nor, que se generan cifras absolutamente alarmantes. 


Creemos que en todos los casos de infracciones 
gravísimas deben existir penas mínimas, sin perjuicio 
de que el Código de la Niñez y la Adolescencia dice 
que la prisión preventiva es la última ratio. En los ca- 


146-C.S. 


sos de infracciones gravísimas a la ley penal, llámese 
homicidio, rapiña, violación, extorsión, copamiento, 
secuestro, deben existir penas mínimas y prisión pre- 
ventiva. Eso es lo que el proyecto de ley que estamos 
votando establece para casi todos los delitos gravísi- 
mos. Ahora bien, a nuestro juicio las penas mínimas 
no deben ser de un año sino de, por lo menos, un 
tercio de la que está prevista para el mismo delito 
cometido por un mayor de edad. Estamos hablando 
de un tercio de la pena máxima de una rapiña o de 
un copamiento, por ejemplo. De esta manera llega- 
mos a privaciones de libertad mucho más dilatadas 
en el tiempo, lo que asegura que el menor no volverá 
a cometer delitos y también que podrá ser resociali- 
zado en los centros de reclusión. Esto último es fun- 
damental y constituye otra pata de este sistema. No 
basta con encerrar a la persona; hay que reeducatla, 
convertirla en un ciudadano que mañana pueda rein- 
sertarse en la sociedad. No creo que sea bueno resig- 
narse a decir que los actuales copadores van a ser los 
copadores del mañana y que de la Colonia Berro van 
a salir para el Comcar, Libertad, Canelones o cual- 
quier otro establecimiento para mayores. Creo que la 
resocialización, la educación y el mejoramiento de las 
condiciones de reclusión constituyen -como dije- la 
otra pata de este sistema. Ahora bien, a nuestro modo 
de ver todo eso va demasiado lento. Es cierto que hay 
proyectos y obras de infraestructura para la instala- 
ción de establecimientos de privación de libertad de 
menores infractores, pero van muy lento; hace dos 
años y medio que estas cosas comenzaron a anunciar- 
se y todavía no hay nada concretado. 


Días pasados escuchamos al Relator de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas, quien formuló obser- 
vaciones sobre el sistema carcelario para mayores y 
también hizo puntualizaciones muy severas con res- 
pecto a la Colonia Berro como centro de internación 
de menores infractores. De manera que allí tenemos 
una mirada externa, objetiva y especializada que nos 
dice que esto sigue muy mal y no estamos tratando 
de resocializar a estos menores. Se está intentando 
hacerlo, sí, pero hay que apurar el paso. Sin perjui- 
cio de las buenas intenciones, que las reconozco -al 
tiempo que sé que este INAU nada tiene que ver con 
el del período anterior, que miró para el costado con 
respecto estos temas-, estamos perdiendo un tiempo 
absolutamente precioso. En las actuales autoridades 
del INAU vemos una saludable reacción en esta ma- 
teria, pero quizás debemos demandar una mayor ve- 
locidad para hacer las cosas, a fin de que se obtengan 
los resultados que la sociedad uruguaya está pidiendo 
absolutamente a gritos. 


Hoy hablábamos de una pena mínima equivalente 
a un tercio de la pena que corresponde a los mayores 
por un mismo delito. Es increíble que hoy, por un cri- 
terio jurisdiccional, la Justicia especializada de me- 
nores esté imponiendo penas equivalentes a un sexto 
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de la que correspondería a un mayor que hubiera te- 
nido la misma conducta. ¿Por qué un sexto? Porque 
como la pena máxima de los menores es de 5 años y 
en los mayores es de 30 años, se aplica erróneamente 
la equivalencia de un sexto. Esto lo manifestaron los 
integrantes de la Suprema Corte de Justicia cuando 
concurrieron a la Comisión Especial para el Estudio 
de la Minoridad Infractora. Con el señor Senador 
Viera fuimos testigos de ello, y realmente nos causó 
verdadero asombro el hecho de que se esté aplicando 
este criterio jurisdiccional sin que nada lo justifique, 
salvo un cálculo matemático. Nos parece que es algo 
absolutamente erróneo. Cabe agregar que los miem- 
bros de la Suprema Corte de Justicia -tanto el salien- 
te Ministro Gutiérrez, como el Ministro Chediak- es- 
tuvieron contestes en que el régimen del Código de la 
Niñez y la Adolescencia es demasiado indulgente en 
cuanto a las penas y debe ser reformado. Hoy estamos 
caminando en esa dirección. Esto es poco, pero es 
mucho mejor que lo que tenemos. Es en ese entendi- 
do que vamos a acompañar este proyecto de ley. 


Estuve leyendo un documento de la Suprema 
Corte de Justicia donde figura que los períodos de 
reclusión promedio de los adolescentes que cometen 
infracciones gravísimas, rondan los ocho meses. Me 
parece que ocho meses para un homicida y otro tanto 
para un reiterado rapiñero, no es nada. Es muy malo 
que vuelvan al seno de la sociedad porque nuevamen- 
te van a delinquir, ya que el índice de reincidencia es 
muy fuerte. Además, no creo que en ocho meses -ni 
por sueño- se pueda reeducar y devolver a la sociedad 
a alguien con esos códigos de conducta. Entonces, 
hay que trabajar en todos esos ámbitos. 


Por lo menos a través de este proyecto de ley se 
limita la discrecionalidad judicial a la que hicimos re- 
ferencia. 


Creemos que debió mantenerse la redacción que 
tenía el artículo 76 y no hablarse de homicidio con 
agravantes, sino solamente de homicidio, porque ya 
es un delito gravísimo. Además, debieron incluirse 
todas las infracciones gravísimas y no limitarlas a sie- 
te. De cualquier manera, hay infracciones que deben 
contemplarse. Se establece que esto se aplicará a ma- 
yores de 15 y menores de 18 años, lo que también 
puede ser opinable, porque la franja de 13 a 18 años 
es la que rige para toda la arquitectura del Código 
de la Niñez y la Adolescencia. Pero, de todas formas, 
estamos avanzando. 


Nos parece correcto que se disponga la elevación 
preceptiva de las actuaciones del Juzgado Penal de 
Turno para que este convoque a los representantes 
legales del adolescente a fin de determinar su even- 
tual responsabilidad en los hechos. Es una forma de 
ligar -por decirlo así- a los representantes legales, ya 
sea la madre, el padre, parientes o quienes se en- 
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carguen del menor. Lamentablemente muchas veces 
estos menores provienen de núcleos absolutamente 
desestructurados, donde carecen del mínimo apoyo 
en todo sentido: educativo, moral, familiar y de ca- 
riño, y a veces son producto de una determinada so- 
ciedad. De cualquier manera, este aspecto debe ser 
atacado y corregido desde todos los ángulos, es decir, 
mediante la prevención, la represión y la educación. 


Por otra parte, consideramos que la privación cau- 
telar de la libertad preceptiva hasta el dictado de la 
sentencia, es una buena medida. En ningún momen- 
to los menores pueden quedar libres luego de come- 
tidos estos delitos; deben permanecer privados de su 
libertad. 


En cuanto a la privación de libertad no inferior a 
doce meses, reitero lo que dije antes: creo que de- 
bería ser un tercio de la pena que corresponde a un 
adulto. 


De todas maneras, vamos a acompañar esta pro- 
puesta porque es mucho mejor que lo que hoy tene- 
mos, y también para impedir que en el Uruguay haya 
más casos como el de “El Pelón”. 


Se nos había señalado que había problemas de 
infraestructura tanto en el Sirpa como en el INAU 
-espero que eso se esté solucionando- para alojar a 
menores infractores privados de su libertad y con 
esto, sin duda, va a aumentar la cantidad de meno- 
res recluidos. Espero, entonces, que cuando esta ley 
entre en vigencia -todavía resta su pasaje por la Cá- 
mara de Representantes- ese tema pueda estar solu- 
cionado, a fin de que no estemos nuevamente ante 
un problema de hacinamiento y de falta de programas 
de reeducación efectivos. Creo que esa es una parte 
fundamental que le compete a las autoridades y no 
al Parlamento, que deberá resolverse con la urgencia 
que las circunstancias exigen. 


En cuanto a cumplir con la finalidad socioeducati- 
va, creo que habrá que hacer un seguimiento de todo 
esto, porque hemos observado que los Jueces dispo- 
nen con mucha facilidad y permisividad el cese de las 
medidas socioeducativas. Contamos con un régimen 
en el cual el Juez puede disponer eso en cualquier 
momento si, a su juicio, se ha cumplido la finalidad. 
Esto a mí me parece demasiado, por lo que considero 
que habría que limitarlo. 


Reitero que si bien no se trata de la iniciativa que 
hubiéramos querido, ya que nos hubiera gustado más 
severidad en estos temas, es mucho mejor de lo que 
tenemos y por eso vamos a acompañar con nuestro 
voto este proyecto de ley. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Pido la palabra. 
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SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señora Presiden- 
ta: por supuesto que me siento representado por las 
expresiones de mi colega y amigo, Senador Moreira, 
en todo lo que ha reflexionado, apoyado y discrepado, 
por tratarse de alguien experto en estos temas, con 
conocimiento jurídico pero también con conocimien- 
to de la realidad como para opinar con propiedad de 
estas cuestiones sociales. 


De todas maneras, no quería dejar pasar las rei- 
teradas menciones del señor Miembro Informante 
al tema del proyecto de reforma constitucional, que 
seguramente y sin seguramente tiene una conexión 
con esto. Como reiteradamente el señor Senador Mi- 
chelini habló del proyecto de reforma constitucional 
que un grupo de ciudadanos hemos presentado, y a 
fin de que en esta versión taquigráfica quede expre- 
sada nuestra opinión, vamos a expresar algunas de 
las cuestiones relativas a ese tema. 


En primer lugar, quiero decir que se ha recurrido 
al instrumento de la reforma constitucional por no 
haberse logrado que el Parlamento tratara en el plano 
de la ley -aun para rechazarlos- los proyectos relativos 
a la baja de la edad de imputabilidad. Quiero que esto 
quede claro; se trata de un tema de la ley y que debió 
haber sido tratado, repito, corriendo la suerte de todo 
proyecto de ley, que puede ser aprobado o no. Creo 
que se incurrió en un grave error político y, diría, has- 
ta de consideración por el tema, al haber esquivado 
la mayoría la oportunidad de que en este recinto y 
en el contiguo, los señores legisladores, levantando 
o no su mano, hubieran dado cuenta a sus electores 
de lo que opinaban en cuanto a este tema. Debido al 
plano general de cordialidad en el que por suerte vivi- 
mos, hemos charlado con integrantes de la coalición 
de Gobierno y sabemos que muchos de ellos estaban 
inclinados a dar un apoyo a esa medida. Entonces, 
antes que nada, quiero decir que se ha recurrido al 
instrumento de la reforma constitucional, de la en- 
mienda constitucional, porque hubo una negativa de 
tratar el tema en el ámbito que correspondía. 


En segundo término, este tema ha sido llevado 
adelante por ciudadanos tan esclarecidos y grandes 
legisladores como el ex Senador Ortiz y el ex Dipu- 
tado Sturla en sucesivas y diferentes legislaturas. Úl- 
timamente, compañeros del Partido han presentado 
el mismo proyecto pues, en definitiva, lo central es 
la asunción de que tener 18 años en el año 1934 no 
es lo mismo que tener 18 años en 2012; nada más 
que eso, ni nada menos. Simplemente, se trata de 
la apreciación de que el mundo, la sociedad, el país, 
la familia, los barrios, la convivencia, desde la época 
de 1934 hasta acá han sufrido transformaciones -no 
siempre para bien-, y eso nadie lo puede negar. La 
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realidad indica que el mundo es muy distinto de lo 
que era en aquella época. Han pasado más de 60 ó 70 
años, han pasado épocas; no voy a abundar -resultaría 
hasta empalagoso- en detalles en cuanto a en qué ha 
cambiado el mundo desde 1934 hasta ahora. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori). 


-¿Qué se pretendía? Adecuar un límite legal. Todo 
límite legal es arbitrario porque la norma general y 
abstracta, que es la ley, fija un nivel. Por ejemplo, los 
18 años para votar es un límite arbitrario. Ahora bien, 
quizás algunas personas hasta de 30 años no podrían 
votar porque no se preocupan, no tienen discerni- 
miento ni les importan estos temas, pero igualmente 
tienen el derecho a hacerlo; en cambio, hay mucha- 
chos y chicas que participan en la vida política con 16 
o 17 años que ¡vaya si saben apreciar las diferencias 
entre las propuestas! También se estipula la edad de 
25 años para ser Diputado; en este caso, cabe la mis- 
ma consideración y podríamos preguntarnos por qué 
no se establece la edad de 26 o de 24 años. A su vez, 
se necesita tener 30 años para ser Presidente de la 
República o Senador, y así sucesivamente se estable- 
ce una gran cantidad de límites. Por supuesto que 
el legislador no puede analizar el caso concreto, por 
lo que establece un nivel. ¿Qué hace para fijar ese 
nivel? Antes que nada, trata de conocer la realidad, 
nutriéndose de los datos necesarios para ello, y lue- 
go, en el consenso o con la mayoría que requieren 
las leyes, se dice tanto o cuánto. No es una solución 
mágica. Nadie ha dicho que la rebaja de la edad de 
imputabilidad sea la panacea ni la solución, pero el 
no hacerlo es privar a la Policía, al Poder Judicial y a 
la sociedad de un instrumento más; es uno más, no 
es “la solución”. 


Quisiera aclarar -no digo desmitificar ni contes- 
tar- algunos aspectos de un debate que ahora quedó 
un poco atrás pero que en determinado momento es- 
tuvo a flor de piel y en primera plana. Me refiero a 
conceptos tan equivocados como el de que se procura 
estigmatizar a la juventud. A mí me parece que es un 
concepto demasiado liviano como para ser usado por 
gente con más sutileza política. Aquí no se pretende 
estigmatizar a nadie; se pretende que de la “n” canti- 
dad de gente joven que hay de 16 y más años, quienes 
cometan un delito sean responsabilizados. He leído 
en las paredes -que a veces son un elemento de dis- 
cusión política o, por lo menos, de planteo de eslóga- 
nes- las cosas más atroces, en un blanquinegrismo 
que deforma la realidad, que perturba y equivoca el 
camino de un debate, porque debatir no es plantear- 
nos eslóganes como, por ejemplo: “Nadie nace delin- 
cuente” o “Los niños no nacen delincuentes”, como 
leí en algún lado; no se trata de eso, sino de una ade- 
cuación que, repito, es la fijación de un límite. Habrá 
uno y cien casos que digan: “No; es más arriba”. “Es 
más abajo”. “Mirá: este, a los 15 tenía discernimien- 
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to”. O “Mirá: este, a los 17 no lo tiene”. ¡Claro que sí! 
Pero yo quiero que quede claro que si se ha procedi- 
do a utilizar este mecanismo es porque no hubo por 
parte de la mayoría que nos gobierna, ni en el período 
pasado ni en este, una oportunidad legislativa pública 
para que cada uno, repito, levantando o no la mano, 
le comunicara bien claramente a sus votantes de qué 
lado está. No hay nada peor que no asumir la repre- 
sentación; no hay nada peor que escapar a la respon- 
sabilidad, y como en Uruguay no hay abstención en el 
voto parlamentario, se está a favor, en contra o no se 
está. Eso es lo que se pretendía. Claro que ese era el 
instrumento idóneo, pero hubo un obstáculo, un im- 
pedimento voluntario proveniente de querer esquivar 
la responsabilidad de levantar la mano o no a los ojos 
de la gente que va a estar mirando y de los medios 
que van a estar trasmitiendo. 


La reforma constitucional, señor Presidente, ha 
sido usada para muchas cosas. Similar circunstancia 
ocurrió en los años 1987 y 1988 cuando no se ajusta- 
ban las jubilaciones de acuerdo a lo que estaba vigen- 
te y, entonces, los jubilados recurrieron. ¡Claro que la 
manera de ajustar las jubilaciones no es incrustarlas 
en la Constitución! Y buen problema hay ahora, por- 
que antes había inflación y ahora no; en fin, ahora 
vemos todo lo que acarrea poner ese tema ahí. Pero 
hubo que recurrir a esto porque, primero, la gente 
tiene derecho a recurrir y, segundo, no hay que pedir 
que sea un jurista, un Jiménez de Aréchaga cada uno 
que firma; es lo que encuentran. Y aquí, ante la alar- 
ma pública, un grupo de ciudadanos, familiares de 
quienes habían sido víctimas de estos delitos, acom- 
pañados por un sector del Partido Nacional y del Par- 
tido Colorado, hemos llevado adelante esta medida. 


Que quede claro, entonces, señor Presidente que, 
habiéndose mencionado el episodio, las razones -que 
no pretendo que se compartan en cuanto a la solu- 
ción-, nadie puede decir que se dio oportunidad a la 
ley para ser “tratada”, no digo apoyada; ahí cada uno 
hubiera hecho lo que le parecía, como corresponde, 
y el mecanismo era lo que quedaba. Que quede esto 
bien claro, señor Presidente, no para reabrir el deba- 
te sino, simplemente, porque el señor Senador Mi- 
chelini dos o tres veces hizo hincapié en el tema de 
la reforma constitucional y, si bien yo no me siento 
aludido por esas cosas genéricas, acepto que como 
he sido uno de los que ha dado esa batalla y llevado 
adelante ese proyecto, me correspondía dejar en claro 
el porqué hemos estado en esa posición. 


Otro tema, señor Presidente, que me parece 
importante e incluso puede dar para hacer una re- 
flexión más profunda, es que nosotros, desde hace 
siete años, estamos siendo gobernados por dos versio- 
nes de una misma coalición gubernativa que ha teni- 
do la doble ventaja de tener mayoría parlamentaria 
absoluta -no la había desde 1967; desde ese entonces 
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ningún partido o coalición ha obtenido mayoría parla- 
mentaria absoluta y el Frente Amplio la ha tenido por 
dos veces- y, además, ha tenido recursos casi ilimi- 
tados. ¿Por qué recuerdo esto, que todo el mundo lo 
sabe, aunque nunca está de más recordarlo y rema- 
charlo, porque todos los demás Gobiernos fueron pri- 
sioneros de la oposición, que en cualquier momento 
podía derribar Ministros, presionar, tal como se hizo 
para aumentar el gasto, en fin, toda esa historia que 
conocemos y que muchos de los que están acá pro- 
tagonizaron? Para referirme a un tema de derechos 
humanos, asunto tan cercano a todo el país porque 
todos estamos del lado de su respeto. Y la violación de 
los derechos humanos de los presos, constatada una 
y otra vez, tiene un principio de solución que es la 
construcción del número suficiente de lugares de re- 
clusión para que la vida deje de ser un hacinamiento 
que trae todas las consecuencias que sabemos. En el 
año 2005, los Legisladores del sector herrerista fue- 
ron a ver al Ministro de aquel entonces, José Díaz, 
para llevarle una propuesta -que no era ninguna ge- 
nialidad sino que simplemente mostraba el deseo de 
ayudar y colaborar- que consistía en impulsar la cons- 
trucción de la suficiente cantidad de lugares, en un 
solo local o no -eso lo dirán los técnicos, no sé cómo 
es la historia- para que no hubiera cinco donde caben 
dos. El primer derecho humano es no estar como fie- 
ras sino como gente que está cumpliendo una peni- 
tencia, una pena o un castigo social. 


Y, en materia de menores, el Instituto Nacional de 
Rehabilitación del Menor -que creo fue aprobado en 
el último Presupuesto- no sé si hizo un llamado, pero 
ha habido más que tiempo para hacerlo. 


Entonces, considerando todas estas medidas -la 
de esta ley o las eventuales si esta reforma constitu- 
cional prospera-, me gustaría saber cuándo va a estar 
pronto el lugar, que tampoco puede ser una cárcel 
sino un edificio con seguridades suficientes, pero que 
debe de tener -dada la voluntad inequívoca de todos 
de buscar la rehabilitación- algunas características 
especiales. Entonces, señores del Gobierno, vayan 
apurando esto, porque hay lentitud y falta de calidad 
de gestión en el manejo del dinero, y si bien no todos 
los problemas se arreglan con dinero, la obra públi- 
ca se puede hacer solo cuando hay dinero. Y aquí, 
en este caso concreto, tenemos un faltante -no voy a 
hablar de carreteras y todo eso-, puesto que la obra 
pública tendiente a humanizar las cárceles, por un 
lado, y a preparar un lugar idóneo para la rehabilita- 
ción, por otro, no pueden estar todavía en veremos; 
tendrían que estar ya prontas o a punto de culminar- 
se, porque el tiempo pasa y no estamos hablando de 
hacer una obra de Niemeyer, sino de hacer una obra 
de arquitectos con asesoramiento técnico para esto. 


En el Instituto Nacional de Rehabilitación, señor 
Presidente -sobre el que agrego una posición muy 
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personal pero que quiero quede constancia de la mis- 
ma-, vamos a tener que recurrir, en un tema tan deli- 
cado como es la rehabilitación de menores, a la ayuda 
de quienes lo hacen por amor a una causa, sea un 
tema religioso, de amor a la humanidad, no sé; sobran 
en el país personas de buena voluntad que pueden 
dar a esos muchachos y a esas chicas el ingrediente 
que les falta para que comiencen a rehabilitarse, que 
es cariño, amor. El que no ha tenido un consejo, un 
hogar o una trasmisión de valores, lo que necesita es 
dignificarse a sí mismo a través de la trasmisión de 
valores y de alguien que no lo trate como un número 
o como una persona más que tiene que ser atendida 
en ocho horas, para que luego continúe otro con su 
atención. Hay que tomarlo como un problema, como 
lo hacía el padre Borrazás -vamos a recordar a las 
grandes personas de nuestro país-, que era un santo 
en vida y tenía su Instituto en la localidad de Tala, 
departamento de Canelones y ¡vaya si rescató jóve- 
nes allí! Pensemos que si el Liceo Jubilar funciona 
mejor que los otros porque alguien le pone cariño y 
dedicación, costando la mitad de lo que vale tener un 
alumno en otro liceo, es porque no todo está perdido 
en nuestro país. Bueno; me refiero a algo similar. Hay 
que convocar a quienes lo hacen por un valor supe- 
rior, porque darán a los jóvenes el tratamiento de un 
ser humano, único e irrepetible, portador de valores 
eternos; lo considerarán alguien singular, distinto y 
separado de los demás, al que, como hermano, hay 
que sacar de la circunstancia en que se encuentra. Y 
que no me digan que el sistema del afecto, del amor y 
de la dedicación no es el mejor, porque está probado 
que sí lo es. 


Era cuanto quería agregar. Además, señalo que 
voy a acompañar a los miembros informantes de mi 
Partido y que hago mías las expresiones del señor Se- 
nador Moreira. Quería dejar en claro, ante el envite 
que se nos formuló indirectamente, cuál es nuestra 
posición frente a esa convocatoria a la reforma de la 
Carta Magna. Es lo que había a mano dentro de los 
instrumentos democráticos. 


Gracias, señor Presidente. 


12) RÉGIMEN DE TRABAJO 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.-Tiene la palabra el señor 
Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: hemos 
comunicado a los coordinadores de Bancada de los 
partidos políticos integrantes del Senado que por un 
compromiso de carácter político vamos a solicitar que 
el Senado pase a cuarto intermedio entre las 12 y 
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30 y las 14 y 30 horas de la tarde de hoy, y que se 
prorrogue la hora de finalización de la sesión hasta 
culminar el tratamiento de los puntos que figuran 
en el Orden del Día, fundamentalmente -y aquí me 
adelanto- el segundo, que refiere al puerto de aguas 
profundas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción de orden formulada 
por el señor Senador Penadés. 


(Se vota:) 


-26 en 27. Afirmativa. 


13) CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 
SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: el Partido 
Colorado habrá de votar afirmativamente el proyec- 
to de ley en consideración por entender que mejora 
la situación hoy existente. Sin perjuicio de ello, qui- 
siéramos expresar algunos reparos que nos merecen 
ciertas disposiciones del proyecto de ley. 


Ante todo queremos señalar lo siguiente. Este 
proyecto de ley fue remitido por el Poder Ejecutivo y 
llegó a consideración de la Cámara de Senadores el 
28 de junio de este año, es decir, hace prácticamen- 
te seis meses. Tratándose de un proyecto de ley que 
refiere a asuntos de palpitante y dolorosa actualidad, 
sin duda el tiempo que ha insumido su considera- 
ción es prolongado. Nos ha ocurrido que en alguna 
reunión de carácter académico y en ciertas conferen- 
cias a las que hemos asistido para escuchar a los es- 
pecialistas en estos temas, alguno de ellos, como un 
distinguido representante del Ministerio Público, en 
más de una oportunidad señaló que, en virtud de las 
cosas que estaban pasando en el país, ante algunos 
hechos delictivos especialmente graves a los que él en 
esas ocasiones hacía referencia, se había remitido al 
Parlamento un proyecto de ley que procuraba, por lo 
menos, remediar algunos de los aspectos más graves 
de la situación existente, pero aún no se le daba tra- 
tamiento, no se lo consideraba. 


Escuchamos el rezongo de ese distinguido repre- 
sentante del Ministerio Público en más de una opor- 
tunidad y nos pasó que, mientras lo escuchábamos, 
recibíamos las miradas de los demás asistentes, que 
con aires de reproche parecían decir: “Caramba, 
¡qué vergúenza!, vienen a escuchar estas conferen- 
cias pero no hacen el trabajo que deben; no están 
en el Parlamento discutiendo estos proyectos de ley y 
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sancionando las leyes correspondientes”. Como esto 
sucede cada tanto, cuando aparece alguien que dice 
que el Gobierno enfrenta la prédica destructiva de 
una oposición cerril que se opone y boicotea todo y 
poco menos que sabotea la labor legislativa, me inte- 
resa dejar constancia de que este tema no se ha de- 
morado porque los representantes de la oposición nos 
hayamos empeñado en maniobras obstruccionistas o 
dilatorias; no llega al Pleno del Senado en el mes de 
diciembre porque los representantes de la oposición 
en la Comisión de Constitución y Legislación haya- 
mos estado chicaneando el trámite del proyecto de 
ley para demorarlo y crearle dificultades al Poder Eje- 
cutivo. ¡No ha sido así! Por supuesto que todos los 
señores Senadores lo sabemos, pero me interesa que 
quede la debida constancia en la versión taquigráfica 
y en el Diario de Sesiones, porque corresponde ha- 
cerla. El tratamiento de este asunto se ha demorado 
porque en el seno de la coalición de Gobierno había 
diferencias de criterio acerca del proyecto. Cuando 
estas se superaron -hace quince o veinte días-, nos 
comunicaron que había humo blanco, que estaban en 
condiciones de votar, y tuvimos que pedir una sema- 
na para estudiar el proyecto de ley en torno al cual 
finalmente se había puesto de acuerdo la Bancada de 
Gobierno. Se nos concedió esa semana extra; de lo 
contrario, hubiésemos votado inmediatamente. 


Insisto: si este tema llega hoy al Senado no es pot- 
que hayamos complicado el trámite, sino porque hace 
pocos días que la Bancada de Gobierno se puso de 
acuerdo sobre las soluciones legislativas que quería 
impulsar. Por supuesto que cualquier partido políti- 
co o coalición de partidos tiene todo el derecho del 
mundo de tomarse el tiempo que considere necesario 
para llegar a esos acuerdos, pero me interesa dejar 
constancia de que esa es la causa de la demora que 
en ocasiones se nos reprocha en ámbitos académicos 
como aquellos a los que hice referencia, o a través de 
la prensa. Esta es la causa. La oposición no ha difi- 
cultado de manera alguna el trámite de los proyectos 
de ley sometidos a la consideración del Parlamento. 


Por otra parte, señor Presidente, quiero señalar 
que, más allá de tal o cual matiz o cuestión particu- 
lar, aquí se trata de endurecer las sanciones para los 
menores de 18 años y mayores de 15 que cometen 
ciertos delitos. Esta es la sustancia del proyecto de 
ley. Creo que es un acierto del Gobierno y del Poder 
Ejecutivo haber propuesto al Parlamento un proyecto 
de ley inspirado en ese criterio general de endureci- 
miento de las sanciones. A esto se le llama popular 
o coloquialmente: “agravamiento de las penas”, pero 
como se trata de menores, aquí no corresponde hablar 
de penas sino de medidas socioeducativas. En defini- 
tiva, la sustancia es la misma: estamos hablando de 
un tratamiento más severo para quienes incurren en 
determinadas conductas. Me parece que esa es una 
reacción saludable del Gobierno frente a los criterios 
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que durante tanto tiempo postularon los sectores que 
lo conforman. Me refiero a rechazar sistemáticamen- 
te todo lo que pudiera considerarse agravamiento de 
las penas o endurecimiento de las sanciones. Parecía 
que proponer cualquier medida que fuera en esa lí- 
nea era una especie de atentado contra las garantías 
que el Estado de Derecho debe ofrecer a los ciuda- 
danos de la República. Se ha reaccionado contra ese 
criterio, se advierte que la situación reclama medidas 
enérgicas y empieza a transitarse por ese camino, a 
nuestro juicio todavía de manera insuficiente, pero 
por lo menos rectificando el rumbo y reconociendo 
que lo que hay que hacer es establecer sanciones más 
severas frente a una situación que las demanda. Esto 
nos parece positivo y lo dejamos señalado. 


No creemos que ante cualquier hecho de san- 
gre, de esos que cada cierto tiempo conmueven a la 
opinión pública, sea correcta la reacción de los que 
inmediatamente dicen que hay que agravar las pe- 
nas, como si de esa manera pudiésemos evitar los ho- 
micidios que nos conmueven a todos, o las rapiñas 
que generan esa sensación de inseguridad tan grave 
en la población. No se trata de responder sistemáti- 
camente con un agravamiento de las penas, porque 
muchas veces no es allí donde radica el problema. 
Pero así como no estamos de acuerdo con ese crite- 
rio extremo, tampoco compartimos el de que nunca 
cabe, nunca procede y nunca es pertinente agravar 
las penas. En muchos temas -me atrevo a decir que 
en la mayoría- hay que analizar cada caso en parti- 
cular y ver qué es lo que demanda la situación y qué 
reclaman los hechos ante los cuales uno se enfrenta. 
En este caso se ha optado por ese camino y me parece 
que es un acierto a destacar porque considero que así 
debemos actuar. 


¿Cómo caracterizamos aquellas situaciones en 
las que estimamos pertinente endurecer las sancio- 
nes y hacerlas más severas? No voy a detenerme en 
una descripción del panorama que presenta la delin- 
cuencia al día de hoy porque otros señores Senadores 
que me precedieron en el uso de la palabra ya han 
hecho sobre el tema referencias que me parecieron 
muy pertinentes y no voy a repetirlas. De todas ma- 
neras, creo que hay un dato que sobresale y que no 
podemos soslayar. Me refiero a la participación de 
los adolescentes menores de 18 años pero mayores 
de 15 o 16 años en la comisión del delito de rapi- 
ña, que es el gran generador de inseguridad en la 
población. Son muchos los delitos de rapiña en los 
que participan adolescentes. Este ha sido un tema 
polémico a lo largo de los últimos años. ¿Cuáles son 
los números correctos en la materia? ¿Cuáles son las 
estadísticas pertinentes? ¿Tienen razón las autorida- 
des del Ministerio del Interior cuando señalan que 
la participación de adolescentes en delitos de rapiña 
en el departamento de Montevideo supera el 40% o 
el 46% y que en algún trimestre de algún año llegó 
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al 53%? ¿Tienen razón los que, en cambio, miran las 
estadísticas judiciales y consideran solamente los pro- 
cesos iniciados? ¿Cuáles son los números correctos? 
Tal vez sea difícil orientarse en esta materia, pero no 
podemos aceptar que, frente a la dificultad, el crite- 
rio sea decir que no es posible aportar cifras en este 
sentido, como lo ha hecho algún sociólogo -a quien 
escuché opinando sobre este tema en un programa 
periodístico- que, al ser confrontado con cifras dis- 
tintas, argumentaba que no era posible abrir juicio, 
como si nada supiéramos acerca de la participación 
de adolescentes en la comisión de estos delitos. Nos 
podrá costar ser más o menos precisos, pero esa no 
es razón para decir que no sabemos nada acerca de 
esto y que no podemos abrir juicio. Hay elementos de 
juicio que son claros e indubitables y que no pode- 
mos dejar de tomar en cuenta. Á este respecto, me 
remito a materiales aportados -tal como señaló hace 
instantes el señor Senador Moreira- por el doctor 
Daniel Sayagués Laso, Defensor Público en materia 
de menores que, además de ser un profesional de la 
Defensa Pública, es un estudioso de estos temas y ha 
recogido y sistematizado una serie de datos que son 
realmente muy útiles para hacer una consideración 
fundada sobre estas cuestiones. 


Pero de los datos aportados por el doctor Sayagués 
Laso, el señor Senador Moreira subrayó uno que a mi 
juicio es central y que ya no es materia de polémica. 
En oportunidad de hablar de los condenados por el 
delito de rapiña en el año 2010, el doctor Sayagués 
Laso indicó las cifras de 671 adultos y 576 adoles- 
centes. Por lo tanto, en un total de 1.247 personas 
condenadas, el 46% correspondió a menores. Este es 
un dato firme, aportado por el Poder Judicial, que re- 
fiere a condenas, es decir, a sentencias pasadas en 
autoridad de cosa juzgada que imputaron la comisión 
de ciertos delitos a determinadas personas. Es todo lo 
firme, preciso y cierto que puede ser un dato en esta 
materia. No estamos hablando de partes policiales ni 
de procesos iniciados, sino de condenas. Reitero que 
los adolescentes condenados por el delito de rapiña 
en el año 2010 fueron 576, es decir el 46%, en un 
total de 1.247. Estos datos, inobjetables por su pro- 
cedencia y naturaleza, demuestran acabadamente y 
más allá de cualquier duda razonable que hay una 
muy alta participación de adolescentes en los deli- 
tos que causan la sensación de inseguridad. A su vez, 
esto lleva a que la sociedad uruguaya, ante cualquier 
encuesta que se le realice, manifieste que su primera 
preocupación es la inseguridad. Me parece que esto 
pone fin a la discusión y no podemos dejar de tener 
en cuenta este dato. 


Ahora bien, dada esta situación, advertimos que 
las normas hasta hoy vigentes son excesivamente 
benignas porque, tanto frente a un delito de rapiña 
como ante otras conductas que constituyen lo que el 
propio Código de la Niñez y la Adolescencia califica 
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como infracciones gravísimas, el principio rector -que 
hasta hoy no tiene excepciones en el Código- es el de 
que el Juez siempre tiene la potestad de no imponer 
medidas privativas de libertad: puede no imponerlas 
al comienzo del proceso por la vía de las medidas cau- 
telares, pero incluso puede no hacerlo al momento de 
dictar la sentencia de condena. La discrecionalidad 
del Juez es amplísima, desde los comienzos del proce- 
so hasta el final. En cualquier caso puede no imponer 
medidas privativas de libertad, pero aun cuando lo 
hace por la vía de una sentencia de condena, la ex- 
tensión de esa medida no está predeterminada por la 
ley, es decir que no hay un mínimo establecido. Si se 
combina esa falta de mínimo con la siempre existente 
posibilidad de pedir el cese de la medida en cualquier 
momento en que se estime que ya ha operado sus 
efectos, el resultado será que los tiempos de efectiva 
privación de libertad sean mínimos. 


Hace instantes se hacía referencia al lapso pro- 
medio de privación de libertad impuesto por las sen- 
tencias que dictan los jueces de menores, y se decía 
que es de poco más de ocho meses. Esa es la medida 
impuesta por las sentencias; otra cosa es la privación 
de libertad efectivamente cumplida. Se trata de dos 
situaciones diferentes: lo que se establece en la sen- 
tencia de condena y lo que efectivamente se cumple. 
Esto último es menor que lo primero porque, cumpli- 
da la mitad de la medida privativa de libertad -o antes 
aún, si se puede demostrar que ella ha cumplido sus 
efectos-, se puede pedir la libertad y normalmente se 
obtiene. 


Señor Presidente: estos elementos y muchos otros 
que se han ido ventilando en el transcurso de los de- 
bates parlamentarios de estos años justifican la afir- 
mación de que el régimen vigente es excesivamente 
benigno -como también lo es el proyecto de ley some- 
tido a la consideración del Senado en el día de hoy- y 
justificarían medidas más severas, que no son tenidas 
en cuenta en esta iniciativa pero que sería necesario 
adoptar. 


Reitero que vamos a votar afirmativamente este 
proyecto de ley por todas las razones de carácter ge- 
neral que hemos expresado. Sin perjuicio de ello, 
consideramos necesario realizar algunas puntualiza- 
ciones particulares. 


Por el artículo 1% del proyecto de ley se propone 
sustituir el artículo 72 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia y modificar el elenco de las infraccio- 
nes consideradas gravísimas; sin embargo, se ha pro- 
puesto eliminar el homicidio intencional, previsto 
por el artículo 310 del Código Penal, del elenco 
de las infracciones gravísimas. El numeral 1) del 
artículo 72 hará referencia al homicidio intencional 
con agravantes especiales y, entre paréntesis, se hará 
la remisión a los artículos 311 y 312 del Código Penal. 
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El señor Miembro Informante justificaba la supresión 
del homicidio intencional del elenco de infracciones 
gravísimas con el argumento de que cuando no hay 
agravantes especiales ni muy especiales el homicidio 
puede responder a situaciones hasta de legítima de- 
fensa incompleta, que tendrían otra gravedad. El ar- 
gumento no nos parece de recibo, señor Presidente, 
y diría que nos resulta hasta incomprensible que se 
suprima el homicidio -hoy está en el artículo 72- del 
elenco de infracciones gravísimas. Es el atentado di- 
recto y exitoso contra la vida humana porque se trata 
del homicidio intencional consumado -numeral 1)-; 
se suprime y se sustituye por la referencia “homicidio 
intencional con agravantes especiales”. Esto nos pa- 
rece equivocado; de sancionarse el proyecto de ley en 
esos términos -como previsiblemente ocurrirá-, va- 
mos a consagrar una incongruencia manifiesta, por- 
que adviértase que eliminamos el homicidio intencio- 
nal y dejamos en el numeral 2) -a continuación- las 
“lesiones gravísimas”. O sea que el que cause lesiones 
gravísimas a otro comete una infracción gravísima, 
pero no el que mate a otro, salvo que el homicidio 
tenga agravantes especiales o muy especiales. Esa si- 
tuación es absurda. Si antes de delinquir los menores 
infractores consultaran a penalistas para asesorarse 
debidamente, estos les dirían: “Si lo vas a lastimar, 
mejor matalo porque en ese caso no es una infrac- 
ción gravísima. En cambio, si solamente lo lesionás 
-le quebrás una pierna de un tiro para que no se haga 
el vivo la próxima vez-, cometés una infracción graví- 
sima y la sanción va a ser más dura”. Eso es absurdo. 


Si se quiere considerar la posibilidad de que el ho- 
micidio simple, a secas -consagrado en el artículo 310 
del Código Penal- sea cometido en situación de legíti- 
ma defensa incompleta o, más genéricamente, un ho- 
micidio alterado por atenuantes especiales, se puede 
prever por la vía de un inciso segundo en el literal a) 
del artículo 116 BIS, que establezca como excepción 
que “cuando concurran atenuantes de calidad espe- 
cial no se aplicarán las disposiciones del artículo 116 
BIS”, pero con el proyecto que viene de la Comisión, 
tal como está redactado, vamos a incurrir en la incon- 
gruencia absurda que estoy señalando. 


El artículo 2% no nos merece reparos. 


Los otros comentarios que queremos formular 
estarán referidos sustancialmente al artículo 3% del 
proyecto de ley, que incorpora el artículo 116 BIS 
(Régimen especial) al Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia. En esencia, ese artículo recorta el margen de 
discrecionalidad que tiene el Juez para actuar frente 
a conductas que configuren infracciones gravísimas. 
Estamos de acuerdo con el criterio, pero señalamos 
que la redacción que se ha dado al inciso primero 
del artículo 116 BIS puede no reflejar fielmente, con 
toda la fidelidad necesaria, el propósito que impulsa 
el Poder Ejecutivo al enviar el proyecto de ley. En su 
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redacción se establece que ante determinadas situa- 
ciones el Juez deberá aplicar ciertas reglas, pero solo 
si el Fiscal lo pide. Adviértase lo que dice: “...el Juez, 
a solicitud expresa del Ministerio Público, y una vez 
oída la Defensa, deberá disponer la aplicación de las 
siguientes reglas:”. Es decir que se configura la situa- 
ción de deber para el Juez solamente cuando media la 
solicitud expresa del Ministerio Público. La pregunta 
pertinente -la formula un experto en la materia, el 
doctor Sayagués-, es la siguiente: ¿El Ministerio Pú- 
blico también está obligado a aplicar estas reglas que 
luego se enuncian, o retiene la discrecionalidad para 
entender que en algunos casos corresponde aplicar 
las reglas y en otros no? No es caprichosa la pregunta 
que plantea el doctor Sayagués. ¿Por qué? Todos sa- 
bemos que las normas deben interpretarse dentro del 
todo del que forman parte. Entonces, las modificacio- 
nes al Código de la Niñez y la Adolescencia deberán 
interpretarse mañana por quienes lo apliquen en el 
marco general del propio Código, de sus principios 
rectores y de sus criterios inspiradores. Sabemos que 
esos principios generales son otros que los que inspi- 
ran este proyecto de ley y dicen que siempre hay dis- 
crecionalidad para aplicar la medida que se considere 
pertinente, aunque no sea privativa de libertad frente 
a infracciones gravísimas. Entonces, no sería desca- 
bellado pensar que mañana el titular del Ministerio 
Público en un asunto de estos hiciera referencia a 
esos principios generales de la legislación en materia 
de menores y dijera que él no está obligado a pedir 
una medida cautelar privativa de libertad ni una me- 
dida socioeducativa privativa de libertad, y que solamente 
si él lo pide operará para el Juez -no para él- la obligación 
de actuar conforme a lo que establece este proyecto 
de ley. Creo que tendríamos que evitar esa posibilidad 
interpretativa, que no menoscabaría en nada el cri- 
terio inspirador del proyecto de ley si procediésemos 
en consecuencia, porque la referencia que aquí se 
hace a la solicitud expresa del Ministerio Público y a 
que debe oírse a la Defensa es simplemente el relato 
del trámite procesal normal -acusa el Fiscal y se da 
traslado a la Defensa, que contesta-, pero si intro- 
ducimos esos elementos aquí y queda redactado de 
esta manera, se genera la duda a que acabo de hacer 
referencia. Acá no hay necesidad de hacer referencia 
a esos elementos porque eso es de principio general; 
surge de las normas generales en materia procesal 
del propio Código de la Niñez y la Adolescencia y de 
los Códigos procesales que tiene el país tanto en ma- 
teria penal como civil: primero opina una parte, des- 
pués contesta la otra, y finalmente el Juez resuelve. 
Entonces, en este artículo 116 BIS se podría decir 
simplemente: “Sin perjuicio de la aplicación de las 
normas y los principios establecidos en este Código”, 
etcétera, “se aplicarán las siguientes reglas:”, y sigue 
lo demás, sin hacer referencia a que “el Juez, a so- 
licitud expresa del Ministerio Público y una vez oída 
la Defensa, deberá disponer”. Todo eso está de más, 
no agrega nada y puede confundir. Me parece, señor 
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Presidente, que esa observación es importante pot- 
que la plantea un especialista en la materia como lo 
es el doctor Sayagués. 


En segundo lugar y con relación a la referencia a 
la privación cautelar de libertad contenida en el lite- 
ral a) del artículo 116 BIS en la redacción propuesta 
en el proyecto de ley, creo que no está de más dejar 
establecido en la versión taquigráfica, a los efectos de 
la interpretación de la norma, que no estamos pen- 
sando en la privación de libertad en un sentido tan 
amplio que pueda comprender, por ejemplo, el arres- 
to domiciliario. No, estamos pensando en la privación 
de libertad en el sentido que da a la expresión el ar- 
tículo 89 del Código de la Niñez y la Adolescencia, 
que dice: “El régimen de privación de libertad con- 
siste en recluir al adolescente en un establecimiento 
que asegure su permanencia en el recinto, sin me- 
noscabo de los derechos consagrados en este Código, 
las normas constitucionales, legales e instrumentos 
internacionales”. Reitero: “establecimiento que ase- 
gure su permanencia en el recinto”; es de esto que 
estamos hablando. Vale la pena hacer la aclaración 
porque el literal a) del artículo 116 BIS refiere a la 
privación cautelar de libertad y el artículo 89 que he 
leído alude a la medida socioeducativa privativa de 
libertad, es decir, la que se impone en la sentencia 
de condena. Entonces, al tratarse en un caso de una 
definición para la medida aplicada por la sentencia 
de condena, y en otro de una medida cautelar, pue- 
de haber confusiones. Pretendo disiparlas diciendo lo 
que me parece es el entendido que comparte toda la 
Comisión: cuando hablamos de privación cautelar de 
libertad, nos referimos a esa privación de libertad que 
debe cumplirse en un establecimiento que asegure la 
permanencia del menor infractor en el recinto y no 
hipotéticamente en un arresto domiciliario. 


Con respecto al literal b) del artículo 116 BIS, me 
parece que es realmente necesario introducir una li- 
gera modificación, no al criterio que inspira la norma 
sino a la redacción que se ha dado al texto. 


El literal b) del artículo 116 BIS dice: “Las me- 
didas privativas de libertad tendrán una duración no 
inferior a los doce meses”. Se está diciendo que en 
todos los casos de infracciones gravísimas a que es- 
tamos haciendo referencia, si la sentencia es de con- 
dena -puede no serlo, porque el Juez puede absolver 
al menor si entiende que no hay mérito para conde- 
narlo-, que la medida privativa de libertad tendrá una 
duración no inferior a los doce meses. 


Ahora bien, debemos tener presente que en el 
Código de la Niñez y la Adolescencia no es precep- 
tiva la condena de medidas privativas de libertad; 
el Juez puede imponer otras sanciones distintas. 
Entonces, aquí funciona un mínimo para el caso 
en que el Juez imponga una medida privativa de 
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libertad, pero con esta redacción puede no impo- 
nerla. Si lo hace, el mínimo es de doce meses, pero 
repito que puede no imponerla. A mijuicio, para ce- 
rrar esa posibilidad -lo que, creo, reflejaría mejor el 
espíritu del proyecto de ley-, debería decirse: “Las 
medidas privativas de libertad serán preceptivas y 
tendrán una duración no inferior a los doce meses”. 
Por lo tanto, hay que agregar la preceptividad en las 
medidas -no alcanza con decir que es preceptiva la 
medida cautelar de privación de libertad-, diciendo 
que la medida socioeducativa -que impone la sen- 
tencia de condena- también debe ser de privación 
de libertad y que tiene el mínimo previsto en el li- 
teral b). 


Al final del literal c) del artículo 116 BIS se uti- 
liza la expresión: “la pena impuesta”. Creo que para 
ser consecuentes con toda la sistemática del Código 
de la Niñez y la Adolescencia debería quedar como 
dice la redacción actual: “la medida impuesta”. En 
el ámbito del Código de la Niñez y la Adolescencia no 
se imponen penas sino medidas socioeducativas, por 
lo que no cuesta nada mantener la coherencia en la 
terminología legislativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone. 


Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-21 en 23. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: agradezco 
al Senado la deferencia y seré muy breve porque es 
poco lo que me queda por decir. 


En el artículo 4 del proyecto de ley se corrige 
la redacción del actual artículo 94 del Código de la 
Niñez y la Adolescencia, proponiéndose la siguien- 
te: “Se deberá decretar en cualquier momento -a 
excepción de lo dispuesto en el artículo 116 BIS 
de esta ley- el cese de la medida cuando resulte 
acreditado en autos que la misma ha cumplido su 
finalidad socioeducativa”. Simplemente señalo, 
para que quede constancia en la versión taquigráfi- 
ca, que acá se quiere decir que se deberá decretar 
el cese de la medida en la generalidad de los casos, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 116 BIS. 
El giro idiomático que clásicamente se usa en es- 
tos casos es la expresión: “sin perjuicio”; es decir 
que queda incólume la disposición del artículo 116 
BIS. La expresión que se utiliza en el texto es: “a 
excepción de lo dispuesto”, que puede generar la 
duda de si se está consagrando una excepción a la 
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disposición del artículo 116 BIS. Como esa nunca 
fue la intención de alguien -lo que se procura es 
otra cosa-, a los efectos de que así conste en la his- 
toria fidedigna de la sanción de este proyecto de ley, 
declaro que aquí se quiere decir que lo establecido 
en el artículo 94 deberá entenderse: “sin perjuicio 
de lo dispuesto por el artículo 116 BIS consagrado 
por esta ley”. 


En este momento estoy reconociendo un pro- 
blema de redacción que no había percibido. En el 
artículo 4” se propone sustituir la redacción del ar- 
tículo 94 del Código de la Niñez y la Adolescencia, y 
dice: “a excepción de lo dispuesto en el artículo 116 
BIS de esta ley”. La referencia precisa no debe ser “a 
esta ley” sino “a este Código”. Es una cuestión me- 
nor; pero dejo la constancia a los efectos de la versión 
taquigráfica. 


Con relación al artículo 5% que prevé la 
formación de una Comisión Especial en la órbita 
del Poder Ejecutivo “con el cometido de redactar 
un proyecto de ley que legisle en forma exclusiva 
el régimen de responsabilidad infraccional juvenil”, 
el comentario es obvio. No se necesita sancionar 
una ley para crear una Comisión Especial en la 
órbita del Poder Ejecutivo, porque este la creará 
cuando y como le parezca mejor. Las Comisiones 
Especiales se crean por ley cuando la propia norma 
prevé una integración que reclama integrantes, de 
pronto, de entidades privadas, como puede ser el 
Colegio de Abogados, la Asociación de Escribanos 
o, en fin, Organizaciones No Gubernamentales. No 
se necesita una ley para establecer que el Poder 
Ejecutivo debe crear una Comisión Especial para 
elaborar un proyecto de ley. Eso puede hacerlo el 
Poder Ejecutivo por iniciativa propia sin necesidad 
de que una ley lo establezca. Si no se ha creado 
dicha Comisión hasta este momento a la espera de la 
ley, creo que se ha perdido lastimosamente el tiempo 
sin ninguna necesidad de hacerlo. 


Con respecto al artículo 6% no tenemos ninguna 
observación que formular. 


Es cuanto quería expresar. 
SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Quisiera saber de cuánto 
tiempo dispongo, considerando la moción votada an- 
teriormente. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con la mo- 
ción votada por el Senado, restan catorce minutos 
para que el Cuerpo pase a cuarto intermedio. 


SEÑOR SARAVIA.- Entonces, tendríamos que ex- 
poner una parte ahora y seguir después; quizás, para 
no perder el hilo de nuestra exposición, podríamos 
pasar a cuarto intermedio en este momento y comen- 
zar a hacer uso de la palabra a partir de las 14 y 30 
horas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se puede hacer eso si el 
Senado lo resuelve. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: creo 
que es razonable la propuesta del señor Senador Sa- 
ravia, es decir, que el Cuerpo pase a cuarto interme- 
dio ahora para no cortar su exposición a las 12 y 30, 
y recomenzar a las 14 y 30 horas, tal como se había 
pactado previamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se propone suspender la 
sesión ahora, pasando a cuarto intermedio de acuer- 
do con lo oportunamente señalado; en realidad se 
trata, simplemente, de adelantarlo. 

Se va a votar el pase en este momento a cuarto 
intermedio, de acuerdo con lo solicitado por el señor 
Senador Saravia. 

(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta la 14 y 
30. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 17 minutos). 
(Vueltos a Sala). 
14) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, con- 
tinúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 39 minutos). 
-Léase una solicitud de licencia. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 11 de diciembre de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por motivos personales, al amparo del 
artículo 1% de la Ley N* 17.827 de 14 de septiembre 


de 2004, el día 11 de diciembre a partir de las 14 hs. 
del presente año. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atenta- 
mente. 


Alfredo Solari. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Fernando Scrigna, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 10 de diciembre de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 

De mi consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia por motivos personales para el día 
miércoles 12 de diciembre de 2012, 

Sin otro particular, saluda atentamente. 


Luis Gallo Imperiale. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Queda convocado el señor Héctor Lescano, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 11 de diciembre de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


Al amparo del artículo 1” de la Ley N* 17.827, 
solicito al Cuerpo me conceda licencia a partir del 
día lunes 17 de diciembre hasta el miércoles 19 
inclusive, por motivos personales, dado que me 
encontraré asistiendo a la reunión anual del Club 
de Madrid en la ciudad de Little Rock, Arkansas, 
Estados Unidos. 


Sin otro particular, saluda a Ud. atentamente. 


Luis Alberto Lacalle Herrera. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-14 en 15. Afirmativa. 

Queda convocada la señora Ana Lía Piñeyrúa, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 
15) CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado continúa con 
la consideración del primer punto del Orden del Día. 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: el tema de 
la minoridad en conflicto con la Justicia es realmente 
muy complejo y tiene determinadas aristas a tratar. 
Entendemos que no se puede analizar con una sola 
óptica sino que es necesario adoptar un conjunto de 
medidas o estrategias con el objetivo de corregir los 
graves problemas que tiene la sociedad uruguaya y, 
sobre todo, la latinoamericana respecto a la inseguri- 
dad y la minoridad infractora. 
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Hace más de dos años alcanzamos al señor Pre- 
sidente de la República y a los partidos políticos un 
proyecto de sistema de seguridad que estructuraba 
todo un esquema y hace pocos meses hicimos entre- 
ga de una propuesta, que es tendencia en el mundo 
-lo marca Naciones Unidas y se definió en la última 
Cumbre de Chile-, vinculada a los sistemas penales y 
de reclusión especialmente para menores. Esto se ha 
tomado en los países centrales como una herramien- 
ta para solucionar los problemas de la minoridad en 
conflicto con la Justicia. 


Nosotros consideramos que este proyecto de ley 
es muy débil y tenue pero de todos modos lo vamos a 
acompañar porque peor es nada. Quizás esta inicia- 
tiva genere algunos aspectos que se puedan trabajar 
desde el punto de vista de la Justicia, pero enten- 
demos que se ha demorado mucho tiempo en solu- 
cionar estos temas. Pensamos que deberían haberse 
tenido en cuenta otros parámetros que se marcan 
a nivel internacional con relación al sistema penal 
de menores y a las penas que aplica la Justicia de 
menores a este nivel en el mundo entero. ¿Por qué 
decimos esto? Porque creemos que hemos dejado 
pasar mucho tiempo y, a veces -no por responsabili- 
dad nuestra-, en esta temática relativa a los menores 
surgen frenos ideológicos que no permiten avanzar 
en la línea que el mundo ha ido marcando en los 
últimos tiempos. Aquí hay un aspecto que debe te- 
nerse en cuenta porque en ocasiones se parte de 
supuestos que no son reales, como, por ejemplo, 
que el descenso de la indigencia o la pobreza tiene 
como consecuencia una disminución en los niveles 
de delincuencia o delito. Sin embargo, las curvas 
de las gráficas marcan claramente que si bien en 
el Uruguay han caído notablemente la pobreza y la 
indigencia, el delito ha crecido en un trescientos 
por ciento. Por lo tanto, desde ese punto de vista, 
hay un elemento a analizar que tiene que ver con 
los factores de riesgo que determinan que se come- 
tan delitos y, sobre todo, que lo hagan los menores. 
Hay que reconocer que el problema de la minoridad 
infractora está inserto en una problemática mucho 
más compleja y grave, relacionado con las nuevas 
sociedades en construcción. En Latinoamérica, en 
los últimos diez años, los estudios internacionales 
demuestran que el crecimiento de los problemas de 
la delincuencia -el Uruguay no escapa a ello- tiene 
que ver con esta nueva sociedad en construcción. 
Esta es una amenaza para los países de la región y, 
sobre todo, para el nuestro porque es pequeño; no 
debe enfrentar amenazas de ejércitos continentales 
o regionales pero sí las de estas nuevas sociedades 
en construcción. 


Por otro lado, el Uruguay se ha venido “favelizan- 
do” desde hace mucho tiempo y, además, respecto de 
los menores se agrega algún otro factor como puede 
ser el avance de la delincuencia en esta franja etaria 
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en toda América Latina. Últimamente han surgido 
señales muy claras en este sentido y un ejemplo de 
ello son las bandas de menores. Hace pocos días se 
produjo un tiroteo en Cerro Norte como consecuen- 
cia de un auto que fue robado en el Centro, en el 
que resultó herido un menor ante la iniciativa de la 
Policía y de la Guardia de Coraceros. Resulta que los 
menores que hurtaron el auto y se tirotearon con la 
Policía -con dos armas automáticas cada uno-, tenían 
trece y catorce años. 


Este asunto es claro y recién aparece en los titu- 
lares de los diarios. Sin embargo, para nosotros no lo 
es; hace siete u ocho años que estamos trabajando 
en esto y tenemos un equipo interdisciplinario de 
primer nivel nacional e internacional. En la prensa 
surge como una novedad que el crimen organizado 
está entrelazado entre las cárceles y recluta a meno- 
res como mano de obra benigna, barata y descarta- 
ble a través de la droga y de las armas en el marco 
de la región, y que Uruguay no escapa a eso. Esta 
situación ocurre en América Latina, en forma cre- 
ciente, desde hace diez años aproximadamente. El 
crecimiento de la delincuencia se dio en las favelas 
de Río de Janeiro; ocurrió en Perú hace seis o siete 
años, y también sucedió en México, donde el Cár- 
tel de Juárez ha llevado adelante este sistema como 
estrategia de reclutamiento de menores delincuen- 
tes para el uso, manejo y tráfico de drogas y armas. 
Esta situación se visualiza como una característica 
de crecimiento importante en las nuevas socieda- 
des, con esos códigos y con esa nueva manera de 
pensar, esa forma de pensar marginal. No escapan a 
esta realidad los distintos niveles de la sociedad, no 
solo los que son factores de riesgo o se encuentran 
en zonas de contexto crítico. 


Para visualizar lo que son las nuevas sociedades 
en construcción -y apelamos al planteo, más allá de 
que vamos a acompañar este proyecto de ley-, que- 
remos dejar constancia de lo que para nosotros es el 
sistema penal de menores, efectivo, que el Uruguay 
debería transitar y no ir remendando de a poquito, 
con los frenos ideológicos que se generan como con- 
secuencia de muchas muertes en manos de menores, 
tanto en nuestro país como en América Latina. 


Voy a leer un extracto de una entrevista hecha 
en 2011 a un menor con el fin de iluminar el tema y 
saber cómo son las sociedades, cómo piensan a nivel 
de América Latina y lo que este grave problema re- 
presenta en nuestro país, a pesar de que es complejo 
y de que a veces se dice que son pocos los menores 
involucrados. De hecho, esos menores son pocos pero 
generan un gran problema a la sociedad; en América 
Latina ha sido así y cada día crece más aquí. A cada 
momento aparecen más signos de lo que son esas 
nuevas sociedades en construcción. 
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Hace pocos días un visitante nos hablaba del tema 
de la “juarización” de la sociedad uruguaya y de las 
primeras señales que aparecen en nuestro país. 


En la Cumbre de Chile -país que va hacia un siste- 
ma penal de menores apoyado por los parámetros de 
Naciones Unidas y que habla de la minoridad infrac- 
tora- se abordó una experiencia de implantación de 
justicia juvenil; esta se realizó en el otoño de 201 1y se 
discutió en la ciudad de Temuco. Allí se entrevistaron 
a algunos menores, lo que marca cómo piensa esa 
nueva sociedad en construcción. 


Eso lo hemos visto en las calles de nuestro país 
cuando los menores disparan porque no se sienten 
responsabilizados o no hay una “responsabilización” 
penal ni herramientas que permitan que la Justicia 
responsabilice al menor. 


En esa entrevista, el menor entrevistado dice: “... 
pero el menor no se toca tanto como el mayor, ponele 
si yo te robo de caño sé que yo te lastimo, voy por le- 
siones, rapiña y copamiento, si entro a tu casa es co- 
pamiento, ¿no?, te lastimo y es rapiña por que estoy 
robando. En cambio el menor no, el menor se mete a 
tu casa, te lastima, si te tiene que matar te mata y se 
lleva todo, ¿entendés? Son cosas distintas. La cabe- 
za del mayor que anda robando, la tiene más clarita 
que el menor, porque el menor sabe que hasta los 18 
tiene pa' quemar, porque ¿qué haces? Lo llevan pa' 
la Colonia, hogar abierto, por hurto te fugás, con me- 
didas ¿Qué hacés?, por homicidio con medidas estás 
haciendo 6 meses, un año, un año y medio, cuan- 
do mayor estás haciendo 12 años, 15 años. Entonces 
ahí tenés el ejemplo, la cabeza del mayor que anda 
robando y la cabeza del menor....”. Esa es la nueva 
sociedad en construcción, y esa es la discusión que 
está planteada en este tipo de proyectos, o sea, cómo 
avanzar en un sistema penal de menores. 


¿Cuál es la realidad que muestran estos problemas 
que hoy estamos discutiendo? En realidad, el menor 
no comete delitos porque quiere; tal vez cometa algu- 
no por casualidad pero, de hecho, él llega al conflicto 
con la Justicia por los factores de riesgo que tienen 
que ver con el marco de la sociedad, el ambiente so- 
cial, la familia, los grupos humanos donde se mueve, 
el entorno vecinal, el medio de pares, la adicción a la 
droga, el tráfico y la internacionalización del delito 
por el crimen organizado que usa a los menores como 
herramienta para el trabajo delictivo. Todos estos fac- 
tores de riesgo no actúan por separado sino que están 
entrelazados. 


¿Cuál es el primer elemento que uno tiene que 
visualizar con relación a la minoridad? Considero 
que deben atacarse los factores de riesgo. La pre- 
vención es lo más importante y eso pasa por un 
buen nivel de educación, es decir, que los institutos 


158-C.S. 


que están a cargo de la minoridad y de la familia 
intervengan directamente sobre los factores de ries- 
go, aislando ese factor en el caso de la familia o de 
los componentes sociales que integran el grupo de 
los menores. En este caso es fundamental la tarea 
que debe realizar el INAU -algunas de ellas las hace 
eficientemente-, porque si no cortamos el factor de 
riesgo, el elemento que provoca estas nuevas socie- 
dades en construcción sigue acrecentándose e in- 
troduciendo estos elementos en la sociedad y, más 
precisamente, en los jóvenes. Los factores de riesgo 
son los elementos fundamentales para que el me- 
nor entre en conflicto con la Justicia. La prevención 
es el factor que un sistema penal de menores debe 
tener en cuenta; es importante controlar los facto- 
res de riesgo. En la Justicia de menores debe haber 
herramientas como las medidas cautelares, y si bien 
aquí se proponen algunas, falta, por ejemplo, incluir 
la posibilidad de que la Justicia, a instancias de los 
técnicos, los sociólogos y todos quienes tienen que 
ver en la materia, pueda aislar el factor de riesgo, 
separando al menor hasta corregir dicho factor de 
riesgo, que muchas veces hay que atacar, y no de- 
jarlo fuera de la sociedad porque igual se va a seguir 
desarrollando. 


Las cifras actuales marcan algunos elementos im- 
portantes en el marco de la sociedad. Por ejemplo, 
hay un par de decenas de miles de mujeres menores 
de edad que tienen hijos -el 40% de ellas tiene dos-, 
de las cuales más del 70% tiene un familiar en las 
cárceles uruguayas, preso o detenido por algún delito, 
sea o no grave. Este elemento constituye un factor de 
riesgo a atacar para prevenir que esas generaciones 
se sigan multiplicando. El hecho de que hoy en día 
haya casi 8.000 mujeres menores de edad con dos 
hijos hace que ello se convierta en un factor de riesgo 
a atacar mediante todas las políticas sociales y edu- 
cativas que puedan detener o prevenir ese desarrollo 
en las nuevas sociedades en construcción. Estos son 
elementos a tener en cuenta en un sistema penal de 
menores, sistema que en Uruguay no está funcionan- 
do; incluso los programas sociales se han replegado 
en la mayoría de los lugares que tienen zonas rojas 
o están en conflicto con la Justicia, o han fracasado 
porque las bandas de menores armados han tomado 
determinados barrios de algunas ciudades del país. 
Esto debe ser reconocido porque sucede a diario y 
porque la Policía no puede o no llega a tomar posesión 
de su lugar y, por ende, si el Estado no está presente, 
las políticas estatales tampoco llegan y no se solucio- 
nan los problemas. 


En definitiva, el análisis de los factores de riesgo 
es un elemento fundamental para prevenir que los 
menores de edad entren en conflicto con la Justi- 
cia. Como dijimos, los menores no delinquen porque 
sí nomás, sino porque están afectados por diversos 
factores de riesgo. El señor Senador Lacalle Herre- 


CÁMARA DE SENADORES 


11 de diciembre de 2012 


ra mencionó el Liceo Jubilar, y podemos agregar el 
Centro Educativo Los Pinos, que están en una zona 
de contexto crítico y, sin embargo, han obtenido gran- 
des resultados a nivel educativo, incluso con jóvenes 
en conflicto con la Justicia. Estos son elementos que 
deben ser considerados como acciones preventivas 
dentro del marco de un trabajo que tienda a frenar 
definitivamente el desarrollo de estas nuevas socieda- 
des en construcción, que han surgido en toda Amé- 
rica Latina y que en Uruguay van creciendo cada día 
más, sobre todo si tenemos en cuenta el pensamiento 
de los jóvenes que están en conflicto con la Justicia 
y piensan de determinada manera porque entienden 
que no son responsables o no son responsabilizados 
por el sistema penal de menores. 


Estaría bueno que los señores Senadores escucha- 
ran algo de lo que estoy diciendo; en mis pagos dicen 
que cuando un burro habla, el otro para la oreja. 


El otro elemento fundamental que entendemos 
debe tener un sistema penal de menores -creo que 
este proyecto de ley va en esa dirección, aunque sea 
muy tenuemente, pero, bueno, algo es algo- es res- 
ponsabilizar al menor de edad. Pienso que cuando el 
menor entra en conflicto con la Justicia... 


(Campana de orden). 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ruega a los se- 
ñores Senadores que disminuyan el volumen de los 
murmullos en Sala. 


Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Como decíamos, este proyecto 
de ley va en la dirección de hacer responsable al me- 
nor de edad, aunque en forma muy tenue, pero creo 
que es un pequeño avance. Se podrá seguir avanzan- 
do a medida que logremos acuerdos, pero sucede que 
no podemos demorar mucho tiempo más. Entonces, 
responsabilizar al menor de edad es un elemento fun- 
damental para que este sienta que es responsable de 
los delitos que comete, sean faltas, delitos menores o 
delitos graves, y para dar herramientas a la Justicia 
a los efectos de que pueda tomar las medidas más 
apropiadas para conseguir resultados. Hablamos de 
la prevención y de atacar los factores de riesgo que 
llevan al menor de edad a delinquir o a estar en con- 
flicto con la Justicia, pero también es un componente 
del sistema hacerlo responsable ante el delito come- 
tido, para que no suceda una situación como la del 
ejemplo que leímos, de un menor que decía: “Te doy 
con el caño, te asalto, te hago lo que quiero y no pasa 
nada porque soy menor”. Hay casos de jóvenes que 
han ingresado a supermercados disparando armas y 
diciendo que no pasaba nada porque como eran me- 
nores no los responsabilizaban. 
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Entonces, creo que lo que hay que priorizar es 
hacer responsable al menor por el delito que come- 
tió para que él lo sienta así. En esto las tendencias 
mundiales marcan claramente algo que en Uruguay 
está presente pero que no se ha tomado. ¿Qué in- 
dica el Código de la Niñez y la Adolescencia? Que 
el menor es imputable a los trece años y que existe 
una imputabilidad indirecta, que va de los diez a los 
trece años por la responsabilidad penal de los padres, 
que tampoco se ha aplicado mucho en nuestro país. 
O sea que hay una imputabilidad indirecta de 10 a 
13 años y otra de 13 a 18 años, o hasta la mayoría de 
edad, porque así se considera en base al desarrollo 
mental. Entonces, ya existe una imputabilidad para 
el menor a los 13 años; lo que hay que crear ahora es 
un sistema penal de menores con las herramientas 
necesarias para que los Jueces y los Fiscales -sobre 
todo los Jueces- tengan la posibilidad de tomar me- 
didas cautelares y de agregar otras que en este mo- 
mento constituyen una tendencia mundial y que a 
nivel de la Organización de las Naciones Unidas se 
están instrumentando en otros lugares y están siendo 
impulsadas en países centrales. ¿Qué edad se recono- 
ce en todo el mundo como de imputabilidad? Los 13 
años. Además, a nivel internacional también se reco- 
nocen dos niveles de edad de imputabilidad: de 13 a 
14 años, inclusive -según el desarrollo mental-, y de 
14 a 17 años -también según el desarrollo mental-, 
para aplicar penas mínimas y máximas. Las mínimas 
van de uno a ocho años y de uno a diez años, más allá 
de la mayoría de edad. Lo lógico es que, en los países 
en que se está aplicando este sistema, los menores, 
una vez cumplida la mayoría de edad, pasen a una 
prisión separada de los que siguen siendo menores y 
están en conflicto con la Justicia. 


Aquí hay un elemento sobre el cual se debe trabajar. 
Por ejemplo, en el proyecto de ley se hace referencia a 
una pena mínima de un año, pero entendemos que de- 
bería haber penas mínimas y máximas para que el me- 
nor se sienta responsable y, a su vez, deberíamos dar a 
la Justicia de menores la potestad de la emancipación. 
En realidad, en Uruguay hay una ley de emancipación; 
por ejemplo, si una chica de 12 años y un muchacho 
de 14 se casan, con autorización de sus padres, pasan 
a emanciparse. Creo que en el caso de los delitos gra- 
ves y gravísimos -tal como están planteados, y esa es la 
tendencia mundial-, también hay que darle a la Justicia 
la herramienta de la emancipación. Cuando el delito se 
comete con saña, con premeditación y alevosía, cuando 
se produce reiteradas veces en el domicilio, cuando hay 
violaciones y rapiñas, el Juez de menores, la Justicia de 
menores y los Tribunales de Menores deben tener la 
potestad de poder emanciparse y juzgar al menor como 
mayor. Reitero: esas son las tendencias mundiales. 
Creo que tendríamos que estar discutiendo sobre esto 
y no ir poniendo paños tibios porque, en definitiva, el 
Código de la Niñez y la Adolescencia no se ha modifica- 
do mucho, por lo menos en su esencia. 
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En mi opinión, podríamos avanzar mucho más en 
estos temas. Por ejemplo, la tendencia mundial es 
que las penas gravísimas vayan de dos a ocho años, 
según la edad de desarrollo mental del joven -de 13 a 
14 o de 14 a 17- y el informe psicológico que elabore 
el equipo técnico que esté a cargo de asesorar al Juez. 
También se puede establecer una pena que va de uno 
a cinco años en el caso de delitos graves, y cuando 
son sentencias sobre delitos gravísimos lo que marca 
el cumplimiento efectivo es un mínimo de tres cuat- 
tos de la pena. 


Creo que en Uruguay estamos teniendo la discu- 
sión en dos direcciones diferentes: la baja de la edad 
de imputabilidad a los 16 años, que puede ser un ele- 
mento que sume -como dijo el señor Senador Lacalle 
Herrera-, y el dejar todo como está. 


En realidad, no estamos visualizando los elemen- 
tos fundamentales, que son las nuevas sociedades en 
construcción, las bandas y los nuevos códigos. En ese 
sentido, quiero recordar el caso del menor que hizo 
ciertas declaraciones en Chile en 2011 y también el 
de algunos menores aquí en el Uruguay, que cometie- 
ron determinados asaltos que nos revelan lo que ocu- 
rre cuando la marginalidad está en la cabeza y no en 
el nivel socioeconómico. Indudablemente, no debe- 
mos estigmatizar la pobreza, porque esas conductas 
cruzan los estamentos sociales, más allá de que don- 
de hay un factor importante de riesgo también existe 
mayor facilidad de penetración por parte del crimen 
organizado para reclutar menores que terminan en 
conflicto con la Justicia. Pero, reitero, esto también se 
da en estratos sociales de clase media, ya que en este 
tema no se trata de mayor o menor poder adquisitivo, 
puesto que marginales hay en todos lados, incluso los 
hay de traje y corbata. Muchas veces, quienes tienen 
la cabeza más torcida son quienes poseen más dine- 
ro y alcanzan niveles más altos en la estructura del 
crimen organizado y la delincuencia internacional, y 
son aquellos que, precisamente, terminan reclutando 
a los menores para usarlos. 


Por lo tanto, creo que todos estos elementos tie- 
nen que ver con lo que pensamos y con las medidas 
que tomamos a través de las leyes que votamos. Sin 
duda, todos queremos corregir un problema sustan- 
cial que tiene nuestra sociedad. En definitiva, todos 
estamos de acuerdo en que la sociedad uruguaya ne- 
cesita un sistema de prevención, de contención, de 
recuperación y de rehabilitación de los menores, a 
fin de protegerse, más allá del pensamiento o de la 
ideología que tenga cada uno. De todos modos, creo 
que tendríamos que avanzar mucho más de lo que 
pueda resultar posible con este proyecto de ley que, 
muy tenuemente, apunta en esa dirección. 


Otro elemento a tener en cuenta es responsabilizar 
al menor estableciendo penas mínimas y máximas, 
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dando a los Jueces más medidas cautelares como, por 
ejemplo -esto no se incluye en el proyecto de ley que 
estamos considerando-, la de que sea posible separar 
al menor de los factores de riesgo, aislando el pro- 
blema y al menor hasta que ese factor de riesgo sea 
controlado; ello debería ser un elemento central de 
cualquier iniciativa. Si estamos hablando de que hay 
factores de riesgo que llevan al menor a cometer de- 
litos sin actuar por sí mismo, obviamente esos facto- 
res deben ser controlados, atacados y anulados. Por lo 
tanto, la Justicia debe tener la posibilidad de aplicar 
medidas cautelares que prevengan y puedan actuar 
directamente, utilizando todos los elementos con que 
cuenta el Estado, a fin de corregir el factor de riesgo 
que lleva al menor a cometer faltas o a entrar en con- 
flicto con la Justicia, incurriendo en delitos graves. 
Responsabilizar al menor pasa por el hecho de que 
el menor sienta que, en realidad, cometió un delito 
o una falta y tiene que pagar por ello; si el menor no 
siente que es responsable tampoco va a hacer el es- 
fuerzo de recuperarse. 


Por otra parte, hay que pensar en la rehabilitación 
del menor, porque ese es un elemento fundamental. 
Hay quienes dicen que algunos menores no se pue- 
den rehabilitar; eso es posible, pero un sistema penal 
de reclusión de menores, de control de máxima se- 
guridad para los altamente peligrosos, donde se les 
encomiende tareas que los lleven a recuperarse, con 
educación, con deporte, con determinada formación 
y con códigos de rigor internos de funcionamiento, 
sin duda permitiría recuperar a los menores. También 
hay que tener en cuenta el factor de hacinamiento; 
los menores necesitan espacio para poder desarrollar 
determinadas tareas. Ahora bien, es necesario imple- 
mentar un sistema de seguridad que se ajuste a lo 
que marcan las tendencias internacionales. En este 
sentido, se ha dado una gran discusión con respecto 
a si las guardias internas deben usar armas; al res- 
pecto, las tendencias mundiales determinan que no 
deben usarse armas letales en las guardias internas, 
pero no se establece la prohibición de utilizar otro tipo 
de armas de inmovilización de menores. Cuando hay 
factores de riesgo de violencia, esas armas de inmo- 
vilización se utilizan en todo el mundo. Asimismo, es 
necesario establecer un perímetro de alta seguridad 
con el uso de armas letales. Esto es lo que marca la 
tendencia mundial para los sistemas de reclusión en 
penales para menores que, obviamente, son peligro- 
sos. Los demás son sistemas de reclusión y recupera- 
ción abiertos. En realidad, no entiendo por qué se de- 
jaron de utilizar los 60 hogares del INAU que cuentan 
con un promedio de 3,5 hectáreas para, por ejemplo, 
los menores que cometen faltas. Actualmente se saca 
a los menores de su contexto social, donde muchas 
veces tienen relacionamiento con algún pariente del 
interior del país, y se los traslada a Montevideo a los 
organismos que tiene el INAU aquí, en lugar de apro- 
vechar esos 60 hogares para aquellos que cometieron 
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faltas menores. Este es un elemento que, a mi juicio, 
habría que tener en cuenta. El INAU tiene esos ho- 
gares que cuentan con chacras para trabajar, lo que 
permitiría recuperar a aquellos menores que han co- 
metido pequeñas faltas, que fueron abandonados o 
que están en conflicto con la sociedad en su conjunto 
pero se pueden rehabilitar. En cuanto a los profunda- 
mente peligrosos -que no son tantos, ya que el último 
informe del sistema de reclusión de menores habla 
de 457 peligrosos que se encuentran recluidos-, el 
problema se podría solucionar, en primer lugar, con- 
trolando la evasión que, por cierto, ya ha disminuido 
muchísimo. Se trata de encontrar un sistema que no 
sólo no permita la evasión, sino que además recupere 
a los menores poniéndolos a trabajar y a estudiar. Se 
podría aplicar un régimen de calificación de penas, 
como se hace en otras partes del mundo, de modo 
que a medida que avanzan en el estudio, en el de- 
porte, y se califiquen más, puedan recuperarse y dis- 
minuir el nivel de las penas aplicadas. Eso, además, 
los ayuda a calificarse en la pena porque les permite 
alcanzar la recuperación. 


Estos son elementos que tienen que ver con lo que 
nosotros entendemos que debe ser un sistema penal 
de menores en el Uruguay, además de lo que se pue- 
da hacer ahora a través de este proyecto de ley que 
vamos a acompañar, más allá de que pensamos que 
se debería avanzar mucho más. El sistema penal de 
menores y la Justicia de menores deben apuntar en la 
dirección en la que está avanzando la nueva sociedad 
en construcción a nivel nacional e internacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado una moción a 
la Mesa en el sentido de que se prorrogue el tiempo 
de que dispone el orador. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 

SEÑOR SARAVIA.- Gracias, señor Presidente. 


En realidad, marcando lo que las tendencias in- 
ternacionales tratan hoy de llevar adelante con res- 
pecto a los sistemas penales de menores, vemos que, 
justamente, hay calificaciones en lo que es la recupe- 
ración del menor dentro del propio sistema. Sin duda, 
lo importante es recuperar al menor y reinsertarlo en 
la sociedad, de modo que pueda volver al marco so- 
cial. Al reinsertar a una persona que estaba en con- 
flicto con la sociedad, se eliminan los factores de ries- 
go muy importantes que la llevaron a esa situación. 
Si el menor logra tener un oficio, empezar a trabajar, 
y si estudió durante el tiempo de reclusión, elimina- 


11 de diciembre de 2012 


mos los factores de riesgo que lo llevaron a entrar en 
conflicto con la Justicia, que son el contexto social, 
el familiar, la falta de trabajo, las drogas, el tráfico de 
drogas, etcétera. Inclusive, se puede contrarrestar el 
efecto de un sistema educativo que no es capaz de 
contener al menor que tiene un entorno de riesgo. 
En realidad, la sociedad occidental a la que estába- 
mos acostumbrados brindaba al menor la contención 
familiar, pero en las últimas décadas hemos asistido a 
un proceso de desintegración social, a lo que coadyu- 
vó el incremento de otros factores de riesgo vincula- 
dos con el crimen organizado, el tráfico de drogas, el 
tráfico de armas, etcétera. Todo eso ha llevado a que 
se recluten más menores para introducirlos en el de- 
lito y a que se agreguen más factores de riesgo social. 


El segundo factor que favorecía la contención del 
menor cuando los padres tenían que trabajar consis- 
tía en la escuela y en el liceo, es decir, en el contexto 
educativo, además del contexto social que brindaba 
el barrio. Sin embargo, todo eso se fue deteriorando 
paulatinamente y por eso es que, en definitiva, hoy 
hay una gran cantidad de menores que entran en 
conflicto con la Justicia y se enfrentan con la socie- 
dad. Ese menor necesita retomar, en un sistema de 
reclusión penal para menores, los valores de la socie- 
dad occidental a través de la educación y la exigencia, 
para que ese menor al que se le aplicó una pena ma- 
yor -por ejemplo, de 5, 7,8 0 10 años para las penas 
graves-, tenga la posibilidad de reducirla o salir en 
régimen de libertad anticipada en lugar de cumplir 
los tres cuartos de la pena que marcan los parámetros 
internacionales para el sistema de reclusión de me- 
nores. Creo que eso tiene que ver también con cómo 
se califica a los menores, dónde se los recluye y cómo 
se califica al personal que trabaja con ellos. Cabe 
mencionar que, en varias ocasiones, los funcionarios 
del INAU han realizado cursos internacionales para 
actuar en el sistema. El nuevo sistema penal de me- 
nores aún no se ha organizado, pero hemos hablado 
con el Director del Sirpa, que tiene ideas importantes 
y claras al respecto, y le hemos hecho llegar un tra- 
bajo sobre el sistema penal de menores en el mundo 
entero y la aplicación de determinados sistemas de 
reclusión para recuperarlos. 


A mi juicio, estos son elementos que deben ir su- 
mando y haciéndonos ver que en el marco de la socie- 
dad hay elementos nuevos, como lo demuestran los 
estudios que se han hecho en todo el mundo, sobre 
todo en América Latina. Uruguay no escapa a esta 
situación; creíamos que por ser una “aldea” en la que 
todos nos conocemos, íbamos a escapar a la interna- 
cionalización del delito y del crimen organizado. En 
realidad, los carteles internacionales de la droga han 
tomado posición en la región. Surgen, como novedad 
-para nosotros no lo son porque hace tiempo que ve- 
nimos estudiando el tema-, elementos como el en- 
trelazamiento de los jefes del narcotráfico, desde las 
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cárceles, con ejércitos a cargo -afuera-, armados para 
cometer homicidios. En Brasil, por ejemplo, conoci- 
dos narcotraficantes hacen declaraciones a través de 
los medios de prensa y amenazan a todo el sistema; 
en San Pablo y en Río de Janeiro mensualmente mue- 
ren decenas de policías debido al combate al crimen 
organizado. Sabemos lo que ha sido la toma de las 
favelas de Río de Janeiro y el sistema que surgió en 
Centroamérica para el control de la inseguridad; hoy, 
en México, prácticamente se llegó a un Estado fallido 
y hay alrededor de 56.000 o 57.000 civiles muertos 
que nada tenían que ver con los enfrentamientos en- 
tre los integrantes del crimen organizado y las fuerzas 
de seguridad. 


Creo que nosotros estamos a tiempo de contro- 
lar el problema; debemos ser más firmes en el tema; 
pensar en un sistema penal de menores con penas 
máximas y mínimas; permitir que la Justicia de me- 
nores utilice la emancipación de los mismos como 
herramienta y que tenga la posibilidad de establecer, 
además de penas máximas, medidas cautelares para 
prevenir los factores de riesgo. Asimismo, se deberá 
trabajar en el marco de la sociedad y del Gobierno, 
en particular desde el Estado, sobre los factores de 
riesgo que hay que prevenir, porque son los elemen- 
tos fundamentales que pueden cortar la cadena de 
desarrollo de las nuevas sociedades que se están for- 
mando. Se debe mejorar la educación, promover las 
tareas sociales y estar presente en aquellos barrios 
que han sido ocupados por el crimen organizado a 
través de bandas juveniles. 


Diferentes organismos internacionales han rea- 
lizado estudios -nosotros hicimos los nuestros- que 
demuestran que en el Uruguay el riesgo de inter- 
vención de sesenta lugares por el crimen organizado 
proviene solo de un 5% de la población del barrio; 
el 95% restante de la población está constituido por 
familias trabajadoras que muchas veces se encuen- 
tran en contextos críticos y son prisioneras de ese 5% 
de población integrada por delincuentes que se han 
adueñado del barrio. La Policía no da abasto, no pue- 
de contener esa situación. El Estado necesita ocupar 
el territorio para corregir ese problema y llevar a cabo 
tareas sociales que prevengan los factores de riesgo. 
De lo contrario, seguiremos votando leyes que no co- 
rregirán ese problema que se acrecienta diariamente. 


Por otro lado, está el problema de la gran cantidad 
de mujeres menores de edad embarazadas que hay en 
los asentamientos irregulares. Debemos actuar para 
darles contención y un contexto de seguridad al ho- 
gar, eliminando el factor de riesgo conexo que es, jus- 
tamente, que más del 70% de esas madres solteras -la 
mayoría con dos hijos- tiene un familiar muy cercano 
preso en las cárceles del país por haber cometido al- 
gún delito grave. 
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Estas son las reflexiones que quería hacer al de- 
jar constancia de estos temas. Acompañaremos con 
nuestro voto este proyecto de ley, reiterando que se 
debe profundizar mucho más en lo que significa un 
sistema penal de menores que realice un trabajo con- 
junto, global, sobre la prevención de los factores de 
riesgo, la responsabilidad del menor y su recupera- 
ción. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: no voy a rea- 
lizar una exposición, sino que fundamentaré mi voto. 


Me parece que hay que tener la honestidad inte- 
lectual de reconocer que la sociedad uruguaya y el 
sistema político recién se están aproximando a dar 
respuestas al problema que tenemos entre manos, 
que viene de larga data. Por eso digo que hay que 
tener honestidad intelectual, porque en realidad el 
enfoque integral que ataca los problemas de la base 
social y cultural, de la desestructuración, la margina- 
ción, la incursión del crimen organizado -basta leer la 
exposición que el Juez Valenti, especializado en Cri- 
men Organizado, realizó hoy en el diario El País- y 
otros factores que tienen que ver con la represión o la 
contención, el trato en las cárceles y la reeducación 
-entre otros- se viene desarrollando lentamente. Es- 
toy cansado de escuchar, desde mediados de la déca- 
da de los noventa, el discurso de que con el aumento 
de las penas se lograrían soluciones. Hubo tres em- 
pujes -si no recuerdo mal- en materia de incremento 
de las penas, y lo que obtuvimos fue que el número 
de presos pasara del orden de los 3.000 a los 9.000 o 
10.000 y que, al mismo tiempo, se incrementara el 
delito en sus diversas expresiones. Eso quiere decir, 
entonces, que teníamos un enfoque unilateral sobre 
una cuestión mucho más compleja. Me parece que 
la suma y la articulación de las complejidades y los 
nuevos enfoques van creando la idea de que hay que 
atacar los problemas de la convivencia desde distintos 
ángulos. Es así que aparece una batería de medidas. 


Comparto el trabajo que muy seriamente ha rea- 
lizado la Comisión con este proyecto de ley; es muy 
significativo. No se puede decir que estos cambios al 
Código de la Niñez y la Adolescencia son poca cosa, 
ya que van en la línea de la responsabilidad, de la 
severidad y de la reeducación, lo que es realmente 
significativo; solos no bastan para encarar un pro- 
blema que es tan importante. Hay muchas medidas 
que vienen juntas o que se están ejecutando en for- 
ma simultánea y paralela, y que han sido informa- 
das al Parlamento; lo que sucede es que en muchas 
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convocatorias han venido los Ministros, han leído sus 
informes, y los sectores que no han compartido sus 
puntos de vista se retiraron de Sala, luego retornaron 
y, en realidad, es como si ello no hubiera existido. En 
realidad, vamos a terminar este período de Gobier- 
no sin hacinamiento en las cárceles -lo que ha sido 
reconocido por el Comisionado Parlamentario- y con 
una clasificación dentro de ellas. Hay institutos crea- 
dos por todo el sistema de partidos, como el Sirpa, 
que está en un proceso de ejecución. No es cierto 
que no se esté apuntando al trabajo porque cerca de 
un tercio de los menores infractores están vincula- 
dos a distintas formas de trabajo y en la articulación 
de esto, en muchos casos, participan empresarios, 
sindicalistas y otras expresiones de la sociedad civil. 
Uruguay está madurando en torno a un problema 
que ha irrumpido en América Latina, en el mundo y 
en nuestro país con una fuerza muy importante y no 
nos podemos permitir el fracaso. Creo que estamos a 
tiempo de evitar las aristas más dañinas del fenóme- 
no, pero eso no quiere decir que no nos esté hiriendo 
profundamente. Cuando se realiza un esfuerzo desde 
distintas direcciones -se puede estar de acuerdo o en 
desacuerdo, parcialmente de acuerdo o parcialmente 
en desacuerdo- hay que reconocerlo y tratar de ayu- 
dar porque este es un problema de la sociedad. Este 
problema no lo resuelve el Estado como tal, ni un 
cambio legislativo en forma aislada; eso puede con- 
tribuir, pero no lo resuelve porque es un problema 
que daña profundamente la convivencia desde su raíz 
más profunda. 


Por estas consideraciones, vamos a votar este pro- 
yecto de ley que nos parece que es un avance sustan- 
tivo a la solución de este problema. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: va- 
mos a ser breves porque compartimos plenamente los 
argumentos expresados por el Senador Michelini al 
fundamentar el proyecto de ley que está a conside- 
ración. Sin embargo, como a lo largo de la sesión se 
han hecho algunas consideraciones -y lamento que 
no esté en Sala el Senador Lacalle Herrera-, quisié- 
ramos hacer nuestras apreciaciones. 


Por supuesto, compartimos que el tema del amor 
en los niños y adolescentes es clave; eso nadie lo pue- 
de discutir. Es el amor el que marca los límites y los 
valores, pero es muy difícil que una institución lo 
brinde y esa es una realidad; puede haber una canti- 
dad de cosas que traten de suplirlo, pero es muy difí- 
cil suplir algo que se trasmite de otra manera. Si será 
así, que casi todos los tatuajes que los chiquilines, 
los menores infractores tienen en su cuerpo dicen: 
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“mamá” o “mamá, te quiero”. Esos tatuajes grafican 
las ausencias y las carencias -como la de un padre- de 
esos chiquilines. Esa es la realidad. Nosotros quisimos 
ir por el camino de poner a alguien como el padre Bo- 
rrazás y pusimos al padre Mateo, pero la estructura 
pública lo derrotó porque hay que pasar por el Tocaf, 
por el Tribunal de Cuentas, por una y otra normativa, 
y contra eso no pudo. Quizás haya que tener un regla- 
mento especial; entonces, hablemos de eso. De todos 
modos, el mecanismo ha ido mejorando muchísimo, 
ya no existen la cantidad de fugas que había y eso se 
ha dicho acá. También se ha afirmado que la mayoría 
de los delitos son protagonizados por menores, pero 
eso no lo comparto porque no es cierto. 


Creemos que por este camino vamos a lograr com- 
pensar la falta de contención social que tienen los 
chiquilines; eso es lo que está haciendo el Sirpa. Hay 
150 chiquilines que trabajan, gracias a la colabora- 
ción de empresas públicas y privadas, así como tam- 
bién de los sindicatos y de un montón de gente que 
se implicó en esto. Esos chiquilines podrían fugarse 
porque en los lugares donde trabajan no hay cerco ni 
guardia, pero no lo hacen porque empezaron a enten- 
der cuál es el camino. Entonces, que no se diga que 
no se avanza; sí se avanza, pero no podemos decir 
que se hagan las cosas en tres días porque para algu- 
nos serán tres días, para otros tres meses y para otros 
tres años, pues todas las circunstancias son diferen- 
tes. Ahora se recibieron una cantidad de chiquilines 
del curso de Secundaria pero, obviamente, eso no fue 
noticia. Hay chiquilines que estudian y que trabajan. 


Tenemos en reconstrucción el que fuera el Regi- 
miento de Caballería N* 9 porque allí se va a instalar 
la sede central del Sirpa, pero no puede ser ocupado 
de inmediato. Se darán cuenta que las condiciones 
para alojar a menores infractores no son las mismas 
que las de un cuartel para su funcionamiento por- 
que, además, se trata de un edificio bastante viejo. 
Se está terminando la obra de General Flores y Luis 
Alberto de Herrera y, además, se está incorporando la 
refacción de La Tablada, que será para los que hayan 
cumplido 18 años y deban seguir cumpliendo pena. 
Así que está todo en marcha con los tiempos del Es- 
tado, con los tiempos de nuestra sociedad. Se están 
cumpliendo, paso a paso, las cosas que dijimos y eso 
lo veremos con el tiempo. Por otra parte, hasta ahora 
no hemos tenido reincidencia de los chiquilines que 
siguen este camino. 


Es verdad que quizás las cosas no se logren en un 
100%, pero no me cabe duda en cuanto a que vamos 
a reducir ese número. Tampoco se puede hablar de 
hacinamiento de los adultos cuando se hizo nueva la 
cárcel de Las Rosas y la de Rivera, cuando se está 
construyendo otra cárcel dentro del predio de Punta 
de Rieles y los módulos nuevos del ex-Comcar. Hay 
que salir, recorrer y mirar; es así de sencillo. 


CÁMARA DE SENADORES 


163-C.S. 


Quería dejar estas constancias, señor Presidente, 
porque me parece que este tema es muy importante. 
Tenemos que ser muy responsables en la votación de 
estas leyes, pero tenemos que mirar la realidad como es. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: vamos 
a acompañar este proyecto de ley que, como ha dicho 
un Senador preopinante, es un paso -aunque tenue- 
que va en el sentido correcto. 


Hace algunas semanas participamos en la televi- 
sión en un debate público con el Ministro del Interior, 
el señor Bonomi, y nos sorprendimos cuando él reco- 
noció públicamente -creo que de una forma valiente- 
que los problemas de inseguridad que hoy estamos 
viviendo se deben, principalmente, a que para el Go- 
bierno que asumió sus funciones en el año 2005 la 
seguridad no fue la prioridad. Obviamente que esas 
malas decisiones que se adoptaron en el año 2005 
precipitaron una cantidad de circunstancias con re- 
lación a la seguridad y, en especial, a la participación 
de los menores en hechos delictivos muy graves. Esto 
no lo afirmo yo, sino que surge de la mera lectura, 
del mero análisis de las estadísticas, porque el país 
hoy destina tres veces más recursos al Ministerio del 
Interior -repito: tres veces más recursos-, pero tiene 
más del doble de rapiñas. En este 2012 se ha batido 
un récord en la historia del país en materia de ho- 
micidios, según los números que registran los obser- 
vatorios privados y el propio Ministerio del Interior. 
Lamentablemente, mayor presupuesto ha significado 
mayor cantidad de rapiñas y mayor cantidad de ho- 
micidios en el país. Y no podemos caer en el argu- 
mento simplista de mirar para otro lado, de decir que 
estamos haciendo las cosas bien o que como estamos 
destinando más recursos, estamos haciendo las cosas 
bien. Todo lo contrario: si estamos destinando más re- 
cursos y los índices e indicadores de inseguridad au- 
mentan es porque algo debemos estar haciendo mal. 


Sin lugar a dudas, todos estos indicadores se han 
visto influenciados por un aumento de la participa- 
ción de los menores en los delitos. Nuevamente quie- 
ro citar los datos oficiales emitidos por el Ministerio 
del Interior, que nos dicen, por ejemplo, que en el 
año 2006 los menores eran responsables del 9% de 
los homicidios cometidos en Montevideo, y en el año 
2010, del 26%; es decir, casi tres veces más. 


Cito nuevamente los datos del Ministerio del In- 
terior, en este caso, referidos a la participación de 
los menores en las rapiñas ocurridas durante el año 
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2010 en Montevideo. Esos datos indican que en el 
53% de las rapiñas participaron menores de edad. 
Cito también los datos a los que hizo referencia el 
señor Senador Pasquet, acerca de menores y mayores 
condenados por la Justicia por su participación en ra- 
piñas: 46% a 54%; esto es, más o menos 50% y 50%. 
Estos son datos que nos golpean como sociedad; esos 
son datos de la realidad que nos obligan a enfrentarla. 


Pensamos que no hay que tener una visión exclu- 
sivamente desde el punto de vista del encierro y la 
rehabilitación. Creemos sí que es esencial la rehabi- 
litación; creemos que sí es esencial la reeducación y 
creemos sí, como venimos reclamando hace tiempo, 
que tienen que estar fuera del INAU. No termina- 
mos de comprender por qué el Sirpa está dentro del 
INAU. Si este Instituto hace un formidable trabajo 
con una cantidad de jóvenes que no delinquen, no 
debería estar dentro de él un organismo que se ocupa 
de aquellos que sí delinquen. 


Entendemos el esfuerzo presupuestal que se está 
haciendo en el país para encarar el tema, pero cree- 
mos que ha habido una gran ineficiencia en la ges- 
tión. 


Hace algunos meses me visitaron los actuales inte- 
grantes del INAU y del Sirpa para comunicarme que 
no iban a realizar licitaciones públicas para proceder 
a la construcción y reconstrucción de locales para la 
reclusión. Nosotros les dimos todo el apoyo, como lo 
hemos hecho con el Gobierno cada vez que ha venido 
a solicitar recursos para encarar este tema. Quizá ha 
contado con recursos como nunca, pero las cosas no 
suceden. Entendemos que los ritmos del Gobierno no 
son los adecuados para solucionarlo. 


Si de muestra basta un botón, alcanza con mirar 
el artículo 5” de este proyecto de ley, por el cual se es- 
tablece que el Poder Ejecutivo formará una Comisión 
Especial con el cometido de redactar un proyecto de 
ley sobre responsabilidad infraccional juvenil. La ver- 
dad es que no entiendo por qué se necesita una ley 
para conformar una Comisión; no creo que se necesi- 
te una ley. ¡No sé por qué el Poder Ejecutivo está es- 
perando que se apruebe esta ley para conformar esta 
Comisión! ¡Estamos perdiendo el tiempo! ¿Mediante 
una ley se va a crear una Comisión Especial que ten- 
drá que redactar un proyecto de ley y mientras tanto 
la minoridad sigue delinquiendo en las calles? 


Queremos decir también que esto no es discri- 
minar ni estigmatizar a los menores, porque nadie 
discrimina ni estigmatiza a los mayores cuando dice 
que tiene que haber penas para aquellos mayores que 
delinquen. Creemos que esta es una realidad que va 
mucho más allá de los análisis de probeta que se hi- 
cieron a comienzos de 2005; esos análisis que decían 
que liberando presos la cosa iba a andar mejor o se 
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iba a solucionar el hacinamiento, o aquellos que indi- 
caban que no había que sancionar o penar a los me- 
nores que delinquían. Bueno, la realidad y las estadís- 
ticas nos han golpeado en la cara. Hay una realidad 
enorme, ¡pero enorme!, en el Uruguay. 


Además, el estudio del Defensor de Oficio Daniel 
Sayagués sobre los motivos que tienen los menores 
para delinquir es contundente: el 1% -repito: 1%- se- 
ñaló que cometía el delito por necesidad económica; 
el 10% -repito: 10%- alegó haber robado para finan- 
ciar su adicción a la pasta base; el 54% afirmó no 
tener necesidad de robar, ya que no le faltaba nada, y 
el 35% alegó haber robado por ser su medio de vida, 
su trabajo. 


Hace algunas semanas estuve en la presentación 
de un trabajo en el que participó un grupo multidisci- 
plinario, donde estaba el Padre Mateo, el economista 
Munyo, el ex-Jefe de Policía José Pedro Delgado y el 
Fiscal Letrado de Menores doctor Gustavo Zubía. To- 
dos concluyeron que era vital la rehabilitación, pero 
que también era necesario que se percibiera por par- 
te de los menores que delinquen que una conducta 
equivocada iba a ser penada, porque, sí, obviamente, 
los adolescentes y los menores muchas veces están 
en conflicto con los límites. Van hasta el límite, vuel- 
ven, lo pasan un poco y vuelven, porque se van socia- 
lizando. Pero el problema es que hoy en Uruguay hay 
menores que no visualizan la existencia de ese límite, 
que dicen cosas como a las que hace referencia el 
doctor Sayagués en su trabajo. Preguntados por qué 
delinquen, contestan: “Es un bollo y no pasa nada”. 
“Es fácil, todos lo hacen y si te agarran no pasa nada”. 
“Estoy invirtiendo para cuando me retire a los 18 
años”. “Es más fácil asaltar un local de pagos que un 
ómnibus y la ganancia es mayor”. “Lo maté porque 
hay que hacerse respetar”. ¿Qué es lo que están di- 
ciendo todas estas respuestas? Que no visualizan que 
hay un límite, que no visualizan que esa conducta de 
quitarle la vida a otro ser humano, rapiñarlo o lasti- 
marlo tiene una sanción. De ahí que, en coincidencia 
con las palabras vertidas por el señor Senador Lacalle 
Herrera, nosotros entendemos que se debe encarar 
la creación de un instituto de rehabilitación fuera del 
INAU, pero, además, bajar la edad de imputabilidad 
a los 16 años, fijar los límites a esas conductas anti- 
jurídicas y que quienes hoy no las visualizan, las vi- 
sualicen y sepan que si las transgreden existirá una 
sanción y no puedan decir: “Es un bollo” o “Lo maté 
porque hay que hacerse respetar”. 


Saludamos, sí, un cambio de orientación en la 
Bancada oficialista, un cambio de orientación en la 
medida en que durante mucho tiempo, durante mu- 
chos años, se dijo que aumentar las penas no era so- 
lución y hoy, por la vía de este proyecto de ley, enca- 
ran el rumbo correcto, tímidamente dan un primer 
paso y creemos que eso es lo positivo. Por eso vamos 
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a acompañar esta iniciativa, aunque no votaremos el 
artículo 5, por entenderlo innecesario, y hacemos un 
llamado al Poder Ejecutivo a constituir esta Comisión 
Especial sin esperar a que se termine de aprobar el 
proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Ha llegado a la Mesa una moción de orden para 
que se suprima la lectura del articulado. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 12. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 25. Afirmativa. 


SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra, el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: la Bancada 
del Partido Nacional no acompañó este artículo en la 
Comisión en virtud de que no compartimos que en la 
nueva redacción del numeral 1) del artículo 72 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia se hayan agrega- 
do exigencias en cuanto al carácter del homicidio. En 
la redacción dada por la Ley N” 17.823 se define al 
homicidio, conforme al artículo 310 del Código Penal, 
como una infracción gravísima. La nueva redacción 
del proyecto de ley, tanto en el remitido por el Poder 
Ejecutivo como en el aprobado por la Comisión, se 
habla de homicidio intencional con agravantes espe- 
ciales, artículos 311 y 312 del Código Penal. En vir- 
tud de que se restringe el concepto de homicidio a la 
hora de tipificar la existencia de una infracción de 
carácter gravísima es que hemos marcado nuestras 
discrepancias. Por este motivo no acompañamos el 
artículo 1% de este proyecto de ley en la Comisión y, 
coherentes con esa actitud, no lo hemos acompañado 
ahora en el Senado. 
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SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra, el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: por las 
mismas razones, los Legisladores del Partido Colora- 
do no hemos acompañado el artículo 1”. 


Como señalamos en la discusión general, no se 
justifica suprimir el homicidio intencional del artícu- 
lo 310 del Código Penal del elenco de las infracciones 
gravísimas. Valoramos sí debidamente que se incluya 
entre esas infracciones a la tentativa de rapiña, ac- 
tualmente no prevista con ese carácter en el Código 
de la Niñez y la Adolescencia; pero nos pesa más, na- 
turalmente, la exclusión del homicidio puro y simple, 
el homicidio no especial ni especialmente agravado, 
y por esa razón no hemos dado nuestro voto a esa 
disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el ar- 
tículo 2". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3%. 

SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: nosotros 
formulamos una serie de observaciones al artículo 
3% y habíamos pensado en la posibilidad de proponer 
al Cuerpo una redacción alternativa para alguno de 
sus incisos. Sin embargo, hechas las consultas perti- 
nentes con la Bancada de Gobierno, se nos informó 
que no hay ambiente para modificar el proyecto de 
ley y por esa razón no hemos presentado la redacción 
alternativa. Votaremos el artículo tal cual ha venido 
de la Comisión porque, en definitiva, en el balance, 
preferimos esta redacción a la situación actual, sin 
perjuicio de lo que oportunamente expresamos en la 
discusión general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado constancia 
de la posición del señor Senador Pasquet cuando se 
desarrolló la discusión en general del proyecto de ley. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 3%. 
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(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 4”. 


Tengo la impresión de que aquí habría que hacer 
un pequeño cambio en la redacción, porque no creo 
que deba decirse: “en el artículo 116 BIS de esta ley”. 
Si el Senado está de acuerdo, se me ocurre que ha- 
bría que establecer, por lo menos, “en el artículo 116 
BIS agregado al Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia”, que es lo que se hace, ahora sí, en este proyecto 
de ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el 
Miembro Informante, señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Ahora lo que se intenta es 
modificar el artículo 94 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Aquí se habla de “en el artículo 116 
BIS”, precisamente, de este Código; advirtamos, tam- 
bién, que en el ARTÍCULO 116 BIS se hace referen- 
cia a este Código. Creo que esta había sido la pro- 
puesta del señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo suprimiría el término 
“este” y agregaría: “del Código de la Niñez y la Ado- 
lescencia”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
primer lugar el artículo tal cual ha venido de la Comi- 
sión. 

(Se vota:) 

-0 en 26. Negativa. 

Se va a votar el artículo con la modificación pro- 
puesta, en el sentido de que luego de la expresión: 
“en el artículo 116 BIS” se agregue: “del Código de la 
Niñez y la Adolescencia”. 

(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-21 en 27. Afirmativa. 


En consideración el artículo 6*. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-25 en 27. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTÍCULO 1.- Sustitúyese el artículo 72 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia aprobado por 
la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 72. (Clases de infracción).- Las in- 
fracciones a la ley penal se clasifican en graves y gra- 
vísimas. Son infracciones gravísimas a la ley penal: 


1) Homicidio intencional con agravantes especia- 
les (artículos 311 y 312 del Código Penal). 


2) Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código 
Penal). 


3) Violación (artículo 272 del Código Penal). 
4) Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


5) Privación de libertad agravada (artículo 282 del 
Código Penal). 


6) Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
7) Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 


8) Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 
del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, en la redacción dada por el artículo 3 de la 
Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998). 


9) Cualquier otra acción u omisión que el Código 
Penal o las leyes especiales castigan con una pena 
cuyo límite mínimo sea igual o superior a seis años de 
penitenciaría o cuyo límite máximo sea igual o supe- 
rior a doce años de penitenciaría. 


10) La tentativa de las infracciones señaladas en 
los numerales 1), 3), 4) y 6) y la complicidad en las 
mismas infracciones. 


En los casos de violación no se tomará en cuenta 
la presunción del ejercicio de violencia (artículo 272 
del Código Penal). 


Las restantes son infracciones graves a la ley pe- 
nal”. 
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ARTÍCULO 2".- Agrégase al artículo 76 del Có- 
digo de la Niñez y la Adolescencia aprobado por la 
Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, en la re- 
dacción dada por la Ley N* 18.778, de 15 de julio de 
2011, el siguiente numeral: 


“16) En caso de conformidad de las partes, al fi- 
nalizar la audiencia preliminar se podrá efectuar, en 
sustitución de la sentencia interlocutoria que da ini- 
cio al procedimiento, el dictado de sentencia defini- 
tiva, previo traslado en la propia audiencia y por su 
orden, al Ministerio Público y a la Defensa, a fin de 
que efectúen sus alegaciones. 


En tal caso, los informes técnicos se realizarán pa- 
ralelamente al proceso de la audiencia por el equipo 
técnico que determine la Sede. La eventual carencia 
de estos informes no obstará a que el Juez dicte sen- 
tencia definitiva”. 


ARTÍCULO 23".- Agrégase al Código de la Niñez 
y la Adolescencia aprobado por la Ley N* 17.823, de 
7 de setiembre de 2004, en la redacción dada por la 
Ley N* 18.778, de 15 de julio de 2011, el siguiente 
artículo: 


“ARTÍCULO 116 BIS. (Régimen especial).- Sin 
perjuicio de la aplicación de las normas y principios 
establecidos en este Código, en los casos en que el 
presunto autor sea mayor de quince y menor de die- 
ciocho años de edad, y cuando el proceso refiera a las 
infracciones gravísimas previstas en los numerales 
1), 2), 3), 4), 5), 6) y 9) del artículo 72 de la presente 
ley, el Juez, a solicitud expresa del Ministerio Público 
y una vez oída la defensa, deberá disponer la aplica- 
ción de las siguientes reglas: 


a) La privación cautelar de libertad será precepti- 
va hasta el dictado de la sentencia definitiva. 


b) Las medidas privativas de libertad tendrán una 
duración no inferior a los doce meses. 


c) El infractor, una vez ejecutoriada la sentencia de 
condena podrá solicitar la libertad anticipada, siempre 
y cuando haya cumplido efectivamente el mínimo de 
privación de libertad establecido en el literal anterior y 
a su vez, superare la mitad de la pena impuesta. 


d) Las medidas de privación de libertad deberán 
ser cumplidas en establecimientos especiales, sepa- 
rados de los adolescentes privados de libertad por el 
régimen general. 


e) Cuando el infractor cumpla los dieciocho años 
de edad, pasará a cumplir la medida de privación de 
libertad en un establecimiento especial del Sistema 
de Responsabilidad Penal Adolescente (SIRPA) sepa- 
rado de los menores de dieciocho años de edad. 
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f) La elevación preceptiva de las actuaciones al 
Juzgado Penal de turno a efectos de que este con- 
voque a los representantes legales del adolescente 
para determinar su eventual responsabilidad en los 
hechos”. 


ARTÍCULO 4”.- Sustitúyese el artículo 94 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia aprobado por 
la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, en la 
redacción dada por la Ley N* 18.778, de 15 de julio 
de 2011, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 94. (Procedimiento por modificación 
o cese de las medidas).- Se deberá decretar en cual- 
quier momento -a excepción de lo dispuesto en el 
artículo 116 BIS del Código de la Niñez y la Adoles- 
cencia- el cese de la medida cuando resulte acredi- 
tado en autos que la misma ha cumplido su finalidad 
socioeducativa. 


La tramitación de todas las solicitudes de susti- 
tución, modificación o cese de las medidas, se hará 
en audiencia, debiendo dictarse resolución fundada, 
previo los informes técnicos que se estimen pertinen- 
tes, con presencia del adolescente, de sus represen- 
tantes legales, de la defensa y del Ministerio Público. 


La audiencia deberá celebrarse en un plazo que 
no exceda los diez días a partir de la respectiva soli- 
citud”. 


ARTÍCULO 5”.- El Poder Ejecutivo, en el térmi- 
no de treinta días a partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley, formará una Comisión Especial con 
el cometido de redactar un proyecto de ley que legis- 
le en forma exclusiva el régimen de responsabilidad 
infraccional juvenil, en el marco de las definiciones 
y principios consagrados por la Convención de Nacio- 
nes Unidas sobre los Derechos del Niño y otras nor- 
mas internacionales aplicables. Se priorizarán en to- 
dos los casos, los grados de responsabilidad del joven, 
así como las medidas alternativas a la internación y 
su proceso de inclusión social. 


Antes del 31 de julio de 2013, el Poder Ejecutivo 
deberá enviar al Poder Legislativo el proyecto de ley 
referido. 


ARTÍCULO 6.- A partir de la entrada en vigen- 
cia de la presente ley, el Poder Judicial deberá presen- 
tarle a la Asamblea General un informe cuatrimestral 
detallando los resultados de su aplicación”. 


16) PUERTO DE AGUAS PROFUNDAS 
SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a consi- 


derar el asunto que figura en segundo término del 
Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se declara 
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habilitado el Puerto de Aguas Profundas situado en 
las costas del Océano Atlántico. (Carp. N* 923/2012 
- Rep. N* 704/12)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 923/2012 
Rep. N% 704/2012 
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Artículo Único.- Declarase habilitado el Puerto 
de Aguas Profundas situado en las costas del Océano 
Atlántico, en la 10* Sección Catastral del departa- 
mento de Rocha, en la zona denominada en el Orde- 
namiento Territorial Departamental como Zona entre 
Cabos, cuyo frente marítimo comprende los balnea- 
rios: Mar del Plata, El Palenque y San Francisco, en- 
tre los puntos con las coordenadas geográficas: 34" 
3217” latitud sur — 54 03'38” longitud oeste y 34" 
30'59” latitud sur — 54% 01'39” longitud oeste. 


Las obras portuarias y de infraestructura que allí 
se localicen deberán contar previamente con todas 
las habilitaciones y autorizaciones que la normativa 
vigente exige, especialmente las respectivas al orde- 
namiento territorial y al medio ambiente. 


Daniel Martínez, Miembro Informante; Héctor 
Lescano, Rafael Michelini, Luis Rosadilla, 


Tabaré Viera. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Montevideo, 2 de julio de 2012. 
Señor Presidente de la Asamblea General. 
El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo a fin de poner a su consideración la ha- 


bilitación del Puerto de Aguas Profundas a ubicarse 
en las costas del 
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Océano Atlántico, departamento de Rocha, entre 
las progresivas km 236,500 y km 242,000 de la ruta 
nacional N*10, de acuerdo al plano de ubicación ad- 
junto. 


La construcción y desarrollo de dicho puerto se 
encuadra en la política nacional portuaria de estímulo 
al desarrollo de una logística de transporte eficiente 
que dinamice el desarrollo de la producción y la 
economía nacional. 


A efectos de analizar las opciones para la instala- 
ción del puerto de aguas profundas, por Decreto 
N* 395/011 de fecha 15 de noviembre de 2011, se 
creó la Comisión interministerial integrada por un 
delegado del Presidente de la República, que la presi- 
de, y los subsecretarios de los Ministerios de Trans- 
porte y Obras Públicas, de Economía y Finanzas, de 
Industria, Energía y Minería y de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente. Esta propuesta 
de instalación de un puerto de aguas profundas es 
resultado de los estudios, informes y recomendacio- 
nes efectuados por la referida Comisión, aprobados 
por el Poder Ejecutivo según Decreto N” 196/012 de 
14 de junio de 2012. 


En cumplimiento de lo previsto en el artículo 85 nu- 
meral 9” de la Constitución de la República y el artículo 
473 de la Ley N* 18.719 de 27 de diciembre de 2010, se 
promueve la habilitación del mencionado puerto oceá- 
nico. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su 
mayor consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Enrique 
Pintado. 


Proyecto de Ley 


Artículo Único.- Declárase habilitado el Puerto 
de Aguas Profundas situado en las costas del Océano 
Atlántico, Departamento de Rocha, entre las progre- 
sivas km 236,500 y km 242,000 de la Ruta Nacio- 
nal N” 10, aprobado por Decreto del Poder Ejecutivo 
N* 196/012 de 14 de junio de 2012. 


Enrique Pintado”. 
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Disposiciones citadas 


Decreto N* 395/011 


PROMULGACIÓN: 15/11/2011 


VISTO: La existencia de diferentes iniciativas. públicas y privadas, para la 
construcción de un puerto de aguas profundas en la costa Este de la República 
(Departamentos de Maldonado y Rocha). 


RESULTANDO: |) Que para la realización de dicha obra, los elementos a 
analizar y desarrollar son de competencia interministerial. 


11) Que en razón de la incidencia en el comercio internacional y regional, es de 
interés contar con insumos técnicos que respalden la toma de decisiones 
estratégicas, que posibiliten definiciones respecto de la construcción e 
instalación cel referido puerto de aguas profundas. 


CONSIDERANDO: 1) Que el Poder Ejecutivo entiende prioritario la adopción de 
decisiones que orienten el desarrollo portuario nacional en el corto y largo 
plazo. 


1!) Que la construcción e instalación de un puerto de aguas profundas en la 
costa Este de! pais, tendría un impacto relevante en la estructura productiva, 
económica y logística de transporte, para el comercio exterior de la región. 


ATENTO: A lo expuesto precedentemente, 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
DECRETA: 
Artículo 1 


Créase una Comisión Interministerial que estará integrada por un delegado del 

Presidente de la Republica. que la presidirá, y los Subsecretarios de los 
Ministerios de Transporte y Obras Públicas, de Economía y Finanzas, de 
industria, Energia y Mineria y de Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


La Comisión podrá asimismo convocar a otros Ministerios, organismos públicos 
o privados, cada vez que se traten temas vinculados a los mismos. 


Artículo 2 


La Comisión tendrá por cometido analizar las opciones para la instalación de 
un puerto de aguas profundas a construirse en la costa Este del país, 
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evaluando los aspectos técnicos, económicos, de financiamiento, ambientales, 
turísticos, entre otros. 


Artículo 3 


La Comisión con objeto de disponer de los elementos de juicio necesarios, 
podrá contar con los servicios técnicos de los Ministerios involucrados ylos 
servicios de consultoria contratados con fondos aportados por organismos 
multilaterales de inversión y/o crédito. 


Artículo 4 


La Comisión tendrá un plazo de 180 (ciento ochenta) días calendario, a partir 

de la aprobación del presente Decreto, para elaborar y elevar al Poder 
Ejecutivo, el resultado del análisis realizado con las recomendaciones 
pertinentes. 


Artículo 5 


La Comisión adoptará la forma de trabajo que entienda más adecuada para 
cumplir con sus cometidos. 


Artículo 6 
Comuniquese, etc. 


JOSÉ MUJICA - ENRIQUE PINTADO - FERNANDO LORENZO - ROBERTO 
KREIMERMAN - GRACIELA MUSLERA 
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Decreto N” 196/012 


PROMULGACIÓN: 14/06/2012 


VISTO: que la Comisión Interministeral (en adelante CIPAP) para analizar la 
viabilidad de un Puerto de Aguas Profundas, creada por Decreto N* 395/011 de 
15 de noviembre de 2011, ha elevado al Poder Ejecutivo el Informe Final 
conteniendo el resultado de los estudios realizados y las recomendaciones 
formuladas respecto de la instalación de dicho puerto en la costa este de 
nuestro país; 


CONSIDERANDO. l) lo dispuesto por la Ley N* 18.786 de 19 de julio de 2011 
que establece el marco regulatorio aplicable al régimen de contratos de 
Participación Público-Privada y las disposiciones contenidas en el Decreto N* 
17/012 de 26 de enero de 2012; 


11) que analizado el Informe Final producido por la CIPAP y particularmente, las 
recomendaciones formuladas, el Poder Ejecutivo considera oportuno aprobar 
dicho Informe e iniciar el proceso necesario para concretar la instalación de un 
puerto de aguas profundas en la costa oceánica de nuestro país; 


III) que es conveniente darle continuidad al trabajo realizado y aprovechar al 
máximo la experiencia adquirida, manteniendo el equipo interministerial 
actuante y ampliando su integración con representantes de otras carteras 
involucradas; 


IV) que es necesario asignarle a la CIPAP cometidos acordes a los objetivos de 
esta nueva etapa, definir el plazo para completarios y los recursos con los que 
contará para desarrollar sus trabajos; 


V) que el Pocer Ejecutivo entiende prioritario la concreción de las obras y !a 
puesta en funcionamiento de! puerto en el mencr plazo posible, dado su alto 
impacto positivo en la estructura productiva, económica y logística de 
transporte, para el comercio exterior de la región y su valor estratégico; 


ATENTO: a lo expuesto precedentemente; 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
DECRETA: 
Artículo 1 


Apruébase el Informe Final presentado por la Corusión Interministerial creada 
por Decreto N? 395/011 de 15 de noviembre de 2011 que integra los estudios 
realizados de acuerdo a los cometidos asignados, incluyendo aspectos 
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técnicos, económicos, ambientales y legales, entre otros, para determinar la 
viabilidad de instalar un puerto de aguas profundas en la costa este de nuestro 
pals. 


Ver en esta norma, artículo: 3, 
Artículo 2 


Encomiéndase al Ministerio de Transporte y Obras Públicas a dictar los actos 
administrativos necesarios para desarrollar las etapas señaladas por la Ley N” 
18.786 de 19 de julio de 2011 para el desarrollo de un Puerto de Aguas 
Profundas a través de un contrato de participación público privada de acuerdo 
a lo dispuesto en el articulo 12 de la referida Ley, con excepción del acto de 
adjudicación. 


Ver en esta norma, artículo: 5, 
Artículo 3 


Extiéndase e! plazo de actuación de la Comisión Interministerial referida por 
todo el plazo que dure la implementación de un Puerto de Aguas Profundas de 
acuerdo a lo establecido en el Informe Final a que refiere el artículo 1” del 
presente Decreto. 


Incorpórase como integrante de la CIPAP al Subsecretario del Ministeno de 
Defensa Nacional. 


Ver en esta norma, artículo: 4. 
Artículo 4 


En el plazo estipulado por el artículo 3” del presente Decreto, la CIPAP tendrá 

por cometido impulsar y dar seguimiento al proceso que involucra aspectos 
técnicos, administrativos y legales, necesarios para concretar la instalación de 
un puerto de aguas profundas a construirse en la costa este del país. Entre 
otros la CIPAP deberá: 


1. Asesorar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas en la tramitación de 
la Ley habilitante y los requerimientos necesarios en materia de 
reglamentación de la Ley N” 18.786 de 19 de julio de 2011. 


2. Asescrar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas en la realización, la 
coordinación y supervisión de los estudios previos señalados en el artículo 15 
de la Ley N* 18.785 de 19 de jullo de 2011. 


3. Asesorar al Ministerio de Transporte y Obras Pública en la coordinación, 
supervisión y preparación de la documentación del procedimiento de diálogo 
competitivo definido en el articulo 20 de la Ley N” 18.786 de 19 de julio de 
2011. 
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4. Asesorar en la coordinación y tramitación de las aprobaciones 
interinstitucionales necesanas para el desarrollo del proyecto señalado. 


5. Asesorar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas en la 
implementación del diálogo competitivo y en la contratación. 


Artículo 5 


Con el objeto de asegurar su adecuado funcionamiento y disponer de los 
estudios necesarios, la Corporación Nacional para el Desarrollo, aportará los 
servicios técnicos y contratará los servicios de consultoria, estudios específicos 
y servicios de apoyo, con recursos propios. 


En los actos administrativos a que se refiere el artículo 2” del presente Decreto, 
se establecerá la remuneración de la Corporación Nacional para el Desarrollo 
por su participación en el proceso. La misma no podrá ser nunca inferior a los 
costos en que incurra por lo dispuesto en el presente artículo. 


Articulo 6 


La CIPAP adoptará la forma de trabajo que entienda más adecuada para 
cumplir sus cometidos 


Articulo 7 
Comuniquese, publiquese, etc. 


JOSÉ MUJICA - ENRIQUE PINTADO - LUIS PORTO - EDGARDO ORTUÑO - 
FRANCISCO - BELTRAME 
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PADRONES AFECTADOS POR LA OBRA 
"PUERTO DE AGUAS PROFUNDAS" 


11 de diciembre de 2012 


Comparativo 


Proyecto ce ley del Poder Ejecutivo 


¡ Artículo Unico.- Declárase habilitado 
el Puerto de Aguas Profundas situado 
en las costas del Océano Atlántico, 
Departamento de Rocha, entre las 
progresivas km 236,500 y km 242,000 
de la Ruta Nacional N* 10, aprobado 
por Decreto del Poder Ejecutivo N* 
195/012 de 14 de junio de 2012. 


¡Palenque y San Francisco, entre 
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Proyecto de ley sustitutivo aprobado 
por la comisión. 


Artículo Unico.- Declárase habilitado 
el Puerto de Aguas Profundas situado 
en las costas del Océano Atlántico, 
en la 10” Sección catastral del 
Departamento de Rocha, en la zona 
denominada en el Ordenamiento 
Territorial Departamental como 
Zona entre Cabos, cuyo frente 
maritimo comprende los 
balnearios: Mar del Plata, El 


los puntos con las coordenadas 
g ficas: 34? 32'17” latitud sur - 
54% 03'38” longitud oeste y 34" 
30'59"” latitud sur - 54%”01'39" 
longitud oeste. 

Las obras portuarias y de 
infraestructura que alli se localicen 
deberán contar previamente con 
todas las habilitaciones y 
autorizaciones que la normativa 
vigente exige, especialmente las 
respectivas al ordenamiento 
territorial y al medio ambiente 
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Comisión de Transporte y Obras Públicas 
ACTA N* 49 


En Montevideo, el día veintiocho de no- 
viembre de dos mil doce, a la hora once y cin- 
co minutos, se reúne la Comisión de Transpor- 
te y Obras Públicas de la Cámara de Senadores. 
Asisten los señores Senadores miembros: Héctor Les- 
cano, Daniel Martínez, Rafael Michelini, Carlos Mo- 
reira, Gustavo Penadés, Luis Rosadilla y Tabaré Viera. 

Preside su titular, el señor Senador Daniel Mar- 
tínez. 

Actúan en Secretaría la señora Rosa de León, Se- 
cretaria de la Comisión y el señor Martín Secco, Pro- 
secretario de Comisión. 

Abierto el acto y no habiendo asuntos entrados el 
señor Presidente da comienzo a la consideración de 
la Carpeta N* 923/2012 “Puerto de aguas profundas 
- Habilitación”. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Distribuido N* 1480/2012. 

El señor Senador Moreira plantea en nombre del 
Partido Nacional se postergue la consideración de 
este proyecto de ley hasta tanto no se lleve a cabo 
la comparecencia del Ministro de Transporte y Obras 
Públicas en régimen de Comisión General, en la Cá- 
mara de Representantes. 

Seguidamente hace uso de la palabra el señor Se- 
nador Viera quien sugiere aprobar una iniciativa que 
declare la habilitación dando garantías a los intere- 
sados privados para hacer inversiones de estudios y 
proyectos, pero dejando claro que la habilitación que- 
daría pendiente de la aprobación de los estudios 
de impacto ambiental, de viabilidad económica y de 
impactos sociales. 

El señor Senador Rosadilla solicita un cuarto inter- 
medio de cinco minutos. Se retiran de Sala los seño- 
res Senadores de la Bancada de Gobierno. 

Una vez reintegrados a Sala, el señor Presiden- 
te plantea una redacción alternativa que reafirma la 
aplicación práctica de la habilitación de las obras 
en cuestión, esté condicionada al cumplimiento de 
la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sos- 
tenible. Asimismo deja constancia de estar dispuestos 
a encontrar los cambios de redacción que permitan 
lograr el objetivo de llegar a un acuerdo. 

A continuación el señor Senador Michelini da lec- 
tura a la redacción antes citada. 

Se vota: 5 votos en 7 Senadores presentes. Afir- 
mativa. 

Su artículo único es aprobado con modificaciones. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Daniel Martínez. (Informe verbal). 

El texto del proyecto de ley sustitutivo aprobado 
es el siguiente: 
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“Artículo Único.- Declarase habilitado el Puerto 
de Aguas Profundas situado en las costas del Océa- 
no Atlántico, en la 10* Sección Catastral del de- 
partamento de Rocha, en la zona denominada en el 
Ordenamiento Territorial Departamental como Zona 
entre Cabos, cuyo frente marítimo comprende los 
balnearios: Mar del Plata, El Palenque y San Francis- 
co, entre los puntos con las coordenadas geográficas: 
34% 3217” latitud sur - 54% 0338” longitud oeste y 
34% 30'59” latitud sur - 54” 01*39” longitud oeste . 

Las obras portuarias y de infraestructura que 
allí se localicen deberán contar previamente con 
todas las habilitaciones y autorizaciones que la nor- 
mativa vigente exige, especialmente las respectivas al 
ordenamiento territorial y al medio ambiente”. 

Finalmente la Comisión resuelve que la discusión de 
este proyecto de ley tenga lugar en el Plenario el martes 
once de diciembre 

De lo actuado se toma versión taquigráfica cuya copia 
dactilografiada luce en el Distribuido N” 1836 /2012, que 
forma parte integrante de la presente acta. A la hora once 
y doce minutos se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Daniel Martínez, Presidente; Rosa de León, Secretaria”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Martínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor Presidente: este pro- 
yecto de ley refiere a la habilitación de una zona de 
la faja costera de nuestro país a fin de realizar los 
estudios que permitan determinar la construcción de 
un puerto de aguas profundas. De esta forma estamos 
cumpliendo con la normativa constitucional en cuan- 
to a habilitar una faja de territorio para que se puedan 
realizar los proyectos en base a los cuales estudiar y 
exigir el cumplimiento de las normativas medioam- 
bientales, de ordenamiento territorial, etcétera. 


(Ocupa la Presidencia la señora Mónica Xavier). 


- Como saben, el tema objeto de este proyecto de 
ley ha venido siendo debatido desde hace largo tiem- 
po en nuestro país, a tal punto que la mayoría de los 
partidos políticos de nuestra República lo han inte- 
grado a sus programas. 


Es claro que la reducción de los costos de trans- 
porte ha sido uno de los elementos determinantes 
que ha permitido una mayor competitividad de los 
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productos, ya que en la medida en que los barcos han 
crecido de tamaño, el peso del transporte en el costo 
unitario de cada mercadería ha disminuido; tan así es 
que actualmente los costos logísticos pasaron de ser 
un elemento fundamental en la estructura de costos 
de las mercaderías, a tener un valor y un peso mucho 
menores. Justamente, esto se debió al crecimiento de 
los barcos, porque si bien en otras épocas la profundi- 
dad del puerto natural de Montevideo alcanzaba para 
el tipo de naves existentes, luego se hizo necesario 
dragarlo -ahora se ha llevado a 12 metros- para per- 
mitir el acceso del calado dominante de los barcos 
que transitaban por los océanos del mundo. Ahora es- 
tos barcos han crecido, pues buscando reducir costos 
se apunta hacia megabarcos con un mayor calado y 
que, por tanto, requieren mayor profundidad. 


Bien podría decirse que el puerto se tiene que 
construir en otro lado, pero ello implicaría que en un 
puerto de aguas profundas de otros países de la re- 
gión se tuviera que hacer el trasbordo desde los bar- 
cos de mayor tamaño que se están construyendo -y 
que requieren mayor calado del orden de los 19 o 20 
metros- a buques más pequeños, de un calado de 12 
metros, a fin de que puedan llegar a nuestro puer- 
to de Montevideo. Sin duda, eso implicaría mayores 
costos y más dificultades que, en definitiva, vamos a 
pagar los ciudadanos uruguayos -el conjunto de la so- 
ciedad y la economía del país- a la hora tanto de reci- 
bir importaciones -por los mayores costos logísticos al 
trasbordar de un barco a otro- como de exportar, pues 
vamos a perder competitividad, precisamente debido 
a los mayores costos de logística y transporte deriva- 
dos de no contar con un puerto de aguas profundas. 


Por tanto, queda clara la necesidad -como dije, 
esto figura en la mayor parte de los programas de 
los partidos políticos- de avanzar hacia un puerto de 
aguas profundas en nuestra nación, tanto para lograr 
una reducción de costos y una mayor competitividad 
de nuestros productos, como para recibir a menor 
costo lo que importamos. Á esto hay que agregar la 
importancia que tiene Uruguay como centro de re- 
distribución logística en la región, que ya ha quedado 
demostrada por el importante volumen de carga en 
tránsito en nuestro país; incluso, en muchos casos no 
solamente se trata de tránsito, sino que hay un agre- 
gado de valor -consolidaciones de carga- en mayor o 
menor proporción, que a su vez genera -tal como lo 
demuestran las cuentas nacionales- una verdadera 
diversificación de la matriz productiva a través de la 
intermediación logística. Como decía, nuestro país 
cuenta con ventajas comparativas notables en este 
sentido. 


A su vez, un puerto de aguas profundas permitiría 
justamente ahondar en esa línea estratégica de tra- 
bajo y de diversificación de la matriz productiva del 
país, cosa que nos permitiría -por las características 
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de este puerto y ya pensando en la alternativa del pro- 
yecto y en las reservas de áreas en tierra- generar y 
consolidar el papel de Uruguay como un puerto inter- 
medio de redistribución de cargas y de mercaderías 
en toda la región. 


Estos serían los fundamentos de este proyecto de 
ley, para cuyo estudio el Poder Ejecutivo formó una 
Comisión multiministerial integrada por delegados de 
la Presidencia de la República, del Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, del Mi- 
nisterio de Industria, Energía y Minería y del Ministe- 
rio de Defensa Nacional. Además, para el análisis de 
determinados ítems se sumó un delegado del Ministe- 
rio de Turismo y Deporte. En todos los casos estos de- 
legados fueron los Subsecretarios de cada una de las 
Carteras, conformándose un equipo de trabajo que 
realizó un enfoque interdisciplinario que, en primer 
lugar, definió una fase 0, un punto de partida. 


Este grupo interdisciplinario buscó tratar de iden- 
tificar ejes temáticos y sus componentes. Fue así que 
en la fase O se determinó un primer eje temático, que 
fue el ambiental, que implicaba: estudios y legisla- 
ción, biodiversidad y ecosistemas, áreas protegidas, 
paisaje, dinámica costera, incluyendo sedimentación, 
erosión, contaminantes y cambio climático, conside- 
rando aumento del nivel del mar y eventos externos. 


En esta fase O también se determinó un segundo 
eje temático, que fue el de ordenamiento territorial, 
buscando las referencias en la legislación nacional: 
planificación regional, planificación costera, planifi- 
cación departamental, planificación local, proyectos 
de urbanización y disponibilidad de suelo. El tercer 
eje temático se refirió al turismo y otras actividades 
económicas, incluyendo la planificación, estrategia y 
registro de la actividad turística. La logística repre- 
sentó un cuarto eje temático, buscando considerar la 
conectividad vial y la ferroviaria. Un quinto eje temá- 
tico fue el de la navegación, teniendo en cuenta la 
profundidad, mareas, oleajes, vientos, canales y dra- 
gado. Un último eje temático fue el socioeconómico, 
considerando los factores de empleo y de población. 


En base a todo este trabajo y a la consideración 
de estos temas, en esta fase se realizó también un 
análisis macroterritorial a través del cual se identifi- 
caron los sitios de la costa de Rocha que, por distintas 
razones, presentan una o varias condiciones que los 
postulan como localizaciones posibles. 


Como dije al principio, la base fundamental de 
este proyecto de ley está, reitero, en conceder la habi- 
litación para realizar los proyectos específicos y obte- 
ner las posteriores autorizaciones medioambientales 
y de ordenamiento territorial para la construcción de 
un puerto de aguas profundas. Por lo tanto, el factor 


180-C.S. 


fundamental de esta etapa era, precisamente, deter- 
minar los lugares que cumplen con estos ejes temá- 
ticos, teniendo en cuenta los distintos aspectos que 
mencioné. 


Para identificar tales sitios se tomó como área 
de análisis toda la costa de Rocha, excluyendo las 
áreas de mayor calificación ambiental, que son las 
ya integradas al Sistema Nacional de Áreas Protegi- 
das -SNAP-, las que están en vías de ser integradas y 
aquellas que, aun no integrando el SNAP tienen valor 
de preservación incluido en algún instrumento de or- 
denamiento territorial aprobado, en proceso o en pro- 
yecto de aprobación. Asimismo, fueron excluidas las 
áreas declaradas en convenios internacionales, como 
es el caso de los Humedales del Este, y franjas de la 
costa en las que la batimetría de 20 metros se aleja 
notoriamente de la costa. Obviamente, la batimetría 
de 20 metros refiere al tipo de barcos que se están 
construyendo; hay que tener en cuenta que se prevé 
que la mayor parte del comercio internacional será 
transportado por este tipo de barcos, al menos en los 
próximos 20 o 30 años. Además, se optó por incluir 
en el listado primario de aquellos sitios los puntos de 
la costa que hoy son demandados por algún proyecto, 
sea cual fuere su fase de desarrollo actual, de modo 
de generar fundamentos adecuados en respuesta 
ante cada iniciativa. Como resultado de este trabajo, 
en este primer análisis se seleccionaron cinco puntos 
potenciales para la ubicación del puerto de aguas pro- 
fundas que fueron: La Paloma, El Palenque, Puerta 
del Sol, la Esmeralda y La Angostura. Con estos ele- 
mentos se comenzó la fase 1. Aclaro que lo que men- 
cioné anteriormente era la fase preliminar, la fase 0. 


En la fase 1 se comenzó a encarar cada uno de 
estos elementos que mencionamos en un enfoque 
macroterritorial sectorial. Así, desde el punto de vista 
macroterritorial sectorial a cada lugar se le da una 
calificación de 1 al 5, siendo 1 el menos favorable y 5 
el más favorable. Se solicitó la colaboración de perso- 
nas especializadas con la mayor idoneidad técnica en 
cada uno de los temas. Luego se avanzó hacia un en- 
foque macroterritorial integrado, donde se incluyó al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. Cabe se- 
ñalar que los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y de Transporte y Obras 
Públicas estuvieron presentes desde el principio, tra- 
tando de incluir todos los elementos que menciona- 
mos -no solo medioambientales y logísticos, sino tam- 
bién de desarrollo, potencialidades-, de disponer de 
áreas para generar polos industriales, etcétera. 


Como ya se expresó, en este proceso se fueron ca- 
lificando los diferentes lugares. Para quienes tuvimos 
oportunidad de leer el informe, es interesante señalar 
que ningún punto de los mencionados tiene la cali- 
ficación cinco en todos los ítems. Es más, los cinco 
lugares seleccionados tienen calificaciones bajas en 
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algunos de los factores estudiados; no hay ninguno 
que haya obtenido un 4 o un 5 en todos los niveles. 
También debemos destacar la fortaleza intelectual y 
la transparencia del material presentado por esta Co- 
misión. Este estudio fue realizado por técnicos espe- 
cialistas en cada una de las áreas y se puede apreciar 
que el punto que terminó siendo seleccionado tam- 
bién es merecedor de una visión crítica en algunos 
de los informes de quienes trabajaron, precisamente 
porque en algún ítem presentaba aspectos que no lo 
hacían el ideal en ese sentido. De todos modos, se 
trató de encontrar el que sintetizara el mejor puntaje, 
teniendo en cuenta que no fuera desastroso en nin- 
gún ítem y que pudiera desarrollarse en cualquiera 
de los que se tuvieron en cuenta para la calificación. 


Los elementos que determinaron las decisiones 
básicamente fueron: la navegabilidad, que implica la 
posibilidad de profundidades requeridas para la nave- 
gación de los grandes buques y, por lo tanto, la acce- 
sibilidad al puerto; la característica de la ingeniería 
portuaria -factibilidad para la construcción en tierra-, 
lo que significa menores costos y menor intervención 
en dragados de apertura y mantenimiento; la dispo- 
nibilidad de espacio terrestre para un crecimiento 
planificado del área portuaria y de su futura implan- 
tación urbana; la muy baja ocupación del suelo y 
también la muy baja densidad de población; el muy 
escaso uso de la faja costera debido a las grandes pro- 
fundidades del agua y a la característica del suelo ero- 
sionado de cárcavas de la zona; la distancia de puntos 
relevantes de desarrollo turístico que permite reducir 
la potencial conflictividad y posibles impactos, para lo 
cual, además se ha dispuesto la generación de zonas 
de amortiguación o buffers entre el área del recinto 
portuario y los balnearios aledaños; la distancia pru- 
dente a zonas con ecosistemas de alto valor ambiental 
que permita minimizar impactos negativos si se pla- 
nifica el crecimiento en forma adecuada; el potencial 
impacto socioeconómico positivo sobre La Paloma, 
Rocha, Castillos, como consecuencia de la demanda 
de mano de obra y servicios, especializando aún más 
características de las ciudades mencionadas, lo cual 
es parte del Plan de Ordenamiento Territorial y De- 
sarrollo Sostenible del sector entre los Cabos -es un 
estudio que se hizo-, que se está desarrollando con 
la Intendencia de Rocha; las condiciones para resol- 
ver las conectividades terrestres; y las condiciones 
para resolver la incorporación del emprendimiento a 
los instrumentos de ordenamiento territorial que el 
Gobierno Departamental de Rocha está elaborando 
desde el año 2010. Esto, sumado a la fase 1 que men- 
cioné anteriormente, donde el acento estuvo puesto 
en el cumplimiento del ordenamiento territorial, pero 
sobre todo en el impacto medioambiental -teniendo 
en cuenta el mantenimiento de la flora y la fauna, la 
dinámica costera, el flujo de arena, etcétera-, deter- 
minó la ubicación de una faja costera, que es la que 
está señalizada en el proyecto de ley y que se entien- 
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de provocará el menor impacto global, aunque todos 
sabemos que cualquier acción humana siempre inci- 
de en el medioambiente. Naturalmente, se tendrán 
en cuenta todos los aspectos: medioambientales, de 
dinámica costera, de población que pueda vivir en la 
zona, el impacto favorable económico en los centros 
poblados vecinos, la menor interferencia posible con 
el turismo, etcétera. De ese estudio fue que surgió 
el proyecto de ley que hoy tenemos a consideración. 


Vuelvo a señalar que lo que nos corresponde es 
habilitar esa zona como para que a partir de ahora, 
una vez identificada, se pueda comenzar a trabajar 
en los proyectos específicos. A estos efectos existe un 
plan de trabajo diseñado por el Poder Ejecutivo que 
va a implicar propuestas competitivas y abiertas a la 
discusión. De esa forma se tendrán que analizar las 
propuestas que se vayan presentando y ahí sí, a la luz 
de los proyectos específicos, se estudiarán en concre- 
to las habilitaciones o permisos que desde el punto 
de vista medioambiental y territorial los Ministerios 
habrán de otorgar. 


Si bien una parte de la Comisión entendía que 
era redundante, como se podrá observar, en el pro- 
yecto de ley se hace hincapié en que ningún tipo de 
obra puede ser comenzada sin los permisos ambien- 
tales, cumpliendo con lo que dispone la Ley de Or- 
denamiento Territorial. Podrá ser redundante, pero 
en definitiva entendimos que era un elemento que 
reafirmaba una voluntad expresa: que el puerto de 
aguas profundas es una inversión y tal vez el proyecto 
más importante que, desde el punto de vista estra- 
tégico e infraestructural, el país vaya a realizar en 
muchas decenas de años. Recordemos que el Puerto 
de Montevideo data de fines del siglo XIX y comienzos 
del XX, y esperamos que este proyecto de ley no insu- 
ma los treinta o cuarenta años de debate que tuvo la 
construcción del Puerto de Montevideo, más allá de 
los catorce o quince proyectos de ingeniería que se 
manejaron antes de que se concretara la obra. 


Sin duda que este Puerto es un factor importan- 
tísimo en lo que refiere al desarrollo nacional en el 
marco de la diversificación productiva, avanzando 
hacia el sector de mayor valor agregado y más desa- 
rrollo tecnológico para dotar de más competitividad 
a nuestros productos en todo sentido. Por lo tanto, 
entendemos que es fundamental que este proyecto 
de ley se vote con el máximo respaldo posible de los 
actores políticos a fin de poder recorrer la segunda 
etapa, que se iniciaría a partir del cumplimiento del 
mandato constitucional de fijar y habilitar una zona 
para que, eventualmente, se sitúe el puerto de aguas 
profundas. 


Creo que la discusión en la Comisión fue muy 
productiva; dos veces tuvimos la oportunidad de es- 
cuchar extensas presentaciones de la Comisión inter- 
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ministerial que mencionamos anteriormente. Si bien 
un sector de la oposición no votó el proyecto de ley en 
la Comisión, ello se debió a situaciones más que nada 
de carácter coyuntural, político, expresándose igual- 
mente el respaldo a la idea de contar con un puerto 
de aguas profundas. En consecuencia, tenemos sin- 
ceras esperanzas de que esto nos encuentre unidos y 
trabajando con mucha profesionalidad, de una forma 
estricta, para que esto se realice de la mejor forma 
posible, cumpliendo con todas las normativas nacio- 
nales e internacionales, para así convertirse en un 
elemento de empuje de la economía del país y, ni que 
hablar, de la calidad de vida de los uruguayos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR VIERA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR VIERA.- Señora Presidenta: la propuesta 
de la construcción de un puerto de aguas profundas, 
de un puerto oceánico en el Uruguay, se remonta al 
fondo de la historia. Sin lugar a dudas, si vamos a re- 
visar los debates, las discusiones, las propuestas, las 
ideas del siglo XIX, ya encontraremos la idea y la pro- 
puesta de un puerto de estas características en nues- 
tras costas oceánicas. Seguramente, todos los partidos 
deben tener incluida en sus propuestas y programas 
de Gobierno la construcción de un puerto de aguas 
profundas, por lo tanto tengo que empezar diciendo 
que cuando se anunció la habilitación y construcción 
de un puerto de estas características, no pudimos de- 
jar de alegrarnos y de pensar en apoyarlo. Sabemos 
lo que esto significa no solo para la zona -el depar- 
tamento de Rocha, el Este del país, sino para todo el 
Uruguay y todos los uruguayos, como fuente genera- 
dora de trabajo y de empleo, con el desarrollo super- 
lativo que tendría la industria de la logística que ya 
se desenvuelve felizmente en forma muy importante 
en el país. En definitiva, significa desarrollo en todos 
los sentidos, pues es una puerta de salida de nuestros 
productos y, por supuesto, la entrada de mercadería y 
de carga, no solo del Uruguay sino seguramente de la 
región. Significa, también, mirar al futuro. Los nue- 
vos barcos cargueros que operan en los puertos del 
mundo, cada vez calan más profundo. Quiere decir 
que lo que discutimos o soñamos hace tantos años 
los uruguayos, requiere una definición urgente. Sin 
duda, pese a los trabajos que se han hecho, a la mo- 
dernidad y a la eficiencia a la que se ha llegado, el 
Puerto de Montevideo siempre va a tener un límite 
en su profundidad, en su calado. 


En principio, es bienvenida la idea y la propuesta 
del Gobierno para la construcción de un puerto de 
estas características. 
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Incluso, nos alegramos mucho de que se hubie- 
ra creado una Comisión Interministerial con todos 
los posibles actores en lo que tiene que ver con un 
emprendimiento, un análisis de este tipo, con la par- 
ticipación de los Ministerios de Transporte y Obras 
Públicas y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, e incluso con la colaboración de 
técnicos de distintos orígenes. Esta Comisión téc- 
nica ha elaborado algunos trabajos previos y se ha 
reunido, en más de una oportunidad, con la Comi- 
sión de Transporte y Obras Públicas que integramos. 
En ese sentido, en mayo de este año, nos hizo llegar 
un documento que se titula Avances en el Análisis 
de Localización, donde, como lo indica el título, se 
nos imponen los avances que ha tenido esa Comi- 
sión, pero que de ninguna manera estos significan, 
en absoluto, que sean informes técnicos, completos, 
que determinen el impacto que en distintos aspec- 
tos pueda tener una obra de estas características. ¡Y 
vaya si nos preocupa! 


Como dije antes, de ninguna manera son infor- 
mes técnicos, acabados, que nos muestren por qué 
se define la ubicación del Puerto en una zona pre- 
cisa denominada El Palenque, en la costa de Rocha, 
cerca del Cabo Polonio, cuál es el impacto concreto 
medioambiental y social y qué consideraciones se han 
tenido en cuenta desde el punto de vista del orde- 
namiento territorial. Tampoco se dice qué estudios o 
qué viabilidad económica tiene la instalación de este 
Puerto y cómo impacta en los demás puertos del país. 
Todos estos informes realmente son imprescindibles 
para determinar la ubicación y la aprobación de un 
proyecto de este tipo. 


Hace poco, en el mes de noviembre, cuando se nos 
pedía que estudiáramos para su aprobación el proyec- 
to que hoy estamos discutiendo en Sala, en Comisión 
se nos planteó la urgencia por parte del Poder Eje- 
cutivo de tener la habilitación legal, a los efectos de 
otorgarle determinada seguridad y formalidad al lla- 
mado que se pretende hacer a interesados -inversores 
privados-, no solo para la construcción, sino para la 
operación y, fundamentalmente, para la inversión en 
los propios proyectos. Todos sabemos que este tipo de 
estudios son costosos y aparentemente por lo que se 
nos informa en Comisión, el Poder Ejecutivo de algu- 
na manera intenta tercerizar todo el proceso desde 
el inicio. Esto es, se está pensando en la construc- 
ción de este Puerto por el sistema de Participación 
Público-Privada. Concretamente, la iniciativa del 
Poder Ejecutivo nos dice que esa participación pri- 
vada estaría dada desde el principio por los estudios 
técnicos que esto requiere. Como todos sabemos, la 
habilitación de nuevos puertos, de acuerdo con dis- 
posiciones constitucionales, exige la aprobación de 
una ley dictada por el Parlamento, por ello de alguna 
manera la urgencia de que se vote un proyecto de ley 
para habilitar un puerto en esa localización. Allí nos 
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enfrentamos al círculo vicioso de qué es lo que está 
primero: si el huevo o la gallina. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori) 


-Obviamente, para votar la habilitación de un nue- 
vo puerto quisiéramos disponer de todos los informes 
técnicos sobre los distintos impactos, pero para elabo- 
rar esos informes técnicos se requiere de una habili- 
tación. De allí que, aun con la ausencia de informes 
completos, pasamos a estudiar en Comisión la posibi- 
lidad de hacer una habilitación genérica, pero que es- 
tuviera condicionada a que se completen este tipo de 
estudios, informes y aprobaciones legales que nuestra 
normativa establece. Por ello, planteamos una modifi- 
cación al proyecto de ley que fuera enviado por el Po- 
der Ejecutivo, que constaba de un solo artículo, de un 
solo inciso, por el que se habilitaba la construcción 
de un puerto de aguas profundas en las costas del 
Océano Atlántico, en la décima sesión Catastral del 
departamento de Rocha -denominada, según el orde- 
namiento territorial, como Zona entre Cabos- y de- 
finiendo exactamente en qué balnearios y entre qué 
latitudes y longitudes geográficas estaría establecido. 
Como todos queremos que haya un puerto de aguas 
profundas, entendimos que debíamos condicionar la 
aprobación de este proyecto de ley a la presentación 
de los informes previos antes mencionados. 


En virtud de que la bancada oficialista aceptó que 
se agregara un condicionamiento de ese tipo, en de- 
finitiva en la Comisión se incluyó un inciso -que nos 
permite acompañar el proyecto de ley- por el que se 
establece que las obras portuarias y de infraestructu- 
ra que allí se localicen deberán contar previamente 
con todas las habilitaciones y autorizaciones que la 
normativa vigente exige, especialmente las respecti- 
vas al ordenamiento territorial y al medioambiente. 
Con ese criterio general, el Partido Colorado votó allí 
afirmativamente el proyecto de ley y, por supuesto, lo 
hará también en el Senado. 


Estaba claro que el Partido Nacional -seguramen- 
te sus integrantes harán su propia fundamentación- 
estaba dispuesto a votar el proyecto por compartir la 
necesidad de habilitar el Puerto, pero ya había anun- 
ciado que iba a presentar algunas mejoras a la redac- 
ción, siguiendo este objetivo y este sentido general 
que le habíamos dado al proyecto de ley que se pre- 
senta con la firma de los Senadores del Frente Amplio 
y de quien habla. Por eso, hoy se va a proponer una 
redacción alternativa, pero siguiendo el concepto de 
que estamos votando una habilitación en un determi- 
nado lugar de la costa de Rocha para la construcción 
de un puerto de aguas profundas, con la condición 
de que se completen todos los estudios técnicos y la 
aprobación de los informes que exige la ley, por ejem- 
plo en materia de impacto ambiental. Si esto no se 
cumple de acuerdo a lo que la ley exige, automática- 
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mente habrá que tratar otra solución, pero de hecho 
caería la habilitación que hoy estamos votando. Por 
tanto, quedaría sujeta a esa segunda etapa. 


A pesar de que hoy vamos a acompañar afirmati- 
vamente este proyecto de ley, es evidente que persis- 
ten dudas tanto de los vecinos como de los técnicos, 
e incluso de nosotros mismos, por cuanto el propio 
informe de la Cipap de mayo de 2012 pone en claro 
el impacto que tendría la construcción de un puer- 
to de aguas profundas. Por cierto, no hay nada que 
no tenga impacto, pero es imprescindible determinar 
el grado y los proyectos para mitigarlo. Por supuesto, 
previo a eso, y no menos imprescindible, es deter- 
minar la viabilidad y la factibilidad económica de un 
puerto de estas características. Estamos hablando de 
la construcción de un megapuerto, con una inversión 
de varios miles de millones de dólares, por lo que, 
evidentemente, va a requerir un profundo estudio de 
mercado de toda la región. 


Quiero hacer referencia especialmente a algunos 
pasajes de este informe de la Comisión Interministe- 
rial del Puerto de Aguas Profundas -Cipap- que con- 
tiene análisis técnicos de los distintos Ministerios y 
de asesores independientes que indican que la cons- 
trucción y el funcionamiento del Puerto generarán 
impactos negativos en el ecosistema costero. Incluso, 
esto lo dice el propio documento que entregara el Po- 
der Ejecutivo. Los asesores consideran que entre los 
impactos que puede haber en ambas etapas, tanto en 
la construcción como en el desarrollo, se encuentran: 
el deterioro de la calidad del agua por la remoción 
de sedimentos como consecuencia de las obras para 
construir la infraestructura, el derrame de combusti- 
ble y otros productos químicos, y la alteración del fon- 
do marino, con las afectaciones directas sobre peces 
y vegetaciones. Además, advierten sobre la pérdida 
de ecosistemas terrestres frágiles o funcionalmente 
importantes, debido al depósito y al transporte de 
materiales y personas, así como el impacto sobre or- 
ganismos acuáticos y terrestres por la contaminación 
acústica y lumínica durante etapas críticas de su ci- 
clo anual de reproducción o la interrupción de vías de 
desplazamiento y migración. 


Por ejemplo, Álvaro Soutullo, docente e investiga- 
dor del Instituto Clemente Estable, expresa que la 
construcción de un puerto de aguas profundas en 
esta zona de Rocha va a generar una fuerte presión 
sobre los valores ambientales de la región y que, in- 
cluso independientemente de la ubicación seleccio- 
nada, la construcción de un puerto multimodal de 
estas características se considera altamente desfa- 
vorable desde el punto de vista ambiental. Subrayo, 
“altamente desfavorable”. 


Guillermo Scarlatto, investigador de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente, señala en un pasaje 
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que a medida que nos desplazamos hacia el noroeste 
se reduce la distancia al Cabo Polonio y se ingresa en 
sectores de mayor naturalidad y a humedales vincu- 
lados a la Laguna de Castillos. Por tanto, se plantea 
dudas sobre la estabilidad de suelos para construir un 
puerto en algunos sectores de ese tramo. 


Ana María Martínez, investigadora de la Dinama, 
sostiene que si se construye un puerto en la zona de 
El Palenque - Puerta del Sol, ubicación que se estaría 
habilitando, se producirían impactos territoriales por 
la proximidad del desarrollo urbano de La Pedrera y 
por la dificultad generada por la bajísima densidad 
de población radicada en los balnearios próximos 
que puedan ofrecer servicios al funcionamiento 
del puerto. Y señala que sería muy importante el 
impacto del Puerto sobre la línea de costa, afectando 
balnearios próximos, entre los que se destaca, en 
particular, Cabo Polonio. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR VIERA.- En un momento, con mucho 
gusto. 


Los asesores del Ministerio de Turismo Gusta- 
vo Olveyra, Álvaro López, Nadia Coiana, Gabriel De 
Souza y Adrián Risso, que también intervinieron en 
este documento, entienden que la implantación de 
un puerto de aguas profundas en Rocha es “media- 
namente desfavorable” -lo leo textualmente- para la 
actividad turística y que la localización en El Palen- 
que también lo es por las afectaciones que implicaría 
para la actividad turística y los recursos naturales y 
culturales sobre los que esta se apoya. 


En otro pasaje, Ana María Martínez dice que sería 
muy importante el impacto del Puerto en líneas de 
la costa. 


Quiere decir que todos estos informes, que advier- 
ten lo altamente desfavorable o medianamente desfa- 
vorable que puede ser la construcción de un puerto 
de aguas profundas, figuran en el propio documento 
que presentó la Cipap a la Comisión. ¿Cómo no va- 
mos a tener dudas a la hora de considerar un proyecto 
de este tipo? Por lo tanto, si bien todos soñamos con 
el desarrollo del país, sabiendo que la intervención 
humana siempre tiene sus consecuencias, se hacía 
imprescindible saber cuáles serían los impactos y qué 
se proyecta para mitigarlos, sobre todo habida cuenta 
de que los propios técnicos están advirtiendo al res- 
pecto en este documento primario. 


Con mucho gusto le concedo la interrupción al se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Rubio. 
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SEÑOR RUBIO.- En realidad, todos sabemos que 
el Uruguay ha soñado con un proyecto de esta en- 
vergadura desde hace doscientos años. Desde 1880 
en adelante viene siendo un sueño muy acariciado, 
porque nos daría independencia geopolítica en la re- 
gión; fundamentalmente, sería clave en lo que tiene 
que ver con los conflictos portuarios y de manejo de 
los ríos con la República Argentina. Desde ese punto 
de vista, un proyecto como el que está a punto de ser 
aprobado por el Parlamento quizás sea el más impor- 
tante para el Uruguay debido a su impacto. Espera- 
mos que se realice en el menor tiempo posible porque 
ya hay muchos interesados, incluyendo al Gobierno 
de Brasil. 


Ahora bien, el señor Senador ha manejado más 
material que yo. En lo personal, mantuve conversa- 
ciones con algunos integrantes de la Comisión Inter- 
ministerial -que tiene una composición multipartida- 
ria de gran nivel técnico- que trabajaron en este tema. 
Seguí durante meses este asunto y pude apreciar la 
seriedad y la profundidad de los estudios realizados. 
Obviamente, algunos requieren un nuevo desarrollo, 
para lo cual hay que contar con un punto de partida 
como el que estaríamos aprobando en la tarde de hoy. 


En las actas de la Comisión parlamentaria que ana- 
lizó este tema y que integra el señor Senador podemos 
encontrar, por ejemplo, los informes de Soutullo o de 
Piedra-Cueva, que son considerados como los mejores 
técnicos que tiene Uruguay. De allí surge que existi- 
rá este tipo de impactos pero, al mismo tiempo, que 
dentro de los considerados es el lugar más adecuado 
para minimizarlos, posibilitando un desarrollo de esta 
envergadura. Estamos hablando de una franja que va 
desde El Palenque hasta Puerta del Sol, es decir, alre- 
dedor de ocho kilómetros de la costa uruguaya. 


Como todos comprendemos -no creo que el señor 
Senador sea ajeno a este razonamiento-, cualquier 
lugar de la costa uruguaya será un lugar donde siem- 
pre habrá impactos. La cuestión es si la decisión que 
se tome desde el punto de vista de los intereses del 
país y de la población nacional va a significar un de- 
sarrollo de gran importancia. Ahora hay un flujo de 
producción nacional y de tránsito que justifica esta 
inversión por primera vez en la historia del Río de la 
Plata. Esto va a provocar un desarrollo de tal enver- 
gadura que habrá un antes y un después. Ahora bien, 
necesariamente se requieren estos estudios comple- 
mentarios. Es posible que se den pequeñas variantes, 
pero no creo que haya grandes cambios porque los lu- 
gares alternativos que se consideraron -según lo que 
estuve leyendo- y que estaban a una mayor distan- 
cia de concentraciones urbanas, no contaban con las 
condiciones naturales en los niveles de profundidad. 
En otros casos, no estaban presentes los elementos 
técnicos imprescindibles para poder hacer un puerto 
de aguas profundas. 
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Esto es lo que modestamente hemos recabado de 
la Comisión Interministerial -y de la lectura de las 
actas de la Comisión-, que a mi juicio no contradice 
lo que ha expresado el señor Senador y complementa 
en cuanto a la otra cara del problema. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: está claro que 
podemos compartir el argumento de que esta locali- 
zación tiene sus problemas, que la obra va a causar 
su impacto y que no se trata del mejor lugar, sino que 
es el menos malo; además, que si intervenimos en 
elementos de la naturaleza obviamente habrá un im- 
pacto. En realidad, hubiera sido deseable conocer a 
la perfección ese impacto mediante estudios técnicos 
completos para saber cómo se lo va a mitigar. 


Entendemos la necesidad y la urgencia de lograr 
una habilitación legal -tal como lo dicta la Consti- 
tución de la República- para facilitar algo que com- 
partimos, para seguir trabajando y avanzando en la 
construcción de este puerto de aguas profundas que, 
como ya se ha dicho, desde el Siglo XIX todos los uru- 
guayos hemos soñado. Por ello, estamos dispuestos a 
votar el proyecto con este agregado, perfeccionando 
la redacción. A lo que aprobó la Comisión habría que 
agregar que el Poder Ejecutivo informará a la Asam- 
blea General sobre los antecedentes cuando conside- 
re cumplidas las condiciones establecidas en el se- 
gundo inciso de este artículo. 


Como dije, hubiéramos querido conocer los im- 
pactos de esta obra, así como los estudios de factibili- 
dad económica; es una gran duda que tenemos. ¿Es 
factible y viable un puerto de estas características? 
Sabemos que no podrá ser un puerto nacional, que 
no es para atender el mercado uruguayo y que no es 
para la entrada y salida de mercaderías al país. Para 
que se sostenga un puerto de este tipo, con una in- 
versión millonaria en dólares, se debe pensar segu- 
ramente en un puerto regional. Entonces, hay que 
estudiar estos aspectos. Hay mercaderías que desde 
Brasil van a tener que bajar hacia el sur varios kiló- 
metros para su embarcación y luego salir, o viceversa. 
En esta relación tan compleja que tenemos con Ar- 
gentina, ¿habrá mercadería desde ese país que circu- 
le por ese puerto? Lo lógico sería que de allí viniera 
la mayor cantidad de cargas. Para que un puerto re- 
gional de estas características realmente funcionara 
tendría que dar beneficios y habría que pensar en que 
fuera un puerto libre. 


Cuando concurrieron por segunda vez los inte- 
grantes de la Comisión Interministerial a la Comisión 
preguntamos concretamente si se estaba pensando 
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en un puerto libre, a lo cual el señor Buonomo, 
que es quien coordina dicho órgano, nos contes- 
tó lo siguiente: “Sí; son temas que tenemos en 
la agenda y que debemos definir. Obviamente, no 
hemos tomado ninguna decisión al respecto. Es- 
tamos analizando los aspectos institucionales de 
cómo se va a llevar adelante el puerto; hemos re- 
suelto que el organismo que definirá las políticas 
portuarias es el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas,” -lógico: no precisa que lo diga porque 
ya está definido- “que deberá regular la actividad 
portuaria y cómo este puerto se insertará en el 
sistema de puertos del país y de la región. A través 
de la asociación público-privada estamos pensan- 
do en seleccionar un administrador, un desarrolla- 
dor del puerto, que sea el encargado de su manejo 
en términos generales. En ese marco institucional 
-que tiene que ver con los organismos encargados 
de regular, de elaborar las políticas y de operar- 
se determinará también en qué régimen se debe 
operar, qué tipo de facilidades o mecanismos pro- 
mocionales se darán, cuál será el ámbito de apli- 
cación, si será de puerto libre o no, etcétera.” Al 
leer este fragmento se nos ocurren algunas otras 
interrogantes. Por ejemplo, ¿qué dice el Estatuto 
Aduanero del Mercosur y qué compromisos tiene 
el Uruguay -incluso algunos muy recientes- que 
tengan que ver con la instalación de puertos li- 
bres? ¿Podemos crear un puerto libre con las ac- 
tuales características? 


Evidentemente estamos viendo que faltan muchí- 
simos datos. No estoy diciendo que no haya seriedad 
-haciendo referencia a lo que expresó el señor Sena- 
dor Rubio-; tampoco que no haya buena intención. 
Eso no lo dije ni lo digo. Lo que expreso es que en 
un principio pedimos mayores avances para votar 
una habilitación en Comisión para luego presentar 
el tema en el Plenario, pero que aún faltan muchos 
elementos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senador. 


Se va a votar una moción llegada a la Mesa para 
que se prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: no dudamos de 
la seriedad de lo que hasta aquí se ha avanzado; lo 
que expresamos es que falta mucho, que estamos muy 
lejos de tener los estudios técnicos que se necesitan. 
Incluso, el señor Senador Rubio mencionó la existen- 
cia de interesados, pero permítame dudar de ello, no 
en el sentido de que no los haya, porque sabemos que 
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hay algunos, pero en general los interesados son para 
construir el puerto. ¿Cómo no van a haber en el mun- 
do interesados en construir una obra que va a costar 
US$ 1.500:000.000, US$ 2.000:000.000 o más? Va a 
haber una fila de interesados, pero ¿quién paga la in- 
versión? En definitiva, ¿quién pone los recursos nece- 
sarios? Para contestar estas interrogantes se requiere 
que estén todos los estudios terminados pero, lamenta- 
blemente, todavía estamos muy lejos de eso. 


Por tanto, vamos a acompañar el proyecto de ley 
porque fueron incorporadas las modificaciones que 
propusimos en su momento -y esperamos poder enri- 
quecer todavía más la iniciativa-, pero dejamos expre- 
sa constancia de todas nuestras dudas y de que falta 
realizar los estudios complementarios. Lógicamente 
va a ser necesario contar con ellos no solo por la ley 
que se va a aprobar sino, también, por la normativa 
que está vigente en el país y porque, de otra manera, 
va a ser imposible que haya interesados en invertir en 
algo tan grande e importante que, de concretarse, va 
a ser muy beneficioso para los uruguayos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: sin el afán 
de ser demasiado grandilocuente quiero ubicar la 
aprobación que el Senado de la República va a dar 
en el día de hoy a este proyecto de ley de habilita- 
ción del puerto de aguas profundas en el contexto 
que considero tiene: se trata de una de las decisio- 
nes más trascendentes que quizás haya adoptado el 
Uruguay en los últimos años. Digo esto, no porque 
se vaya a terminar concretando su construcción sino 
porque, por primera vez en muchísimo tiempo, todos 
los partidos políticos por unanimidad hemos entendi- 
do la trascendencia de pensar este tipo de proyectos 
y decisiones a lo grande. En el pasado, lamentable- 
mente muchas decisiones similares no contaron con 
el apoyo de todos los partidos políticos e, incluso, en 
algunos casos se opusieron con mucha fuerza a algu- 
nas iniciativas que pretendían, como esta, traer desa- 
rrollo y prosperidad al país. 


Cuando en 1723, el Capitán Manuel de Freitas 
construía, en nombre del Rey de Portugal, un fuerte 
que hoy se conoce como Montevideo y poco tiempo 
después, el Gobernador de Buenos Aires, bajo la or- 
den del Rey de España, lo desalojaba y fundaba San 
Felipe y Santiago de Montevideo y el apostadero naval, 
se inició casi toda la historia de nuestro país. El pro- 
ceso de los puertos tuvo que ver con gran parte de la 
vida de nuestro país y lo que se conoce como la lucha 
de puertos -que fue en definitiva causa y efecto de 
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nuestra independencia-, la permanente competencia 
entre los Puertos de Buenos Aires y de Montevideo 
y todas las luchas geopolíticas que se dieron desde 
aquel entonces entre las dos márgenes del Plata, son 
importantes piezas históricas a tomar en cuenta en 
esta decisión que vamos a adoptar hoy en el Senado 
de la República. ¿Por qué digo esto? Porque no esta- 
mos aprobando una autorización baladí. Los que nos 
tomamos en serio esta actividad y creemos que esta 
autorización tiene detrás de sí, o debería tener, una 
carga de pensamiento geopolítico central en la futura 
vida de nuestro país, entendemos que se trata de una 
decisión trascendente. 


Recordemos que cuando el Presidente Roca enco- 
mienda al Ingeniero Madero la construcción y remo- 
delación del Puerto de Buenos Aires, el Presidente 
Herrera y Obes decide contratar al Ingeniero Serra- 
to para la modernización del Puerto de Montevideo 
y así, sucesivamente, la actividad portuaria ha sido 
central en la vida de nuestro país. 


El primer debate al que nos hemos visto enfren- 
tados tiene que ver con la norma que establece la 
Constitución de la República en el numeral 9%) de 
su artículo 85, que otorga competencia a la Asam- 
blea General para habilitar puertos. Personalmente 
me preocupé por averiguar el porqué de esta norma. 
El doctor Jiménez de Aréchaga interpreta que se trata 
de una decisión de rémoras monárquicas, cuando le 
competía al rey la autorización del establecimiento de 
puertos como elemento de recaudación fiscal. No de- 
bemos olvidar que durante muchísimos años el Puer- 
to de Montevideo fue la única forma de ingreso que 
tuvo el presupuesto de nuestra incipiente República 
en sus primeros pasos como país independiente. 


Por lo expuesto, el establecimiento de un puer- 
to de aguas profundas no es un tema nuevo para el 
Partido Nacional ni lo toma por sorpresa. Es notoria 
la clara vinculación que tiene nuestra colectividad 
política con los asuntos portuarios. En ese sentido, 
vale la pena recordar la Ley de Puertos que permitió 
remodelar el Puerto de Montevideo y multiplicar por 
más de diez -en un período menor a los veinte años- 
la carga que se comercializaba a través de nuestros 
puertos por concepto de importaciones y exportacio- 
nes. 


Es cierto que en la decisión de habilitar un puerto 
de aguas profundas también debe tenerse en cuenta 
un tema indirecto que tiene que ver con las conse- 
cuencias que va a tener sobre los Puertos de Monte- 
video y del litoral del país, fundamentalmente por las 
distancias de pocos cientos de kilómetros que separan 
a unos de otros. Esto nos hace pensar que desde el 
punto de vista geopolítico la construcción del puerto 
de aguas profundas, que reivindicamos como nece- 
sario e imprescindible para el desarrollo de nuestro 
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país, deberá estar acompañada de otra serie de me- 
didas de carácter gubernativo interno y de política 
internacional. ¿Por qué digo esto? Es claro que en la 
actualidad la construcción de un puerto es sinónimo 
de la cantidad de carga que pueda comercializar. Si 
un puerto no es rentable en su ecuación económica, 
por más voluntad que se quiera poner es imposible 
su construcción y mucho menos en la modalidad que 
pretende este Poder Ejecutivo que es tratar de que la 
actividad privada posea la mayor carga de inversión. 
La construcción de un puerto con estas caracterís- 
ticas deberá tener en cuenta un tema esencial: las 
toneladas de carga y de TEU que va a comercializar. 
Si no cierra esta ecuación, por más buena voluntad 
política que se tenga, el puerto quedará solamente en 
una habilitación de carácter legislativo o, lo que es 
peor -y adelanto mi temor en este sentido-, se contra- 
tarán sucesivas consultorías y se construirá una buro- 
cracia que terminará desembocando en la nada; y en 
ese proceso se irán varios millones de dólares, paga- 
dos por la población, para llevar adelante los estudios 
pertinentes. Personalmente, creo que debemos alejar 
la posibilidad de que eso suceda. 


El análisis estratégico y geopolítico de la construc- 
ción de un puerto de aguas profundas en Uruguay no 
puede escapar a la realidad -acá se hablaba de las ca- 
racterísticas que tendrán en el futuro los barcos que 
comercializarán las exportaciones e importaciones y 
el comercio mundial- de que por cuestiones de eco- 
nomía, cantidad, monto y tonelaje a transportar, cada 
vez se necesitan barcos más grandes y eficientes. Por 
ende, en la operativa portuaria se justificarán espa- 
cios más grandes y todo lo que sea ecuación económi- 
ca que facilite la carga y descarga en el menor tiempo 
posible y con la mayor rentabilidad, será un elemento 
a tener muy en cuenta. 


Ahora bien, un Puerto de estas características, se- 
ñor Presidente -tómense claramente las palabras que 
voy a pronunciar-, se tiene que hacer en el marco 
de negociaciones de carácter diplomático que son im- 
prescindibles. Fijémonos solamente en el Puerto de 
Montevideo y en la característica de su carga, donde 
la mitad son trasbordos y el 85% de estos trasbordos 
vienen de la Argentina. Quiere decir que hay una de- 
pendencia -en el buen sentido de la palabra-, en el 
comercio que existe para con la República Argentina, 
esencial y central. Por supuesto que tampoco escapa- 
rá a nadie el hecho de que nuestro país tendrá que 
manejar esto con mucha habilidad -lo que implicará 
un manejo diplomático- como para que siga siendo 
así, producto de que todo el mundo quiere un puer- 
to de aguas profundas. Y en todos lados no se va a 
poder construir un Puerto de esta naturaleza, justa- 
mente, por las características que el comercio va a 
tener dentro de muchísimos años. Se calcula, señor 
Presidente, que en esta región van a arribar los pri- 
meros barcos con más de 16.000 TEU de capacidad 
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recién después del año 2030; mientras tanto, la carga 
seguirá siendo transportada en barcos similares a los 
que lo hacen hoy. ¿Por qué? Porque los primeros bar- 
cos que los astilleros mundiales están construyendo, 
lamentablemente, no van a estar direccionados en 
su comercio hacia América del Sur, sino hacia Asia 
y, fundamentalmente, hacia el comercio con China. 
Hay un dato nada menor, señor Presidente, que vale 
la pena que hoy digamos también acá: la mitad de los 
barcos que hoy están circulando en el mundo van o 
vienen de la China. Repito: van en dirección hacia la 
China o desde la China. Esto también hace que los 
cálculos que vayamos teniendo sobre las posibilidades 
de la construcción de un puerto de aguas profundas 
en nuestro territorio, sean ecuaciones que se deben 
tener en cuenta. No puede escapar a nosotros, se- 
ñor Presidente, el hecho de que estamos pensando 
construir un puerto de aguas profundas a menos de 
100 kilómetros de la frontera con Brasil. Tampoco po- 
demos escapar al análisis geopolítico de que el lugar 
en el que pretendemos construir un Puerto de esas 
características está a menos de 200 kilómetros de un 
Puerto que Brasil pretende que sea de Aguas Profun- 
das como el de Río Grande del Sur, que tiene gravísi- 
mos problemas de dragado. Esto evidentemente llama 
a que tengamos que atender con mucha inteligencia 
diplomática -y ahí sí esperemos que logre concretarse 
por una vez en la vida el discurso de integración que 
se lleva adelante y, entonces, nosotros también termi- 
naríamos reivindicando al Mercosur esencialmente 
como un espacio de integración comercial- la posibi- 
lidad de entender que un Puerto de estas caracterís- 
ticas, por la cantidad de tonelaje que deberá mover, 
tendrá que ser uno de trasbordos de carga regional y 
no solamente de carga nacional. ¿Por qué? Porque un 
Puerto así se empieza a justificar cuando se superan 
los treinta millones de toneladas anuales de carga o 
descarga. 


Ahora bien, señor Presidente, para el Partido Nacional 
esto no es nada nuevo -como es público y notorio- des- 
de que en los programas de Gobierno de nuestra co- 
lectividad política, ya desde hace muchos años, está 
incorporada la necesidad de la construcción de un 
puerto de aguas profundas a partir de la actividad 
portuaria y la conexa a esta, que es la logística. Aquí 
me permito recordar cuando en algún tiempo en el 
Uruguay se criticaba al país de los servicios y se decía 
que no era bueno y que, por el contrario, ese era un 
país distinto al Uruguay productivo que se pensaba en 
aquel entonces. Por suerte, todas esas barreras han 
sido derrumbadas y hoy nadie puede dejar de reco- 
nocer la trascendencia que la industria logística tiene 
en la vida de nuestro país y, como consecuencia de la 
misma, la remodelación del Puerto de Montevideo, a 
través de la Ley de Puertos y el establecimiento del 
concepto de puerto libre -concepto que está en tela 
de juicio y que debemos atender no solo producto del 
Puerto de Montevideo, sino también del futuro puer- 
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to de aguas profundas-, asociado con un proyecto de 
ley que se está tratando en el Parlamento que es el 
Código Aduanero del Mercosur. Nadie puede pensar, 
señor Presidente, que la pérdida de calidad de puerto 
libre que pudieran tener nuestros puertos, pudiera 
también ser un elemento que desalentara la cons- 
trucción de un puerto que, por definición, va a tener que 
ser declarado puerto libre -si no, zona franca-, tratando 
de estimular la mayor cantidad de producción a aten- 
der en sus instalaciones. 


El puerto de aguas profundas establecido en el 
departamento de Rocha es incuestionable: debe ser 
construido en el departamento de Rocha. La pregun- 
ta es qué tipo de puerto. Aquí debemos reconocer -tal 
como lo hicimos en Comisión- que el Poder Ejecutivo 
ha estado bien en crear una Comisión interministe- 
rial para tratar todos estos temas. ¿Por qué? Porque 
no es lo mismo un puerto minero que el que disparó 
la voluntad del actual Gobierno y que apunta a la po- 
sibilidad de contar con un puerto de aguas profun- 
das, puesto que las características de un puerto mi- 
nero son absolutamente distintas a las de un puerto 
multimodal. Fíjense ustedes que el principal puerto 
de ingreso de petróleo en nuestro país es una boya 
ubicada a varios cientos de metros de la costa, en la 
zona residencial y con unos costos muy elevados para 
el Uruguay; ahí está ubicado el puerto petrolero de 
nuestro país. Quiere decir que si se pretende cons- 
truir un puerto minero, es una cosa, y si se pretende 
construir un puerto multimodal, es otra; la inversión 
también es otra y la infraestructura también. 


Es así, entonces, señor Presidente, que en la Co- 
misión de Transporte y Obras Públicas, los Senadores 
del Partido Nacional -el Senador Moreira y quien ha- 
bla- hemos puesto especial énfasis en analizar la ubi- 
cación, las características y, especialmente, la aten- 
ción que se debe tener al momento de la habilitación 
definitiva de un puerto de aguas profundas. ¿Por qué? 
Porque en esa visión geopolítica que se debe tener, en 
algún momento pensamos que la costa uruguaya era 
infinita y hoy nos estamos dando cuenta que la costa 
uruguaya atlántica -atractiva para una industria de 
la trascendencia como la turística- es finita; pero no 
solamente es finita, sino que lo peor aún es que se 
está acabando. Y, justamente, uno de los espacios en 
donde en el futuro se podría pensar en inversiones 
trascendentes que generaran también miles de pues- 
tos de mano de obra en la industria turística, está 
ubicado donde se piensa construir este Puerto. En 
Rocha se dan todas las características, y me precio de 
poder hablar con autoridad porque conozco toda la 
costa de Rocha: se da la inversión inteligentemente 
hecha y amigable con el medioambiente y se dan los 
horrores más espantosos de ordenamiento territorial 
y de contaminación de todo tipo que pueda haber. 
Debo decir que no he terminado nunca de entender 
cómo -y en esto hemos sido responsables todos por 
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omisión- permitimos que hayan sucedido cosas en el 
ordenamiento territorial del departamento de Rocha, 
nada más ni nada menos, en balnearios como Valizas 
y Aguas Dulces, donde el ordenamiento territorial no 
existe, así como lo que hoy está sucediendo en Punta 
del Diablo. Yo conocí a Punta del Diablo como aquel 
pueblo de pescadores en donde se esperaba la tarde- 
cita y la llegada de los pescadores de tiburones para 
ver cómo descargaban aquella pesca. Hoy es poco 
menos -vamos a reconocerlo- que el bum de la indus- 
tria turística nacional que se está viviendo con una 
conciencia distinta. En esto también las autoridades 
departamentales han ido mejorando en las sucesivas 
Administraciones, pero cargan con una cosa que te- 
nemos que entender: el loteo de terrenos alrededor 
de la Laguna de Rocha -un espacio, un parque nacio- 
nal lacustre- se calcula en terrenos de 500 metros. Si 
llegáramos a habilitar la construcción en esos terre- 
nos, imagínense en qué terminaría la Laguna de Ro- 
cha, que debe ser uno de los espacios más hermosos 
que existen en la costa uruguaya. Por suerte existe 
una suspensión en los permisos de construcción y 
una serie de otras complicaciones que se han presen- 
tado como para desalentar las inversiones de ese tipo. 


Ahora, con relación a lo que está pasando entre La 
Pedrera y Cabo Polonio, donde está pensado hacerse 
el puerto de aguas profundas, en la zona de El Pa- 
lenque, la batimetría confirma -no desde ahora sino 
desde hace muchos años- que es la zona más cerca 
del territorio donde se alcanza la profundidad nece- 
saria, pero es algo que tenemos que estudiar. Por eso 
los señores Senadores del Partido Nacional -y en la 
Cámara de Representantes especialmente los seño- 
res Representantes del Partido Nacional- han pues- 
to especial énfasis en estudiar el tema. Fue así que 
nosotros llevamos adelante un debate en Comisión 
entendiendo que la nueva interpretación de la habili- 
tación que la Constitución le mandata a la Asamblea 
General otorgar para la construcción de puertos, no 
tendría que hacerse al inicio del proceso sino como 
consecuencia de la culminación. El Gobierno enten- 
dió que no se puede hacer nada hasta que no exista 
la habilitación legal pertinente y nosotros opinábamos 
que, por el contrario, se tendrían que haber hecho 
todos los estudios que nos garantizaran que esa es 
la zona adecuada para la construcción del puerto de 
aguas profundas y ahí, entonces, solicitar la autoriza- 
ción legal pertinente. Eso no se entendió que fuese 
así por parte de los Senadores del Frente Amplio; no- 
sotros creemos que sí debería ser así producto de que 
en la Constitución han sido incorporados conceptos 
que no existían cuando en la norma se estableció la 
autorización previa de la Asamblea General a la cons- 
trucción de puertos. Me refiero a los relacionados con 
el ordenamiento territorial y, esencialmente, con el 
medioambiente. Es así que entendíamos que como 
garantía -y en esto el señor Senador Moreira hizo 
especial énfasis- debíamos contar con las mayores 
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certezas de que el impacto ambiental sobre el lugar 
donde estuviera ubicado el Puerto fuera analizado. 
Porque impacto ambiental va a haber; vamos a no 
mentirnos. Entre una tierra casi virgen en la actuali- 
dad a la construcción de un puerto, lamentablemente 
impacto ambiental va a existir. Tenemos que intentar, 
por todos los medios probables, que sea el menor po- 
sible o casi nulo, para no interferir con el medioam- 
biente, con el ordenamiento territorial y con otro tipo 
de industrias que en el Uruguay se llevan adelante, 
fundamentalmente, la del turismo, pues esa zona de 
costa es especial como para poder hacer las últimas 
inversiones. 


Señor Presidente: todos conocemos las nefastas 
consecuencias que sobre la costa de Rocha tuvo el 
Canal Andreoni. Para quienes conocimos aquella cos- 
ta rochense antes de la construcción del Canal sabe- 
mos lo que era La Coronilla y el tramo en dirección 
con la frontera con Brasil. Hoy, lamentablemente, 
producto del mencionado Canal, esa costa se ha visto 
tremendamente desmejorada. 


Por lo tanto, si el Puerto tuviera que estar ubicado 
aquí, entendemos que la habilitación se tendría que 
haber dado “como consecuencia de” y no “como cau- 
sa de”. En ese sentido creíamos que -y eso fue lo que 
intentamos hacer los Senadores del Partido Nacio- 
nal- se debía culminar todo el proceso de análisis y de 
estudio, que se conocieran los planes que hoy no se 
conocen con relación a la inversión y sus interesados, 
y desde ahí otorgar la habilitación legal correspon- 
diente. Se entendió que eso no debía ser así y se va a 
transitar por el otro camino que -debemos reconocer- 
es mucho mejor que el de anteriores Administracio- 
nes de todos los partidos, donde nos cansamos de lu- 
char porque venía una norma en el Presupuesto que 
habilitaba la construcción de puertos en el territorio 
nacional. Es así que tuvimos que dar duras batallas 
para que se retiraran de Presupuestos o de Rendi- 
ciones de Cuentas normas tan generales como estas, 
producto de que no es nuevo en el Uruguay el intento 
de construir puertos en otras zonas del territorio. 


Todavía en mi retina queda muy presente aque- 
lla invención que, lamentablemente, terminó siendo 
uno de los tantos cuentos chinos que hemos vivido y 
que era la inversión de los malayos sobre la costa del 
Cerro de Montevideo. Incluso llegué a ver un plano 
que mostraba la construcción de un puente sobre la 
bahía de entrada al Puerto de Montevideo en el que 
se podía unir el Cerro con la rambla portuaria a esa 
altura. 


Señor Presidente: creemos que los estudios medio- 
ambientales deben existir. No somos de los que creen 
que un puerto no pueda coexistir con otro tipo de 
inversiones; puede suceder. Hay ciudades turísticas 
en el mundo en el que coexisten. Ya que estamos tan 
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preocupados por el medioambiente, debo decir que 
una vez leí un informe en el que se decía que en Cabo 
Polonio, por cada habitante que allí veranea, existen 
dos cámaras sépticas tapadas. Para no ser más gráfi- 
cos, dejémoslo en ese concepto, pero la capa freática 
del territorio nacional en varias de esas zonas, lamen- 
tablemente, deja mucho que desear desde el punto 
de vista de su calidad. Digo esto para los defensores a 
ultranza del medioambiente o, para los que también 
conocimos, que defendían el medioambiente porque 
tenían su casa en un terreno fiscal que era de todos. 
Esas cosas las hemos vivido en el Uruguay. 


Con relación al puerto de aguas profundas, el Par- 
tido Nacional va a habilitar la autorización poniendo 
especial cuidado desde el punto de vista medioam- 
biental y en el cumplimiento de todas las instancias 
legales pertinentes. Decimos con mucha claridad que 
creemos que el Uruguay va a tener que recurrir a 
consultores internacionales para el asesoramiento 
sobre una inversión de esta magnitud. Y esto no lo 
decimos en desmedro de los técnicos locales ni de 
la Dinama; muy por el contrario, lo hacemos justa- 
mente para reafirmar y tener las mayores garantías 
de que cualquier inversión que se vaya a construir o 
cualquier obra que se vaya a hacer, no afectará el or- 
denamiento territorial ni el medioambiente. Estamos 
hablando de una zona que es muy similar al Mon- 
tevideo de principios del Siglo XVIII, porque allí no 
hay absolutamente nada: no hay luz, carretera, vía 
férrea, agua potable ni ningún servicio. Francamen- 
te, cuando nos preguntamos sobre cómo se va a en- 
carar una construcción de esta magnitud es cuando 
nos comienzan a surgir las dudas. No se tiene claro 
si lo va a hacer una inversión pública, una privada o 
una mixta; si el inversor va a venir a invertir sobre las 
obras de infraestructura relacionadas con el Puerto 
y no con todo lo que está alrededor del mismo. Es 
ahí donde estaremos tremendamente atentos a que 
esto no termine siendo un anuncio similar al de una 
vieja película española que se llamaba “Bienvenido 
Mister Marshall” donde se anunciaba y se anuncia- 
ba que iba a llegar la prosperidad a un pueblo y esto 
nunca sucedía; o si termina siendo una obra que se 
pueda concretar, amigable desde el punto de vista 
medioambiental y que cierre una ecuación económi- 
ca que -debo decirlo con honestidad- si el Uruguay no 
la encara en un proceso mayor, en mi opinión es muy 
difícil de realizar. 


Seamos francos: yo empecé a escuchar a muchos 
representantes del Gobierno -con esto no quiero decir 
que no haya habido otros que pensaran distinto- que 
hablaron sobre la posibilidad de establecer un puerto 
en esa zona con la idea de sacar la producción de 
minería y de hierro que se produciría en el departa- 
mento de Treinta y Tres y en departamentos vecinos, 
y que estaría ubicado en otro lugar, más hacia el este. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para prorrogar 
el tiempo de que dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-21 en 22. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 


Si el puerto tendrá características de terminal mi- 
nera será una cuestión a tener en cuenta; ahora bien, 
si resulta que lo que se pretende es contar con un 
puerto multimodal, las inversiones tendrán que ser 
de otra naturaleza. A este respecto, podemos citar el 
caso del Puerto de La Paloma en el que se procedió 
mal. Digo esto, porque las escolleras del Puerto de 
La Paloma están mal construidas y las consecuencias 
de ello se viven producto de que las corrientes han 
lavado la playa de La Aguada y han hecho que la are- 
na terminara en el Puerto de La Paloma. En función 
de esta situación, el Puerto tiene que ser permanen- 
temente dragado para tratar de frenar un error que 
se produjo a principios del Siglo XX, pese a que las 
últimas Administraciones han tratado de corregirlo 
armando un murallón que cortara justamente ese 
permanente barrido del agua del Océano Atlántico 
sobre las playas. Como consecuencia, estas práctica- 
mente han desaparecido de esa zona y la arena se ha 
ido a depositar dentro del espacio portuario. Esto no 
lo queremos para este Puerto, y por eso insistimos 
tanto en la necesidad de realizar estudios que nos 
permitan hacer un análisis que nos garantice que el 
impacto ambiental será el menor posible. A esto de- 
bemos agregar que el impacto posterior a la construc- 
ción estará relacionado con el tráfico de buques, con 
las sentinas y con la contaminación de la arena. Hace 
pocos días tomamos conocimiento de un debate que 
se dio, justamente, por el tema de dónde fue tirada la 
arena. Aclaro que no me estoy refiriendo a lo ocurrido 
en el departamento de Rocha sino en el de Montevi- 
deo, concretamente al dragado del Puerto, donde la 
arena que se sacó -tremendamente contaminada- no 
fue tirada en el espacio destinado a tal efecto -esto 
es, a 15 kilómetros de distancia del Puerto de Monte- 
video-, sino en las proximidades de la Playa Ramírez, 
donde hoy hay serios riesgos de contaminación como 
consecuencia de una operativa mal pensada. Estas 
cosas son las que nos previenen. 


Señor Presidente: a lo dicho anteriormente debe- 
mos sumar todo lo relacionado con una infraestruc- 
tura que hoy es inexistente y que no ha sido pensada. 
Actualmente, un puerto no es viable si no existe el 
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ferrocarril. A este respecto, al día de hoy en nuestro 
país no se ha pensado siquiera en el trazado ferrovia- 
rio -producto de que se tienen serios problemas para 
tratar de adecuar la red ferroviaria existente que se 
dirige hacia Montevideo-, ni en una ruta de caracte- 
rísticas distintas a la Ruta 10, que es esencialmente 
turística. La ruta más cercana es la Ruta 9, pero para 
poder llegar al puerto de aguas profundas habrá que 
transitar varios kilómetros. 


Se ha dicho que en una primera etapa se había 
pensado en la comercialización a través de la entrada 
y salida por el mar; sin embargo, debemos decir que 
esto lo vemos poco viable porque uno de los elemen- 
tos que podría alentar a aumentar el tonelaje y así 
permitir la salida por el puerto de aguas profundas, 
sería la producción granelera y maderera, máxime te- 
niendo en cuenta que el Puerto de La Paloma en este 
momento está siendo adecuado para tal efecto. Esto 
no lo podemos desvincular de la idea que se tiene en 
torno a la jerarquización del puerto sobre la Laguna 
Merín en la desembocadura del Río Cebollatí y de la 
posibilidad de hacer una salida que permita la utiliza- 
ción de la Laguna Merín y de la Laguna de los Patos, 
justamente, hacia los puertos brasileños, o hacia San 
Conrado, como me acota el señor Senador Abreu. 


Creo que esto debería estar pensado en ese mar- 
co y en ese contexto. Aquí no se trata solamente de 
tener la voluntad de hacer los análisis de las carac- 
terísticas que debe tener el Puerto, sino de pensar 
que todos estos elementos -tengamos en cuenta que 
esta idea ha sido lanzada en estos últimos tiempos- 
deben estar dentro del menú de análisis, más que de 
un Gobierno, de un país, porque debe quedar claro 
que esto superará la tarea de una Administración y 
que quizá la actual no logre colocar siquiera la pie- 
dra fundacional, por lo que estaríamos hablando de 
futuras Administraciones. Esto es lo que nos subyuga 
a votar el presente proyecto de ley, pues lo que nos 
seduce es alimentar el espíritu de aventura que el 
Uruguay debe tener. Si todo esto sirve para que ello 
así suceda, bienvenido sea, pero las dudas puntuales 
que tenemos sobre todo lo que rodea a estos anuncios 
y sobre la información que nos ha llegado del pro- 
pio Poder Ejecutivo persisten. No obstante, debemos 
reconocer, como corresponde, que nos han enviado 
la información de que disponían; tan así es que nos 
han hecho llegar informes en los que se desaconseja 
medioambientalmente la construcción del Puerto en 
el lugar que se tiene pensado. 


Como venía diciendo, señor Presidente, vamos_a 
votar el proyecto de ley como forma de reivindicar 
el espíritu que el Uruguay debiera tener para estas 
cosas. Debemos tener claro todas las cuestiones de 
carácter geopolítico, de ordenamiento territorial, de 
medioambiente y de índole comercial para que la 
ecuación cierre porque, de lo contrario, el Puerto no 
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se podrá construir. Se terminó la época en la que, 
contra viento y marea, alguien decidía hacer algo en 
un lugar que era desaconsejado que se hiciera. Si 
se observa la historia de la humanidad y todo lo que 
han hecho muchos monarcas, o países contra vien- 
to y marea, llevando adelante la acción del Gobierno 
o del Estado, nos podremos dar cuenta de que hoy 
no estamos en condiciones de poder hacer frente a 
un emprendimiento de esta naturaleza porque, para 
hacer una inversión de este monto -más allá de que 
la economía de Uruguay está relativamente bien-, de 
miles de millones de dólares, la ecuación debe cerrar. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR PENADÉS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Voy a aludir a un tramo de la 
exposición del señor Senador Penadés, no con el áni- 
mo de discrepar sino de trasmitir tranquilidad con 
relación a determinado punto. 


Si mal no recuerdo, en la última Administración 
del Partido Nacional se votó por unanimidad una or- 
denanza costera; primer marco normativo. 


Durante el primer Gobierno del Intendente Ba- 
rrios se votó la ordenanza sobre la Laguna Garzón 
que impide que todo el fraccionamiento que se hizo 
allá por los años 1940 y 1950, pueda dar lugar al ade- 
fesio del que se alarmaba el señor Senador y a un 
verdadero atentado a todo lo que uno puede pensar 
como cuestión medioambiental o manejo del mundo 
natural. 


Creo que no está en la cabeza de nadie la idea 
de construir un puerto unimodal; por el contrario, se 
está pensando en algo multimodal. 


En segundo término, quiero decir que se han co- 
menzado los estudios pero que, con relación al punto, 
sería necesario y altamente conveniente que hubiera 
continuidad de los trabajos multipartidarios a nivel 
del Poder Ejecutivo -en coordinación con el Parla- 
mento- acerca del conjunto del entramado de vías de 
comunicación, desarrollo ferroviario y demás. Esto, a 
su vez en la actualidad -por lo menos, en cuanto a la 
selección del lugar y demás-, está siendo trabajado y 
ha sido acordado con la Intendencia de Rocha en ese 
marco. 


No digo que esto sea suficiente pues hay una in- 
mensa cantidad de trabajo por hacer en todo lo que se 
refiere a cuestiones de infraestructura, de logística, 
de negociación internacional, de aspectos económi- 
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cos y demás, pero la conclusión a la que se llegó es 
que la viabilidad económica estaba madura. Hay una 
masa forestal muy importante que es posible que dé 
lugar a un emprendimiento de envergadura que ya 
estuvo “picando”, dio vueltas y demás y que, a pe- 
sar de que no se concretó, puede llegar a hacerlo por 
otras vías. Además, está todo el desarrollo de las cali- 
zas de Treinta y Tres -aunque, en lo que se refiere a 
Brasil, eso vaya por las hidrovías de las lagunas- y hay 
que tener en cuenta que hay otras fuentes de recur- 
sos y de producción muy importantes de nuestro lado, 
aparte del desarrollo minero, que puede salir por este 
puerto. Asimismo, en el esquema que se desarrollaba 
sobre la inserción regional, no está pensado solamen- 
te como un Puerto para la exportación de productos 
nacionales, porque eso no le daría escala. 


Quiere decir que desde este punto de vista el tra- 
bajo está en un progreso intermedio pero, a mi jui- 
cio, va a ser necesario poner mucho más potencial 
técnico para seguir avanzando rápidamente en esta 
dirección. 


Creo que todos conocemos que se han adoptado 
una serie de medidas con relación al Cabo Polonio, 
pero considero que podría pensarse en un proyecto, 
incluso, de mucho mayor escala. No se trata solamen- 
te de protección sino, como dije, de algo de mucho 
mayor escala para la zona; y quizás en algún momen- 
to el Parlamento deba ocuparse de este tema. 


He compartido diálogos con gente que, por lo me- 
nos, está pensando en hacer un verdadero parque na- 
cional, pero mucho antes y mucho más allá del Cabo 
Polonio. Estoy hablando de hacer algo que sea de gran 
porte, desde este punto de vista, para el desarrollo, 
la atracción y la potenciación de nuestros recursos 
naturales en la zona. 


En fin, comienzo tienen las cosas y aquí lo que 
estamos haciendo es arrancando en este tema desde 
el punto de vista parlamentario. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Penadés. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PENADÉS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: el señor 
Senador Penadés ha desarrollado una serie de hipóte- 
sis de trabajo que, naturalmente, pueden ser compar- 
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tibles, y a las que puedo agregar otras, al igual que los 
demás señores Senadores. Pero se trata de hipótesis 
de trabajo según las cuales se podría pensar que los 
Panamax -o los barcos de generación posterior- son 
barcos que van a estar en el año 2030, que requieren 
toda una infraestructura alrededor del puerto y que 
motivan una serie de especulaciones. No digo que eso 
no sea así, pero también puedo poner otras hipótesis 
arriba de la mesa que cambiarían un poco el panora- 
ma y que harían que el reparto del mazo se diera en 
una forma diferente. 


Lo que es claro es que se vienen los barcos gigan- 
tes, para utilizar un término diferente, que pueden 
llevar entre 10.000 y 20.0000 contenedores chicos o 
similares. Por eso se está haciendo el nuevo Canal 
de Panamá porque, de lo contrario, esos barcos no 
podrían pasar. Esta zona necesita un puerto que per- 
mita calado y, a su vez, no mezclar ese tipo de barcos 
y de buques con muchas otras embarcaciones peque- 
ñas o de desarrollo regional. 


La insistencia del Gobierno, aunque se focaliza 
en el tema medioambiental, apunta a decir “aquí es- 
tamos nosotros”. Estamos hablando de una decisión 
política. 


La construcción del puerto de aguas profundas en 
la zona no va a ser una decisión de un solo Estado; 
nos guste o no, va a ser de los actores potentes que 
digan: “Vamos a elegir este lugar, aquí van a venir los 
buques de última generación, van a dejar la mercade- 
ría y la vamos a distribuir en forma regional. Vamos 
a traer los contenedores de la región y los vamos a 
sacar de la zona”. ¿Por qué pueden elegir a Uruguay? 
Puedo tener una serie de fundamentos al respecto, 
pero hay otras razones que nos juegan en contra. Una 
de ellas es que Uruguay, nos guste o no, es lento para 
tomar las decisiones y, precisamente, lo que estamos 
haciendo es adoptar la decisión política. Por supuesto 
que el Puerto no se va a instalar y que no se van a 
hacer las obras si los estudios medioambientales no 
están prontos. Pero lo que queremos es adoptar la de- 
cisión correspondiente y ponerla en la vitrina para 
que quede claro que estamos acá. Estamos hablando 
de una decisión que, aunque Argentina y Brasil pu- 
dieran tomar, tendrían que madurarla mucho más, 
por diferentes razones en ambos casos. Como dije, 
Uruguay puede tomar esa decisión y decir: “esto está 
en la góndola; vengan”. Si los actores potentes la 
adoptan, ese puerto va a ser gigantesco, independien- 
temente de que se pueda adosar o sacar mercadería 
y producción uruguayas. Si, por el contrario, esos ac- 
tores fundamentales no adoptan esa decisión, puede 
haber un puerto que saque la producción del este, 
pero eso es distinto. 


Por estos motivos insistimos en la decisión políti- 
ca; estamos tan preocupados como todos por el tema 
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del medioambiente y por cumplir con toda la norma- 
tiva, pero queremos dar un salto -y termino, señor 
Presidente- en el sentido de adelantar determinadas 
cosas para que quienes vengan a invertir a Uruguay 
no piensen que es lento. No, aquí ya está la decisión 
de que haya un puerto en ese lugar. Mientras tan- 
to, vamos realizando todos los estudios pertinentes y 
conversando no solo con quienes van a construir el 
puerto, sino también con los que van a ponerlo en 
funcionamiento, que son cosas diferentes. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Penadés. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR PENADÉS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: creo 
que el señor Senador Penadés ha realizado una expo- 
sición muy buena y, en especial, nos ha hecho pensar 
a todos acerca de este problema en el que nos coloca 
el numeral 99) del artículo 85 de la Constitución de la 
República, que obliga al Parlamento a habilitar puer- 
tos. Obviamente, para hacerlo -como él señalaba- se 
debe contar con toda la información, pero para habili- 
tar el puerto de aguas profundas con una inversión de 
miles de millones de dólares -porque efectivamente 
estamos hablando de esa cifra- se requiere una canti- 
dad de estudios que, si no se cuenta con la seguridad 
de esa habilitación, no se harían. 


Esto nos coloca en esa situación tan particular 
de tener que habilitar un puerto sin contar con toda 
la información necesaria para hacerlo, más allá del 
significado que tienen las aprobaciones ambientales. 
Hemos solicitado a quienes conocen de este tema 
-aclaro que no soy especialista en él- un listado de 
los estudios que serían necesarios para concretar un 
Puerto de este tipo. Lo primero que nos dijeron fue 
que hay que contratar a una empresa especializada 
que nos indique cuáles son todos los estudios que se 
tienen que realizar; aclaro que existen empresas de 
ese tipo, como Scott Wilson, Arup, Angremond, T. 
Bruce y Van Der Meer. 


Ahora bien, solo ese primer estudio cuesta dece- 
nas de miles de dólares. Entonces, para habilitar un 
puerto uno requeriría estudios que hoy no están acá, 
como por ejemplo estudios de mercado de cargas, de 
ingeniería de proyectos, de tamaño, de inversiones, 
de costos, de la condición institucional en la que 
operará el futuro puerto -¿será bajo la órbita de la 
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Administración Nacional de Puertos?-, de factibili- 
dad económico-financiera, de nivel de carga a captar 
del mercado potencial -para justificar la inversión-, 
de estructuración del financiamiento, de diseño y de 
requerimientos o definiciones de cuáles son los inte- 
reses del país. 


Al parecer, no se prevé que el Puerto mueva con- 
tenedores y la carga general sería la celulosa, pero no 
se dice. Se habla de los buques Post-Panamax, pero 
dada la evolución que han tenido, son cada vez más 
anchos y no de más calado, por lo que obviamente no 
requieren puertos de aguas profundas, según dicen 
los asesores. 


A su vez, surgen otras dudas. Una de ellas se rela- 
ciona con las 2.500 hectáreas que tendrá este Puerto. 
El Puerto de Santos, que es uno de los más grandes 
de América, tiene 770 hectáreas. ¿Este va a tener 
2.500? Por su tamaño, el puerto proyectado se pue- 
de comparar con el de Hamburgo y el de Rotterdam; 
va a ser de los más grandes del mundo. ¿Hay algún 
estudio que avale el nivel de carga como para tener 
uno de los puertos más grandes del mundo? Creemos 
que no. 


Tampoco creemos que ya existan elementos sufi- 
cientes para determinar que El Palenque, en Rocha, 
es la mejor ubicación. Quizás lo sea, pero quizás no. 
Una limitación que el propio Poder Ejecutivo se está 
planteando -a nuestro juicio, de manera equivocada- 
es determinar que se lleve a cabo en la zona de El 
Palenque y no en cualquier otra del departamento de 
Rocha. Si vamos a habilitar un área tan extensa de la 
costa Atlántica, ¿por qué no habilitamos un puerto en 
toda la costa de Rocha? Pueden realizarse todos los 
estudios y después determinarse el lugar. 


A todo esto se suma el hecho de que en esa zona se 
van a expropiar 2.500 hectáreas lo que, obviamente, 
da lugar a suspicacias. ¿Por qué ese lugar? ¿Por qué 
2.500 hectáreas? ¿Por qué no algún otro lugar? Pen- 
semos que podría suceder lo que advertimos en oport- 
tunidad del remate de los aviones de Pluna. Cuan- 
do nos dijeron que la base eran US$ 137:000.000 
o US$ 100:000.000, nosotros aconsejamos: “No se 
limiten estableciendo US$ 100:000.000, porque de 
repente la base tiene que ser inferior”. Del mismo 
modo ahora estamos diciendo: “No se limiten a esa 
área porque quizás los estudios determinen que debe 
ser otra y esto tendrá que volver al Parlamento”. Creo 
que lo más sensato sería habilitar un puerto de aguas 
profundas en la costa de Rocha y hacer todos los es- 
tudios necesarios antes de determinar la localización. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor Senador Pena- 
dés desea hacer alguna otra consideración? 
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SEÑOR PENADÉS.- ¿Se me terminó el tiempo, 
señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; le restan ocho mi- 
nutos. 


SEÑOR PENADÉS.- Entonces voy a redondear mi 
exposición. 


Señor Presidente: dada la envergadura y el tama- 
ño de la inversión, no es posible que no se sepa de 
antemano -como dijo hace unos instantes el señor 
Senador Michelini- lo que se pretende hacer. Cuando 
se habla de que los murallones van a costar más de 
US$ 300:000.000 o US$ 400:000.000, no se puede 
pensar que el puerto va a ser para sacar la carga de 
madera del este del país. Se ha dicho que para ser 
viable necesita manejar más de treinta millones de 
toneladas y en el Uruguay no se llega a esa cifra aun- 
que sumemos la carga de todos los puertos. 


Entonces, es clarísimo que necesitaremos conti- 
nuar estudiando y analizando este asunto. Desde ya 
anunciamos que el Partido Nacional hará un segui- 
miento muy profundo. 


Creemos que el Gobierno haría muy bien en tener 
una comunicación periódica con todos los partidos 
políticos para analizar e informar sobre los avances 
que se van consiguiendo y así finalmente lograr lo que 
todos buscamos: que a la postre termine habiendo un 
puerto de aguas profundas en nuestro país. No es un 
tema sencillo ni se define por la voluntad de algunos, 
sino todo lo contrario; es un tema de definiciones de 
carácter político y de saber, entre otras cosas, quién 
va a ser el inversor, porque si es el Estado tendremos 
un determinado debate, y si son actores privados ten- 
dremos uno distinto, así como diferentes problemas. 
Consideramos que en su momento deberemos cono- 
cer todas esas definiciones. 


Por lo tanto, los señores Senadores del Partido Na- 
cional vamos a votar afirmativamente el proyecto de 
ley, pero sin dejar de lado todas las consideraciones 
que hemos realizado, ni las que realizarán en pocos 
minutos los señores Senadores Moreira y Abreu. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: suscri- 
bimos absolutamente el fundado, inteligente y por- 
menorizado examen realizado por el señor Senador 
Penadés en su exposición. Realmente suscribimos en 
todos sus términos lo que ha expresado. 
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En la Comisión respectiva recibimos a los inte- 
grantes de la Comisión Interministerial -Subsecre- 
tarios de varios Ministerios-, a quienes escuchamos 
con mucha atención; incluso, en lo personal estuve 
releyendo algunos párrafos de las exposiciones que 
realizaron, una el 8 de agosto de este año y la otra 
en el mes de noviembre. Considero que allí se pone 
absolutamente de manifiesto la enorme complejidad 
que ha sido advertida aquí por todos los exposito- 
res. El señor Senador Viera hizo referencia a este 
estudio, llamado: “Avances para la Construcción de 
un Puerto de Aguas profundas en Rocha”. Se tra- 
ta, efectivamente, de avances y estudios prelimina- 
res hechos con seriedad, pero que no nos permiten 
llegar a tener un nivel de certeza y de tranquilidad 
como para habilitar, sin condiciones, un proyecto de 
esta envergadura. Estamos hablando de un mega- 
puerto multimodal y multipropósito localizado en la 
costa, naturalmente -como todo puerto-, una zona 
muy frágil que requiere especial protección de la 
ley. A una distancia muy corta del área donde se lo 
ubicará hay balnearios muy importantes, como La 
Pedrera y Cabo Polonio, y pegado a la localización 
proyectada se encuentra también San Antonio, un 
balneario pequeño y en plena expansión. Esto hace 
que se deba realizar una serie de estudios y adoptar 
previsiones de gran profundidad y rigor. Los propios 
informes que constan aquí nos hacen arribar a esta 
conclusión. Tenemos que reconocer -como han di- 
cho algunos señores Senadores- que la Comisión In- 
terministerial ha dado absoluta y total libertad, tanto 
a los técnicos de los respectivos Ministerios como 
a los consultores privados -que tienen otro margen 
de autonomía-, no así a quienes integran los equi- 
pos profesionales de los respectivas Carteras, que a 
pesar de ello han dado aquí opiniones muy críticas 
respecto a algunos aspectos de esta localización y 
sus efectos. 


En Comisión dijimos que hoy no contamos con el 
mismo marco jurídico que estaba vigente cuando se 
habilitó la construcción de otros puertos en el Uru- 
guay, o sea que esto nada tiene que ver con la cons- 
trucción del puerto de Montevideo en la época de 
Julio Herrera y Obes, ni con la construcción de los 
puertos de Colonia -que es aún más viejo-, de Fray 
Bentos, ni de ningún otro porque, reitero, el marco 
jurídico vigente en aquel entonces era diferente al de 
hoy. Reitero que el marco jurídico vigente en aquel 
entonces era diferente al de hoy, y esto no solo tiene 
que ver con la legislación, sino también con el 
artículo 47 de la Constitución, que claramente ex- 
presa que la protección del medioambiente es de in- 
terés general y que las personas deberán abstenerse 
de cualquier acto que cause depredación, destruc- 
ción o contaminación graves al medioambiente; ade- 
más, dispone que podrán preverse sanciones para los 
transgresores. Esta es una norma de máximo nivel y 
jerarquía, por lo que la ley no puede contravenirla, ya 
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que se vería ante la eventualidad de ser tachada de 
inconstitucional. 


Por estas razones decíamos que debía alterarse el 
orden de los factores y que antes de hacer esta decla- 
ración de habilitación era procedente analizar todos 
los aspectos ambientales y llevar a cabo los análisis, 
es decir, los estudios geotécnicos, de impacto sobre 
la costa y el territorio y de temas de conectividad y 
desarrollo ferroviario. En ese entendido expresamos 
nuestro punto de vista, sin perjuicio de aclarar que 
compartimos la necesidad de que en la costa oceáni- 
ca del Uruguay exista un puerto de aguas profundas, 
ya que eso nos releva de la necesidad de pedir de- 
terminadas autorizaciones a la República Argentina, 
que cada día se comporta con mayor dureza respecto 
a nuestro país. Contar con ese puerto nos daría ab- 
soluta libertad, pero hay que tener claro que el tema 
tiene muchos aspectos y el ambiental es uno de ellos. 


Otro asunto de suma importancia a tener en 
cuenta es la financiación y la viabilidad económica. 
En ese sentido, hemos leído lo que el economista 
Porto y el Subsecretario de Transporte, señor Genta, 
expresaban aquí acerca de cuál sería el diseño insti- 
tucional de este puerto de aguas profundas. Una de 
las posibilidades era que esto se hiciera por medio de 
inversión pública pura, lo que se descarta, porque si 
bien hay distintas versiones, la cifra menor que se 
mencionó fue de US$ 1.000:000.000; incluso algu- 
nos hablaron de US$ 3.500:000.000. No sé cuál será 
el costo final, pero sin duda estamos ante una cifra 
importantísima y no creo que hoy el Estado deba po- 
nerse a hacer inversiones de este monto en la medida 
en que cuenta con otros instrumentos para hacerlo, 
como por ejemplo la concesión de obra pública -que 
no parece ser apropiada en este caso- o el régimen es- 
tablecido en la nueva ley que habilita la participación 
público-privada. De acuerdo con lo que se nos ha ma- 
nifestado, este podría ser el camino a recorrer, es de- 
cir, la participación público-privada, con intervención 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo para 
que esta, por medio del diálogo competitivo previsto 
en el artículo 12 de la Ley de Participación Público- 
Privada, negocie con posibles interesados y logre una 
financiación entre varias partes. Naturalmente, es- 
tos interesados podrán ser de distinta naturaleza, y 
quizás podríamos estar ante financistas, constructo- 
res, desarrolladores u operadores portuarios. Sin em- 
bargo, no hay duda de que en una primera etapa, al 
menos en la fase de expropiación, el Estado deberá 
poner dinero. Aquí tenemos los padrones que estarán 
sujetos a expropiación y se ha dicho que el costo es- 
timado no estará lejos de los US$ 100:000.000. Por 
lo tanto, comenzamos con un desembolso realmente 
importante a cargo de las arcas del Estado. 


He podido conversar con algunos de los partici- 
pantes del diálogo en el data room que se abrió en 
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la Comisión Interministerial y escuché que se ha 
planteado que el Estado tendrá que hacer aportes 
importantes, al menos en la fase inicial de cons- 
trucción de las escolleras; solo para eso se habla de 
US$ 400:000.000 o US$ 500:000.000. Espero que no 
se les ocurra firmar una garantía a cargo del Estado, 
como se hizo con la compañía aérea, porque creo que 
estamos curados de espanto de este tipo de aval. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¡Apoyado! 


SEÑOR MOREIRA.- Entonces, si bien será nece- 
saria la inversión pública, también habrá que ser muy 
cuidadosos en esto, porque en cuanto a la viabilidad 
económico-financiera hemos escuchado que la Co- 
misión Interministerial ha hecho un estudio y una 
estimación que sitúa la demanda eventual de cargas 
en cincuenta y cinco millones de toneladas, sobre 
todo de graneles líquidos y sólidos. También se ha- 
bla de mineral de hierro vinculado al proyecto Aratirí 
-que es uno de los pilares de este proyecto de infra- 
estructura portuaria-, aunque hay que reconocer que 
todavía está lejos de concretarse, pues aún se está 
estudiando la iniciativa. Lo cierto es que Aratirí tenía 
un proyecto de puerto para mineral de hierro en un 
lugar que se llama La Angostura y el mismo no tiene 
mucho que ver con el que se proyecta ahora, porque 
es lo que se llama un puerto offshore, es decir, una 
escollera ubicada a dos o tres kilómetros de la costa, 
a la que se llega por un ducto; esto hace que sea un 
puerto de mucho menor costo, que simplemente per- 
mite que los barcos atraquen y el mineral de hierro 
llegue por un tubo. De manera que nada tiene que 
ver con un puerto de graneles sólidos. De todos mo- 
dos, aquí se llegó a la conclusión de que este puerto 
sería multipropósito, ubicado en un solo lugar, lo que 
no nos parece mal, pero en definitiva habrá que ver si 
Aratirí, que sería uno de los financiadores del proyec- 
to, le da consistencia y viabilidad económica. 


Por lo tanto, todavía persiste una interrogante res- 
pecto a la viabilidad económica, aspecto sobre el que 
habrá que conversar a la hora de optar por el meca- 
nismo de la participación público-privada. 


He leído todo lo que se ha presentado respecto 
a las localizaciones, donde se toma toda la costa de 
Rocha, que tiene características muy especiales y lu- 
gares diferenciados. Hemos escuchado que, teniendo 
en cuenta que el canal Andreoni ha arruinado gran 
parte de la costa desde La Coronilla hasta el Chuy, 
ese podría ser el lugar apropiado para llevar adelante 
el proyecto. El señor Senador Bordaberry decía que 
la extensión de 2.500 hectáreas parece excesiva, pero 
se plantea el argumento de que la proximidad de la 
laguna Negra impide tener un área de la extensión 
necesaria como para desarrollar esta infraestructu- 
ra portuaria, ya que se piensa en obras complejas, 
que prácticamente terminarán con la creación de 
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un centro poblado o una urbanización. Como todos 
saben, los puertos terminan construyendo ciudades; 
Montevideo es un claro ejemplo de ello, porque en 
sus inicios fue una ciudad puerto. No hay que olvidar 
que este tipo de ciudades tiene una serie de venta- 
jas -como por ejemplo la generación de empleo y de 
dinámica empresarial-, pero también enormes des- 
ventajas por los impactos que causa en los núcleos 
poblados y aledaños. Conozco personalmente la ex- 
periencia del puerto de Nueva Palmira, en Colonia, 
que es fuente de trabajo para los palmirenses y un 
inmenso polo generador de desarrollo, pero que tam- 
bién ha traído grandes problemas de contaminación 
por el efecto que se produce, sobre todo en el caso de 
los granos -lo mismo sucede con el mineral de hierro, 
que es altamente contaminante-, los días de viento. 
Eso genera problemas en la vida cotidiana. En suma, 
creemos que habría que hacer previsiones sobre estos 
temas. 


A su vez, se va a producir un impacto en las co- 
nexiones terrestres por el gran tráfico que se va a ge- 
nerar en la zona. Estamos hablando de un impacto 
a nivel paisajístico, sonoro y de luminosidad de los 
puertos. Esto ha sido señalado por el propio Minis- 
terio de Turismo y Deporte en una parte del informe 
brindado por la Comisión Interministerial, donde se 
mencionan los impactos desfavorables que segura e 
inexorablemente se producirán sobre la actividad tu- 
rística. En un informe del citado Ministerio sobre los 
avances en el análisis de la localización, se habla de 
que se hará en El Palenque, se menciona la continui- 
dad de balnearios que allí existe y se dice, entre otras 
cosas, lo siguiente: “La implantación de un PAP” 
-puerto de aguas profundas- “en este sector conlle- 
varía un cambio en las actividades sobre el territorio 
que impactaría negativamente sobre el extremo del 
tejido urbano”. 


Además, dice que “sería altamente desfavorable a 
la actividad turística tal como se visualiza en los ins- 
trumentos de planificación y regulación considera- 
dos”. También señala que “la implantación del PAP en 
el sitio El Palenque sería una intervención sobre esca- 
sas preexistencias turísticas en el área núcleo”. Lue- 
go continúa: “se visualiza como negativa; en lugar de 
introducir una dinámica económica en complementa- 
riedad con la actividad predominante en la actualidad, 
se estaría provocando la sustitución de la actividad tu- 
rística por la actividad portuaria en un sector de teji- 
do en desarrollo, la alteración de la actividad turística 
en la principal aglomeración balnearia de Rocha, y un 
fuerte cambio en la imagen de destino Rocha, hoy con- 
solidada. Por lo tanto se califica como altamente des- 
favorable a la actividad turística”. Más adelante hace 
referencia a las conectividades terrestres, que “induce 
a pensar en una alta interferencia del tránsito de car- 
gas con el tránsito turístico, lo cual conlleva además 
demanda de servicios para el puerto”. 


CÁMARA DE SENADORES 


195-C.S. 


En suma, en un escenario de alta inversión e in- 
fraestructura vial, el proyecto en esta localización tie- 
ne sus inconvenientes. 


Entendemos, por supuesto, que va a haber conflic- 
to de intereses. Lo que ocurre es que hay que tomar 
una decisión en este tema, pero yo creo que esta debe 
ser tomada después de que se hagan, en profundidad, 
todos los estudios que permitan tener la certeza de 
que ello no afectará muy fuerte a un turismo que en 
el departamento de Rocha es la principal actividad 
económica y se ha multiplicado por cuatro en los úl- 
timos cinco años. Actualmente, Rocha es el destino 
de muchísimos uruguayos y también de muchísimos 
extranjeros que, según se señala en el estudio econó- 
mico de la actividad turística realizado por el propio 
Ministerio, le están dejando al departamento y al país 
más de US$ 300:000.000 por año. Entonces, ¡vaya si 
habrá que pensar bien en esta medida, si habrá que 
hacer las previsiones correctas y si habrá que hacer 
los estudios con el grado de profundidad y de certeza 
que exigen las circunstancias! 


Por esa razón, sin perjuicio de considerar la im- 
portancia de este puerto, aquí se ha dicho hasta el 
cansancio que los buques son cada vez más grandes y 
tienen mayor calado; algunos son gigantescos, tienen 
más de cuatrocientos metros de eslora y pueden calar 
hasta veinticinco metros. La batimetría en El Palen- 
que -según los estudios de sonda que se han hecho; 
no por perforaciones, puesto que no se han realizado- 
indica que la isóbata, a escasos tres kilómetros de la 
costa, está a veinte metros, lo que es muy favorable 
y hace que, prácticamente, no se deba dragar. Esto 
facilita muchísimo la ecuación económica en el rubro 
mantenimiento posterior y la posibilidad de que ac- 
cedan barcos de mucho mayor porte y calado, lo que 
parece ser el transporte marítimo del futuro por los 
costos asociados al consumo del combustible. 


Tomándose todas las previsiones, creo que esto 
sería un gran aporte a una actividad portuaria que 
cada día tiene mayor relevancia en el Uruguay, sobre 
todo después de la revolución que constituyó la Ley 
de Puertos -aprobada durante el gobierno del Partido 
Nacional-, que modificó totalmente el estatuto jurí- 
dico de los puertos con el régimen de puerto libre. 
Por eso vale la pena preguntarse si el cambio en los 
nuevos estatutos aduaneros que se están estudiando 
no puede significar también un impacto desfavorable 
en una actividad portuaria, máxime cuando se piensa 
en una inversión de esta importancia y de estas ca- 
racterísticas. No quiero abundar en el tema, pero el 
señor Senador Penadés ha explicitado y comentado 
todos los aspectos relevantes del asunto. 


Nosotros, por estas previsiones, por este marco 
constitucional y legal, y por la Ley de Ordenamiento 
que el Parlamento aprobó en el período anterior, que es 
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extremadamente rigurosa en toda la materia de estudio 
de impactos ambientales -este es un proyecto que, sin 
duda, va a ser categoría “C” y va a requerir de estudios 
de impacto ambiental muy profundos-, creíamos que 
debía procederse a la inversa, es decir, hacer primero 
los estudios y luego pasar a la habilitación del puerto. 


Entendemos las dificultades y la urgencia de los 
tiempos, pero sin duda esto va a llevar muchos años, 
ya que se trata de un proyecto de ley pensado con 
efectos hacia los próximos cien años. Indudablemen- 
te, su aprobación no va a terminar en este Gobierno, 
pero hay que comenzar a caminar y es por esa razón 
que hoy hemos hecho llegar a los señores Senadores 
-se ha distribuido el texto- la propuesta de que, si no 
se puede llegar a hacer los estudios primero y dar la 
habilitación después, por lo menos se condicione la 
habilitación del puerto al resultado de los estudios. 
Reitero: hemos presentado un proyecto de ley sus- 
titutivo que ha sido distribuido y que queremos que 
se someta a votación. Nos parece que contempla con 
mayor grado de rigor todas esas exigencias ambienta- 
les y de ordenamiento territorial que prevén nuestra 
Constitución de la República y nuestra legislación vi- 
gente, y pretendemos que se ponga a consideración 
del Plenario. Considero que este texto es un poco más 
riguroso, pues establece el condicionamiento que de- 
viene y proviene de nuestro marco constitucional y 
legal vigente. 


Es cuanto quería decir, señor Presidente. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- No quiero ingresar en una ex- 
cesiva ampulosidad sobre este tema, pero debo de- 
cir que creo que estamos frente a una decisión de 
importantísima proyección histórica. Quizás no lo 
entendamos hoy con la fuerza y la importancia que 
se puede percibir en una sesión del Senado, pero tal 
vez sea la reivindicación más fuerte de los muchos 
sueños históricos que el país ha tenido, de muchas 
de las decisiones que nos han limitado y, entre otras 
cosas -y fundamentalmente-, de esa vieja disyuntiva 
que tenemos desde hace tantos años por los condicio- 
namientos que nos establece la geografía -que, como 
se decía, es la madre de la historia-, que de alguna 
manera nos han puesto siempre frente a la necesidad 
de elegir, no voluntariamente y ni siquiera por adju- 
dicación generosa de nuestros vecinos, entre ser un 
país bisagra, conectado y moderno, o ser una proyec- 
ción muy similar a lo que podría ser geográficamente 
el peñón de Gibraltar. 


Son muchas las dificultades que tenemos y las 
discusiones que se plantean desde el punto de vista 
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geopolítico -sobre todo por la cultura de la discusión 
con Brasil y con Argentina-, por esa visión tan grá- 
fica sobre la cual el otro día hablábamos al referir- 
nos a Methol Ferré, quien decía que Brasil, a fin de 
cuentas, es una isla lusitana en un mar hispánico. De 
alguna manera, es una descripción cultural impor- 
tante de una trayectoria que se remonta hasta nues- 
tros viejos orígenes jesuitas e indígenas y las luchas 
que eran, entre otras cosas, el rescate de la identidad 
de nuestra concepción regional. Ese origen a veces 
no lo reconocemos pero lo vemos como parte de un 
destino histórico que, por una razón u otra, ha sido 
una discusión permanente, entre otras cosas porque 
fuimos provincia de ambos países, de Argentina y de 
Brasil. Pero más allá de las interpretaciones históri- 
cas tenemos obligaciones con nuestra propia gente, 
con nuestro propio pueblo, de fijar metas de desarro- 
llo que, precisamente, estén miradas en la historia 
que cambia, en la modernidad que nos desafía, pero 
también en nuestro propio esfuerzo. Y esta decisión 
política que resulta histórica, más allá de los aspec- 
tos puntuales que podamos discutir, de los aspectos 
ambientales, de los requisitos que vayamos a exigir, 
o de todos aquellos vinculados a un proyecto de la 
modernidad de esta naturaleza, es también un paso 
importantísimo en la historia del país. 


Recuerdo que hace muchos años, cuando era 
muy joven, el doctor Washington Beltrán me mostra- 
ba, con emoción y enorme esperanza, una maque- 
ta de Salto Grande antes de que se construyera. Él 
me decía: “¡Mirá lo que es esto! ¡Vamos a discutir de 
Salto Grande! Tenemos una vieja discusión porque el 
Vicepresidente argentino Peretti está en la duda de 
si acompaña o no la construcción de Salto Grande, 
contra los intereses de El Chocón -Cerros Colorados, 
y para nosotros es, quizás, uno de los proyectos más 
importantes para la autonomía del país”. ¡Y vaya si 
sería importante, que hoy en día la capacidad energé- 
tica instalada en Salto Grande, cuando está en con- 
diciones climáticas de poder generar, alcanza casi al 
60% o 70% de la que el país necesita! 


De la misma manera podemos ver otro de los te- 
mas que quizás podamos tocar: el de la boya petro- 
lera, sobre el cual tanto se discutió en el Senado. El 
Ministro de la época, Balparda Blengio, impulsaba el 
debate sobre este asunto con mucho entusiasmo, y 
uno podía preguntarse: “¿Qué querrá decir esto?” Y 
la boya petrolera se convirtió en un elemento impor- 
tantísimo, no solo en lo que hace a la conectividad 
del país, sino además en lo que tiene que ver con 
el transporte de combustible, que terminó siendo fa- 
cilitado desde el océano Atlántico hasta las propias 
instalaciones y tanques que tiene el país. Si uno mira 
una fotografía de cortísimo plazo, le parece que todo 
esto está muy lejos; sin embargo, cuando uno mira 
para atrás y ve Salto Grande, la boya petrolera o al- 
guna otra concreción, se da cuenta de que el país 
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necesita proyectos de mediano plazo con visión de 
varias generaciones pero, sobre todo, ajustados a la 
modernidad. 


Hace poco tiempo, en un viaje que realizamos con 
el señor Presidente Mujica, él me trasmitió con mu- 
cha fuerza -este es, simplemente, un reconocimiento 
a una frase que él expresó- que había tomado la de- 
cisión de que existiera un puntapié inicial en materia 
del puerto de aguas profundas. Más allá de las discre- 
pancias y de todo lo que se pueda plantear en la vida 
política diaria, creo que es muy importante tomar 
una decisión de esa naturaleza, que se podrá concre- 
tar de mejor o peor manera. Resulta muy importante 
que tengamos una base de acuerdo, sobre todo en la 
visión geopolítica del país, dado que el fin es el desa- 
rrollo. Y el desarrollo de un país como el nuestro está 
absolutamente ligado a la imagen que se puede ob- 
servar en la diapositiva, que es parte de los primeros 
proyectos de Lyrsa, planteados oportunamente por el 
ex-Presidente brasileño Fernando Henrique Cardoso, 
más allá del Mercosur. De alguna manera, también se 
puede ver el vértice entre nuestro gran sueño de la 
Hidrovía, la salida desde Bolivia y Paraguay, el Paraná 
desde Asunción -la “Madre de Ciudades”- hasta una 
realidad que nos costó enormemente construir: nada 
más ni nada menos que Nueva Palmira como termi- 
nal de la Hidrovía. Alcanzar políticamente un logro de 
esta naturaleza, que Argentina nos pueda reconocer 
en términos concretos como terminal de una hidro- 
vía que pasa por el corazón de su Mesopotamia; que 
Brasil lo asuma desde Rondonia, Mato Grosso del Sur 
hasta Puerto Cáceres, y que Bolivia pueda aceptar 
-en el buen sentido- que la salida de sus productos se 
haga desde un puerto uruguayo como Nueva Palmira, 
es lo que hoy, de alguna manera, nos plantea dificul- 
tades para ir avanzando, y lo hacemos poco a poco, 
negociando, con traspiés y con muchos obstáculos 
para que el dragado de los canales Martín García y 
Mitre se haga como se estableció en forma clara y 
obligatoria en aquellas memorables Cartas Reversales 
de 1994. 


Esto es lo que vemos, pero debemos agregar una 
característica muy especial: antes los puertos lucha- 
ban por sus rentas aduaneras y eran, de alguna ma- 
nera, el corazón de la autonomía financiera de de- 
terminado país. Este tema puede dar para muchas 
explicaciones históricas, sobre todo desde Argentina 
-no tanto desde Brasil-, por esa vieja lucha de puer- 
tos: Montevideo, Uruguay o Buenos Aires. Esto es así 
a tal punto que alcanza con recordar las Instruccio- 
nes del Año XIII, cuando el propio Artigas nos dijo 
que la salida de los puertos era, precisamente, desde 
Colonia o desde Maldonado. 


Esta solución no es exclusivamente nacional, es 
cierto; pero es particularmente nacional, porque se 
va a tomar la decisión de invertir en el océano Atlán- 
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tico. No es una inversión compartida, no entra dentro 
del régimen de la Comisión Administradora del Río 
de la Plata ni tampoco se trata de los compromisos 
que tomamos más allá del Tratado de la Cuenca del 
Plata. Para nosotros esto es muy importante porque 
también es una lucha por nuestra autonomía y por 
nuestras decisiones, que no quedan exclusivamente 
acá. En la siguiente diapositiva se podrá observar -no 
es la primera vez que traemos este tema; hemos ha- 
blado de él en alguna otra oportunidad-, el nivel de 
conectividad que tenemos. Fíjense los señores Sena- 
dores las carencias que tenemos. Lo que sabemos es 
que el destino de un puerto de aguas profundas está 
marcado, entre otras cosas, por una historia económi- 
ca. Los dos tercios del comercio marítimo se realizan 
norte-norte. Quiere decir -como bien señaló el señor 
Senador Penadés- que el puerto de aguas profundas 
que nos pueda corresponder, que pueda haber o que 
pueda instalarse en el hemisferio sur, va a ser com- 
partido con otro puerto; y son solo dos. Lógicamente, 
uno va a estar en Brasil, y el otro tiene que estar en 
otro lado. ¿Por qué en otro lugar que no sea Brasil? 
Simplemente, por razones comerciales, porque como 
dos tercios del comercio se realiza intrafirma y no in- 
tra-Estados, la mayoría de los armadores piensa: “No 
vamos a quedar pendientes de Brasil con dos puertos 
de aguas profundas, porque nos puede condicionar 
el comercio o poner determinadas limitaciones que 
afecten la inversión y conlleven riesgo empresarial”. 


Ahora bien, ¡fíjense los señores Senadores lo que 
es la naturaleza, que a veces juega a favor del Uru- 
guay! Cuando hablamos del dragado del canal Martín 
García nos referimos a algo muy distinto al dragado 
del canal Mitre. ¿Por qué? Porque el efecto Coriolis 
-como llaman los geólogos a la fuerza producida por 
la rotación de la Tierra en el espacio- ayuda a que el 
dragado de nuestro canal se realice casi solo y, a la 
vez, hace inviable que Buenos Aires sea un puerto de 
aguas profundas debido al arrastre de sedimentación 
gruesa que viene desde el Paraná por la rotación de 
la Tierra. Buenos Aires gasta millones y millones de 
dólares, lo que determinó la búsqueda de una salida 
alternativa -lo que se llama “rosario al mar”-, precisa- 
mente para evitar los inconvenientes de carácter geo- 
gráfico y geológico que obviamente tiene ese puerto. 


Quiere decir que estamos naturalmente destina- 
dos a tener el puerto de aguas profundas en territorio 
uruguayo. Entonces, lo tenemos que hacer, pero con 
un criterio mucho más integral que el solo hecho de 
decir: “voy a construir un puerto”, entre otras cosas 
porque el transporte multimodal -que hoy es el ele- 
mento definitorio de la competitividad de los países- 
está integrado por el transporte fluvial -que es el más 
barato-, el del ferrocarril -que es el que le sigue- y 
el carretero, que es el más caro y que, obviamente, 
tiene una actitud de competencia fuerte. En este úl- 
timo caso, además, muchos países -como Brasil, por 
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su gran territorio- subsidian el transporte carretero, 
de forma tal de no perder competitividad en la salida 
de sus productos hacia el océano Atlántico. 


En definitiva, estamos otra vez en la vieja historia 
de la política de los meridianos y de la política de los 
paralelos. Y esta última va a ser sostenida por Brasil 
con la misma fuerza y la legitimidad que siempre ha 
tenido, con la misma convicción y presión con que 
convenció a los sojeros paraguayos de que su soja no 
fuera por Nueva Palmira sino por Paranaguá, estable- 
ciendo todas las condiciones para poder hacerlo, con 
toda la habilidad lusitana de convencer, no solo por 
afecto, sino con algunos otros elementos más. 


Estos temas no son de solución inmediata pero de- 
bemos saber que aquí tiene que haber una respuesta 
en lo que hace al transporte multimodal, fundamen- 
talmente el ferroviario. Precisamente, el transporte 
ferroviario quizás sea uno de los elementos que pre- 
sentan mayores dificultades. Insisto en que, si bien 
es cierto que este tema requiere una negociación di- 
plomática y una visión de integración, no queda supe- 
ditado exclusivamente a la voluntad jurídica de otros 
Estados. Sí está sujeto a la voluntad política, pero no 
a la jurídica porque no tiene que ver con la Comisión 
Administradora del Río de la Plata ni tenemos com- 
promiso alguno con Brasil como para que nos diga 
que no podemos construir el puerto en ese lugar. Es 
más, van a buscar que la salida sea allí porque de otra 
manera no se va a construir y tendremos que encon- 
trar una respuesta adecuada, sobre todo en el tema 
de las condiciones geográficas. 


¿Cuál es el gran tema aquí? Es la profundidad, 
que en puerto Cáceres es de 2,4 metros; en Buenos 
Aires, 10 metros; en Nueva Palmira, 10 metros y en 
Montevideo, 13 metros; pero aquí tenemos que lle- 
gar a 20 metros, porque de esa forma podrán venir 
los grandes portacontenedores e incluso los barcos 
graneleros que también van a necesitar ese calado. 
Quiere decir que no solo se van a transportar conte- 
nedores, sino también granel, lo cual forma parte de 
nuestro desafío ya que somos exportadores de mucha 
de la producción de granos de la región. Todo esto nos 
va llevando, casi naturalmente, a un tema que ahora 
vamos a tratar de puntualizar bien, que es el relativo 
a los puertos hub, como se les llama en la subregión 
del Atlántico. También vamos a profundizar en el rol 
que juegan los concentradores y los distribuidores. 
La flecha que se observa en la diapositiva indica el 
sentido de la exportación, pero también deben consi- 
derarse la importación y la distribución a las regiones 
interiores. Como muy bien decía el señor Senador 
Penadés, hoy el puerto de Montevideo opera con 50% 
de cargas en tránsito, e incluso alcanza el 60% del 
tránsito, pero tenemos que ver cómo hacer que este 
puerto de aguas profundas sirva para la carga com- 
pleta, que es la que tiene que transferirse desde los 
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distintos puertos suministradores -no me gusta utili- 
zar la palabra en inglés, pero son los feeders- que van 
a alimentar al puerto central, que es el que al final, 
con la conectividad física de los distintos transportes 
multimodales, hará que sea factible la salida de los 
productos desde allí. 


Por eso creo que es muy importante que tenga- 
mos en cuenta dos aspectos: este tema, que es clave 
para el Uruguay, y la relevancia que tiene el puerto 
de Montevideo. A veces se plantea esa lucha entre el 
puerto de Montevideo y el puerto de aguas profundas 
como si compitieran o fueran excluyentes. El puerto 
de Montevideo nunca va a ser de aguas profundas, 
porque el dragado que podemos tener no lo va a lle- 
var a 20 metros o a 44 o 48 pies. Como se ve en la 
diapositiva, podremos llevarlo a 10, 12 o 14 metros. 
Por su parte, Buenos Aires tiene 10 metros -todos co- 
nocemos sus dificultades- y no va a poder profundizar 
mucho más porque aunque siga dragando es inviable 
su condición de puerto por lo que decía hace un rato 
sobre la sedimentación gruesa. Río Grande tiene 12 
a 16 metros; Paranaguá, entre 8-12 y 14 metros; y 
Santos está en 17 metros, pero seguimos sosteniendo 
que la dificultad que se va a plantear es que en Brasil 
no va a haber dos puertos de aguas profundas. De 
acuerdo con lo que explicaban los señores Senadores 
Moreira y Penadés sobre la isóbata, en el lugar donde 
estará ubicado este puerto de aguas profundas noso- 
tros estamos en condiciones de alcanzar los 20 me- 
tros. Precisamente, esa profundidad es mucho mayor 
que la que tienen todos los demás puertos. Esos 20 
metros muy cercanos a la costa ayudan, entre otras 
cosas, a que el tema ambiental pueda manejarse con 
mayor comodidad, habida cuenta de que el dragado 
va a ser menor. Digo esto sin perjuicio de toda la com- 
plejidad que tiene la construcción de un puerto de 
aguas profundas y todo lo que va a significar en la 
modificación de la cultura, la política, la economía, el 
comercio y los servicios de un país que va a colocar 
en sus costas una enorme inversión. En realidad, ese 
puerto de aguas profundas, entre otras cosas, no se va 
a caracterizar por ser un puerto tradicional, sino que 
será un muelle de arrime al que se irán acercando los 
barcos en estas condiciones. Quiero hacer hincapié 
en esto, señor Presidente. 


En la diapositiva que vemos ahora aparece el 
puerto de Montevideo con su ampliación. La línea 
roja es la ampliación que se le está haciendo al puer- 
to de Montevideo -lo que se llama el Muelle C- para 
aumentar la profundidad. Pero esta profundidad no 
va a llegar hasta donde sería deseable porque la otra 
línea que va hacia arriba es la tendencia hacia el año 
2025 y muestra que la demanda va a superar am- 
pliamente la capacidad de profundización del puerto 
de Montevideo. Quiere decir que este no va a poder 
desarrollar tareas de puerto de aguas profundas; di- 
ría que afortunadamente porque va a crear condicio- 
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nes mínimas de competencia con el puerto de Bue- 
nos Aires y, entre otras cosas, se sustraerá de dicha 
competencia el tema de quiénes son los que cargan a 
medias, llevándolo a ser uno de los alimentadores del 
puerto de aguas profundas. 


Ahora bien; en la siguiente diapositiva vemos cuá- 
les han sido las ubicaciones que se discutieron. En 
la parte de abajo, cerca de Montevideo, podemos ob- 
servar la regasificadora y la boya petrolera de Ancap 
a la que ya había hecho referencia, que tiene una 
zona de exclusión. La gente casi ni sabe que existe. 
A pesar de todos los riesgos que se corrían y la canti- 
dad de advertencias que se hicieron en su momento 
-estamos hablando del año 1972, cuando se dio una 
discusión durísima y se le hicieron serias críticas-, 
hasta hoy está funcionando. En el puerto de La Pa- 
loma también se presentan dificultades, pero tiene 
una visión rocallosa que según algunos puede resul- 
tar favorable. Asimismo, hay que tener en cuenta el 
ejercicio académico que se ha hecho y que está defi- 
niendo la ubicación del puerto; según la cercanía de 
la isóbata, determina que está en condiciones de ser 
el más factible, más allá de las dificultades existen- 
tes. Está muy cerca de la costa, lo que permite un 
acceso marítimo fácil; los alrededores tienen buenas 
profundidades para el acercamiento de los buques y, 
además, hay cierta cercanía con los servicios, porque 
ya se ha trazado una línea férrea -la estuve analizan- 
do y efectivamente existe- que evitará que se tenga 
que expropiar hasta Rocha y La Paloma. Por último, 
la Ruta 10 va hasta el puerto. 


Este criterio se podrá compartir o no, pero es el 
que está integrado al proyecto de ley. Uno podrá pre- 
guntarse por qué no empezamos por plantear una 
definición y después nos ponemos a trabajar técnica- 
mente en este tema. Hay muchos intereses en juego 
y muchas discrepancias en este tema. Pero también 
es cierto que hay un punto por dónde empezar y otro 
sobre el que se puede discutir. Inclusive, en la dia- 
positiva vemos arriba la terminal La Angostura; la de 
Aratirí quise ponerla separada para que quede claro 
que está absolutamente divorciada de este tema o, 
por lo menos, no es un elemento que condicione esta 
decisión, ya que muchos de nosotros tenemos una po- 
sición contraria al tema de la minería a cielo abierto. 
No es un tema sobre el que haya unanimidad. En 
definitiva, vemos que ese ejercicio académico, que 
incluso está en la Facultad de Ingeniería -y se dan 
todas las explicaciones al respecto-, determina que la 
ubicación obedece a una selección cuya oportunidad 
podrá ser discutida, pero de alguna manera hay una 
preferencia de carácter técnico. 


Ahora bien, para ir terminando y tratar de que 
nuestro planteo quede claro, quiero decir que en 
nuestra visión está pendiente y es absolutamente in- 
evitable la realización de estudios interdisciplinarios 
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y jurídicos que acompañen esta decisión, así como 
una consulta. Como se recordará, en la discusión que 
tuvimos a propósito del juicio de La Haya, uno de 
los elementos que la Corte Internacional de Justicia 
tomó a favor del Uruguay fueron las consultas hechas 
oportunamente a la población, que evidencian que 
eso no se hizo de espaldas a la opinión de los actores 
o de las fuerzas vivas; y las recogió en la propia sen- 
tencia. 


Es obvio que se irá generando un tema de medio- 
ambiente y ordenamiento territorial. No estamos aje- 
nos a un trabajo muy importante y costoso, que no 
queda exclusivamente en manos de responsabilida- 
des públicas, pues también la academia, los expertos, 
tienen su voz. Pero sobre todo queremos insistir en 
que, así como se hizo la reforma del puerto de Mon- 
tevideo, debe elaborarse un plan maestro sustenta- 
ble de un puerto de aguas profundas, un puerto hub 
-como le llaman- y una plataforma logística para el 
país y la región. 


Si bien creo que es importante saber cómo se van 
a dar después las inversiones, ahora no es el momen- 
to de discutir quiénes pueden estar interesados, qué 
armadores o qué países participarán porque sería ha- 
cer alquimia de carácter político. Me parece que no ha 
sido adecuado que en la Comisión en que se trató este 
tema no estuviera incluida la Cancillería, pues no pat- 
ticipó para nada en el análisis de estos asuntos cuando 
en realidad debería haberlo hecho porque es responsa- 
ble de mirar la política de fronteras, los tratados y las 
distintas obligaciones que tiene el país, fundamental- 
mente en la visión de la cuenca del Plata. 


Creo que si este tema se lleva con el tiempo -va a 
llevar su tiempo-, va a transformar al país en muchos 
aspectos, sobre todo -como se decía hoy- en lo que 
es la concepción de un país de servicios que durante 
muchos años se miró como un elemento contrario y 
reñido con el sector productivo industrial o de otra 
naturaleza. Hoy sabemos que de nuestras exportacio- 
nes, unos US$ 3.000:000.000 o US$ 4.000:000.000 
corresponden a servicios. Además, desde el punto 
de vista de la política exterior y del desarrollo del 
Uruguay, este tema será un elemento absolutamen- 
te crucial para saber si somos capaces de reivindicar 
nuestro posicionamiento histórico en la política de los 
meridianos, en la salida de los productos y en la con- 
vivencia con nuestros vecinos. Como es natural, no 
necesariamente van estar de acuerdo en estos temas, 
pero durante largo tiempo han compartido muchas 
cosas, hasta la propia Hidrovía que hoy, más allá de 
las dificultades existentes y de la negativa a dos pro- 
yectos importantísimos que esperan la resolución de 
la CARU o de los problemas que tenemos en la CARP 
y todo lo demás, ya es parte de una conquista política 
y jurídica que el país ha alcanzado después de una 
extensa y profunda lucha. 
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Entiendo que no estamos frente a cualquier pro- 
yecto. Se podrá debatir y habrá discusiones acerca del 
porqué de su ubicación y, a raíz de ello, mucha gente 
manifestará su desacuerdo por ver afectados deter- 
minados intereses o tener visiones distintas. Pero la 
vida política y las decisiones no son trajes a medida; 
son trajes de confección. Deben tomarse y usarse con 
elegancia. Pensamos que en estos temas se podrá dis- 
crepar en muchos aspectos, pero es importante que 
todos tengamos la perspectiva de un proyecto estraté- 
gico de país y que, transformado en bisagra, el Uru- 
guay pueda proyectar una visión y una integración 
que justifiquen su desarrollo con autonomía. Quizás 
ese sea un motivo muy importante para que, en al- 
gún momento, las discrepancias políticas queden por 
el camino y seamos capaces de recorrer juntos un 
destino que seguramente será usufructuado por otras 
generaciones. Lo más relevante con este proyecto de 
ley no es quién gana las próximas elecciones, sino 
que gane la próxima generación. ¡Sabemos de esto! 
A las próximas generaciones les asiste todo el dere- 
cho de vivir mejor, de tener un país que, en lugar de 
enfrentarse permanentemente con los vecinos -¡hay 
motivos a veces!-, sea capaz de buscar los consensos 
internos para fortificarse y no ir a los escapismos tan 
fáciles de tratar de encontrar en los demás el origen 
de sus propias debilidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone. 


Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Gracias, señor Presidente, pero 
ya estoy terminando mi intervención. 


Simplemente, quiero agregar que este es un tema 
de una importancia inusual, pero también de una di- 
ficultad enorme porque esto no se construye de la no- 
che a la mañana, ni mucho menos desde una visión 
acotada de la Historia y de la proyección estratégica, 
sino que necesitamos conducción, firmeza y enten- 
dimientos. Me gustaría que tuviéramos información 
permanente, que hasta los propios Ministros y el Po- 
der Ejecutivo ubicados en este tema hicieran las con- 
sultas y nos informaran permanentemente como se 
hizo en muchas oportunidades, sobre todo en tiempos 
del Mercosur -donde participaban todas las fuerzas 
políticas-; que podamos tener ese tipo de participa- 
ción y seamos capaces de ver que hay una, dos o tres 
generaciones que van a tener un país distinto según 
la decisión que se tome, lo que dependerá exclusiva- 
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mente de nosotros. No tengo dudas de que vendrán 
inversiones porque los armadores, los que se ocupan 
del transporte y del comercio hoy son más importan- 
tes que la producción. Si se observan los porcentajes 
del comercio con respecto a lo que es la producción, 
se puede advertir que se han invertido: ahora son dos 
tercios a un tercio y antes era a la inversa. La apertu- 
ra ha tenido un efecto muy importante sobre las eco- 
nomías y hoy el transporte multimodal hace de este 
proyecto una oportunidad hasta impensada para un 
país que, desde los tiempos de Artigas, estaba buscan- 
do una forma autónoma de proyectar su desarrollo 
sin pedir concesiones o simplemente generosidades 
que no vienen ni vendrán solas porque los países, a 
la hora de tomar sus decisiones, más allá de lo que 
podamos compartir, son más proclives a su egoísmo 
que a su generosidad. 


Esta es la preocupación que tenemos, de acuer- 
do con nuestra experiencia y lo que hemos vivido, lo 
que sabemos, lo que hemos estudiado y lo que se ha 
estudiado, cómo se mira este tema desde Argentina 
y sobre todo desde Brasil, cómo tenemos que mirar 
al Paraguay y a Bolivia con este puerto de aguas pro- 
fundas y cómo debemos dejar por el camino una can- 
tidad de temas para saber que el desarrollo se logra 
volviendo a nuestras raíces históricas, hasta el cora- 
zón de nuestra América, y no simplemente viviendo 
de una coyuntura o de un momento que a veces la 
pasión nos deja y nos hace olvidar de lo que es el 
destino irreversible del Uruguay, al que hoy se le abre 
una gran oportunidad. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR LACALLE HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: antes que nada y dirigido a los integrantes de la 
Comisión, pero sobre todo al estimado colega, señor 
Senador Martínez, quiero decir que hay un error en 
la redacción del artículo único del proyecto de ley, 
porque expresa: “Declárase habilitado el Puerto de 
Aguas Profundas”. No hay un puerto y, por ende, no 
puede declararse habilitado. En todo caso, puede 
decirse “un puerto”, con las dificultades semánticas 
que ello implica y que dejo para quienes saben más 
del lenguaje castellano, pero reitero que está mal de- 
cir: “Declárase habilitado el Puerto” porque no hay 
un puerto. 


Por otro lado, no veo por qué está escrito con le- 
tras mayúsculas “Puerto de Aguas Profundas”; quizás 
sea para darle mayor importancia. En el idioma cas- 
tellano las mayúsculas tienen un uso perfectamente 
establecido. Este no es un nombre propio, sino que 
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refiere a la condición del puerto, que está ubicado 
donde hay profundidad en el mar. Repito que lo dejo 
librado al paladar de los redactores porque después 
nos quejamos de que las leyes están redactadas con 
defectos y creo que este es uno de ellos. 


Señor Presidente: en esta oportunidad he escu- 
chado de boca de mis correligionarios una de las me- 
jores exposiciones -todos ellos son capaces de hacerlo; 
lo han hecho otras veces-, y creo que pocas veces he- 
mos mostrado, como colectividad política, una solidez 
mayor en la apreciación de las complejidades de este 
asunto que no se solucionan ni comienzan -diría- con 
una ley que establezca: “Declarase habilitado”. Con- 
sidero que todos ellos han sido tremendamente elo- 
cuentes y sagaces en la búsqueda, dentro del acuerdo 
que tenemos por esta idea, de las dificultades que 
conlleva. Me apresuro a decir que la construcción del 
puerto de aguas profundas está en nuestro Programa 
de Gobierno, era un compromiso y aquí se ha señala- 
do el porqué de la necesidad, más que de la opción, 
que representa para cualquier gobierno del Uruguay. 


También se ha dicho -me gustó mucho lo expre- 
sado por el señor Senador Penadés- que las obras de 
largo aliento son las que convocan al espíritu superior 
de país y de patria, porque un gobierno las empieza, 
otro las continúa y vaya a saber quién las termina. 
Son las obras que dan verdadera sensación de gene- 
rosidad y de cariño por el país; son obras que se ha- 
cen pensando, por supuesto, en que van a funcionar 
bien y que van a cumplir un rol. Nosotros tuvimos 
el privilegio, desde la Presidencia de la República, 
de iniciar muchos proyectos que sabíamos que otros 
iban a concluir; unos concluyeron bien y otros, mal. 
En estos días, el Presidente de la República -faltando 
el respeto hacia el prójimo, hecho que lo está carac- 
terizando cada vez más- se burló del gasoducto que 
fue estudiado durante un gobierno, se llevó a cabo en 
otro y estaba pendiente del cumplimiento, por parte 
de la República Argentina, de los compromisos inter- 
nacionales. No se hizo para gastar dinero porque sí, 
sino para liberar la matriz energética de una fortí- 
sima dependencia. No funcionó porque la Argentina 
no cumplió con sus compromisos. El gasoducto fue 
pensado, los estudios fueron hechos durante nuestro 
gobierno y se realizó después; es una obra que está 
allí y que esperamos que el día en que la República 
Argentina sea un país más serio, se pueda utilizar o 
que enviemos los regasificados desde nuestra costa 
para allá. Así que no es para carreras de ratas, como 
dice el Presidente de la República, con esas imágenes 
tan elocuentes. Son obras que las empieza alguien, 
las sigue otro y todos deseamos que lleguen a buen 
fin; para eso se hacen. No se llevan a cabo para gastar 
dinero por gusto ni para mayor honor de nadie por- 
que iniciar un proyecto, en definitiva, no es nada más 
que empujar los sucesos y los hechos en un sentido. 


CÁMARA DE SENADORES 


201-C.S. 


Quien dice “puerto” o “costa”, dice “independen- 
cia”. Las naciones mediterráneas, en todos los con- 
tinentes, pagan el tremendo precio de estar privadas 
de la libertad de los mares que es la posibilidad de 
desarrollarse en plenitud. Como muy bien se ha se- 
ñalado, “puerto y Uruguay”, “puerto y orientalidad” 
son conceptos que van acollarados; el puerto en 
Montevideo fue un puerto para el país y de allí sur- 
gió gran parte del destino nacional e independiente. 
Creemos que así es y que así se ha reconocido aquí. 
Siempre nos congratulamos de que, durante el go- 
bierno del Partido Nacional, en materia de puertos, 
un grupo de asesores y una gran gestión de Legisla- 
dores -no es una tarea personal; algunos de los que 
hoy están aquí votaron a favor y otros en contra- pu- 
dieran llevar a cabo una obra que transformó la vida 
económica del país. En aquel entonces existió una 
oposición vociferante que hizo todo lo posible para 
detener esa ley que hoy es fuente de enormes bene- 
ficios para nuestra República. 


Señor Presidente, voy a obviar todas las bue- 
nas opiniones que se han vertido y que hago mías, 
pero voy a plantear algunas interrogantes -no sé si 
el Miembro Informante podrá contestarlas; tal vez lo 
superen- con las que voy a levantar mi mano a favor 
del proyecto de ley. 


Como los señores Senadores saben muy bien, la 
Ley de Puertos, en sus aspectos más profundos, esta- 
bleció la calidad de puerto libre para que en el recinto 
portuario se desarrollaran actividades de transforma- 
ción, etiquetado y fraccionamiento; es decir, que no 
se produjera el mero subir y bajar de la carga, sino 
que se agregara valor de todo tipo, cosa que genera 
mucho trabajo, ya que agrega el esfuerzo humano, 
físico e intelectual. Por lo tanto, puerto libre es la ca- 
lidad de puerto que queremos que tenga este en un 
futuro, porque es lo que le ha dado a Montevideo, 
a nuestra organización portuaria, ese valor agregado. 
Pero nos encontramos con que está tratándose -me 
acabo de enterar hoy- el Código Aduanero del Merco- 
sur que termina con el concepto de puerto libre. 


(Ocupa la Presidencia la señora Mónica Xavier). 


- Los señores Senadores recordarán los tiempos 
más felices en que el Presidente del Senado descen- 
día de su lugar -concretamente, el Presidente Astori 
que en este momento acaba de dejar la Presidencia- 
para discutir entre nosotros, costumbre que luego se 
dejó de lado. En ocasión de que quien habla hiciera 
una exposición sobre el Código Aduanero del Merco- 
sur, el señor Vicepresidente de la República, que no 
es Senador, se sentó donde está ubicado mi amigo 
el señor Senador Gallo Imperiale y tuvimos un dia- 
logado muy interesante en el que me decía: no se 
preocupe, señor Senador -no son palabras textuales-, 
que antes vamos a traer el Código Aduanero Nacional 
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para que entre al Derecho Positivo con anterioridad. 
No recuerdo haber tratado aquí el Código Aduanero 
Nacional; si se hizo en alguna de mis ausencias, como 
parece decir el señor Senador Michelini... 


(Intervención del señor Senador Michelini que no 
se escucha). 


- Que conste en la versión taquigráfica que el se- 
ñor Senador Michelini me informa, en comunicación 
directa, que ese proyecto de ley está en la Cámara de 
Representantes. Lo que se dijo hoy aquí es que la ini- 
ciativa que está en la Cámara de Representantes es 
el Código Aduanero del Mercosur. Estamos hablando 
de dos cosas distintas: una es el Código Aduanero del 
Mercosur que pone en peligro, cuando no elimina, 
el puerto libre y otra es que aprobemos un Código 
Aduanero Nacional para que esté, antes, incrustado 
en la legislación positiva. Si es así, me alegro de que 
se haya cumplido con el vaticinio del Presidente del 
Cuerpo en tiempos en que podíamos dialogar con él. 


Señora Presidenta: un puerto no es algo que de- 
penda de una ley, más allá de que la Constitución 
exija su habilitación. Se podrá decir: “vamos a hacer 
un puerto”, pero debemos ir por partes. El puerto es 
una bisagra entre el mundo comercial exterior y el 
interior. Como dirían los muchachos -que saben qué 
significa; yo no-, es un módem, algo así como una bi- 
sagra donde interactúa el comercio exterior y lo que 
pasa de tierra firme para adentro. El puerto requiere 
la conexión desde la costa hacia el interior del país y 
del continente que, a su vez, es la red que permite 
habilitarlo cuando el tránsito es en sentido inverso. 


Nuestro país, construido a la sombra de los inte- 
reses del imperio británico, trajo hacia Montevideo 
todas las líneas de ferrocarril y las carreteras -en lo 
que sería los dedos de una mano; una especie de ve 
corta-, que se conjugan en la bahía de Montevideo. 
Esto ya se hizo; simplemente lo señalamos como un 
episodio razonable de quienes hicieron la inversión, 
en función de una organización mundial que durante 
mucho tiempo funcionó en beneficio de los intereses 
de quienes crearon ese sistema y también del país. 
Entonces, resulta tremendamente difícil que esa 
punta inferior de la ve corta, que está en Montevideo, 
pueda ser replicada a 300 kilómetros de la capital. 
Hacia el este, si uno mira el punto elegido advierte 
que la ruta N? 9 es lo que está más cerca, a200a30 
kilómetros. Pero la línea de ferrocarril más próxima 
es la que llegaba a Rocha -creo que termina allí-, la 
que va a Nico Pérez y de ahí a Melo y a Río Branco, en 
los ramales correspondientes. O sea, para que el fe- 
rrocarril de una manera bastante poco directa llegara 
a alimentar este puerto, tendría que atravesar las sie- 
rras de Rocha, las de Minas y entrar en contacto con 
la red ferroviaria a la altura de Chamizo o Casupá, de 
acuerdo con los conocimientos geográficos, empíri- 
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cos, que tengo del país. De la misma manera, no se- 
rán rutas de 12 metros -ya se ha hablado suficiente de 
los volúmenes-, sino que deben tener una resistencia 
al peso y una comodidad como para que camiones 
que se correspondan con los volúmenes transporta- 
dos por agua sean productivos. 


Por otra parte, el puerto de aguas profundas tiene 
que hacerse Pari passu -es decir, al mismo tiempo- 
que las otras obras de alimentación. El puerto colga- 
do en la costa puede servir para un trasbordo y para 
seguir por agua, pero si pensamos en un puerto com- 
pleto, con todas sus potencialidades, tiene que inter- 
narse hacia la frontera de Brasil, o al menos hacia Río 
Branco, aunque esta ciudad no tiene conexión con 
Brasil. Es decir, estamos pensando en una obra en 
la que seguramente debe costar tanto lo que hay que 
hacer en tierra como en el propio puerto, y lo uno sin 
lo otro no tiene razonabilidad, racionalidad o viabili- 
dad. Entonces, ¿se va a llamar a interesados a reali- 
zar estas obras, al mismo tiempo que para construir 
el puerto? Todo hace suponer que tendría que ser así. 
Lo dejo planteado como uno de los puntos en los que 
quiero descargar mi responsabilidad como Senador, 
porque esta será la obra más importante del Uruguay 
en muchos años o en este siglo, seguramente. 


Respecto a la carga, es tan rápido el avance 
técnico de la navegación que los barcos que se 
están construyendo no pueden pasar por el canal de 
Panamá ni por el Estrecho de Magallanes, y ni siquiera 
navegar las aguas ahora libres del pasaje norte que se 
ha abierto en virtud del calentamiento del planeta, 
haciendo navegable el norte de la bahía de Hudson, 
que permite salir del océano Atlántico al Pacífico 
en una ruta que es más corta que la del canal de 
Panamá. Hay que tener en cuenta las visiones macro 
del sistema de navegación. Ya se dice que los barcos 
gigantes van a operar como en universos separados 
la rueda o el círculo del Atlántico y la rueda o el 
círculo del Pacífico; es decir, serán tan grandes que 
no podrán visitar un océano u otro. Ese es el avance. 


Con relación a la carga, el señor Senador Penadés 
hablaba de treinta millones de toneladas, aunque a mí 
me dijeron que eran cincuenta. No voy a hacer como 
en aquel cuento del Senador Tourné -que ustedes ya 
conocen- y decir que a eso iba, porque entre uno y 
otro hay unos cuantos millones de toneladas. ¿Hay 
estimaciones del progreso -ojalá se mantenga- de 
nuestra producción y de lo que vamos a desembarcar 
para los otros países? Sabemos que hoy Montevideo 
está entre un 60% y un 40%. Una enorme parte es de 
trasbordo y por tanto no vamos pensar que el puer- 
to será solo para Uruguay. Seguramente, existe una 
estimación pero, icuidado con que no sea operativo 
desde el punto de vista de su ganancia, de la ventaja 
que implique hacer la obra! Por supuesto que quien 
la realice tomará los recaudos necesarios para saber 
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hasta qué punto le conviene o no. No debemos olvi- 
dar -como muy lúcidamente señaló el señor Senador 
Abreu- que aunque pueda existir un aumento en la 
capacidad del Puerto de Montevideo, las diferencias 
de profundidad son las que van a marcar el ritmo de 
este tipo de emprendimiento. 


Con un grupo de Senadores firmamos un artículo 
sustitutivo. Creo que el señor Senador Moreira ha con- 
versado con los integrantes de la bancada de Gobierno 
sobre el tema y, seguramente, ellos darán razón de si 
se puede o no vestir la redacción de manera que con- 
temple algunos aspectos como los que sugieren, en- 
tre otros, los Senadores Michelini y el propio Moreira. 
¡Ojalá así sea! Entiendo que deberán corregir la parte 
de idioma castellano que señalé al principio, para que 
esto tenga una cierta lógica del idioma y quiera de- 
cir algo; de lo contrario, vamos a habilitar algo que no 
existe, es decir, la ley sería nula porque su objeto no 
existe. El Partido Nacional, siempre preocupado por 
hacer obras de avance, modernas, tratando de que al 
país le vaya mejor, no va a caer en la terrible expresión 
que lamentablemente fue pronunciada por un jerarca 
de este Gobierno, quien dijo que muchas leyes buenas 
para el país no se habían apoyado porque no iban a ser 
hechas por el Frente Amplio, y que ahora sí se iban a 
apoyar. Me refiero a lo expresado por el señor Presi- 
dente del Banco Central del Uruguay, economista Ber- 
gara, en una conferencia realizada en Estados Unidos. 
Pocas veces he visto una expresión -voy a decir esto 
teniendo en cuenta la versión taquigráfica- más infeliz 
y lamentable. Nosotros no, señor Presidente; estamos 
dispuestos a acompañar y a apoyar todo lo que sea le- 
vantar la mirada, todo lo que sea miras a largo plazo, 
todo lo que sea progreso. No le tenemos miedo a las 
cosas nuevas ni a las soluciones inteligentes y audaces. 
Por el contrario, nos nutrimos de ellas y por eso vamos 
a acompañar este proyecto de ley que el Senado va a 
aprobar, con todos estos señalamientos muy especial- 
mente expresados por nuestros compañeros, que han 
sido realmente magníficos expositores de lo que siem- 
pre hemos defendido: el interés nacional, por encima 
de cualquier otro. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ROSADILLA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señora Presidenta: creo 
que en el día de hoy el Senado está discutiendo, con- 
versando y opinando sobre un tema cuya trascenden- 
cia ha quedado hartamente clara y confirmada en 
todas las exposiciones. Entiendo que probablemente 
estemos votando este proyecto de ley con una redac- 
ción única y con el apoyo del conjunto de las banca- 
das que integran el Senado. 
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Obviamente -ya se ha dicho y debemos repetir- 
lo-, no estamos inventando ni dando inicio a nada; 
en todo caso estamos dando un paso importante, sin 
lugar a dudas, en una historia que comenzó hace 
mucho tiempo, tal como varios señores Senadores 
y Senadoras han señalado. Para no irnos tan atrás, 
debemos recordar que hace aproximadamente unos 
quince años el Uruguay inició un camino por el cual 
intentó llevar adelante un proceso para construir lo 
que en aquel momento se llamó puerto de aguas pro- 
fundas. Quiero recordar que se pretendía construir a 
cuarenta pies y se tomaba a La Paloma como punto 
de referencia para el desarrollo de esa iniciativa que 
no logró prosperar. Los estudios se comenzaron a rea- 
lizar en 1997 y se extendieron durante varios años. 


En el día de hoy, todas las fuerzas políticas aquí 
presentes -ya lo habían hecho anteriormente- han de- 
clarado su histórica convicción y su compromiso pro- 
gramático en cuanto a la construcción de un puerto 
de aguas profundas. Obviamente, cuando un partido 
político inserta en su programa una decisión de este 
tipo es porque tiene el convencimiento de que ese 
puerto es necesario. No me imagino que un partido 
político proponga una obra como la que estamos con- 
siderando sin haberse respondido -y sin poder respon- 
der al país- por qué hace esa propuesta. Por supuesto 
que se pueden hacer muchas preguntas y ya se han 
formulado una gran cantidad. Creo que algunas son 
de fácil respuesta, otras pueden admitir respuestas 
múltiples y otras, de verdad, tienen respuestas com- 
plejas o que inclusive hoy no estamos en condiciones 
de dar. ¿Podemos imaginarnos un puerto de aguas 
profundas en otra costa uruguaya que no sea la costa 
atlántica que consideró la Comisión que se encargó 
de este estudio, tomando en cuenta, obviamente, un 
conjunto de referencias y de análisis históricos muy 
copiosos? Subrayo que no conozco todos estos estu- 
dios y, sin duda, no debo conocer ni la mitad, pero los 
antecedentes son muchos y variados. 


El criterio seguido consistió en una primera eta- 
pa, de seis meses, con un estudio multidisciplinario, 
en la que se trató de definir exclusivamente, de los 
lugares probables que se escogieron, cuál era el más 
apropiado. Ese primer estudio no tenía como objetivo 
responder todas las preguntas que se plantearon en el 
desarrollo del proceso que puede llevarnos a la cons- 
trucción del puerto de aguas profundas y aquellas 
que se presentarán en el futuro. Todos tenemos mu- 
chas interrogantes para formular -y en lo personal, 
tengo unas cuantas-, pero estamos en el inicio del 
proceso y pretender que se respondan ahora implica 
una pérdida de relación con ese proceso que quere- 
mos abordar. Esto se ha entendido y varios señores 
Senadores así lo han expresado, y esa es la razón por 
la cual creemos que ha primado la voluntad de auto- 
rizar esta habilitación que da pie al proceso. 
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En esta sesión se ha caracterizado al puerto con 
muchas expresiones: soberanía e independencia, 
entre otras, y todo lo que se ha dicho es verdadero. 
Aprovecho para decir que he seguido con atención 
-tratando de murmurar lo menos posible- las inter- 
venciones de los señores Senadores y, en particular, 
coincido en forma muy amplia con el enfoque geopo- 
lítico que ha realizado el señor Senador Penadés y 
que ha complementado el señor Senador Abreu, en 
buena medida, con un enfoque histórico. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori). 


-Cada vez que ha habido una discusión se han 
repetido estos enfoques. Sin lugar a dudas, cuando 
se inicia un proceso de esta naturaleza implica todo 
eso pero, además, otro concepto: la oportunidad. El 
señor Senador Abreu señaló que, seguramente, en el 
Atlántico Sur van a terminar ubicándose dos puertos 
de estas características y, quizás podríamos aventurar 
que uno estará en Brasil y el otro no, y no mucho 
más. La oportunidad que surge para Uruguay es esa. 


Cuando hablamos de la construcción de un puerto 
de aguas profundas, ¿hay alguien que esté pensando 
que lo va a construir el Estado uruguayo? ¿Alguien 
puede pensar que una obra de esa significación en 
un mundo globalizado va a estar en el centro de su 
viabilidad? Lo estamos generando a partir de deter- 
minadas condiciones geopolíticas, geográficas, histó- 
ricas y políticas. Quiero saber en cuántos Parlamen- 
tos se puede lograr lo que quizás alcancemos en un 
rato con relación a un objetivo de este tipo. Todo eso 
va a ser valorado si planteamos esta oportunidad con 
inteligencia, con solvencia, con unidad, con mucha 
transparencia, con libertad y con mucho oxígeno. 
Aquí varios señores Senadores, con mucha hidalguía, 
han reconocido que esta Comisión ha actuado muy 
abiertamente y que ha traído al Parlamento Nacional 
aquellas opiniones que, incluso, podían ser críticas o 
no coincidentes con la decisión que políticamente se 
le ofrece al Parlamento uruguayo, que lo que tiene 
que tomar es una decisión política. No me imagino 
que el Partido o el sector al que pertenecemos, o in- 
cluso nosotros mismos como legisladores, después de 
los avances tan enormes que se han hecho -hoy se 
decía que lo primero que hay que hacer es contra- 
tar una empresa que nos informe acerca de cuántos 
estudios hay que realizar y qué tipo de empresas hay 
que contratar- nos pongamos a opinar sobre la fase 
técnica, salvo que demos una opinión general o que 
marquemos errores muy groseros. 


Acá estamos discutiendo la oportunidad históri- 
ca de que el Uruguay asuma este proceso. ¿Es este 
el tiempo? ¿Es este el momento? ¿Vamos a liberar 
la fuerza creadora, ese espíritu de aventura al que 
se refería el señor Senador Penadés? Yo diría que de 
aventura tiene poco, porque en este país se han he- 
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cho muchas cosas desde hace muchísimos años -que 
poco tienen que ver con esto-, y a ello nos referíamos 
cuando hablábamos de aquel Uruguay de principios 
de siglo que se animaba a hacer construcciones que 
parecían imposibles, como palacios. 


No voy a extenderme mucho más. Quiero decir 
que me voy enteramente satisfecho, porque la dis- 
cusión ha sido sobre el punto central -ello es muy 
importante porque a veces se discute sobre todo-, tre- 
mendamente respetuosa, conceptual y termina -si no 
estoy equivocado- con una decisión que le da espalda 
ancha no al Gobierno, sino al Uruguay, para iniciar 
este proceso. 


En la mañana de hoy a primera hora, cuando nos 
tocó hacer uso de la palabra, nos referimos al Plan 
CAIF -no sé si algunos lo recordarán- y dijimos que 
se había iniciado en un Gobierno, luego pasó a otro 
y a otro y que eso al Uruguay le da espalda ancha en 
materia de políticas, con relación a los niños de O a 
3 años. Me alegro de estar presente aquí en el día de 
hoy en que el Parlamento uruguayo, el Senado de mi 
República levanta la mano para darle espalda ancha 
a un proyecto que quizá puedan terminar gozando 
nuestros nietos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Muy bien, señor 
Senador. Apoyado. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
voy a utilizar el tiempo de que dispongo más que nada 
como fundamento de voto. Hay dos aspectos muy 
claros: el primero es que por una razón biológica, 
probablemente -y no quiero ser pesimista- algunos de 
los que estamos aquí y participamos en el tema, no 
vamos a ver construido el puerto de aguas profundas. 
El segundo aspecto es que no tengo dudas de que 
-tal como decía el señor Senador Abreu- todos los 
que estamos acá vamos a votar un proyecto de ley 
histórico, tal vez con las mismas características que 
en 1889, cuando Julio Herrera y Obes decidió llevar 
adelante la construcción del puerto de Montevideo. 
Ese también fue un hecho histórico. En aquel 
momento la decisión de la construcción del puerto 
de Montevideo significó el desarrollo estratégico de 
un país hacia la capital y este proyecto de ley sobre 
la construcción de un puerto de aguas profundas va 
a derivar estratégicamente el país hacia el interior de 
la República y a otro lugar del Uruguay, esto es, las 
costas de Rocha. 
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Acá se han planteado con razón incertidumbres e 
interrogantes, pero creo que la importancia que tiene 
esto es bastante más simple: hoy se ha tomado la de- 
cisión de tener un puerto de aguas profundas -acepto 
que hay que rectificar lo que dice el proyecto de ley-, 
se ha autorizado la construcción de este puerto que, 
desde todo punto de vista, tiene una importancia es- 
tratégica enorme. Creo que este es el gran significado 
que en el día de hoy tiene la votación que vamos a dar 
todos los partidos políticos. 


Por supuesto que la construcción de un puerto de 
aguas profundas genera muchas expectativas, pero 
también muchas preocupaciones. Hace unos días leí 
una nota en un diario de nuestro país, escrita por el 
Capitán Franzini, respecto a este tema del puerto de 
aguas profundas, que me llamó la atención. Él decía 
que había leído un editorial en el diario La Nación 
de Buenos Aires, en el que se hablaba de la enorme 
preocupación que había por la construcción de este 
puerto de aguas profundas y que, incluso, ya se esta- 
ba manejando la posibilidad de hacer las mayores in- 
versiones para que el puerto de Buenos Aires tuviera 
la profundidad necesaria como para ser un puerto de 
aguas profundas. Esta preocupación existe en Argen- 
tina, y de acuerdo con lo que leíamos apunta a que 
ya se esté pensando en la importancia que tiene este 
puerto de aguas profundas. 


El señor Senador Abreu decía que este puerto de 
aguas profundas ha creado enormes expectativas que 
se están trasuntando en inquietudes y propuestas con 
respecto a invertir y a analizar qué es lo que está pa- 
sando. No puedo dejar de comentar lo que hace unos 
meses ocurrió en ocasión de la visita del Primer Mi- 
nistro chino, el señor Wen Jiabao, cuando se le plan- 
teó el tema del puerto de aguas profundas y semanas 
después, en el mes de agosto, el Gobierno chino envió 
una delegación a nuestro país, encabezada, nada me- 
nos, que por el Vicepresidente de la Comisión Nacio- 
nal de Desarrollo y Reforma. Estuvo varias semanas 
en el Uruguay estudiando el tema y todos los análisis 
de la Comisión interinstitucional que figuran en el 
documento “Avances en el análisis de la localización”. 
Se llevaron esos documentos, y según la información 
que tenemos ya se presentó el proyecto y su estado 
de avance en la Cámara Internacional de Contratis- 
tas de China, en la compañía china Communications 
Construction Company, en la que se detallaron aspec- 
tos técnicos de la construcción y diseño del puerto. 
Esto quiere decir que hay interesados, y ello demues- 
tra su importancia. 


Para terminar, quiero señalar que hoy me siento 
muy satisfecho al poder participar en una decisión 
como esta, que me parece histórica para la estrategia 
del país, tal vez tan histórica como aquella de 1889. 
Espero que esta iniciativa tenga rápido tratamien- 
to en el Parlamento, como punto de partida de esto 
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que es solamente la habilitación de la construcción 
de un puerto; no es la habilitación definitiva, eso es 
otra cosa y ahí tendrá que haber estudios -ivaya si los 
habrá!- que nos den tranquilidad a todos en cuanto a 
las incertidumbres que se plantearon. No tengo duda 
de ello y tampoco de que estamos participando de un 
hecho histórico. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR HEBER.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: he estado es- 
cuchando las intervenciones que se han dado en la 
tarde de hoy sobre este proyecto de ley que habilita la 
construcción de un puerto en la zona que comprende 
los balnearios de Mar del Plata, El Palenque y San 
Francisco, y he venido razonando sobre algunas. Lo 
que más nos preocupa -porque nos interesa el tema- 
es que quienes no somos miembros de la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas no pudimos participar 
de todo el trabajo, y nos da lástima no haber tenido 
más tiempo para debatir en las discusiones que allí 
se dieron y preguntar muchas cosas que podríamos 
dilucidar o esclarecer. En esta instancia, los parti- 
dos políticos tenemos plena confianza en los miem- 
bros que nos representan en la Comisión; el Partido 
Nacional, y quien habla en especial, tenemos plena 
confianza en los dos miembros que tenemos allí, los 
señores Senadores Penadés y Moreira, como para dar 
el voto afirmativo a esta iniciativa que, además, fue 
modificada por ellos mismos, como consecuencia de 
que también tienen dudas. Por el seguimiento que, 
a la distancia, pudimos darle a este tratamiento sa- 
bemos que los señores Senadores de nuestro Partido 
tuvieron una discusión con el Poder Ejecutivo para 
saber las razones de la localización y los fundamen- 
tos del impacto que podía tener este emprendimien- 
to en la zona, para luego poder votar. Según se nos 
informó, el Poder Ejecutivo argumentó que primero 
había que conseguir la habilitación del puerto para 
después hacer los estudios correspondientes de im- 
pacto y de ubicación. Creo que las condicionantes 
que los compañeros pusieron a este artículo único lo 
mejoran mucho porque se relativiza, sobre todo, que 
“Las obras portuarias y de infraestructura que allí se 
localicen deberán contar previamente con todas las 
habilitaciones y autorizaciones que la normativa vi- 
gente exige”, lo que nos da garantías en cuanto a que 
este trabajo se va a hacer bien. 


Tal como lo expresaron muy claramente los se- 
ñores Senadores Lacalle Herrera y Abreu, el Parti- 
do Nacional hace mucho tiempo que viene bregan- 
do por el puerto de aguas profundas; la gran duda 
es si el lugar conviene y es el indicado. La isóbata 
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que muestran los estudios de profundidad, de bati- 
metría, indica que este es el mejor lugar. Está bien, 
pero ¿cuál es la duda? Se puede decir que este es el 
mejor lugar para construir el puerto porque se pre- 
cisa menos dragado o puede insumir menores costos 
de instalación. Y uno se pregunta si regionalmente 
es tan trascendente el tema de la isóbata o es más 
importante -algo que me alcanza de entre sus pape- 
les el señor Senador Abreu- la elaboración del Plan 
Maestro sustentable del puerto de aguas profundas. 
Esto es: regionalmente, ¿no nos conviene más estar 
más cerca de la frontera con Brasil? En realidad, no 
he escuchado argumentos que aclaren esa situación; 
siempre vamos al tema de la profundidad y quizá esta 
indique que ese es el mejor lugar para poder ingresar 
con menos costos portuarios. 


¿Y la carga? Porque los puertos se definen por las 
cargas que trabajan, que transportan, que ingresan y 
egresan. Sobre la carga del puerto de aguas profundas 
ha hablado con propiedad el señor Senador Penadés, 
diciendo que necesitamos una carga mayor de treinta 
millones de toneladas. En el día de ayer, en la otra 
Cámara, el señor Representante Lacalle Pou hizo un 
planteo sobre el tema de las cargas, pero el señor Mi- 
nistro no fue claro en su intervención con respecto 
a que esté garantizado que haya carga suficiente. La 
conclusión de la Cámara de Representantes en el día 
de ayer, luego de una discusión muy larga en régimen 
de Comisión General, no fue contundente, aunque 
ese era un elemento que muchos de nosotros necesi- 
tábamos para ayudarnos a tomar una decisión. ¿Por 
qué? Porque el señor Ministro no explicó claramente 
de dónde iban a salir las cargas suficientes para hacer 
viable el puerto. Algo tengo claro y es, fundamental- 
mente, lo que me lleva a tomar esta decisión, pero no 
es el aspecto de la viabilidad y menos aún el estudio 
de la ubicación; es el tema de la independencia. Acá 
hay una razón de carácter político, necesaria. En el 
Puerto de Montevideo no solo tenemos problemas de 
profundidad, como lo señaló claramente en las gráfi- 
cas y en su exposición el señor Senador Abreu, sino 
que tenemos problemas de convivencia con la Argen- 
tina. Son problemas graves y todavía no han sido re- 
sueltos. Dentro de poco tendremos oportunidad de 
discutir en este ámbito con el Canciller Almagro so- 
bre la instancia de los canales de salida del río. La 
plena independencia política, la salida al mar y sobre 
todo la necesidad de tener un puerto oceánico en el 
país es lo que nos lleva a tomar la decisión sobre la 
habilitación para instalar un puerto de aguas profun- 
das en las costas de Rocha. 


Tal como decía el señor Senador Gallo Imperiale, 
nos quedan muchas interrogantes por dilucidar, te- 
nemos muchas dudas con respecto a la ubicación de 
este puerto. Si no recuerdo mal, fue el señor Senador 
Viera quien incursionó en el tema relativo a los mu- 
chos informes y dudas que había sobre el impacto, así 
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como los inconvenientes que esto podía generar para 
una zona turística. Para mí es importante el tema tu- 
rístico y el impacto que todo esto puede generar para 
el turismo, sobre todo tratándose de una zona que es 
potencialmente buena, importante y uno de los lu- 
gares más lindos que tenemos en la costa rochense. 
Se nos ha dicho que es factible la convivencia con 
un puerto de estas dimensiones y que no impactará 
en la zona como algunos militantes ambientalistas lo 
señalan en la actualidad. Me preocupa mucho lo que 
se está diciendo al respecto; me preocupa mucho más 
que podamos estropear una zona que es realmente 
una joya que la naturaleza nos ha regalado para que 
tantos uruguayos y extranjeros puedan disfrutar de 
ese lugar. No hablo en función del interés inmobi- 
liario que puedan tener quienes han invertido, pero 
es legítimo que ellos levanten su voz y lo defiendan. 
Repito: no estoy hablando por el interés que ellos tie- 
nen, pero me parece legítimo que levanten su voz y 
protesten frente a lo que eventualmente podría ex- 
plotarse por generaciones y generaciones y que, si se 
cuida, va a seguir dando trabajo y desarrollo limpio 
en nuestro país. 


Tengo dudas con relación al lugar, y más después 
del disparate que se hizo en la época del proceso 
militar cuando se construyó el Canal Andreoni y se 
destruyó toda la playa de La Coronilla. Toda una ge- 
neración -por lo menos la mía- no conoció La Coroni- 
lla sin el Canal Andreoni; yo la conocí ya deshecha y 
estropeada. Teniendo en cuenta el destrozo ambien- 
tal que se hizo en el pasado, es legítimo que nos pre- 
guntemos si no es conveniente ubicar allí este puerto 
de aguas profundas, donde ya se destruyeron playa y 
costa, aunque sea a un costo de dragado mayor. Hoy 
nadie ha mencionado ese tema, pero eso es lo que 
dice mucha gente de Rocha y de la zona, que es -vuel- 
vo a decirlo- uno de los lugares más lindos que tiene 
nuestro país. Ojalá que mañana este proyecto -si se 
concreta- no afecte la zona como aquí se afirma, pero 
yo no estoy seguro. No estoy tan seguro de que lo que 
queda al este de La Pedrera y al oeste del Cabo Po- 
lonio no se vea afectado, y realmente son dos de los 
lugares más lindos que tiene nuestro país. 


¿Vamos a hacer un puerto de aguas profundas en- 
tre el Cabo Polonio y La Pedrera? ¿El estudio de im- 
pacto ambiental podrá darnos seguridad a los legisla- 
dores de que es mejor ahí que en La Coronilla, donde 
ya no tenemos futuro turístico y donde no tenemos la 
posibilidad de desarrollarnos? Entiendo que tenemos 
que hacer un puerto de aguas profundas y entien- 
do que tenemos que tener independencia; debemos 
liberarnos de Argentina, de la CARB del Canal y de 
toda la tortura en una relación que no voy a empezar 
a calificar porque el veintiuno voy a tener tiempo de 
hablarlo con el Canciller, en esta misma Sala. Creo 
que la independencia está en el puerto oceánico, pero 
no estoy seguro de que ese sea el lugar apropiado. 
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Los compañeros de nuestro partido pedían y exi- 
gían estudios previos y espero que podamos tenerlos, 
por lo que comprometo al Miembro Informante y al 
oficialismo, ya que en esta instancia no han tenido 
ningún ataque de carácter adjetivo por parte de la 
oposición. Se ha reconocido el nivel que tuvo la dis- 
cusión de esta tarde, nivel que no se tuvo cuando ha- 
blamos del puerto de Montevideo y cuando hicimos 
las reformas, pero que sí se tiene en este momento. 
En aras de reconocer el nivel de la discusión y de 
la preocupación que todos tenemos, quitándole toda 
intencionalidad político-partidaria -intencionalidad 
política siempre vamos a tener, pero sin teñirlo de 
un interés partidario que no estuvo ni está en nues- 
tro ánimo-, queremos pedirle y comprometer hoy al 
oficialismo a que permanentemente nos informe de 
todo esto, porque voy a dar mi voto con muchísimas 
dudas. No me gustaría tener la responsabilidad, en mi 
trayectoria política -escasa o amplia- de haber dado 
en un momento un permiso y constatar que ha sido 
mal usado y que, a pesar de contar con este apoyo, 
no se hicieron los estudios de viabilidad de este puer- 
to, de viabilidad de la carga, de la regionalización, de 
elaboración del Plan Maestro y sobre el impacto am- 
biental que va a tener la zona, en caso de que se elija 
este lugar. 


En mi línea de razonamiento todo coincide en que 
el puerto de aguas profundas es necesario, es impe- 
rioso hacerlo porque es parte de nuestra independen- 
cia y de nuestra seguridad de salida al mar. Mañana, 
en hipótesis de mayores conflictos -como los que po- 
dríamos llegar a tener con una Argentina realmente 
sin rumbo, sin certezas y sin seguridades- tenemos 
que tener un puerto, pero tengo dudas de que este 
sea el lugar adecuado. Pero mi línea de razonamiento 
me lleva a que tendría que ser en La Coronilla, para 
aprovechar la producción del este del Uruguay, que 
también necesita un puerto de salida. Se pueden uti- 
lizar barcazas en la propia laguna Merín para acercar- 
se a la salida al mar y también puede ser usado para 
la producción del sur de Río Grande, en Brasil, como 
puerto alternativo a un puerto que quizá pueda estar 
mejor diseñado, para garantizar la salida al mar de la 
producción binacional. Me daría más seguridad que 
lo hiciéramos en conjunto con Brasil; me daría más 
certezas, por el tema de las cargas, la posibilidad de 
que Brasil participara junto a nosotros en la creación 
y administración de un puerto de aguas profundas en 
La Coronilla. 


Vamos a votar con estas dudas, pero pretende- 
mos que esta habilitación sea correspondida mante- 
niéndonos informados, aquí, en la Comisión, en la 
Asamblea General y en la Cámara de Representantes, 
sobre cuáles son los estudios de impacto ambiental. 
También es cierto que si se hacen los estudios y hay 
impactos, se van a mitigar. Siempre se dice que la 
acción del hombre ocasiona impactos, pero se hace 
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igual aunque genere un gran daño en la zona. Espero 
que eso no pase; espero que esta posibilidad de estu- 
dio y esta autorización provisoria que el Senado de 
la República está dando esta tarde sea correspondida 
con el mayor nivel de información posible y de estu- 
dios serios que nos den la garantía y la plena certeza 
de que es ahí donde se tiene que hacer el puerto de 
aguas profundas y no en otro lado. 


Estoy de acuerdo con que se gaste todo lo que sea 
necesario, porque considero que esto no es gasto, es 
inversión. Yo voy a votar todo gasto que sea para sa- 
ber y si mañana tenemos que hacer otro estudio para 
instalar el puerto de aguas profundas en La Coronilla, 
me gustaría tener la certeza y los números que nos 
lleven a decir que la viabilidad que da la profundi- 
dad es el elemento definitorio para no hacerlo en otro 
lado, pero no tengo la certeza. Quien hoy de tarde ha 
explicado mejor el lugar ha sido nuestro compañero y 
correligionario Senador Abreu: nos mostró un mapa 
y nos ubicó respecto a dónde debería estar el puer- 
to. Pero ocurre que no tenemos la información sufi- 
ciente como para poder saber si regionalmente luego 
del estudio del Plan Maestro, de las profundidades y 
de los costos, no es mejor irnos hacia La Coronilla, 
donde, lamentablemente, se ha estropeado esa larga 
y divina costa uruguaya. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: el señor 
Senador Heber se refirió a la posibilidad de que la 
localización ideal del puerto de aguas profundas pue- 
da ser La Coronilla y eso me lleva a recordar algo 
que creo que no deberíamos pasar por alto en una 
jornada como la de hoy, que, si todo sale bien, será 
una jornada histórica y espero de corazón que así sea 
recordada en el futuro. 


Quiero recordar que hace exactamente cien años, 
durante la segunda Presidencia de don José Batlle y 
Ordóñez, se sancionó una ley promovida por el Po- 
der Ejecutivo para crear una Comisión que estudia- 
ra la conveniencia de la construcción de un puerto 
de aguas profundas -no se llamaba así, pero era eso-, 
precisamente, en La Coronilla. Todavía no he escu- 
chado las razones por las cuales no es La Coronilla 
el lugar adecuado -tampoco afirmo que lo sea-, pero 
confío en que esos estudios que habrán de realizar- 
se despejarán en su momento las dudas que puedan 
surgir y nos permitan coincidir a todos en que la loca- 
lización que en definitiva se establezca sea la mejor. 
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Desde hace muchas generaciones el país sueña 
con un puerto de aguas profundas. Llámese como se 
llame, empezamos a dar los primeros pasos en 1912 
y en 2012 estamos retomando ese camino, lo cual es 
muy positivo. 


Es cierto lo que dice el señor Senador Heber en el 
sentido de que hay incertidumbres; manifiestamente 
las hay. Hoy no tenemos todos los elementos de juicio 
para determinar una ubicación precisa ni para saber 
exactamente cuáles van a ser esas cargas que den 
viabilidad económica al puerto, que es en definitiva la 
variable fundamental. Igualmente, creo que hacemos 
bien en votar este proyecto de ley, no porque tenga en 
ello la fe que puede tener quien compra un billete de 
lotería y diga: “Estoy haciendo bien porque confío en 
que voy a sacar la grande de fin de año”. No se trata 
de eso. Creo que no podemos determinar lo que va a 
ocurrir inmediatamente, mañana o pasado, pero en 
las grandes líneas podemos decir que la demanda de 
todo lo que produce esta región, los productos mine- 
rales y agropecuarios, va a seguir creciendo porque 
Asia se incorporó al consumo masivo y ese camino 
no tiene marcha atrás. China e India seguirán de- 
mandando, como también otros países, y todo lo que 
aquí produzcamos encontrará su colocación en los 
mercados del mundo. Los barcos serán cada día más 
grandes, habrá variaciones en los calados pero estos 
también van a crecer, y las dificultades que encuen- 
tren en los canales estrechos no las van a tener los 
puertos de aguas profundas. Por tanto, tenemos ahí 
una buena oportunidad. 


Sabemos que la producción oriental nunca será 
suficiente para dar viabilidad económica a ese puer- 
to; confiamos en la producción de la región. Eso es 
parte de la idea integradora. Tendrán que llegar los 
acuerdos con Argentina y Brasil, no fundados en ges- 
tos de filantropía de los países vecinos, sino fundados 
en sus intereses. Vamos a hacer un puerto que les va 
a ser útil y por eso lo van a utilizar. Nuestro puerto 
le va a ser útil al mundo para venir a adquirir aquí 
las mercaderías que necesite y le va ser útil a la re- 
gión para poder sacar desde acá sus productos hacia 
el mundo. Esa es la gran apuesta al futuro, ese es 
el acto de confianza en el porvenir que hoy hace la 
República Oriental del Uruguay cuando vota a favor 
de la construcción de este puerto una vez concluidos 
todos los estudios pertinentes que, por cierto, han 
de ser muchos. Tengo esa fe, tengo esa confianza y 
creo que hacemos bien en no dejarnos arredrar por 
las dificultades que pueda presentar la circunstancia 
inmediata. 


En el 2003, señor Presidente, teníamos frente a 
nosotros una situación también incierta y peligrosa: 
el país tenía que refinanciar su deuda externa y tenía 
que hacerlo asumiendo ciertos supuestos de creci- 
miento que no estaban claros en ese entonces. Fue 
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una decisión difícil y valiente la de salir al mercado a 
recolocar nuestra deuda, a refinanciarla y a reperfi- 
larla. A la vuelta de la esquina estaba un crecimien- 
to que nos ha sorprendido, que ha marcado récords 
hasta el día de hoy y que ha significado un período 
histórico para el Uruguay. 


Con el mismo empuje, con la misma valentía con 
la que salimos en el 2003 a refinanciar la deuda, con 
el mismo espíritu pionero con el que en 1912 se creó 
esa Comisión para crear el puerto de aguas profun- 
das en La Coronilla, votemos hoy este proyecto de 
ley, no para confiar en que el azar resuelva nuestros 
problemas, sino para trabajar empecinadamente, te- 
nazmente y duramente para solucionar las dificulta- 
des, despejar las incertidumbres y proyectar al país 
hacia el mundo sobre la base de la región, que ese es 
el destino nacional. 


Por estas razones habremos de votar afirmativa- 
mente y agradezco al señor Senador Heber la opor- 
tunidad que me dio de expresar este fundamento de 
voto anticipado en cinco minutos y no en tres como 
interrupción a su intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: me hubie- 
ra gustado votar un artículo que incluyera, además 
de los balnearios Mar del Plata, El Palenque y San 
Francisco, a La Coronilla para darnos la oportunidad 
ahora de estudiar también su viabilidad. No sé si esta- 
mos a tiempo de poder incluirlo. Reitero el concepto: 
agregar a La Coronilla nos da la certeza de que se 
realizarán los estudios y créanme que en esto no hay 
ahorro. Para nosotros no hay nada mejor que tener 
todos los estudios que comparativamente nos puedan 
dar la seguridad de la viabilidad regional y de su im- 
pacto, tanto de un lado como del otro. Acá estamos 
hablando de dos puntos. ¿Tiene que ser en Rocha? 
¡Sí señor! ¿Tiene que ser oceánico? ¡Sí señor! ¿Es 
parte de nuestra independencia? ¡Sí señor! Pero te- 
nemos la duda de la carga. 


¿Cuál es el otro tema? El lugar. Si pudiéramos te- 
ner esos estudios, podríamos dar nuestro voto. Este 
no es un tema partidario; algunos señores Senado- 
res del oficialismo me asienten con la cabeza. Reitero 
que no es un gasto, sino una inversión; no macheteen 
en esto, porque estamos ante una obra que va a durar 
muchos años. Algunos han dicho que no la van a ver 
y otros que, quizá, va a ser la definición del Uruguay 
del futuro. Se trata de una decisión muy importante 
y para tomarla hay que tener mayores elementos de 
juicio. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 
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SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto, porque quizá 
nos pueda dar otra lección sobre el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le restan tres minutos. 
Por lo tanto, previamente a hacer uso de la interrup- 
ción, hay que votar una moción para que se prorrogue 
el tiempo de que dispone el señor Senador Heber. 


(Desorden en la Barra). 


-La Presidencia comunica a quienes están en la 
Barra que no se puede hacer manifestaciones de nin- 
gún tipo y que, si se insiste en ello, va a tener que 
ordenar su desalojo. 


(Campana de orden). 

-Procédase a desalojar la Barra. 

Se interrumpe brevemente la sesión. 
(Así se hace). 

-Retomamos la sesión. 


Corresponde votar la prórroga del tiempo de que 
dispone el señor Senador Heber. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede interrumpir el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: estamos 
culminando la discusión pero algunas cosas deben 
quedar claras para centrar el debate en lo que se está 
votando. 


Estamos habilitando -y no en forma provisoria- un 
puerto de aguas profundas y, para que se puedan rea- 
lizar las obras, deberán hacerse los estudios medio- 
ambientales y de ordenamiento territorial correspon- 
dientes. 


Entonces, no es de recibo habilitar toda la cos- 
ta de Rocha, como se dijo, ni tampoco tres puertos; 
lo que debemos habilitar es un solo puerto. El Poder 
Ejecutivo hizo un estudio que concluye que ese es el 
lugar apropiado para los barcos de mayor calado, as- 
pecto que no es menor, para no tener que discutir si 
se draga o no. Por más ancho que sea el acceso, debe 
tenerse en cuenta la profundidad para que puedan 
ingresar barcos de gran calado. Quiere decir que ade- 
más de los aspectos medioambientales y de ordena- 
miento territorial, un elemento que resulta esencial 
para la viabilidad de la iniciativa es que cuanto menos 
dragado deba hacerse, menor será el costo. 
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Como dijo el señor Senador Penadés, lamentable- 
mente en Rocha ya no hay una cantidad infinita de 
lugares; los que quedan son muy pocos. Si hay Sena- 
dores que están convencidos de que se va a afectar 
el medioambiente al punto de destrozar toda la costa 
de Rocha y que ni siquiera deben realizarse los estu- 
dios, está muy bien; entonces, no voten la iniciativa. 
Personalmente, considero que debemos habilitar este 
puerto y ver luego si los resultados de los estudios nos 
dan la razón. El tema deberá volver al Parlamento, 
no para pedir toda la costa de Rocha ni otros lugares, 
sino para habilitar el predio propuesto por el Poder 
Ejecutivo o para desecharlo y solicitarle que haga un 
nuevo estudio y defina una nueva localización. 


Este es un tema muy importante porque o en esta 
zona hay un puerto, o hay dos o tres. Si hay un puerto 
de aguas profundas es en Uruguay, porque Argentina 
no va a aceptar un puerto de este tipo en Brasil ni 
Brasil va a aceptar uno en Argentina. Repito: si hay 
un único puerto de aguas profundas es en Uruguay; 
si no es así, terminará habiendo dos o tres. Agrego 
un tema más: con el correr del tiempo este puerto de 
Uruguay puede resultar estratégico, porque Argenti- 
na podría evitar la inversión que realiza actualmen- 
te de US$ 250:000.000 o US$ 300.000.000 anuales 
para tener su puerto habilitado, tema que algún día 
podría llegar a cuestionarse. 


En el caso de Brasil, sus puertos sirven para múl- 
tiples calados; pero es obvio que un puerto de aguas 
profundas no sirve para todo tipo de barcos. 


Entonces, podría resultar viable para toda la re- 
gión que se construya este puerto de aguas profundas 
para atraer barcos gigantes desde zonas de Asia. Para 
ello, debemos poner el tema arriba de la mesa, co- 
menzar a realizar los estudios a la interna y anunciar 
a todos los operadores que está aprobada la iniciativa 
y se puede construir en forma conjunta. Puede ocu- 
rrir que los estudios nos muestren que se deben cui- 
dar determinados aspectos y en ese caso se pensará 
en otra zona y se deberá elevar una nueva iniciativa 
al Parlamento, porque la Constitución establece que 
cada puerto requiere la habilitación correspondiente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Heber. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Me gustaría que las interrupcio- 
nes fueran un aporte a la discusión y la que concedí 
al señor Senador Michelini -que no quiero calificar- 
no me sirvió para nada. Nadie planteó que se habili- 
tara toda la costa de Rocha; solamente hablamos de 
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dos lugares, por lo que solicito al señor Senador que 
por lo menos escuche las exposiciones así puede in- 
terrumpir de buena forma y no contestar otras cosas. 
Como dije, nadie hizo ese planteo. Lo que queremos 
saber es si la isóbata muestra que el lugar adecuado 
es El Palenque; lo que queremos saber es qué tan 
importante es su costo en función de la carga de la 
región, porque no lo sabemos con exactitud. 


Este mismo Gobierno, hace un año atrás, habló 
de la construcción de un puerto de aguas profundas 
en La Esmeralda para la minera Aratirí, ¿o acaso no 
fue así? Eso quiere decir que no están muy seguros, 
porque el propio Gobierno un día habla de La Esme- 
ralda y otro de El Palenque. ¿En función de quién 
lo dicen? ¿De lo que dice Aratirí? ¿De lo que dice 
un inversor? Si el lugar se establece en función de 
la carga, debemos estudiar ese aspecto, ¡pero no me 
vengan con el argumento de la profundidad! Reitero, 
si lo importante es fijar la salida al mar por la carga 
que vamos a tener, debemos abocarnos a ese punto 
y ver cuál es el mejor lugar, ¡pero no me vengan con 
la profundidad! No se puede cambiar de argumento 
según el lugar que se establezca. 


Cuando vino el señor Puntigliano, entonces Presi- 
dente de la Administración Nacional de Puertos de la 
anterior Administración, dijo con mucha claridad que 
el mejor lugar era La Esmeralda. Lo dijo con una pro- 
piedad que realmente nos hizo pensar que sabía de 
qué hablaba cuando decía que el lugar apropiado era 
ese: La Esmeralda. Sin embargo, ahora cambiamos 
de lugar. Pregunto, entonces: ¿no se puede cambiar 
de vuelta? 


La costa está deteriorada y por esa razón solicité 
que se realice un estudio sobre el costo que puede te- 
ner eso. Creo que lo único coherente que dijo el señor 
Senador Michelini fue que el tema regional era im- 
portante y que este puerto podía ser una proyección 
interesante para Argentina y Brasil. Entonces, imás a 
mi favor!: nos tendríamos que acercar a la frontera de 
Brasil, es decir, construirlo en La Coronilla. 


No estoy haciendo de este tema una discusión 
partidaria -creo que no debe ser así-, ni estoy en con- 
tra de esta iniciativa porque la presenta el Gobierno. 
Lo que planteé aquí son las dudas que tengo y me 
gustaría que los Senadores que me solicitan una in- 
terrupción las aclaren y no generen más incertidum- 
bres y hablen de cosas que no tienen que ver con mi 
planteo. Las interrupciones se hacen en función de 
lo que dice el orador; se solicitan para aclarar una 
posición. Vine con dudas y voy a votar con dudas, por 
lo que me gustaría que el Gobierno -que está tan pre- 
ocupado como yo- estudie la posibilidad de construir 
este puerto en La Coronilla. Sigo sosteniendo que ese 
no es un gasto sino una inversión, porque es muy im- 
portante que el Uruguay, su Gobierno, sus legislado- 
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res y el sistema político estén bien seguros de cuál es 
el mejor lugar y que no hay otro que sea mejor. Hacia 
eso apuntó mi exposición, sabiendo que debemos te- 
ner un puerto que sea oceánico y de aguas profundas. 


He concluido, señor Presidente. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR BARÁIBAR.- Más adelante se la concedo, 
señor Senador. 


Señor Presidente: he escuchado con mucha aten- 
ción un debate realmente importante sobre un tema 
trascendente e histórico -tal como se ha señalado-, 
con muy buenas intervenciones. No tengo ningún in- 
conveniente en sumarme a las opiniones que se han 
vertido sobre la exposición seria, documentada y es- 
tudiada del señor Senador Abreu, que sabemos es un 
conocedor de la materia y que expuso con una ampli- 
tud y una profundidad destacables. 


Con respecto a esta discusión que se planteó al fi- 
nal del debate, quiero decir que tengo el informe que 
ha manejado el Miembro Informante, titulado “Avan- 
ces en el análisis de localización. Montevideo 29 de 
mayo de 2012 (actualizado al 8 de agosto de 2012)”. 
Este informe -que creo es importante que quede en 
el registro de esta discusión- dice: “Zona de Implan- 
tación. Una ubicación adecuada como oportunidad 
para el desarrollo sostenible. 


El 15 de noviembre de 2011, el Presidente de la 
República decretó la creación de una Comisión In- 
terministerial para el Puerto de Aguas Profundas (CI- 
PAP) conformada por un delegado de la Presidencia 
de la República (que a su vez presidiría la comisión) 
y los Subsecretarios de los Ministerios de Economía y 
Finanzas, de Transporte y Obras Públicas, de Indus- 
tria, Energía y Minería, y de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Posteriormente, se in- 
corporó a la CIPAP el Subsecretario del Ministerio de 
Defensa (Decreto del Poder Ejecutivo N“395/011 de 
15/11/2011). 


El cometido de la CIPAP fue evaluar las opciones 
para la localización de un puerto de aguas profun- 
das en la costa este de la República considerando 
aspectos técnicos, ambientales y económico-finan- 
cieros. 


La CIPAP definió la realización de análisis de si- 
tios para la posible instalación del puerto de aguas 
profundas en función del estudio de hinterland del 
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puerto, aspectos técnicos de la ingeniería portuaria 
(canales, dragados, obras de protección y abrigo), as- 
pectos ambientales y relativos al ordenamiento terri- 
torial, conectividad con las redes vial y ferroviaria e 
interacción con otras actividades (en particular tu- 
rísticas), así como de las condiciones náuticas (pro- 
fundidades, mareas, régimen de olas y vientos), entre 
otros. 


El territorio es escenario de conflictos y la planifi- 
cación del territorio es una herramienta que preten- 
de prevenir la ocurrencia y minimizar la magnitud de 
esos conflictos, atendiendo a colaborar en la resolu- 
ción de los mismos. 


Para esa actividad de planificación se requiere de 
análisis técnicos que sean soporte para la toma de de- 
cisiones ante la coexistencia de distintas perspectivas 
en disputa, superposición y también convergencia”. 


Más adelante expresa: “Con ese paradigma, para 
el desarrollo de la tarea propuesta de análisis de sitios 
de posible instalación del puerto de aguas profundas, 
se optó por una metodología en fases, desde el enfo- 
que macroterritorial hasta el microterritorial, desde 
lo sectorial a lo integral, en un trabajo por aproxima- 
ciones sucesivas. 


Las hipótesis de partida fueron las siguientes: 


1. Uruguay ha definido que la realización de un 
puerto de aguas profundas, por tantas décadas anhe- 
lada, es estratégica, viable y necesaria, por lo tanto a 
los efectos de este análisis se considera que es una 
certeza que habrá un puerto. 


2. Será un sólo puerto multipropósito, para lograr 
las mayores posibilidades de prevención de impactos 
acumulativos no planificados”. 


A continuación, se prevén las fases desarrolladas a 
lo largo de este proceso de trabajo. 


En la fase O -voy a tratar de ser breve- se desta- 
can los siguientes ejes temáticos y sus componentes: 
ambiental; ordenamiento territorial; turismo y otras 
actividades económicas; logística; navegación y so- 
cioeconómico. La fase 1 refiere al análisis macroterri- 
torial sectorial y la fase 2 al estudio macroterritorial 
integrado. Por su parte, la fase 3 definió el polígono 
de implantación, lo que constituye un hito. 


Finalizo haciendo mención a algunas recomenda- 
ciones que se hacen en el informe, porque este es 
muy pormenorizado y no quiero extenderme. Dice 
así: “Realizar el diseño siguiendo los conceptos más 
innovadores en diseño portuario basados en modelos 
de desarrollo ambientalmente sostenibles y de protec- 
ción del ambiente. 
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Convertirse en un puerto modelo a nivel global 
utilizando estándares de diseño y operación conoci- 
dos y en desarrollo que garanticen la máxima protec- 
ción ambiental en consonancia con la distinción de 
Uruguay como “país natural”. 


Incluir en proyecto estratégico del PAB medidas 
específicas de conservación de la biodiversidad, tanto 
en el área inmediata como en áreas que tengan es- 
pecial significancia para los ecosistemas presentes y 
que la operativa portuaria pueda perturbar. 


Seguir las normas más estrictas de manejo ade- 
cuado de sustancias tóxicas y peligrosas, y contará 
con una planificación específica de gestión de riesgos 
y respuesta ante emergencias. 


Propiciar la protección de la estructura costera y 
minimice los efectos de erosión y sedimentación en 
las áreas costeras próximas. 


Contemplar en el diseño, una matriz de riesgos 
ambientales que incluya específicamente aquellos 
asuntos relevantes donde existen altas incertidum- 
bres y/o se carece de información técnica o científica 
absoluta y que requiera de la toma de decisiones, en 
ese contexto debe prevalecer el criterio de preven- 
ción. 


En todos los casos se considera que el diseño de la 
solución técnica de la infraestructura portuaria en sí 
misma resolverá el menor impacto con la mejor tec- 
nología disponible, tanto en la fase de construcción, 
como en las de operación y abandono. Las considera- 
ciones que se incluyen en el análisis son por lo tan- 
to las de modificaciones territoriales esperadas, y las 
de contingencias. En todos los casos se recomienda 
fortalecimiento de capacidades para la planificación, 
el ordenamiento territorial y el control ambiental, así 
como una fuerte inversión para resolver las conecti- 
vidades a nivel nacional, regional y local, en especial, 
el conflicto entre los flujos originados por la presencia 
del PAP y los propios de la actividad económica turís- 
tica, hoy de importancia fundamental en el departa- 
mento”. 


Finalizo la lectura de este informe con las siguien- 
tes frases: “Se han cumplido los pasos necesarios 
para elegir la mejor localización considerada integral- 
mente atendiendo a múltiples factores, con visión de 
futuro, una visión compartida en permanente cons- 
trucción. 


Si bien este documento es conclusivo y da cuenta 
de una etapa, es un trabajo en proceso que no culmi- 
na con esta decisión.” 


Señor Presidente: dado que ha habido una razo- 
nable inquietud -y más razonable me parece desde 
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el momento en que se va a votar favorablemente-, 
solicito que este informe, que fue confeccionado por 
los organismos pertinentes, se distribuya a todos los 
señores Senadores -no ahora, por supuesto, porque 
es un documento muy extenso, que contiene una 
cantidad de páginas y de cuadros muy importante- 
para que tengan la certeza de que están votando un 
proyecto en el cual está suficientemente estudiada la 
opción que se presenta. 


Ahora con gusto concedo la interrupción que me 
había solicitado el señor Senador Rubio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: deseaba acla- 
rar alguna duda al señor Senador Heber -no nos en- 
tendimos en cuanto a la interrupción-, a quien le po- 
demos ofrecer, aparte de lo que pueda decir en cinco 
minutos, la reunión que él quiera con los ingenieros 
del Frente Amplio -entre ellos, el ingeniero Martín 
Ponce de León- que trabajaron durante un año en 
cuanto a la cuestión de la localización, al resto de la 
infraestructura necesaria para que funcione un puer- 
to de aguas profundas y al flujo que hace viable la 
inversión, tema en el que actuó el equipo del Minis- 
terio de Economía y Finanzas. Aclaro que acá no hay 
ninguna cifra tirada al voleo y hay estudios compara- 
tivos a nivel internacional que llevaron a extensas ex- 
posiciones en la Comisión multipartidaria, en la que 
había representantes del partido que integra el señor 
Senador Heber, tal como él bien sabrá. 


La Coronilla fue descartada porque pertenece a 
Cerro Verde, que es un área protegida, y porque des- 
de el estudio que hicieron los alemanes hace muchas 
décadas se determinó que recién a 24 kilómetros se 
tiene un nivel de profundidad de los 20 metros que 
estamos buscando, porque antes hay un fondo pedre- 
goso que imposibilita llegar a esos niveles de profun- 
didad. Este descarte que se hizo de La Coronilla fue 
una parte del conjunto de los descartes que se reali- 
zaron. Entonces, había que combinar problemas de 
profundidad -el señor Senador Abreu se extendió al 
respecto-; problemas de dinámica de las aguas y de 
las corrientes; problemas de acceso y de conectividad 
hacia el territorio, así como otro conjunto de varia- 
bles que no voy a exponer porque no soy técnico en 
la materia, pero que son múltiples. El cruce de ese 
conjunto de variables, entre ellas las externalidades 
positivas y negativas -sobre el turismo o sobre otros 
aspectos-, lleva a que los puntos de selección no sean 
muchos. Esta fue la conclusión a la que llegó la Co- 
misión; en realidad, quedó en una discusión entre un 
par de variantes, pero dentro de la misma zona. 


Finalmente, los informes de los técnicos terminan 
haciendo pronunciamientos sobre si es mejor, dentro 
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de la misma franja, hacerlo hacia un extremo o hacia 
el otro, pero están hablando de ocho kilómetros den- 
tro de la costa de Rocha. Quiere decir que no había 
infinitas posibilidades; la combinación de las distintas 
variables intervinientes en los estudios técnicos daba 
este resultado, en cuya sustancia estuvo de acuer- 
do el conjunto de los técnicos que trabajaron. Eso 
no quiere decir que no hubiera algunos técnicos de 
tal o cual Ministerio que opinaran que podía tener 
externalidades negativas, como tiene toda obra que 
provoca impacto ambiental -y toda obra de este porte 
provoca impacto ambiental- sobre algunos aspectos 
que son inevitables. Ahora, este estudio que se ha 
realizado hasta el presente es el más amplio que se 
ha llevado a cabo. En el año 1999 se colgó en la pági- 
na de Presidencia una licitación internacional para la 
construcción de un puerto de aguas profundas en La 
Paloma. La verdad es que en aquel momento muchos 
consideramos que no existían fundamentos suficien- 
tes para construirlo en ese lugar. Ahora se fue mucho 
más lejos; eso no quiere decir que se haya culminado 
el recorrido que hay que hacer, pero se tienen los fun- 
damentos de evidencia, a mi juicio suficientes desde 
el punto de vista técnico, para optar, en principio, por 
este lugar. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- He terminado, señor Presi- 
dente. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el 
Miembro Informante. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor Presidente: por en- 
cima de algunas confusiones o puntos de vista, ahora 
el señor Senador Rubio centraba el tema, que fue lo 
que intenté explicar al principio. Se utilizó el proce- 
dimiento de tratar de buscar, con criterios interna- 
cionales -porque hay normativa y criterios internacio- 
nales-, la forma de ir aproximándonos a la definición 
de un área. ¿Por qué se habla de la definición de un 
área? Porque claramente no se pueden hacer veinte 
estudios en veinte lugares diferentes ya que, como 
bien se dijo acá, cada estudio representa cientos de 
millones de dólares para hacerlos bien, y yo espero 
que así se hagan y que nadie venga a improvisar. Por 
eso insistí en la necesaria profesionalidad y en la exi- 
gencia de un trabajo profesional. 


Para determinar la zona, los criterios internacio- 
nales hablan de lo que mencioné que se hizo aquí: 
se determinó en base a una serie de criterios, como 
los que bien mencionaba recién el señor Senador Ru- 
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bio, es decir, dinámicas costeras, movimiento de las 
aguas, de las arenas, si representaban un obstáculo. 
También se tomó en cuenta la proximidad de la isó- 
bata de 20 metros. Se habla de “proximidad”; no es 
excluyente. De lo contrario, el puerto de aguas pro- 
fundas se hubiese hecho en Punta del Este, que es el 
lugar donde están más cerca los 20 metros. Tampoco 
se puede hacer en un lugar donde está tan lejos y es 
tan costoso acercar la isóbata, que sale una cifra side- 
ral que no hay forma de concretar. Por ello, además 
de cuestiones medioambientales, fue que se desechó 
La Coronilla. Se tuvieron en cuenta, justamente, te- 
mas de impacto ambiental, proximidad de los espejos 
de agua, existencia de fauna marina, etcétera. En vir- 
tud de que no existía un lugar perfecto, se buscó el 
que sintetizara, como mejor opción entre todas esas 
condicionantes, la zona descrita. No obstante, se es- 
tudió el resto de los lugares; lo dice el propio informe. 
En realidad, como alternativa posible se desechó la 
zona más turística, cuya realidad de desarrollo turís- 
tico no permitía ningún agujerito, por decirlo de al- 
guna manera. Pero repito que se estudió toda la costa 
de Rocha. 


Habrá gente que nos podrá decir que le hubiera 
gustado que el análisis fuera más completo, y lo ad- 
mito. Este es un inicio y, como bien se dijo, si ninguno 
de los proyectos que se presenten satisfacen los re- 
quisitos de tener un impacto reducido en el turismo, 
la isóbata en ciertos escenarios de proximidad y toda 
la serie de condicionantes para el ordenamiento te- 
rritorial y medioambiental, habrá que buscar en otro 
lado y plantearlo nuevamente al Senado. Esto no es 
nada nuevo. Recibí el libro de la historia del puerto 
de Montevideo y creo que hubo catorce proyectos de 
ingeniería hasta que se encontró el teóricamente más 
adecuado, que tampoco lo fue porque le erraron en la 
determinación de dónde estaba la piedra y parte del 
puerto de Montevideo tuvo un costo altísimo produc- 
to de que sucedió lo mismo que en La Coronilla, don- 
de la piedra está muy cercana y genera problemas a 
la hora de hacer las fundaciones. Como dije, se equi- 
vocaron y hubo unos sobrecostos increíbles porque no 
habían hecho bien los estudios; esperemos que ahora 
no suceda lo mismo. 


En definitiva, hubo un método científico para de- 
terminar la zona y lo que estamos haciendo es, ahora 
sí, identificando una franja y, en un sistema de diálo- 
go competitivo -como le llamaron-, empezar a recibir 
propuestas técnicas, en combinación también con la 
determinación de la carga. La Comisión del Poder Eje- 
cutivo presentó una propuesta, un estudio estimado de 
carga, que llegaba a cincuenta millones de toneladas, 
pero obviamente no deja de ser una aproximación que 
dependerá de una serie de factores y de los propios 
actores del puerto, más lo que haga el Gobierno como 
tal en este proceso que iniciamos -solamente inicia- 
mos- con la fijación del lugar, con la habilitación para 
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empezar el estudio para construir un puerto en ese 
lugar. Esa alimentación con los oferentes más las ne- 
gociaciones permitirán ir determinando esa realidad 
de cuánta carga realmente vamos a tener. En este mo- 
mento ni Mandrake puede decir cuánta carga vamos a 
tener, porque hay un montón de parámetros que están 
indefinidos en el proyecto de puerto. Multipropósito sí, 
pero ¿con cuántos elementos de multipropósito se va 
a terminar haciendo? Existe un proceso de aproxima- 
ción sucesiva que se va a ir haciendo, que es natural y 
es parte de la estrategia que está fijada. Además, todos 
tenemos claro que si esto no se hace con una parte 
mayoritaria de capital privado, el país no está en con- 
diciones de concretarlo. 


En definitiva, por encima del anecdotario de las 
últimas situaciones que se han dado, el resumen que 
todos hacemos es que estamos en un momento his- 
tórico, de independencia nacional, de desarrollo pro- 
ductivo y de posibilidad de restituir la riqueza que 
estamos iniciando, poniendo al país de frente a tener 
exportaciones más competitivas, importaciones a me- 
nores costos y agregando valor consolidando cargas al 
constituirse en un elemento de tránsito. Uruguay tie- 
ne todas las condiciones logísticas, por su ubicación y 
características, y de credibilidad como país, que creo 
hemos construido entre todos a lo largo de la historia 
de la nación. Eso es lo que tenemos que aprovechar. 


Por lo tanto, saludemos ya que creo que vamos a 
poder votar esta iniciativa con el consenso de todos 
los partidos políticos, y me sumo a que es un día his- 
tórico por eso. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia desea 
aclarar que el informe al que aludía el señor Senador 
Baráibar, “Avances en el análisis de localización”, que 
tengo entendido está en poder de los miembros de la 
Comisión, va a llegar al despacho de todos los señores 
Senadores a partir del día de mañana. 


Han llegado a la Mesa tres propuestas: el proyecto 
de ley sustitutivo elaborado por la Comisión, una pro- 
puesta firmada por señores Senadores de los Partidos 
Nacional y Colorado y, finalmente, una propuesta con 
la firma de señores Senadores de todos los partidos, 
esto es, de integrantes de la Comisión de Transporte 
y Obras Públicas. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: con el ob- 
jeto de facilitar el debate, retiraríamos la propuesta 
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presentada por los señores Senadores de la oposición 
producto de que se ha llegado a un acuerdo. En con- 
secuencia, propondríamos que se tratara únicamente 
la que cuenta con la firma de algunos de los integran- 
tes de la Comisión de Transporte y Obras Públicas, 
ya que mi firma no fue solicitada, pero igual adhiero 
a ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, coin- 
cidiendo con el enfoque del señor Senador Penadés, 
correspondería votar negativamente en forma previa 
el proyecto de ley sustitutivo elaborado por la Comi- 
sión, que creo que no es necesario leer. 


(Apoyados). 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
general el proyecto de ley sustitutivo enviado por la 
Comisión. 


(Se vota:) 
-0 en 28. Negativa. 


Léase el proyecto de ley firmado por todos los 
señores Senadores integrantes de la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Declárase habilitado un puerto de aguas pro- 
fundas situado en las costas del Océano Atlántico, en 
la 10* Sección Catastral del departamento de Rocha, 
en la zona denominada en el Ordenamiento Terri- 
torial Departamental como Zona entre Cabos, cuyo 
frente marítimo comprende los balnearios Mar del 
Plata, El Palenque y San Francisco, entre los puntos 
con las coordenadas geográficas 34% 32”17”” latitud 
sur - 54” 03 '38”” longitud oeste y 34% 30”59”” latitud 
sur - 54% 01”39”” longitud oeste. 


Las obras portuarias y de infraestructura que allí 
se proyecte localizar y las actividades a desarrollarse, 
deberán contar previamente con todas las habilitacio- 
nes y autorizaciones que la normativa vigente exige, 
en especial las relativas al ordenamiento territorial y 
la protección del medioambiente. 


El Poder Ejecutivo informará a la Asamblea Gene- 
ral, una vez cumplidas las exigencias establecidas en 


el inciso anterior”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo único cuyo texto coincide con el que acaba 
de ser leído por Secretaría. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTÍCULO ÚNICO.- Declárase habilitado un 
puerto de aguas profundas situado en las costas del 
Océano Atlántico, en la 10* Sección Catastral del de- 
partamento de Rocha, en la zona denominada en el 
Ordenamiento Territorial Departamental como Zona 
entre Cabos, cuyo frente marítimo comprende los 
balnearios Mar del Plata, El Palenque y San Francis- 
co, entre los puntos con las coordenadas geográficas 
34% 32”17” latitud sur - 54% 03”38” longitud oeste y 
34% 30”59” latitud sur - 54% 01”39” longitud oeste. 


Las obras portuarias y de infraestructura que allí 
se proyecte localizar y las actividades a desarrollarse, 
deberán contar previamente con todas las habilitacio- 
nes y autorizaciones que la normativa vigente exige, 
en especial las relativas al ordenamiento territorial y 
la protección del medio ambiente. 


El Poder Ejecutivo informará a la Asamblea Gene- 
ral, una vez cumplidas las exigencias establecidas en 
el inciso anterior.” 


17) POSTERGACIÓN DE LA CONSIDERACIÓN 
DE VARIOS NUMERALES DEL ORDEN DEL 
DÍA 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor Presidente: formulo 
moción para que el resto de los temas que figuran en 
el Orden del Día se incluyan en la sesión del día de 
mañana. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


11 de diciembre de 2012 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: sim- 
plemente queremos solicitar que el noveno pun- 
to del Orden del Día, que es el Informe de la Co- 
misión de Asuntos Administrativos relacionado 
con la solicitud remitida por el Poder Ejecutivo 
para la designación de una serie de Fiscales, sea 
considerado en la sesión de mañana a continua- 
ción del homenaje que se rendirá al doctor En- 
rique Tarigo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el Senado está de 
acuerdo, en una sola votación comprenderíamos 
las mociones formuladas por los señores Sena- 
dores Martínez y Penadés, en el sentido de que 
los puntos que quedaron sin tratar en el día de 
hoy pasen para la sesión de mañana y que las 
venias para la designación de una serie de Fis- 
cales se traten después del homenaje al doctor 
Enrique Tarigo. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


18) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 20 y 17 minutos, presidiendo 
el señor Danilo Astori y estando presentes los señores 
Senadores Abreu, Agazzi, Amorín, Baráibar, 
Bordaberry, Couriel, Da Rosa, Dalmás, Gallinal, 
Heber, Lacalle Herrera, Lorier, Martínez, 
Michelini, Moreira (Carlos), Nin Novoa, 
Pasquet, Penadés, Rondeau, Rosadilla, Rubio, 
Scrigna, Tajam, Topolansky, Viera y Xavier). 
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